
  


  
    
      
    
  


  
    ¿Ha sido realmente derrotada ETA? ¿Quiénes son los vencedores y quiénes los vencidos después de centenares de asesinados y miles de víctimas? Frente al relato dominante sobre el final de ETA, Rogelio Alonso aporta claves imprescindibles para comprender este decisivo periodo de la Historia de España y demuestra que la derrota del terrorismo nacionalista ensalzada por el discurso oficial constituye, parafraseando a Hannah Arendt, una «mentira política organizada».


    Esta investigación revela, como Primo Levi advirtió tras la caída del nazismo, que mediante «verdades consoladoras» se «niega la existencia de las cosas que no debían existir» , ocultándose gran parte de la realidad sobre el final de ETA para encubrir graves negligencias y errores políticos. Explica con rigor por qué muchas víctimas y amenazados por ETA se formulan una pregunta demoledora: ¿mereció la pena su sufrimiento cuando las enormes injusticias infligidas sobre ellos quedan amortizadas con un final que falsea la memoria de lo que realmente han vivido y ha ocurrido?


    Para su análisis, el autor se ha basado en el estudio exhaustivo de informes confidenciales y reservados elaborados por el servicio de inteligencia español y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, documentos inéditos hasta ahora sobre la política antiterrorista y sobre ETA; así como en entrevistas con víctimas y responsables políticos y policiales de la lucha contra la organización terrorista.
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  Arduas cuentas habrá de rendir el Rey en el último día, si no es buena causa la de su guerra, cuando todas esas piernas y brazos y cabezas segadas en la batalla se junten el día final y griten todas, «Morimos en tal lugar».


  Enrique V, WILLIAM SHAKESPEARE


  INTRODUCCIÓN


  «¿EL MEJOR FINAL?»


  Fue el mejor final. Ganó la democracia, y quienes durante décadas intentaron chantajearla sembrando la muerte y el sufrimiento no consiguieron ni uno solo de sus objetivos políticos. Por respeto a la verdad y, sobre todo, a las víctimas, conviene no olvidarlo nunca[1].


  Es posible que [ETA] hubiera acabado pero no como acabó. Este era el mejor final que nunca imaginábamos, que ETA reconociera su derrota[2].


  ALFREDO PÉREZ RUBALCABA


  Este libro demuestra, precisamente por respeto a la verdad y a las víctimas, que las afirmaciones del que fuera ministro del Interior entre 2006 y 2011 son falsas. Después de décadas de violencia, el proceso de finalización del terrorismo de ETA presenta numerosos déficits que demuestran que otro final era posible y que, desgraciadamente para la democracia, la banda sí ha logrado importantes objetivos políticos. Además, lejos de reconocer «su derrota», ETA reivindica la eficacia de su terrorismo. Como el profesor Aurelio Arteta ha señalado, el hecho de que ETA «no haya conseguido sus objetivos máximos no significa que se haya conformado con otros insignificantes»[3]. Por ello, en los propios términos del exministro del Interior, «por respeto a la verdad y, sobre todo, a las víctimas» es necesaria una rigurosa explicación de las políticas antiterroristas que condujeron al abandono del terrorismo de ETA con el fin de evaluar correctamente y con rigor académico sus consecuencias. De ese modo es posible analizar los importantes réditos que muchas de ellas reportaron al Estado, pero también, en ocasiones, a la propia banda y al conjunto del entorno terrorista.


  La opinión del exministro del Interior coincidiendo con el quinto aniversario del cese anunciado por ETA en 2011 contrastaba con la de diversas víctimas del terrorismo en esas mismas fechas, sugiriendo, como demostrará este libro, que existen otras interpretaciones sobre el final de ETA más respetuosas con la realidad. El mismo día en que Rubalcaba se pronunciaba en esos términos, Maite Pagazaurtundúa, presidenta de la Fundación Víctimas del Terrorismo (FVT) entre 2005 y 2012, escribía: «Cinco años después del anuncio del abandono del terrorismo, los lobistas de ETA gobiernan municipios, participan en el gobierno de la Comunidad Foral de Navarra y no denunciarán a la horda juvenil que atacó a dos jóvenes guardias civiles y sus novias en Alsasua»[4]. Pagazaurtundúa se refería también al «descaro» con el que el entorno terrorista recibía «como héroes a los asesinos múltiples cuando salen de la cárcel y piden impunidad para los que cumplen condena»[5]. Un día después, Fernando Altuna, hijo de Basilio Altuna, asesinado por ETA político militar en 1980, describía la profusión de homenajes a miembros de ETA que durante los últimos meses se habían producido en las calles del País Vasco e incluso en ayuntamientos y colegios[6]. El editorial del diario de mayor difusión en la Comunidad Autónoma vasca afirmaba en tan señalada efeméride: «La paz es imperfecta y perfectible, pero ha de basarse en la negativa a justificar el terror pasado o a contextualizar cualquier agresión»[7].


  Un lustro después del cese de ETA, la justificación del terror pasado seguía definiendo el comportamiento político de los partidos herederos de la antigua Batasuna —Bildu y Sortu— legalizados en 2011 y 2012 en una polémica decisión que, como Pablo Fernández Casadevante ha demostrado, evidenció un serio fallo de uno de los mecanismos de defensa del Estado más importantes, la prohibición de partidos[8]. En ese contexto, resultaba lógica la decepción y frustración de numerosas víctimas del terrorismo con un proceso de finalización de la violencia con considerables carencias. Así lo expresaba Ana Iribar, viuda de Gregorio Ordóñez, concejal del Partido Popular en San Sebastián cuando fue asesinado por ETA el 23 de enero de 1995:


  
    He buscado, sigo buscando algún rastro de victoria en la muerte de Gregorio Ordóñez. Escucho el discurso oficial del Gobierno referirse continuamente a la derrota de ETA; asisto a la decisión de ETA de dejar de matar; sin embargo, no encuentro signos para la victoria. Al contrario: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, el proyecto político de ETA bajo siglas diversas en nuestras instituciones, una organización terrorista que ni se ha disuelto ni se ha entregado ni colabora con la Justicia. No siento ni la derrota de ETA, ni la victoria de los demócratas. Resulta frustrante[9].

  


  Sin embargo, se han reproducido opiniones sobre el final del terrorismo no solo contrarias, como resulta lógico, sino que además niegan la posibilidad de visiones alternativas, como hacía Iñaki Gabilondo al aseverar categóricamente en 2017 que «no hay discrepancia en que [ETA] ha sido derrotada»[10]. La rotundidad y ausencia de matices parecen más propios de la propaganda política que del rigor académico con el que debe afrontarse un objeto de estudio como la campaña de la organización terrorista ETA. Incluso conocedores del contexto político y social marcado por el terrorismo han asumido simplificaciones que excluyen la mera consideración de puntos de vista diferentes, aunque estos se sustenten en rigurosos análisis. Una de esas interpretaciones aseveraba: «Aquí no ha habido pacto, ni cambio de leyes, ni amnistía, ni nada que permita la más mínima duda sobre quién ha ganado y quién ha sido derrotado y la conclusión contraria solo se puede mantener desde el dolor comprensible de las víctimas o desde la ceguera de algunos dirigentes»[11]. Este era un argumento repetido por quien ya había considerado que «solo la mala voluntad, la estupidez o el comprensible dolor de las víctimas no puede entender esta realidad inapelable»[12]. Como engañoso e injusto puede calificarse el intento de desconsiderar las legítimas y razonables opiniones contrarias a tan categóricas conclusiones atribuyéndolas a «la mala voluntad», «la estupidez», «el dolor comprensible de las víctimas» o «la ceguera de algunos dirigentes». Esta distorsión de planteamientos alternativos podía inducir a considerar que las víctimas del terrorismo son incapaces de comprender la realidad y de realizar análisis objetivos y rigurosos de esta, como si se tratara de disminuidos o discapacitados intelectuales. Todo ello, además, cuando en 2012 el mismo autor expresaba una visión diferente:


  
    En Euskadi existen motivos para el desasosiego, la derrota de ETA no ha significado todavía hoy nuestra victoria. Vivimos un periodo de confusión, en el que soterradamente los derrotados quieren imponer su relato histórico y la alternativa adolece de fuerza y coherencia suficiente para imponerse. Las víctimas dudan sobre cómo construiremos el futuro y el consuelo en esta situación es difícil, más si tenemos en cuenta que el resultado de las últimas elecciones autonómicas ha ratificado como segunda fuerza a los herederos de la banda terrorista[13].

  


  Paradójicamente se reivindica la derrota del terrorismo con argumentos que la cuestionan: «Justamente nuestra victoria abre una oportunidad para conseguir una sociedad que hable, que se quite los miedos y enfrente sus responsabilidades»[14]. El reconocimiento del miedo que ha provocado y mantiene todavía el silencio de la sociedad, la elusión de responsabilidades por las complicidades, por las inacciones, por esos mismos silencios, no parece en absoluto una victoria que merezca ser maquillada. El miedo provocado por el terrorismo etarra ha condicionado la participación política de ciudadanos vascos durante décadas hasta la actualidad pese a su progresiva disminución con el declive y posterior cese de ETA[15]. El miedo a hablar de política en libertad, a ejercer derechos y libertades con normalidad ha sido patente para un significativo porcentaje de población, percepción además asimétrica desde el punto de vista ideológico, como han demostrado Llera y Leonisio: «Los nacionalistas vascos percibían en su entorno menos miedo que aquellos que no lo eran. Es decir, los votantes del PP y el PSE sentían más temor a participar en política que los electores de PNV y la izquierda abertzale»[16].


  «ETA se ha ido sin nada. Nada se ha pagado y nada les debemos. Nada se ha pactado», concluía otro dirigente político sobre un final del terrorismo que definía como «limpio» y «rotundo»: «ETA ha sido derrotada por la sociedad, desarticulada por la policía y la ley, empujada por la política hacia la aceptación de sus reglas, desbordada por la realidad y por su propia gente, hacia el abandono de su fanatismo. Todo lo que ha ocurrido desde aquel octubre de 2011 avala la derrota sin paliativos del terrorismo y la victoria plena de la democracia»[17]. Contrasta esta conclusión con las evidencias que en este libro se recogen sobre el impacto del terrorismo en la democracia española, algunas de cuyas consecuencias se mantienen, aunque la campaña terrorista haya desaparecido y disminuido el miedo. En palabras de Llera y Leonisio:


  
    ETA supuso una merma de los derechos democráticos más básicos de la ciudadanía. El hecho de que ese miedo no fuera homogéneo, afectando de manera desigual a los diferentes electorados, lleva a pensar que las formaciones no nacionalistas (PP, PSE-EE, UPN, UA, etc.) partían de una posición de desventaja en la contienda electoral y, por tanto, puede considerarse que el principio de la igualdad política quedó en parte desvirtuado[18].

  


  Sin duda, el terrorismo ha repercutido en los procesos electorales, manteniéndose todavía hoy su influencia en el sistema democrático. Ese es el contexto viciado de partida en el que deben evaluarse los efectos del terrorismo, sus enormes consecuencias humanas, políticas y sociales, así como el final del mismo, con objeto de valorar correctamente este periodo de nuestra historia. Esos son los parámetros con los que también debe medirse esa supuesta derrota del terrorismo a la que tantos apelan mientras se escuchan admisiones como la que realizaba en 2016 Odón Elorza, alcalde de San Sebastián entre 1991 y 2011: «No fuimos lo suficientemente rotundos a la hora de condenar los asesinatos de ETA, y las amenazas. Imperó el miedo y el temor. Y la deriva de ello fue el silencio. Malo sería que ahora se instalara el olvido sobre lo que pasó. […] Tuve lagunas, ausencias y me dejé llevar por el miedo, la prudencia y la falta de valor»[19]. Se aprecia una tendencia a evaluar el pasado ignorando la abundante evidencia que obliga a cuestionar que la historia de la lucha contra el terrorismo sea realmente la del «éxito del Estado, de sus ciudadanos, de sus leyes e instituciones»[20]. Estas simplificaciones contrastan con el realismo de la experiencia vital de las propias víctimas del terrorismo, como refleja el testimonio de una de ellas, Fernando Altuna:


  
    Hará poco que reconocí que solo aceptando la derrota de mi vida podría subsistir. ¿A quién le gusta aceptar la derrota? A nadie, pero al menos en mi caso ha sido la única forma de que hoy mi vida sea más humilde, más honesta y más honrada. Sí: yo he perdido. En el caso Altuna, la rama político-militar de ETA no solo asesinó a padre. Me destrozó como persona, aniquiló a una familia y resquebrajó los principios del Estado de Derecho al no haberse hecho justicia, al igual que en los más de 300 asesinatos de la organización criminal que no han sido esclarecidos. No soporto, no acepto pues, la teoría del relato de que las víctimas del terrorismo hemos vencido. Al menos mi padre y yo hemos perdido. Hemos sido derrotados. No hemos ganado. Nada[21].

  


  Este libro demuestra que se está intentando cerrar el periodo marcado por el terrorismo de ETA asumiéndose desde amplios estamentos políticos, académicos y periodísticos un revisionismo histórico que deforma lo sucedido revistiendo de verdad única y establecida interpretaciones erróneas de la realidad. No debe renunciar el académico a investigar la realidad con rigor, evitando cuestionar estereotipos establecidos que pueden convertirse en significantes vacíos. Durante la larga e intensa investigación en la que se basa este libro, he recordado el error histórico que supuso magnificar el papel de la resistencia francesa durante la Segunda Guerra Mundial. Así lo hicieron investigaciones académicas que asumían de manera acrítica que el régimen de Vichy contaba con un amplio apoyo social, negado por no pocos historiadores que prefirieron sobredimensionar el menor respaldo de quienes realmente se enfrentaron al nazismo.


  En su ensayo «Los abusos de la memoria», Tzvetan Todorov, aporta claves para comprender el problema al que la sociedad española y la comunidad científica se enfrentan al evaluar la historia de ETA y los efectos de su campaña terrorista: «Ninguna institución superior, dentro del Estado, debería poder decir: usted no tiene derecho a buscar por sí mismo la verdad de los hechos, aquellos que no acepten la versión oficial del pasado serán castigados»[22]. Como este libro demuestra, quienes no aceptan esa versión oficial del pasado que impone la derrota de ETA sin los debidos matices, ignorando los argumentos que la cuestionan, han sido «castigados». Parafraseando a Hannah Arendt, «quienes dicen la verdad factual han sido considerados más peligrosos e incluso más hostiles que los verdaderos opositores»[23], entendiendo por estos últimos a quienes han desafiado el orden constitucional a través del terrorismo. El que fuera ministro del Interior entre 1996 y 2001, Jaime Mayor Oreja, denunciaba «que por decir la verdad eres marginado, un radical, un extremista y te apartan de la vida pública» para «quedarte en la soledad»[24]. Ha sido común escuchar que la sociedad vasca era y es una sociedad enferma. Una sociedad en la que el terrorismo ha gozado de apoyo, aunque minoritario, no por ello menos significativo. De ahí que resulte lógico que esa sociedad enferma desee reprimir recuerdos y evidencias que reflejan vergüenzas y fracasos. También las élites políticas están interesadas en encubrir sus fracasos con esa denominada «batalla por el relato» a la que constantemente apelan. Imitando la terminología bélica de la propaganda terrorista, se afanan en reproducir una memoria en la que el pasado y el presente son convenientemente seleccionados y reinterpretados. Así se ocultan las injusticias de este final del terrorismo por el que han optado. La ética del científico obliga a sacarlas a la luz. Como escribió el profesor Calduch Cervera, «la ética del científico no admite más compromisos que el que exige la búsqueda de la verdad», y es «sin duda, una de las éticas más exigentes y revolucionarias del hombre»[25]. En ese sentido, demuestra la necesidad y pertinencia de un trabajo como el que estas líneas introducen la respuesta del exmiembro de ETA Iñaki Viar al artículo que un respetado político encuadraba con un revelador titular, «Miedo a la victoria»:


  
    Dice hoy en El País Nicolás Redondo, con quien coincido gratamente en sus criterios habitualmente, que quienes criticamos la deriva política antiterrorista actual tenemos miedo a la victoria. Sorprendente conclusión. Cree el autor que la derrota policial de ETA significa la victoria de la libertad y la democracia, y que todos debemos alegrarnos. Me permitiré discrepar de su argumentación. […] Muchos ciudadanos vascos tienen miedo, pero no a la victoria. Hay tanto miedo en la generalidad de la población vasca como cuando ETA mataba. Porque la gente normal no pensaba que ETA le iba a matar a él, para eso estaban los policías, políticos, periodistas, algunos empresarios. […] El miedo es a la coacción sistemática del poder político, social, institucional nacionalista, para no sufrir perjuicios en su vida: por eso se someten a la tortura para muchos de estudiar euskera, y pasan años en ello para sacar una oposición. […] la derrota policial de ETA ha devenido en victoria política de su proyecto gestionado a medias con el PNV escenificando divergencias[26].

  


  Otro reconocido especialista en el terrorismo etarra y director del Centro Memorial de las Víctimas del Terrorismo del Gobierno español ha enfatizado sin ambages la derrota de ETA en repetidas ocasiones[27], aunque en 2012, antes de trabajar para el Ministerio del Interior, escribía:


  
    La derrota operativa de ETA, que se podía constatar desde finales de 2001, hubiera obtenido un carácter de reconocimiento oficial por el propio grupo terrorista con la declaración del 20 de octubre. Pero el contexto en el que se produjo el anuncio ha permitido a ETA y a su entorno desdibujar la idea de fracaso histórico e, incluso, capitalizar políticamente una decisión que contradecía toda su trayectoria. El éxito del Estado al provocar la derrota operativa de la banda terrorista se ve contrarrestado por el problema político que le plantean los éxitos electorales de las siglas apoyadas por la ilegalizada Batasuna[28].

  


  Añadía: «La legalización de Bildu por el Constitucional, en contra del criterio del Tribunal Supremo, ha facilitado el éxito político de la antigua Batasuna, empañando la imagen clara de derrota que se habría registrado si el final de la violencia etarra hubiera tenido lugar antes de esa legalización y no después»[29]. El propio Domínguez había advertido años antes: «Si se salva la ideología que ha inspirado ETA, si no se cuestiona social y políticamente la justificación que ha tenido ETA para practicar el terrorismo, si no se percibe su derrota —incluso por su base social—, se puede mantener viva la llama para que otros vengan detrás y continúen la violencia»[30]. El mismo autor había reconocido que «la legalización de unas siglas en las que participaba Batasuna antes del fin definitivo de ETA y la conferencia internacional» de Aiete en 2011, diseñada por el entorno terrorista con la aquiescencia del Gobierno socialista de Rodríguez Zapatero, había contribuido a que la finalización de la violencia fuera «capitalizada políticamente por aquellos que durante décadas la han perpetrado o alentado, y a que se difumine la percepción de derrota de los terroristas»[31].


  Como este libro demuestra, la ideología nacionalista que inspira a ETA no es ampliamente cuestionada en la sociedad vasca. Por el contrario, es frecuente que, en el discurso político y social, incluso académico, se omita la dimensión nacionalista del terrorismo etarra y, por tanto, las consecuencias políticas y sociales que de ello se deriva. Se reivindica la necesidad de denunciar el «proyecto político totalitario» que ETA deseaba imponer[32], pero las evidencias demuestran que no es frecuente hacerlo, eludiéndose constantemente la motivación nacionalista de dicho proyecto político. Al mismo tiempo, aunque ETA ha reconocido que «no hemos ganado» y que es «evidente» que la «izquierda abertzale no ha ganado», pues de haberlo hecho «Euskal Herria aparecería en los mapas del mundo como un país libre», aduce que «la lucha que hemos realizado miles de hombres y mujeres con gran esfuerzo y sacrificio no ha sido en balde»[33]. En absoluto ha reconocido ETA su derrota, como erróneamente aseguran algunos. Más bien, con fines claramente propagandísticos, la banda terrorista considera que «gracias a esa lucha Euskal Herria continúa viva y tiene abierta, recientemente, la posibilidad de ganar»[34]. En esa línea, la base social del movimiento terrorista no socializa una conciencia de derrota, sino una interpretación de la violencia como instrumento eficaz:


  
    ¿ETA no ha conseguido sus objetivos? En parte es verdad esta aseveración, pero, por otra parte, no se ajusta a la realidad. Evidentemente no ha cumplido el objetivo de que una delegación del Estado español se sienta a la mesa con voluntad de negociar con ETA la ruptura democrática con el franquismo y en consecuencia no ha logrado que se reconozca el derecho a la Autodeterminación de Euskal Herria. Y tampoco ha conseguido negociar una entrega ordenada de las armas ni negociar una salida digna al tema de las presas y refugiadas. Es verdad. ¿Pero estos han sido los únicos y más importantes objetivos por los que ha luchado ETA? […] ETA nunca ha apostado por vencer militarmente al Estado español. Ha combatido con las armas en la mano, pero no ha sido tan ilusa como para pensar que militarmente se le podía ganar a todo un Estado español. […] ¿Los poderes militares y económicos centralistas aceptaron el nivel de autogobierno de las tres provincias Vascongadas o de Nafarroa gracias a las hábiles maniobras negociadoras o debido a muchos años de lucha? ¿Cuántas veces han utilizado los representantes del PNV la existencia de ETA para arrancar determinadas competencias, por ejemplo, la de la Ertzaintza? […] Lo dicho: la única lucha derrotada es la que no se hace[35].

  


  El exdirigente nacionalista Joseba Arregi ha matizado también el estereotipo sobre la derrota de ETA tan repetido desde las elites políticas españolas y numerosos medios de comunicación e incluso académicos: «Hay razones, por lo tanto, para afirmar que ETA ha sido derrotada por el Estado de Derecho. Pero también hay razones para afirmar que esa derrota está lejos de ser completa»[36]. Mikel Azurmendi, integrante de ETA en sus orígenes y posteriormente amenazado por la organización terrorista, ha concluido que «sin lugar a dudas, ETA no ha salido derrotada»[37]. La periodista Ángeles Escrivá, profunda conocedora del terrorismo etarra, ha definido como «agridulce» un final de la violencia que no ha supuesto la derrota de ETA al implicar «cantidad de cesiones por parte de los demócratas»[38]. Como ha señalado Javier Zarzalejos, el balance de la historia del terrorismo de ETA obliga a considerar el fenómeno terrorista en su complejidad, huyendo de ese planteamiento dicotómico que reduce el triunfo del Estado a un solo parámetro como la incapacidad de la banda para conseguir una Euskadi independiente. Obliga a analizar las «evidentes implicaciones políticas» del terrorismo, «que ha condicionado no solo la evolución del nacionalismo, sino que ha conseguido modelar —es decir, deformar— el paisaje cívico y el tejido político del País Vasco». Es entonces cuando «el juicio sobre su derrota» debe ser matizado[39]. Aurelio Arteta ha reflexionado sobre las implicaciones de un discurso público que se limite a ensalzar la victoria de la democracia sobre el terrorismo sin atender a un análisis más riguroso de lo que ha supuesto la violencia: «Se dice una y otra vez que ETA ha sido al fin derrotada por la democracia. Demasiada retórica. Se añade que ETA ha perdido frente a la sociedad española, pero dudo que eso pueda pregonarse asimismo de la sociedad vasca en general»[40]. El autor de Mal consentido. La complicidad del espectador indiferente (Alianza, 2014), añadía:


  
    Pero detrás del desafío terrorista, que absorbía toda la atención, se estaba librando otro combate más hondo de naturaleza nacionalista. Además de sus comandos clandestinos, el terrorista ha contado con numerosos representantes civiles; y, junto a su aparato militar, ha dispuesto de otro político e ideológico. Derrotado policialmente, ¿no habrá salido sin embargo ganador en estos otros combates…? Eludir esa pregunta sería prueba de complacido simplismo o de cobarde escapada; a la postre, de rendición[41].

  


  Este libro pretende dar respuesta a una pregunta ineludible como la que Arteta formulaba. Con ese fin, este volumen analiza las claves del proceso a través del cual se ha puesto fin a la campaña terrorista de ETA y las consecuencias del terrorismo para la democracia española. A través de un exhaustivo estudio de fuentes primarias que ven la luz por primera vez y que incluyen informes secretos, reservados y confidenciales elaborados por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y el servicio de inteligencia español, inéditos documentos sobre la política antiterrorista y de la organización terrorista, así como entrevistas personales con víctimas y responsables políticos y policiales de la lucha contra ETA, respondo a los siguientes interrogantes: ¿Cómo se ha llegado al final de la campaña terrorista de ETA? ¿Ha sido derrotado el terrorismo? ¿Qué ha logrado la violencia? ¿Es compatible la derrota policial del terrorismo con la consecución de importantes logros políticos y sociales de quienes intimidaron y coaccionaron a la ciudadanía? ¿Cuáles son las consecuencias humanas, políticas y sociales del terrorismo perpetrado por ETA? ¿Se niegan hoy las implicaciones políticas y sociales de ese terrorismo nacionalista? ¿En qué medida siguen condicionando la violencia y el miedo la vida en la sociedad del posterrorismo? ¿Qué efectos tiene la legitimación de la sistemática violación de los Derechos Humanos en una democracia amenazada por el terrorismo durante cuarenta años? ¿Por qué una parte de la sociedad no logra sentir la derrota de ETA, incluidas algunas de las personas que después de su enorme sacrificio personal más necesitarían celebrar un auténtico triunfo sobre el terrorismo? ¿Quienes insisten en declarar la inapelable derrota de ETA lo hacen con objeto de ocultar una realidad diferente, justificando así la ausencia de políticas que podrían haber hecho posible otro final más favorable para la democracia y las víctimas del terrorismo? ¿Cómo se recordará la historia de terror de ETA cuando todavía una parte de la ciudadanía vasca continúa glorificando la violencia? ¿Qué memoria se está construyendo del terrorismo etarra y de su impacto para la sociedad y la democracia españolas? ¿Cuáles son los retos a los que se enfrentan la sociedad española en general, y la vasca y navarra en particular, en esta etapa del posterrorismo?


  La noticia del anuncio del «cese definitivo de la actividad armada» de ETA comenzó a difundirse por redes sociales y medios de comunicación la tarde del 20 de octubre de 2011. En ese momento recibí en mi teléfono un mensaje de texto enviado por una persona que durante catorce años vivió escoltada como consecuencia de la amenaza terrorista. Aquella tarde no podía eludir los recuerdos acumulados durante esa juventud vigilada, las humillaciones a las que fue sometida por quienes aplaudían y justificaban los asesinatos de ETA y por los culpables de que ella misma tuviera que enfrentarse al miedo cada día de su vida. Había alcanzado la madurez superando degradaciones cotidianas de quienes envalentonados utilizaban la coacción terrorista para ejercer su intimidación mafiosa. Muchos de quienes celebraban el anuncio de ETA ignoraban esa cotidianeidad de inhumanas mezquindades a las que se habían enfrentado víctimas y amenazados. Y sin embargo resultaban imprescindibles para comprender qué es verdaderamente el terrorismo, qué significa enfrentarse a él, qué es preciso para derrotarlo y qué constituye realmente su derrota. El mensaje de móvil era escueto y, como posteriormente reconocería su autora, escrito con manos temblorosas y una mirada nublada por las lágrimas: «No sé si reír o llorar». La ilusión y la esperanza se entremezclaban con el temor fundado en decepciones previas: ETA había decretado otras treguas en las que se prepararon nuevos asesinatos. El miedo a la frustración, la razón cautelosa que vela por la propia supervivencia, se enfrentaban a una alegría contenida, a unas ansias acumuladas durante largos años por disfrutar de una vida en libertad. La normalidad de sentirse libre sin que cada día el miedo la acompañara y así intentar superar el terrorismo psicológico que ha marcado a tantas personas. Ese terror a veces invisible al que los amenazados responden como humanamente pueden y que en algunos casos impide recuperar una normalidad violentada. Y entre todas esas emociones y razones, también surgía el miedo a la traición política y humana, a que los sacrificios que marcaron su vida y la de sus seres queridos no fueran reconocidos como merecían. Y esto no suponía desear ni el aplauso ni el homenaje público, tan efímeros y superficiales como ese fugaz y simple «me gusta» de ese Twitter que pretende reconfortar superficialmente durante unos segundos, emulando un compromiso y una solidaridad vacíos. En absoluto ansiaba ese cariño que políticos de uno y otro signo prometían a menudo a las víctimas del terrorismo convirtiéndolo en un decepcionante sustitutivo de los derechos efectivos de los que el terrorismo les privaba y que, por tanto, los dirigentes estaban obligados a garantizar a los ciudadanos amenazados. Para nada deseaba abrazos y fotografías públicas que con frecuencia sirven en política para camuflar con un envoltorio de bonitas pero huecas palabras la falta de acción y determinación. Pensaba más bien en que su civismo, su dignidad, su humanidad, su valentía y su tesón para desafiar al terror, esos valores que daban sentido a una vida repleta de dificultades, dura en el sentido literal del término, y a la que precisamente por ello otros renunciaron, recibieran una recompensa justa y decente. En definitiva, que ese final del terrorismo que ahora se prometía lo fuera con una justicia real y no meramente retórica. Que los principios políticos y éticos que sostienen un sistema democrático no fueran reinterpretados y manoseados con el fin de pasar página, como si los amenazados no quisieran pasar esa página cruel, pero por supuesto sin eludir la justicia necesaria para poner término a la amenaza que el terrorismo nacionalista de ETA ha supuesto. Que la impunidad no fuera embellecida con la triste complicidad de algunos de quienes también desafiaron al terror, que pudieran sentirse tentados de simplificar y distorsionar la Historia evitando la exigencia de responsabilidades imprescindible para que los terroristas resultaran y se sintieran derrotados. Que al mirar hacia adelante no se borrara el pasado desdibujando toda una trayectoria vital que hubiese sido diferente de no haber alzado la voz contra el terrorismo, como hubiese sido distinta la historia de la democracia española. Que sus legítimas reivindicaciones no fueran tergiversadas y descalificadas atribuyéndolas a un rencor que siempre contuvo. Que no tuviera que escuchar lo que escucharía unos años después del cese de ETA, cuando una escritora que reconocía haber sido un «testigo mudo, ciego y sordo» ante el sufrimiento de sus conciudadanos amenazados[42] se atrevía ahora a darles falsas lecciones de historia denunciando la «retórica del rencor» de esas víctimas que reclamaban un final del terrorismo «con vencedores y vencidos»[43]. Como si la culpa del terrorista por sus humillaciones y crueldades no mereciera esa victoria de las víctimas que de no obtenerse supondría una injusta disminución de la culpabilidad del criminal. Tantos años midiendo las palabras, despreciando la venganza, reprimiendo el odio fruto del dolor, transformándolo en un resentimiento privado que le ayudara a no enloquecer ante tanta injusticia, a sobrevivir al mal en la creencia de que era su deber como ciudadana, y ahora el final del terrorismo podía quitarle o darle sentido a toda una vida y a la de muchas otras personas. Su resistencia cívica y política reducida a lo absurdo si el terrorismo se cerraba en falso, vaciada de contenido político si el final del terrorismo imponía el olvido de las causas por las que ETA asesinó y eximía de responsabilidades tanto a los asesinos como a sus cómplices.


  Estas son algunas de las poderosas razones por las que he escrito este libro. Porque esta persona y quienes como ella han entregado tanto para derrotar al terrorismo no merecen la humillación de la mentira, de la manipulación, de la posverdad sobre el final del terrorismo, sobre lo que ellos mismos vivieron y lo que este país ha vivido. Porque los muertos también lo merecen y porque solo podrán ser honrados como deben serlo si reciben una justicia que no se limita al ámbito penal y se extiende al plano social, político, moral e histórico. Porque merecen que se escriba la verdad, incómoda en ocasiones, con rigor académico, con honradez y honestidad, sin servidumbres partidistas, sin el engaño con el que algunos pretenden edulcorar e incluso blanquear su propia historia y la de esta sociedad. Hay otra razón para escribir este libro: parafraseando las reflexiones de Aurelio Arteta citadas en estas páginas, porque como ciudadano y como académico me niego al «complacido simplismo, a la cobarde escapada y a la rendición» que supone eludir las preguntas a las que debemos responder después de una campaña terrorista que ha cambiado y condicionado la vida de tantos seres humanos.


  CAPÍTULO 1


  EL TERRORISMO DE ETA: LAS RAÍCES NACIONALISTAS DEL ODIO


  El error del 68, cuando los nacionalismos olvidaron una hermosa frase del lehendakari Aguirre —«Si nuestra causa costase una sola gota de sangre ajena, yo dejaría de ser nacionalista»—, se ha pagado muy caro.


  JON JUARISTI[44]


  Pues como los lamentos proferidos por el PNV no se acompañen de un cambio radical de su política, esas condenas resultan sin duda estériles, pero solo por ser falsas. Hasta un ciego advierte que su alianza con EH ennoblece a los bárbaros, porque ampara sus primitivas ideas y torpes propósitos, pero ensucia al resto de nacionalistas y nos hunde a todos. […] Lo que sé, como cualquiera, es que no hay Gobierno capaz de obtener legitimación mientras la gente perciba que gobierna con la anuencia o el permiso de los asesinos. […] Lo que hoy tenemos es el cínico poder de los que amenazan sobre la impotencia inerme de los amenazados.


  AURELIO ARTETA sobre el pacto de legislatura firmado por el PNV en 1999 con el brazo político de ETA para gobernar la Comunidad Autónoma vasca[45]


  Cuando algunos sectores de la izquierda insisten en el falaz argumento de que el PNV es «necesario» para alcanzar la paz allí, lo hacen poniendo en valor el papel del llamado «nacionalismo democrático» suponiendo que su concurso es decisivo para la desaparición del terrorismo. Se confunden porque el nacionalismo vasco forma parte —y parte nuclear— del problema y jamás ha aspirado a serlo de la solución, salvo que esta pasase por su perpetuación en el poder mediante la hegemonía indefinida sobre todo el movimiento nacionalista y no sin antes haber reformulado sus relaciones «con el Estado» mediante un modelo de cosoberanía. Hasta que esa hipótesis no se haga realidad, el PNV y ETA —consciente e inconscientemente, que de todo hay en ese partido— se complementan, porque mientras el nacionalismo expresa «democráticamente» sus aspiraciones con ese tono perpetuamente victimista, los etarras arguyen que la violencia es el «único» camino para lograr lo que el pueblo vasco demanda.


  JOSÉ ANTONIO ZARZALEJOS[46]


  Nacionalismo y violencia


  «NO SE INTEGRAN. VIVEN DE NUESTROS IMPUESTOS. SON VIOLENTOS. VIVEN EN GHETTOS. ESTOS SON LOS ÚNICOS QUE SOBRAN EN EUSKAL HERRIA. ALDE HEMENDIK».


  La exigencia de «Alde Hemendik» («Fuera de aquí») iba dirigida contra el Cuerpo Nacional de Policía, la Guardia Civil y la Ertzaintza, cuyos logos aparecían sobreimpresionados en el cartel colocado en las calles de Alsasua en octubre de 2016. Días antes, dos guardias civiles habían sido apaleados, con sus novias, en esa localidad navarra. Este episodio constituía una expresión más de que la socialización en la subcultura del odio seguía vigente cinco años después del cese de la campaña terrorista decretado por ETA en 2011. En 2015, en el pueblo guipuzcoano de Tolosa, un ertzaina de paisano había recibido otra paliza tras ser identificado como policía[47]. Dos años antes, un hostelero de Bakio fue condenado a pagar una multa por negarse a atender a un ertzaina al que se dirigió en los siguientes términos: «No queremos gente uniformada ni armada. No os voy a servir. Marchaos»[48].


  El clima de «exclusión moral» hacia las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad permanecía en el País Vasco fiel a la estrategia del nacionalismo radical de situarlos más allá de los límites en los que, como señala Opotow, «son aplicables valores y normas»[49]. Los factores propiciadores de la radicalización violenta visibles durante décadas de terrorismo seguían presentes, entre ellos el odio alimentado por una ideología nacionalista que distingue entre «ellos» y «nosotros», despreciando en ocasiones a los adversarios políticos y a quienes son representados como «el enemigo». La interrupción de la campaña terrorista y el gradual desmantelamiento de la estructura criminal contribuían a que el proceso de radicalización no progresara hasta sus últimos estadios con la materialización de asesinatos. Si bien el entorno político y social varió al detenerse la campaña terrorista, reduciéndose los incentivos para la integración en una banda como ETA, la transmisión de ideas justificadoras de la violencia continuó. También se mantenía «el discurso del odio», como ilustraba el pronunciamiento del Tribunal Constitucional en 2016 denegando el recurso de amparo de Tasio Erquicia —durante años dirigente de Batasuna y por aquel entonces aún vinculado al partido que le sucedió— tras su condena por «enaltecimiento del terrorismo». El Tribunal definió el «discurso del odio» como «aquella forma de expresión que propaga, promueve o justifica el odio racial, la xenofobia y otras formas de odio basadas en la intolerancia, incluyendo la intolerancia manifestada mediante un nacionalismo y etnocentrismo agresivos como los que representa la organización terrorista ETA»[50]. Destacó además la manifestación de «un nacionalismo agresivo; con inequívoca presencia de hostilidad hacia otros individuos». Al mismo tiempo, otras expresiones de «instigación a la violencia» y de «alabanza o justificación de acciones terroristas» que, como señaló la sentencia, «crean un determinado caldo de cultivo» para la violencia[51], seguían reproduciéndose con impunidad. Entre ellas, constantes homenajes públicos a presos de ETA excarcelados, como el que en 2016 realizaron adolescentes de un instituto en Hernani. O la cesión del salón de plenos del ayuntamiento de Lequeitio para otro homenaje permitiendo al terrorista homenajeado, Andoni Gabiola, tomar asiento en el sillón del regidor en un simbólico gesto[52]. El alcalde del PNV nada hizo para impedir el acto o depurar responsabilidades por semejante uso de la institución[53].


  La violencia y el odio que la motiva poseen diferentes manifestaciones e intensidades[54], y, como el entramado de ETA demuestra, todas ellas son parte de un mismo constructo que persigue la exclusión moral de las víctimas del terrorismo, transformándolas en merecedoras de una injusta agresión que debe ser justificada por el agresor. Décadas atrás, en particular durante las de 1970 y 1980, ETA intentó mediante sus asesinatos en pequeñas localidades del País Vasco y Navarra obstaculizar la normal integración de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en la sociedad. La descripción de uno de los asesinatos cometidos por ETA en 1978 revela la lógica detrás de ese acoso: «El atentado contra Vicente Rubio Ereño fue el quinto crimen consecutivo cometido por ETA en el mes de diciembre con similares características: un hombre es tiroteado en el interior de un bar donde se encontraba efectuando una consumición»[55]. La estigmatización de la policía, así como el intento de control del espacio público, empujando al adversario a la marginación a través del miedo y de la espiral del silencio, guiaron la acción terrorista durante la transición hacia la democracia. Las consecuencias de esa campaña se tradujeron en un considerable abandono social de las víctimas y en una escasa contestación social a los asesinatos de ETA[56]. En esa atmósfera de violencia el nacionalismo «latente», «dormido», «minoritario» de los años sesenta fue transformándose y «todo el odio que los años habían ido amortiguando» volvió a nacer[57]. ETA, formada en 1958 por un grupo de disidentes de las juventudes del PNV al que acusaban de pasividad frente al régimen franquista, «devolvió la cohesión a una sociedad nacionalista en proceso de disgregación»[58]. Su violencia contra las Fuerzas de Seguridad las convirtió en «chivo expiatorio» de una comunidad nacionalista que «volcó sobre ellas todo su rencor histórico»[59].


  A partir de ese momento la «exclusión moral» de una parte de la sociedad en la que se sustentaba el terrorismo se produjo mientras en paralelo el nacionalismo democrático excluía también a una parte de la ciudadanía que no mostraba su adhesión a la ideología nacionalista[60]. Esta ideología otorga preminencia a unos pretendidos derechos colectivos del pueblo vasco como único sujeto de decisión dotado de una única y excluyente identidad nacional de la que el nacionalismo deriva su creencia en su existencia política como nación con derecho a constituirse en Estado. A través de ella se consolidó una cultura política basada en la radicalización de «una parte del sentimiento nacionalista vasco»[61], que convirtió al nacionalismo violento en una suerte de «religión política»[62] o «religión de sustitución»[63].


  Esa ideología nacionalista sería la que permitiría alimentar el odio necesario para asesinar y justificarlo, ya que «es conveniente odiar al adversario contra quien por cualquier motivo se lucha»[64]. El instrumento a través del cual se crean motivos para odiar no es otro que una ideología nacionalista propugnada por ETA que permite la construcción de un «nosotros» —el pueblo vasco— «amenazado, maltratado, explotado, marginado o discriminado enfrentado a un “ellos” responsable»[65]. La ideología de ETA, «mezcla de irredentismo sabiniano independentista, etnicismo esencialista y marxismo-leninismo antiimperialista», le lleva a representar el País Vasco como «una nación colonizada y militarmente sometida por España, que solo mediante la insurrección armada puede acceder a la anhelada independencia»[66]. Esa coincidencia ideológica en los fines lleva a una cierta comprensión o tolerancia de los medios, de forma que pronto «la comunidad nacionalista tendió a encubrir la responsabilidad de la que ya era su organización armada»[67]. El nacionalismo no es «condición suficiente, pero sin duda sí necesaria», para la aparición y mantenimiento del terrorismo etarra[68]. La unión de la «comunidad nacionalista» constituye uno de los objetivos del nacionalismo en sus distintas expresiones. Comparten ideario, aunque en ocasiones discrepen sobre ciertos métodos violentos utilizados por algunos miembros de esa comunidad para imponerlo.


  En los años noventa, el entonces consejero de Interior del Gobierno vasco Juan María Atutxa dejaba clara la identidad entre el nacionalismo del PNV y ETA: «Hemos condenado métodos, no ideas»[69]. Su postura era inequívoca: «La mejor terapia contra esta enfermedad es practicar el principio de que son los métodos, porque las ideas siempre son legítimas, la frontera que separa a los violentos de los que no lo somos»[70]. Como ha explicado Aurelio Arteta, para el nacionalismo las ideas compartidas no quedan contaminadas por unos métodos terroristas que son utilizados para demostrar lo arraigado de su causa, recurriendo al mismo lenguaje que los nacionalistas violentos para reivindicar parecidas razones[71]. De ese modo, el nacionalismo interpreta la violencia como una «consecuencia lógica de la intolerable negación de derechos» al «pueblo vasco» y, en ocasiones, incluso «un deber moral nacido de aquel indisputable derecho»[72]. Por ello, «si el nacionalista radical es un radical antidemócrata, un nacionalista moderado resulta un moderado demócrata»[73].


  El relato histórico de ETA se nutre de una «narrativa del conflicto vasco»[74] compartida por la comunidad nacionalista y en la que resulta fundamental la contextualización de la violencia dentro de «una secular contienda étnica entre vascos y españoles». Este encuadre del terrorismo permite redefinir los crímenes de ETA como «acciones de guerra perfectamente legítimas»[75]. A pesar de las diferencias entre el nacionalismo propugnado por ETA y el de formaciones democráticas nacionalistas, una misma narrativa del conflicto articulada en torno a la ideología común ha permitido tergiversar el pasado alimentando el victimismo y el odio[76]. El análisis del componente nacionalista del terrorismo etarra y la relación entre el conjunto del nacionalismo es fundamental para comprender la existencia y permanencia de ETA. Así se desprende de la interpretación que el dirigente nacionalista Javier Balza hacía de las motivaciones terroristas: «Es gente que ha confundido completamente su ideología pero que está por ideología»[77]. Xabier Arzalluz, figura clave del PNV entre 1980 y 2004, subrayaba: «En ETA hay hoy de todo: hay idealistas puramente nacionalistas, hay otros que son simplemente unos desalmados y el resto anda con un contrabando ideológico aprovechándose del sentido nacionalista»[78].


  Los integrantes de ETA, «asesinos cargados ideológicamente» y «fanáticos totalitarios»[79], están, sin duda, motivados por una ideología nacionalista. Esa ideología facilita la adhesión de individuos con un perfil heterogéneo que, no obstante, comparten fines a pesar de que puedan diferir en los medios utilizados. Ideología que contiene además creencias que favorecen el enfrentamiento con otro grupo identificado como diferente: desconfianza, superioridad y percepciones de injusticia, amenaza e impotencia[80]. De ahí la necesidad de analizar este componente ideológico para comprender correctamente un terrorismo nacionalista como el de ETA, los factores que lo originaron, así como los que coadyuvaron a su continuidad durante años y a su finalización. No solo surge ETA en 1958 como disidencia de las juventudes del PNV. Desde sus inicios ETA emplazó a dicha formación y a otras a una unidad de acción como la que plasmaba en sus «Principios» de mayo de 1962, cuando además de establecer como sus objetivos la independencia y el socialismo, expuso su deseo de «colaborar estrechamente con las fuerzas, partidos u organizaciones patrióticas vascas»[81]. ETA se mostró asimismo dispuesta a colaborar «con cuantas organizaciones o fuerzas traten de contribuir en la lucha contra la situación de avasallamiento que hoy padece el Pueblo Vasco, siempre que el mantenimiento de estas relaciones no presuponga la hipoteca de los fines y medios que propugna ETA»[82].


  Desde entonces diversos han sido los emplazamientos y críticas, así como la unidad de acción en determinados momentos entre los diferentes integrantes del nacionalismo, cuya ideología común inducía a una ambivalente actitud hacia la violencia etarra[83]. Esa interrelación llevó a que durante el proceso de democratización y consolidación democrática sucesivos gobiernos españoles aceptaran condicionar su respuesta contra ETA a los criterios de una formación como el PNV, creyendo que su fortalecimiento devendría en el debilitamiento de los argumentos terroristas. Sin embargo, este partido, a través del Gobierno autónomo que ha ejercido salvo durante el periodo comprendido entre 2009 y 2012, con frecuencia ha sido responsable de conceder «autoridad política» a ETA, «desautorizando» en consecuencia al sistema constitucional y estatutario[84]. La propia ETA, consciente del poder y legitimación que podía recibir del partido nacionalista mayoritario, ha intentado evitar la cooperación entre el nacionalismo y el constitucionalismo, como mostraba en una circular interna: «En opinión de la Organización, hay que evitar que los partidos políticos vascos u otros agentes hagan acuerdos particulares con los Estados español y francés, puesto que eso sería reeditar el error de 1977»[85]. Como señalaba un informe del servicio de inteligencia español, «otro elemento a considerar es la dependencia estratégica que el MLNV tiene respecto del PNV, pues tanto con la acción de ETA, como con la idea de constituir un frente nacionalista y de izquierdas, pretenden forzar la implicación decidida de dicho partido en un proyecto soberanista»[86].


  Por tanto, la evaluación de las causas y de los efectos del terrorismo obliga a tener presente la relevancia que una ideología como el nacionalismo posee en la subcultura de la violencia a través de la cual se ha justificado y legitimado el asesinato para la imposición de un proyecto político nacionalista. Como subraya Llera,


  
    … partiendo, por tanto, de principios nacionalistas compartidos con otros actores políticos con los que compiten por el control de su hegemonía ideológica en la construcción de su comunidad étnica, basan su acción estratégica en el enfrentamiento entre comunidades/identidades, en la limpieza étnico-ideológica y en la lucha contra el Estado «opresor» al que le disputan el monopolio del uso de la violencia legítima[87].

  


  En esa línea, ETA se autoerige en vanguardia de la comunidad nacionalista sentenciando que «el que no está con el Pueblo Vasco y su Resistencia, está en contra de aquel y de esta», y que «son abertzales [patriotas] los que colaboran con la Resistencia Vasca; los que se oponen a ella o la boicotean serán barridos»[88]. En consecuencia, presenta su violencia como una respuesta a la «represión fascista sufrida por el Pueblo Vasco»[89], orientada a la restitución al «pueblo vasco» del «marco soberano y de libertades democráticas que nos fue arrebatado»[90].


  Debe enfatizarse que el terrorismo persigue aislar a la víctima de la sociedad, tanto social como políticamente. Ignorar ese proyecto político sustentado en una ideología nacionalista favorece la reproducción de una memoria en la que el terrorismo queda descontextualizado históricamente y despolitizado. Ello facilita a quienes han justificado el asesinato la desvinculación de sus aspiraciones políticas nacionalistas de los crímenes perpetrados con la intención de imponerlas. Así lo hacen hoy representantes políticos de ETA que se niegan a «abjurar de su pasado»[91], elogiando la trayectoria terrorista con esta lógica: «El problema no ha sido nunca ETA, sino que la reivindicación del derecho a decidir no cabe en un estado antidemocrático»[92].


  Todo ello obliga a recalcar que los fines nacionalistas no son ajenos a los medios violentos a través de los cuales se persiguieron. Ha quedado demostrada la instrumentalización de la violencia por parte del PNV para lograr sus reivindicaciones políticas durante la Transición[93] y posteriormente. El dirigente peneuvista Joseba Egibar ha reconocido una «necesidad mutua» entre formaciones nacionalistas a pesar de la utilización de la violencia[94]. Xabier Arzalluz, expresidente del PNV, negó «concomitancia alguna con ETA» al mismo tiempo que reconocía que la banda «tuvo un cierto valor político» durante el régimen franquista porque «planteó el problema vasco al mundo»[95]. Establecía además una continuidad con ese periodo a pesar del proceso de democratización afirmando en 2002 que el entonces presidente del Gobierno, José María Aznar, «usa medios franquistas para acabar con la violencia»[96]. El dirigente nacionalista llegó a acusarle de querer «fusilar» a los vascos «como Franco» y de no poder hacerlo gracias a su pertenencia a la Unión Europea[97]. El presidente del PNV también calificó a la democracia española como «anémica» y «de muy baja calidad» antes de concluir que «ya no estamos en una democracia»[98]. Por tanto, cuando el llamado «nacionalismo moderado» ha cuestionado incesantemente la legitimidad de un sistema democrático respaldado por la voluntad popular del que su propia autoridad emana y que ha administrado desde sus orígenes, es lógico que haya sido aprovechado por el entorno social y político que legitima y justifica la violencia. Cuando el dirigente nacionalista Iñaki Anasagasti afirmaba que el Gobierno español «empuja a la juventud vasca a la lucha armada»[99], transfería la responsabilidad que el nacionalismo debía asumir por la deslegitimación del sistema democrático que ha alimentado y justificado el terrorismo etarra. De ahí la conclusión a la que llegaba el siguiente editorial del diario El País: «Si, pese a su debilidad, resulta difícil vencer políticamente a ETA es porque hay personas y partidos de tradición democrática que utilizan irresponsablemente argumentos que parecen copiados de los comunicados de esa organización terrorista»[100].


  De ese modo lograba el nacionalismo condicionar el final de ETA a la satisfacción de determinadas exigencias nacionalistas, como ocurrió con el plan Ardanza de 1998, la declaración de Lizarra de ese mismo año o el plan Ibarretxe de 2002. Estas iniciativas son algunos ejemplos de una larga trayectoria en la que la consecución de los fines nacionalistas se ha vinculado directamente con la interrupción de los medios terroristas al ser reivindicados aquellos como condición necesaria para la paz. Frecuente ha sido, por tanto, por parte del nacionalismo exigir la superación de un supuesto contencioso histórico como requisito imprescindible para poner fin al terrorismo, como hacía el dirigente peneuvista Iñigo Urkullu al sostener que: «ETA es algo más que una organización que tenga un carácter exclusivamente militar. Es una expresión más de lo que es un problema político que afecta a la sociedad vasca secularmente. Tiene unas pretensiones políticas y, en ese sentido, aunque los golpes policiales que reciba desbarajusten la organización, la raíz política no va a ser solucionada policialmente»[101].


  La confusión e interrelación entre fines y medios también se reflejaba en la reflexión que sobre esta cuestión realizó en 1987 el entonces lehendakari José Antonio Ardanza en su intento por diferenciar al conjunto del nacionalismo de ETA. En una comparecencia parlamentaria el dirigente nacionalista aseguró que «no existe tal comunidad o coincidencia de fines entre ambos mundos, porque los fines no pueden considerarse, en este caso, separados de los medios»[102]. Seguidamente subrayó que «los fines que ambos mundos persiguen están tan afectados por los medios utilizados, que su aparente coincidencia no pasa de ser puramente verbal», estableciendo la siguiente distinción: «el autogobierno que ETA dice pretender no es el mismo a que aspiran las fuerzas democráticas de este país. Y la diferencia no es de grado, sino de calidad, de naturaleza. La libertad que dicen pretender los violentos nacería secuestrada desde su origen en beneficio de unos pocos». Sin embargo, aunque insistía en que «no hay, pues, coincidencia de fines», reconocía que «en última instancia, los fines no solo no justifican los medios, sino que quedan sustancialmente contaminados por estos». Paradójicamente, en su opinión, esa «contaminación» no implicaba una responsabilidad para un nacionalismo como el que el PNV representaba y que consideraba diferente al propugnado por ETA: «No hay, pues, dos caminos que convergen en la misma meta. Las metas, igual que los caminos, son diferentes». De su discurso emergía una clara contradicción, pues si bien parecía oponerse a que la «sociedad vasca debiera grados de autogobierno a la presión ejercida por los violentos», la coacción terrorista sobre una parte de la población privada de libertad era evidente. Esta presión se traducía en la incapacidad de los partidos no nacionalistas para defender sus ideas en igualdad de condiciones, mermando por completo sus derechos democráticos básicos[103]. Esta grave desigualdad irremediablemente debía haber condicionado las reivindicaciones de autogobierno del nacionalismo ante tan desequilibrada competencia política que, sin embargo, fue utilizada por las formaciones nacionalistas en su propio beneficio.


  En esas circunstancias los intentos de acercamiento entre las dos ramas del nacionalismo, la representada por el PNV y el brazo político de ETA, ha perdurado a lo largo del tiempo sin que la pervivencia de la coacción terrorista sobre una parte de la sociedad inhibiera ese alineamiento con la aspiración de constituir una suerte de «frente nacional vasco»[104]. A modo de ejemplo, véase cómo el propio lehendakari Ardanza advertía en 1987 que «mientras ETA siga actuando la división entre quienes utilizan medios incompatibles no podrá permitir ningún tipo de acuerdo para la consecución de ciertos fines compartidos». Pero al mismo tiempo concedía que su partido, el PNV, «estaría dispuesto a apoyar una acción conjunta sobre el derecho de autodeterminación» si Batasuna presentaba dicha iniciativa en el Parlamento vasco[105]. De ahí que incluso ante determinados atentados terroristas que suscitaban amplia repulsa hacia ETA «el planteamiento de aspiraciones nacionalistas» provocara «reacciones encontradas en la sociedad en su conjunto, añadiendo tensión en momentos de fuertes reacciones de los grupos humanos más sensibilizados»[106].


  Los fines compartidos por el conjunto del nacionalismo necesariamente quedaban afectados por los medios terroristas sobre los que se expresaban discrepancias. Imposible resultaba la separación que en ocasiones y a su conveniencia pretendía el nacionalismo distinguiendo entre «la existencia de la violencia» y el «problema de normalización política» y «de naturaleza política que afecta al pueblo vasco»[107]. La indivisibilidad de fines y medios tiene unas consecuencias que Mikel Arteta ha sintetizado así: «Jamás podría hacerse realidad el pueblo homogéneo del imaginario abertzale sin la limpieza étnica y el terror suficientes para eliminar o ahuyentar a quienes caracterizan como el otro fuera de los confines de su comunidad»[108]. Bajo esa interrelación subyace una comunidad afectiva, cultural y política en la que el nacionalismo ejerce una función homogeneizadora, como refleja la siguiente carta al director publicada en el diario nacionalista Deia, vinculado al PNV, en las navidades de 2004:


  
    Estas fechas siempre despiertan los puntos más sensibles del ser humano.


    Los presos nacionalistas vascos son tus hermanos. Cayeron bajo la ley del opresor. ¡No lo olvides! Quien los retiene en la cárcel destrozando hogares y atormentando a nuestras madres, es el opresor. Que jamás salga de tus labios una sonrisa para él, mientras tus hermanos sufren en la cárcel y en presidio.


    Visítalos. Tu presencia les fortalecerá. Contémplalos con cariño de hermano a través de las rejas. ¡No los olvides![109].

  


  En 2017 los presos de una organización terrorista nacionalista como ETA recibían la «atención» y «comprensión» del PNV cuando aquellos volvieron a exigir el final de la dispersión[110]. En una carta firmada por Andoni Ortuzar, presidente del partido, se reconocía y reforzaba el victimismo de los presos de la banda, a la que no se aludía en ningún momento, recurriendo a una sinécdoque, «presos/as vascos»[111], con la que el nacionalismo ha legitimado implícitamente la ideología etarra al permitir a los terroristas erigirse en representantes de todo un pueblo. Los presos no lo eran por su condición de vascos, sino por graves delitos de terrorismo, y a los que por semejantes crímenes se les aplicaba la dispersión, avalada, entre otras instituciones, por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH)[112]. A pesar de ello, la principal formación nacionalista les trasladaba su «compromiso» para «acabar con el alejamiento» y lograr «la resolución más humanitaria posible de la situación de los reclusos/as enfermos»[113]. Incidía el PNV en la legitimación de los agravios terroristas y en la difusión de sus responsabilidades por los graves crímenes cometidos. Lo hacía «animándoles» a «un análisis autocrítico», no exigiéndoselo ni condicionando su política a dicha autocrítica. Ello mientras equiparaba «las consecuencias negativas que sufrís tanto tú como tus familiares y amigos por encontrarte preso lejos de Euskadi», con «las negativas consecuencias que la violencia ha traído a nuestro país y del injusto daño causado a tantas y tantas víctimas»[114]. El terrorismo nacionalista de ETA quedaba así convenientemente diluido en una indefinida y genérica «violencia» de la que los presos terroristas también terminaban siendo «víctimas», mereciendo por ello el reconocimiento de lo que se describía como «comprensibles reivindicaciones»[115].


  Así pues, diversos son los factores que muestran la legitimación que el PNV ha ofrecido a ETA durante su existencia: 1) la defensa de sus mismos objetivos; 2) la deslegitimación del sistema democrático; 3) la oposición a una gran parte de las medidas policiales y judiciales contra el terrorismo; 4) los acuerdos con una parte del terrorismo a través del brazo político de ETA; 5) la negociación con los terroristas como alternativa a otras medidas para terminar con la violencia[116]. A pesar de ello, como se analizará posteriormente, las características del modelo de final del terrorismo por el que se ha optado confirman que este ha premiado al nacionalismo político-institucional que ha incurrido en semejante legitimación.


  El final de ETA: trascendencia práctica e ideológica


  Precisamente debido a las raíces ideológicas del terrorismo etarra y por la sensible relación entre el movimiento terrorista y el nacionalismo democrático, la metodología elegida para lograr el abandono de ETA posee importantes implicaciones. Así lo advertía ya en 1994 Juan Aranzadi cuando aseguraba que «lo que, en definitiva, se halla en juego en ese final es si, en el pasado y/o todavía, la violencia de ETA es solo un síntoma del “problema vasco” o el problema vasco mismo»[117]. Aranzadi planteaba que un «final dialogado» o un «final policial» determinarían una mayor o menor justificación y legitimación de la violencia etarra como «efecto de la opresión nacional de Euskadi». De ahí que considerara que «la escenificación y representación simbólica de su final» fuera de «una extremada trascendencia práctica e ideológica», ya que durante décadas «ETA ha sido el fermento regenerador del movimiento nacionalista vasco, obligado desde los años sesenta a definirse por referencia a ella»[118].


  Resultan reveladoras de esta definición del nacionalismo por referencia a ETA, y de la importancia que para el resto del nacionalismo tendría un determinado final de la banda, las siguientes admisiones de militantes nacionalistas. En 1998, Txema Montero, antiguo eurodiputado de Herri Batasuna que posteriormente se alineó con el PNV, reconocía que «todos tenemos la impresión histórica de que una derrota militar [de ETA] supone unas consecuencias políticas de dependencia del pueblo vasco y de retroceso respecto a cuotas alcanzadas»[119]. Otro dirigente del PNV expresaba así esa relación entre la supervivencia de ETA y el propio destino del nacionalismo:


  
    Días después del asesinato de Miguel Ángel Blanco, centenares de militantes del PNV nos reunimos en asamblea para ver cómo afrontábamos la brutal campaña mediático-política que se había desatado contra nosotros. En las asambleas se produjeron momentos muy tensos. Había quien pensaba que, efectivamente, sin ETA nos convertiríamos en una fuerza vulgar. Para quien conozca un poco la historia del PNV, se vivieron los momentos más críticos desde 1936 (incluso más críticos que los de la última escisión)[120].

  


  Antonio Elorza observaba una «llamada a la solidaridad surgida del asesinato de Miguel Ángel Blanco» que puso en marcha en el PNV una «dinámica de signo opuesto», conducente al Pacto de Lizarra con la propia ETA. Una ideología nacionalista compartida, fiel «al mensaje esencial del pensamiento sabiniano: aquí Euzkadi, fuera España», daba coherencia a esa dinámica: «Ante la angustia del otro convertido en víctima, indiferencia y fortalecimiento de la cohesión abertzale, por encima de la muerte»[121]. Como señaló Joseba Arregi, exparlamentario del PNV y exportavoz del Gobierno vasco:


  
    El PNV temió por su hegemonía social, y también temió que el terrorismo terminara por dañar a todo el nacionalismo vasco, deslegitimándolo. Pero en lugar de extraer la consecuencia de romper cualquier tipo de relación con el nacionalismo de ETA, intentando definir el suyo propio de forma radicalmente diferente al de la banda criminal, tomó la decisión contraria: para poder mantener la hegemonía social del nacionalismo necesitaba a ETA, a Batasuna y a todo el espectro nacionalista que representan, y por eso entró el PNV en la vía que está siendo su gran hipoteca: buscar el fin de ETA ofreciéndole la unidad de acción para alcanzar fines compartidos[122].

  


  La creencia de que una «derrota policial de ETA» trajera «aparejada una derrota política del conjunto del nacionalismo vasco» era compartida por distintas formaciones nacionalistas[123]. En consecuencia, desde la perspectiva nacionalista el final de ETA requería una escenificación y una simbología que le dotara de una cierta legitimidad y sentido, permitiéndole además al nacionalismo democrático mantener su hegemonía política y social. De ahí que ante la disyuntiva de un «final policial» o un «final dialogado» fuesen claras las preferencias de ETA por esta segunda vía, pero también las del nacionalismo vasco en su conjunto, que logró imponer esa interpretación incluso entre formaciones no nacionalistas durante un tiempo considerable. De hecho, resultó enormemente significativo que la escenificación de un desarme parcial de ETA en abril de 2017 se realizase según el esquema propuesto por el PNV que terminó siendo aceptado por el Gobierno español pese a haberlo rechazado previamente por constituir una reveladora dejación del Estado[124].


  Mucho antes, en enero de 1988, todos los partidos políticos vascos con representación parlamentaria, con excepción de Herri Batasuna, firmaron el Pacto de Ajuria Enea, en cuyo articulado se institucionalizaba ese «final dialogado». Este pacto transversal tuvo un simbolismo significativo al articular una cierta unidad frente al terrorismo entre los partidos demócratas, aunque esta fuera breve en el tiempo y frágil. En sus inicios sirvió para convocar una multitudinaria manifestación contra el terrorismo celebrada el 18 de marzo de 1989 en Bilbao, para comenzar a articular movimientos cívicos contra el terrorismo, y para trasladar una imagen de aislamiento institucional y social del entorno terrorista. Sin embargo, en 1991 era ya evidente la fragilidad de una unidad que se doblegó ante las exigencias de ETA de alterar el trazado de la autovía de Leizarán. La limitada eficacia de Ajuria Enea fue incuestionable a partir de 1998 cuando PNV y EA alcanzaron un acuerdo secreto asumiendo «el compromiso de abandonar todos los acuerdos que tienen con las fuerzas cuyo objetivo es la destrucción de Euskal Herria y la construcción de España (PP y PSOE)»[125].


  La preferencia por un modelo de «final dialogado» persistió entre los partidos nacionalistas influyendo considerablemente sobre el Partido Socialista cuando formó gobierno en 2004, como se analizará en próximos capítulos. Los esfuerzos por lograr que el final de ETA se sustentara en una «interpretación políticamente creíble y soportable»[126] de su cese se mantuvo respetando los parámetros utilizados por el nacionalismo para definir el terrorismo etarra. Como expresó el dirigente de otra formación nacionalista como Aralar, nacida de una escisión de Batasuna en 2001, «la solución a la violencia en este país no pasa por desmantelar a ETA o lo que llaman su entorno, sino por sentarse a dialogar entre todas las partes para buscar una solución negociada sin que haya vencedores ni vencidos»[127]. Otro responsable del PNV consideraba que «la mera derrota policial de ETA siempre comportará el riesgo de que algún colectivo decida reiniciar la lucha armada»[128]. El presidente del PNV hasta 2004 definió como «una aberración» la «negación de un fondo político a ETA», considerando «la vía policial» como insuficiente para «arreglar» la violencia de ETA que él consideraba como «algo endémico en este país»[129]. Begoña Errazti, desde otra formación nacionalista como Eusko Alkartasuna, expresaba una opinión similar considerando que «el origen de ETA» obligaba a «ir a la raíz del problema» y que, por tanto, «no queda más remedio que buscar salidas de diálogo ante el conflicto»[130]. En palabras de otro militante nacionalista, la «solución policial» era para el nacionalismo «una peligrosa tentación y un error estratégico de incalculables consecuencias»[131]. Estas eran las premisas del nacionalismo, como expuso en 1998 el entonces lehendakari José Antonio Ardanza:


  
    Siendo esto así —ni «derrota policial» ni «derrota política» en términos de «desistimiento»—, el abandono de lo que ETA considera su «lucha armada» y la incorporación de HB a la actividad política democrática requerirán, desde su punto de vista, de algo que ellos puedan interpretar como un incentivo político que los justifique ante su propia gente. Por lo que sabemos, tal incentivo no parece que pueda ser otro que un diálogo tal —llámenlo ellos «negociación» y nosotros «final dialogado»— que sea susceptible de incidir efectivamente en el actual sistema constitucional y estatutario[132].

  


  En definitiva, el nacionalismo ha perseguido un final del terrorismo que le aportara a ETA una «salida airosa»[133]. Esta debía llegar «persuadiendo» a ETA de que su actividad «hoy ya no tiene sentido»[134], asumiendo, por tanto, que en algún momento sí lo tuvo.


  Estos presupuestos del nacionalismo coinciden con «la escenificación y representación simbólica de su final» que ETA también ha buscado y que resumía así en 1988: «Estamos dispuestos a negociar, pero no a arrepentirnos ni a rendirnos»[135]. En esa misma dirección apuntaban diversos comunicados de ETA, como aquel en el que volvía a plantear la necesidad de «dejar de lado las fórmulas policiales y políticas que han fracasado» proponiendo en su lugar «un proceso de diálogo amplio y concreto, que tendrá por objetivo un acuerdo general, que diseñará la resolución del conflicto»[136]. Estas coincidencias evidencian que tanto el nacionalismo representado por el PNV como el de otras formaciones nacionalistas y la propia ETA han compartido y comparten una idéntica «gramática del conflicto»[137]. Como ha demostrado Martín Alonso, «existe una gramática profunda común al continuo nacionalista —y algunos segmentos formalmente no nacionalistas— en su vertiente política y social»[138].


  Como numerosos autores han constatado, el «complejo político-social»[139] conformado en torno a las formaciones nacionalistas ha consolidado una hegemonía e influencia en la Comunidad Autónoma vasca que permite una determinada y distorsionada representación de la realidad[140]. A través de un discurso repleto de eufemismos y tergiversaciones, dicha interpretación sostiene que la violencia de ETA tiene como causa fundamental un conflicto político basado en las reivindicaciones nacionalistas que tanto la organización terrorista como el nacionalismo democrático comparten: esto es, la supuesta negación de los derechos colectivos del pueblo vasco y la injerencia externa del Estado español. Así, y a pesar de las diferencias entre formaciones como ETA y el PNV, «el nacionalismo moderado y, por tanto, buena parte de la sociedad vasca, ha adoptado los términos de los violentos sin plantearse lo que esto significa»[141].


  Lo que realmente significa es que el terrorismo de ETA se representa como una violencia ligada a un «conflicto de naturaleza política de manera que el conflicto actúa como un contrapeso que impide que la balanza se incline en exceso del lado de la condena de ETA»[142]. De ese modo, «conflicto» y «violencia» se articulan sobre una base identitaria caracterizada en términos excluyentes[143]. Lo que significa es que el nacionalismo denominado «moderado» incurre a menudo en la legitimación del terrorismo etarra mediante el recurso a «una misma plantilla narrativa con la que representar la violencia terrorista y asociarla a las reclamaciones de signo nacionalista»[144]. Como consecuencia de la misma, ETA y su violencia aparecen en el discurso nacionalista convenientemente contextualizadas «en una tradición secular que remite a otras violencias del pasado: las guerras civiles del siglo XIX, la Guerra Civil de 1936-1939, o la violencia de la dictadura de Franco», todos ellos episodios que «son interpretados como actos de usurpación de la identidad del “pueblo vasco” que han requerido de una contestación violenta»[145]. De esa «gramática del conflicto» y «plantilla narrativa» compartidas surge un pasado de supuesta «victimización colectiva»[146] del pueblo vasco.


  Reveladora de esta actitud es la carta que un ciudadano nacionalista dirigió al hermano de Carlos Díaz Arcocha, jefe de la policía autonómica vasca asesinado por ETA en 1985, en respuesta a un artículo en el que la víctima del terrorismo reclamaba «el arrepentimiento sincero no solo de los criminales directos, cosa improbable, sino sobre todo de quienes los comprendieron, justificaron y aprobaron»[147]. Antes de concluir con un «no tenemos que arrepentirnos de nada», expuso:


  
    Me llama la atención su forma de subjetivizar un problema colectivo. Su escrito es una especie de radiografía de su alma, inconsolablemente sangrante por sus dramáticas vivencias personales. Al individualizar tanto su dolor utiliza de forma sesgada dos conceptos fundamentales: tiempo y terror. Si paramos el reloj del tiempo donde interesa a cada uno, difícilmente llegaremos a entendernos. Personalmente no puedo olvidar a las víctimas de los bombardeos de Gernika y Otxandio (1936)[148].

  


  Esa lógica victimista permite difuminar a las víctimas del terrorismo nacionalista de ETA en tanto que individuos particulares en el marco del «sufriente pueblo vasco»[149]. Ese es el sustrato ideológico sobre el que ETA ha elaborado comunicados en los que se arroga la representación y defensa de ese pueblo, recurriendo a mecanismos de difusión de la responsabilidad por el terrorismo perpetrado, como muestra el siguiente ejemplo: «La mano de ETA está cerrada en un puño para luchar contra los que oprimen a este pueblo, pero la mano de ETA sigue tendida para el diálogo y el acuerdo»[150]. En otro comunicado, ETA aducía que jamás aspiró a «derrotar a España» y que su violencia obedecía al hecho de que no se le había ofrecido otra alternativa que la de «vivir en paz como españoles o morir luchando como vascos»[151]. Esa contraposición entre «vascos» y «españoles», definidos en función de su adhesión a una ideología nacionalista es la que permite al nacionalismo representar el terrorismo de ETA como una violencia defensiva por la «liberación nacional».


  Es en el marco de esa ideología nacionalista en el que el miembro de ETA Garikoitz Aspiazu se arrogaba la representación de todo el «pueblo vasco» desafiando así al tribunal que lo juzgaba: «No les autorizo a juzgar a los ciudadanos del País Vasco y no voy a contestar a ninguna pregunta»[152]. Lógicamente, Aspiazu no era juzgado por su condición de vasco, sino por sus crímenes terroristas, recurriendo a una manipulación habitual en miembros de la banda, pero también en ámbitos del denominado «nacionalismo moderado». El que fuera presidente del PNV Xabier Arzalluz lo expresaba así: «Los presos son también nuestros; tanto los violadores como los que han llevado pistola son vascos y son nuestros presos»[153]. El nacionalismo se ha arrogado el patrimonio de la identidad vasca, como hacía Iñigo Urkullu al calificar como «venganza» y «humillación» y «escarmiento a los vascos» la sentencia condenatoria del Tribunal Supremo en 2008 que obligaba al presidente del Parlamento vasco, Juan María Atutxa, a disolver el grupo parlamentario de Batasuna tras la ilegalización de este partido por ser parte de ETA[154]. A través de esta sinécdoque se ignoraban los agravios de aquellos vascos no nacionalistas que ante la agresión terrorista contemplaban la ilegalización como una necesidad que, sin embargo, fue criticada por el nacionalismo en su conjunto. Lo mismo ocurría cuando tan importante medida contra ETA como demostró ser la ilegalización de Batasuna fue rechazada por el nacionalismo como una «cruzada antivasca»[155]. Se reproducía una inversión semántica común en el discurso nacionalista en función de la cual la defensa frente al terrorismo etarra que coaccionaba a ciudadanos vascos se representaba como una agresión a toda una comunidad.


  El testimonio de una amenazada por ETA que ocupó cargos electos municipales y autonómicos en el País Vasco ayuda a comprender las consecuencias que se derivan de semejantes inversiones: «El odio que he sentido de adversarios políticos nacionalistas y de seres queridos nacionalistas ha sido en ocasiones idéntico al de quienes literalmente me dijeron “te vamos a enterrar”. De aquellos, algunos provenientes de Andalucía, tuve que escuchar que estos eran “los buenos vascos” mientras me reprochaban que me metiera en líos»[156]. Esta amenazada explicaba cómo una tarde lluviosa pasó por la plaza Levante de Bilbao en la que solían concentrarse simpatizantes de ETA en apoyo a los presos de la banda. Aquel día, el tío de esta joven paseaba también por aquella zona, como un viandante más. Ambos se saludaron con afecto. Seguidamente, en el breve e imprevisto diálogo el tío espetó: «Estos sí que son admirables por lo que hacen por la patria». Jamás escuchó esa admiración en boca de aquel familiar, fiel votante del Partido Nacionalista Vasco y devoto católico, durante los años en los que su sobrina tuvo que vivir con escolta como resultado de las amenazas terroristas derivadas de su militancia en un partido no nacionalista. Aquel admiró sus principios y su determinación, pero nunca encontró en ellos relación alguna con la defensa de la patria que sin embargo sí atribuyó a otros «patriotas».


  Esta experiencia personal revela lo que un antiguo militante del PNV definía como «una injusticia política» que ilustraba así:


  
    El entorno no te acompaña. El que no es de HB está en contra, pero está en contra de aquella manera. A ver si me explico bien. Tú imagínate que ves un asesinato. Pegan un tiro, pum. Y tú sabes quién ha sido. Le puedes decir al tío: «no te quiero volver a ver, tal y cual». Pero si la policía te pregunta, no. Porque si dices que sí, es que eres un chivato, es que ¿me explico? Es como un tema de pertenencia. Aunque son unos hijos de puta son mis hijos de puta[157].

  


  Un informe del Ministerio del Interior fechado en diciembre de 1996 exponía esa ambigüedad y sus repercusiones para el final de la violencia:


  
    En la fecha de hoy, en el PNV, en sus dirigentes, en su militancia, en sus bases sociales, se aprecian dos actitudes clara y marcadamente diferenciadas. Incluso cabe decir que, en cada uno de los dirigentes nacionalistas, están vivas estas dos actitudes. La primera se asienta en la sensación, impresión, percepción de que no hay nada que hacer con el mundo de HB, esto es, con el entramado que rodea a ETA. Ello implica una actitud de alineamiento con los partidos democráticos, con las instituciones representativas e incluso con el Gobierno de España. La segunda actitud se fundamenta en la necesidad vital de, adelantándose al final de la violencia, alinearse y abrazarse con HB, como única fórmula para no quebrar definitiva e irreversiblemente el nacionalismo vasco. En el fondo el debate que se suscita es la forma o manera de alcanzar la paz: por un lado, alineados con los demás partidos democráticos o por otro, abrazados de un modo u otro al entorno de ETA[158].

  


  En consecuencia, es preciso subrayar la existencia de una ideología compartida por el nacionalismo que necesariamente vincula los fines nacionalistas con los medios terroristas[159]. Por un lado, el nacionalismo democrático inducía a cuestionar la pluralidad de la sociedad vasca:


  
    Si se mantiene que la identidad vasca es ajena a la española, e incluso se niega (como Ardanza) que exista una nación española; si se advierte (como Arzalluz) que «quien venga con nosotros debe tenerlo claro: nosotros, como nación, solo somos vascos», se está trazando una sutil frontera entre dos clases de ciudadanos y avisando que quien desee ser admitido como buen vasco habrá de violentar su conciencia para desprenderse de cualquier lealtad que no sea la de la nación vasca[160].

  


  Al mismo tiempo, ETA asesinaba para institucionalizar un modelo de sociedad homogénea y tribal[161]. De ahí que, en opinión de Joseba Arregi, durante años el verdadero problema para terminar con ETA radicara en la necesidad de «deslegitimar su discurso político», lo cual obligaba «también a reformular el propio nacionalismo»[162]. Sin embargo, otros autores consideraban que esa «necesidad mutua» entre el PNV y el brazo político de ETA, admitida por destacados dirigentes nacionalistas, sería la que favorecería el final del terrorismo, pues permitiría disfrazar de «victoria política» la «derrota militar»[163]. Dos enfoques distintos de contemplar el final del terrorismo con consecuencias también diferentes. Como este libro demuestra, ciertamente la «victoria política» del nacionalismo ha maquillado la «derrota militar» de ETA.


  Violencia política, consecuencias políticas


  
    Lo que más temo del fin de ETA, cuando venga, es que triunfe la simplona y cómoda creencia de que sin atentados ya todo es admisible. Es decir, que lo único malo de todo este horror han sido los medios terroristas, pero no los fines nacionalistas. Que no se quiera entender que la renuncia a esos medios infames no vuelve por eso aceptables a sus presupuestos teóricos, si son infundados, ni a sus objetivos políticos, si son inicuos. Sin una sola víctima mortal, serían igual de infundados e inicuos. Los nacionalistas deberían asumir su propia responsabilidad: que, siendo en buena medida esas doctrinas y esos fines los que han propiciado tales medios, ellos han amparado el terror y se han aprovechado de él. Se quiere olvidar que un crimen terrorista no es un crimen cualquiera, sino un crimen político: se comete en virtud de un presunto derecho, en nuestro nombre y por razones públicas. Además de condenar el asesinato, habrá entonces que atreverse a juzgar la causa pública por la que se asesinó, porque no puede reemprenderse la convivencia sobre la misma creencia que la ha echado a perder[164].

  


  Con ese testimonio Aurelio Arteta describía en 2007 los problemas derivados de un final del terrorismo en el que la «derrota militar» de ETA quedara disfrazada por «la victoria política» del nacionalismo. De esa lógica, como de las consideraciones recogidas en los epígrafes anteriores, se desprende la necesidad de destacar el carácter político del terrorismo etarra y su inspiración nacionalista, pero también las consecuencias políticas de una violencia inspirada en dicha ideología. Este reconocimiento de la naturaleza política del terrorismo etarra no anula el componente criminal de sus acciones, sino que lo agrava al derivarse del mismo unas responsabilidades no solo penales sino también políticas. Permite además interpretar correctamente el falso dilema que desde algunos ámbitos se ha propuesto al plantear el final de ETA como una disyuntiva entre dos vías: la «policial» o la «dialogada». Esta simplificación ignora de forma deliberada que diversos son los instrumentos de una política antiterrorista que complementan los fundamentalmente policiales, entre ellos otros políticos, sociales e ideológicos, ya que en sí misma la respuesta policial es, ante todo, política. El nacionalismo ha intentado contraponer lucha «política» a lucha «policial», «como si la actuación de las fuerzas de seguridad del Estado no fuera actuación política derivada del núcleo del Estado democrático, derivada del monopolio legítimo de la violencia y dirigido a la pacificación del territorio, fundamento de la comunidad política»[165]. Pero además distorsiona los elementos definitorios del terrorismo etarra. Así sucede porque por un lado reivindica el componente político de la violencia «política», su inspiración y fines «políticos», pero por otro lado elude las consecuencias y responsabilidades «políticas» que de los mismos se derivan y que afectan directamente al nacionalismo.


  El análisis de las consecuencias del terrorismo de inspiración nacionalista obliga a considerar que la violencia de ETA ha convertido la «contienda política» en «un combate tan desigual que hace sospechosos tanto sus resultados como la renta de situación que en términos de poder los mismos consolidan»[166]. Por ello, y como ha escrito Alan Wolfe, «llamar políticos a los que cometen actos de terrorismo, limpiezas étnicas o genocidios no los convierte en menos malvados de lo que son en realidad. Por el contrario, nos permite concentrarnos en la forma que tienen de seleccionar sus objetivos, elegir sus medios, obtener sus capacidades y llevar a cabo sus intenciones»[167]. Al concentrarse en «sus intenciones», es preciso hacerlo también en las consecuencias sobre el sistema político. En este sentido, Laura Mintegi, como dirigente del partido EH Bildu, reconocía en 2013 la motivación política de los asesinatos de ETA al atribuirles una «causa política» y un «origen político»[168]. La indignación con la que algunos partidos democráticos reaccionaron a las palabras de Mintegi parecía ignorar que la descripción de los crímenes de ETA como «políticos» no atenuaba la gravedad de los mismos. Por el contrario, y como sintetizó Fernando Savater, exponía claramente el tipo de «política que ella [Mintegi] representa», esto es, «una política que no acepa la legalidad democrática más que en apariencia»[169]. Semejante conceptualización ponía de manifiesto que los asesinatos cometidos por ETA lo fueron con el objetivo de imponer un determinado proyecto político y, en consecuencia, estuvieron motivados por una discriminación hacia quienes poseían unas creencias y una ideología diferente a la de sus asesinos.


  Lo ha destacado también Arteta, ya que «el adjetivo “políticos” que cuadra a estos asesinos y a sus asesinatos no debe entenderse, así pues, como una disculpa (que sin duda es lo que buscan sus compañeros nacionalistas), sino como un agravante»[170]. De semejante agravante se deriva la necesidad de evitar la desnaturalización y despolitización del terrorismo etarra, como se pretende cuando se ha abogado por un determinado final de la violencia:


  
    Terrorismo es toda violencia pública que, desde ciertas premisas ideológicas y gracias al miedo que infunde entre la población, pretende obtener del gobierno algún logro político. Reconocer en nuestro terrorismo estos elementos objetivos ni le otorga legitimidad alguna ni disminuye un ápice la intensidad de su condena. Al contrario, le puede privar más todavía de esa legitimidad y, sobre todo, nos permite comprenderlo mucho mejor y calibrar nuestra responsabilidad ante él[171].

  


  La misma conclusión puede extraerse de los posicionamientos de algunos dirigentes políticos que durante años pertenecieron al PNV. Para uno de ellos, Emilio Guevara, expulsado del partido en 2003, resultaba especialmente importante enfatizar el carácter nacionalista del terrorismo etarra, esto es, la motivación ideológica y política de dicha violencia, pues de la misma se derivaba su carácter selectivo y unas consecuencias políticas:


  
    El nacionalismo democrático, no terrorista, no puede sustraerse al hecho de que en Euskadi hoy el terrorismo es nacionalista, e ignorar que mientras haga coincidir en el tiempo su discurso soberanista con la actuación de ETA las probabilidades de que esta desista o sea vencida serán tanto menores cuanto mayor sea el grado de radicalidad de aquel discurso[172].

  


  Semejante coincidencia ideológica le llevaba a asegurar que «es imposible que muchos ciudadanos podamos creer en la buena voluntad y en la sinceridad de unos nacionalistas que ni siquiera son capaces de aplazar su reivindicación hasta que otros nacionalistas dejen de asesinar a quienes no creen en la existencia de una nación»[173]. Sus palabras evidenciaban la lógica criminal de una banda terrorista cuya violencia discriminó a unos ciudadanos de otros en función de sus creencias nacionalistas. A este respecto, era especialmente revelador que Juan María Atutxa, exconsejero de Interior del Gobierno vasco y expresidente del Parlamento vasco, reconociera que «un nacionalista combatiendo a ETA le daña más en su raíz y en su corazón». Así ocurría porque, según consideraba el dirigente nacionalista, la adhesión a una ideología común facilitaba un cuestionamiento más eficaz del ideario etarra que identifica como un agravio un supuesto «avasallamiento de los españoles» o «de los españolistas»[174]. Repárese también en los argumentos que el PNV esgrimió para plantear el final de la violencia:


  
    Porque, al día de hoy, la lucha armada de ETA solo sirve para justificar o esconder la represión de un Estado español cada vez menos democrático contra el legítimo derecho de los vascos a disfrutar de su plena identidad como tales; para mantener a miles de policías infiltrados en la sociedad vasca realizando labores cuando menos a-legales. Porque la violencia de ETA es el principal lastre que impide a la sociedad vasca llevar a cabo las acciones oportunas para evidenciar el carácter impositivo, represor y antidemocrático de la política española hacia Euskadi[175].

  


  Esas motivaciones utilitaristas presentes en la lógica nacionalista contrastaban con la ausencia de consideración de los efectos humanos y políticos que la violencia provocaba en sus víctimas. Estos sí eran objeto de consideración para Vargas-Machuca, quien tomando como base las coincidencias entre el nacionalismo violento y el democrático, llamó la atención sobre la motivación ideológica y discriminatoria del terrorismo etarra incidiendo en sus efectos políticos:


  
    Una situación en el País Vasco de hegemonía (nacionalista) reforzada por coacción —para valernos de la terminología de Gramsci— que ha devenido en degeneración democrática: deterioro del Estado de derecho, dificultades muy serias para el ejercicio de las libertades y un campo impracticable para la competición política a la vista de la asimetría y condiciones de intimidación en que aquella se tiene que producir[176].

  


  No es por ello casual que las víctimas del terrorismo etarra hayan sido en su mayoría ciudadanos sin una adscripción ideológica nacionalista. El análisis de las pautas de victimización de ETA, esto es, la selección de objetivos por parte de los terroristas, evidencia importantes criterios ideológicos y políticos como factores de motivación[177]. De nuevo la ideología nacionalista propugnada por el PNV se revela como decisiva para favorecer un contexto de legitimación implícita e ideológica del terrorismo, confrontando dos identidades presentadas como excluyentes a pesar de su complementariedad, como si sus víctimas no fueran españolas y vascas y el terrorismo nacionalista favoreciera precisamente a quienes lo padecían. Así lo consideraba el PNV al explicar los motivos por los que ETA debía parar: «Porque los intereses de ETA parecen más acordes a los intereses españoles que a los vascos»[178]. El carácter instrumental de la violencia etarra no vacía de contenido su motivación política e ideológica, que Arregi resumía así:


  
    ETA mata aquello que considera que es su enemigo: la representación real del poder político legítimo, institucionalizado, la que hace que la sociedad vasca sea algo más que una mera yuxtaposición de individuos; la existencia de personas que tienen una visión distinta de lo que es la sociedad vasca, que la definen de una manera distinta a la que lo hacen ellos, que interpretan la Historia vasca de manera distinta a como la interpretan ellos, que sueñan con una Euskadi distinta a la que ellos quisieran conseguir[179].

  


  Los heterogéneos perfiles de las víctimas del terrorismo no deben ocultar tampoco el denominador común que vincula a todas ellas y que Arregi define como «su significado político». Como ha explicado el exdirigente nacionalista, la «verdad objetiva» de las víctimas del terrorismo no reside en las creencias políticas que ellas tenían antes de ser asesinadas, ni en las opiniones políticas de los familiares de las víctimas o de las asociaciones que las representan, sino «en las intenciones de quien las asesinó». Las víctimas de ETA han sido seleccionadas y asesinadas con una «intención política»: la de conseguir la independencia de «Euskal Herria». Por esta misma razón, «las víctimas asesinadas poseen un significado político y en este se halla su verdad objetiva»[180].


  Como detalla Arregi, el significado político de las víctimas recuerda que el proyecto político de ETA ha quedado dañado en cada uno de los asesinatos que ha cometido. Así ocurre porque en cada uno de ellos recurrió arbitrariamente al uso de la violencia ilegítima, desafiando el monopolio legítimo de la violencia en el que se fundamenta todo Estado de derecho, negando así la esencia de la democracia y de los principios de la cultura constitucional. Por tanto, la existencia de cada víctima asesinada pone de manifiesto la necesidad de proteger al Estado de derecho, su monopolio legítimo de la violencia, de defender la idea constitucional de España, prohibiendo que tal idea sea negociable y a disposición del proyecto nacionalista que ETA quiso imponer. En definitiva, con el terrorismo ETA ha intentado «matar al sujeto político vasco instituido en el Estatuo de Gernika» y en la Constitución, ya que la banda no acepta esa definición de la Comunidad Autónoma vasca como sociedad plural institucionalizada en ambos textos[181]. Ello significa que las víctimas de ETA han sido asesinadas en nombre de un proyecto político, de la deslegitimación de las instituciones estatutarias que quería conseguir ETA, y en el de la negación de la legitimidad democrática de las instituciones vascas[182].


  La estigmatización y demonización del adversario en función de su ideología determinaron el proceso de selección de víctimas por parte de ETA, complementando la banda con diversos métodos la depuración ideológica que su campaña terrorista perseguía. Ya en 1999 propuso ETA la elaboración del «primer padrón nacional de Euskal Herria» con la intención de «definir el sujeto ciudadano de Euskal Herria»[183]. La depuración del censo pretendida por ETA se complementó con la campaña de terror perpetrada durante décadas. Puesto que no resultaba tácticamente rentable la eliminación física de cientos de miles de ciudadanos para ajustar el censo a los intereses terroristas, la violencia sí le permitía a ETA alcanzar otros objetivos al «neutralizar a ese número de votantes a través de la destrucción o neutralización de los partidos que lo representan —el PP y el PSE-EE— y a través del silenciamiento de los líderes de opinión que los vertebran ideológicamente»[184]. En esa lógica se inscriben los atentados contra las personas consideradas como «adversarios ideológicos» de la organización terrorista.


  Con los asesinatos de militantes de partidos no nacionalistas el nacionalismo violento pretendía extender su influencia coaccionando a sus adversarios políticos. La identificación de las víctimas por su defensa de una determinada ideología constituyó una de las motivaciones detrás del asesinato, además de la intención de atemorizar a quienes compartían ese mismo ideario como el que la víctima defendía. Esa era la finalidad de la denominada estrategia de «socialización del sufrimiento» adoptada en 1994 que dio lugar a una intimidación y acoso sistemáticos de quienes ETA no consideraba como «patriotas vascos»[185], sino como «adversarios políticos». Así racionalizaron los terroristas su violencia contra los cargos públicos no nacionalistas y activistas de movimientos cívicos de oposición al terrorismo:


  
    Porque aunque peguemos a txakurras (policías), narcos y este tipo de gente, ellos no ven en peligro sus vidas, mientras nosotros sí la vemos y somos consecuentes. Entonces, aunque a ellos les suponga un coste social y político alto el que se sigan haciendo ekintzas (atentados), creo que es hora de que empiecen a ver peligrar lo que más queremos todos, la vida. Pues el día que un tío del PSOE o PP, PNV, va al funeral de un txakurra o cien y se le llena la boca de palabras de condena y lágrimas de cocodrilo, no ve en peligro su situación personal y asume ese tipo de ekintzas pues están hechos una piña en contra de nuestros derechos como Pueblo. Pero el día que vaya al funeral de un compañero de partido, cuando vuelva a casa quizás piense que es hora de encontrar soluciones o quizás le toque estar en el lugar que estaba el otro (o sea en caja de pino y con los pies por delante)[186].

  


  Aunque el PNV se incluía también entre los potenciales objetivos de esa estrategia, finalmente la banda descartó considerarlo entre sus blancos preferentes. ETA excluyó de su lista de objetivos a PNV, EA, Aralar e IU, aceptando «presionar al PNV para apartarlo del autonomismo, actuando especialmente sobre los menos decididos, pero sin emplear las armas contra ellos»[187]. En la práctica, ETA fijó fundamentalmente como sus objetivos a militantes del PP, PSOE, Unidad Alavesa, Unión del Pueblo Navarro, periodistas, profesores universitarios e integrantes de plataformas ciudadanas como «¡Basta Ya!» y «Foro de Ermua». La «socialización del sufrimiento» perseguía primordialmente intimidar a ciudadanos que tenían en común su condición de no ser nacionalistas. No obstante, la llamada «violencia callejera» o «terrorismo urbano» sí estuvo dirigida en ocasiones contra personas relacionadas con formaciones nacionalistas en función de la presión que se quería ejercer sobre ellas[188]. En 1996 formaciones del entramado terrorista como HB y KAS habían amenazado con impedir que los dirigentes del PNV «vivan tranquilamente en Euskal Herria mientras se apalea a miembros de HB»[189].


  Si bien algunos ciudadanos nacionalistas fueron blanco de la violencia, no fueron víctimas de este tipo de terrorismo a causa de su ideología, a diferencia de las víctimas no nacionalistas, sino por otros factores[190]. El entorno de ETA motivó que algunos nacionalistas pudieran llegar a ser víctimas de la «violencia urbana» al atribuirles determinadas responsabilidades en un conflicto cuya centralidad radica, tal y como reproduce ETA, en el antagonismo entre el Estado español y el pueblo vasco. En consecuencia, la presión que con la violencia callejera se mantuvo sobre el PNV en un determinado momento constituía un «uso controlado de la violencia» para conseguir que esta formación dejara «de ser un obstáculo añadido al conflicto que nos enfrenta con el Estado», pero sin llegar a «estigmatizar ese partido como enemigo perpetuo»[191].


  El objetivo fundamental de ETA era «reactivar el surco de acciones contra los responsables políticos de España», con el fin de sacar «el conflicto armado de los parámetros “Guardia Civil/gudaris de ETA”, yendo contra los responsables políticos que eran encargados y participantes del conflicto», todo ello con la intención de «acabar con la impunidad para provocar la opresión de Euskal Herria bajo la protección de los partidos políticos»[192]. Como resultado de esa campaña, iniciada con el asesinato el 23 de enero de 1995 de Gregorio Ordoñez, presidente del PP de Guipúzcoa, otros trece miembros del Partido Popular fueron asesinados además de ocho del PSOE, dos de Unión del Pueblo Navarro y otras dos personas vinculadas a medios de comunicación. El número de atentados de ETA perpetrados en el mismo tiempo contra adversarios ideológicos asciende a sesenta y cinco: veintinueve de ellos dirigidos contra miembros del PP, sedes de este partido o propiedades de sus militantes, otros veintidós contra objetivos socialistas y catorce más contra otros objetivos de adversarios políticos no relacionados con PP o PSOE[193].


  En 2001 Álvaro Gil Robles, entonces comisario de Derechos Humanos del Consejo de Europa, describió así los efectos políticos y humanos de la persecución ideológica acometida por ETA:


  
    La enorme tensión a la que están sometidas las personas que desempeñan un cargo electo, las que desempeñan la función judicial o las que, en privado (o incluso en público) han tomado posiciones a favor del orden constitucional en vigor, así como las que hayan podido emitir o escribir opiniones críticas sobre el nacionalismo u opuestas a la banda terrorista ETA y, naturalmente, de forma muy especial a los que pertenecen al cuerpo y fuerzas de seguridad del Estado[194].

  


  El alto cargo europeo concluía que


  
    … los atentados contra políticos no nacionalistas, así como contra periodistas, han creado una situación de enorme dificultad para la acción política y de partido para los no nacionalistas, o para el ejercicio del derecho a la información, hasta el punto que la actividad periodística de los amenazados o la función de representación de estos consejeros municipales y parlamentarios debe desempeñarse con una protección policial personal[195].

  


  Estas conclusiones ponen de manifiesto el carácter selectivo e ideológico, tanto en sus motivaciones como en sus consecuencias, del terrorismo etarra. Su violencia creó un «clima general de miedo, en el que una parte de la población, no nacionalista» tuvo que renunciar «a ejercer sus derechos». De ahí que destacara:


  
    Y no hay que olvidar que el voto a favor de opciones no nacionalistas se ha vuelto especialmente arriesgado en las pequeñas aglomeraciones donde los nacionalistas radicales controlan las alcaldías. Desde este punto de vista es evidente que la acción terrorista está dirigida directamente contra el funcionamiento del sistema democrático y la libertad de los ciudadanos[196].

  


  Por tanto, el terrorismo de ETA ha estado dirigido contra «aquellos que no comparten su proclamada finalidad de conseguir la independencia de Euskal Herria»[197]. Se fundamentaba en la persecución ideológica y discriminación de sus víctimas en función de su ideología, pues no fueron quienes compartían los fines y la ideología de ETA los blancos preferentes de su violencia, sino, salvo excepciones, quienes manifestaban creencias no nacionalistas. En palabras de Lamo de Espinosa: «La amenaza viene solo de un lado; el silencio afecta solo a una parte. No estamos hablando del uso electoral de la violencia, sino de ella misma como elección alternativa y previa. Antes de que la gente pueda pensar, ya está amenazada y esa amenaza es la elección misma»[198].


  Espiral del silencio y odio ideológico


  «Hay una violencia que mata y otra que no te deja vivir»[199]. Así describió Fernando Buesa, portavoz del PSE en el Parlamento vasco antes de ser asesinado por ETA el 23 de febrero de 2000, los efectos de la violencia de exclusión y persecución practicada por el entramado terrorista. Un terrorista de ETA encarcelado valoró el asesinato del siguiente modo: «Mañana cuando vuelvan del funeral a casa… y se enfrenten al silencio… ostras, el miedo, incluso el pánico en quien no tenga las ideas claras… Rosa, Carlos, Alfonso, Carmelo el falangista… esta no es “una muerte más”… era uno de ellos… algo en su conciencia les dirá, si no sería mejor negociar»[200]. Como se ha demostrado empíricamente, el terrorismo de ETA perseguía «el intento de exclusión de una parte de la sociedad vasca, seleccionada como objetivo según una serie de criterios, tales como la pertenencia a ciertos partidos políticos, a determinados sectores profesionales o por la defensa de sus planteamientos ideológicos»[201]. Esa persecución ideológica supuso la privación de la habilidad de la víctima para comportarse con normalidad induciéndola a «la muerte de uno mismo»[202]. Las consecuencias políticas de este tipo de violencia eran evidentes, como describe Bullain:


  
    En semejantes condiciones, convertirse en representante político resulta disuasorio para muchos ciudadanos, con lo que en buena medida los candidatos suelen ab initio ser ya militantes radicalmente comprometidos. Además, la persecución política hace que las organizaciones amenazadas lleven una vida opaca y resulten aún más cerradas que las habituales oligarquías políticas […]. Además, la ansiedad por terminar con la violencia de persecución, o no tener que padecerla, busca favorecer el chantaje que plantea el terrorismo. De hecho, poner fin a la violencia de persecución es una de las principales cartas negociadoras que maneja ETA[203].

  


  Como se desprende de estos y otros análisis académicos[204], la «socialización del sufrimiento» y la «violencia de persecución» pretendían consolidar una «espiral del silencio» que desembocara en el desistimiento de una parte de la población. En palabras de Noelle-Neumann, «el miedo al aislamiento es la fuerza que pone en marcha la espiral del silencio»[205], provocando en el contexto vasco un doble efecto. Por un lado, favorecía una dinámica en función de la cual una parte de la sociedad, «la autonomista o la no nacionalista», no se atrevía a «expresar libremente sus opiniones o preferencias, políticas o de cualquier otro tipo, por miedo a ser identificada con el enemigo»[206]. Además, llevaba a «una parte importante de la sociedad a tener miedo a las consecuencias del cambio que desea»[207]. Por tanto, la «espiral del silencio» generaba un «alarmante déficit democrático», ya que «las ideas, los proyectos, las sensibilidades, etc., de una parte importante de nuestra sociedad tienen serias dificultades de ser representadas en los órganos donde se deciden las cosas que nos afectan a todos»[208]. Esa «estrategia del desistimiento» hizo «que miles de vascos (empresarios, profesionales, militares, políticos, intelectuales, ciudadanos sin más)», incluyendo también a jóvenes que consideraban no tenían «horizonte» en esa sociedad, tuvieran «que abandonar el país en un exilio casi secreto»[209].


  La «espiral del silencio» refleja el impacto del terrorismo etarra al condicionar los comportamientos de numerosos ciudadanos. Estos, temiendo el aislamiento y la marginación social, acomodaron sus opiniones a las de aquellos que les rodeaban dificultando enormemente la disconformidad con determinados planteamientos que terminaban imponiendo con la amenaza de la violencia. Se tradujo en una extensión del miedo a hablar de política en el País Vasco que en la población no nacionalista se ha manifestado con más claridad, como consistentemente ha mostrado el estudio sociológico realizado de manera periódica por el Euskobarómetro[210]. Fue tal el alcance de esa violencia de motivación ideológica destinada a intimidar a una parte de la población en función de sus creencias que se llegaron a ofrecer fórmulas como el voto a distancia, lo que hubiera representado «la muerte política de los constitucionalistas en el País Vasco»:


  
    … los terroristas, armados o de paisano, han desatado una campaña similar contra los representantes públicos de la mitad de la ciudadanía, contra el PP y el PSE-EE. ETA ha matado a unos cuantos ediles —sin que, por cierto, el nacionalismo apreciara encabronamiento en la situación— y amenaza a los restantes. Del resto se encargan los que actúan de paisano: amenazas epistolares “llave en mano”, ataques a domicilios, acoso sistemático e, incluso, atentados contra vecinos de los amenazados[211].

  


  En ese contexto, los asesinatos de ETA perseguían el «debilitamiento del rival», generando un «ventajismo político» de opciones políticas con visiones opuestas a las de las víctimas de la violencia[212], identificadas como tales precisamente por su ideología. No todos los ciudadanos tenían la misma probabilidad de ser blanco de un atentado mortal. Era precisamente la adhesión a la ideología nacionalista la que disminuía el riesgo de convertirse en víctima potencial de ETA. De ahí la «osadía» del peneuvista Josu Erkoreka al explicar a qué se debía que miembros de otros partidos llevaran escolta mientras que él no: «Sí; a la arbitrariedad de quien fija los objetivos de la pistola, que hasta en eso es caprichoso»[213].


  Las restricciones de los derechos civiles y políticos provocadas por el terrorismo fueron tales, que los principales partidos constitucionalistas consideraron renunciar a concurrir a elecciones en las que parte de la población no podía expresar ni defender en igualdad de condiciones sus opiniones. Vargas-Machuca sintetizó el alcance de este grave fenómeno:


  
    No me cabe duda de que si en cualquiera de las democracias consolidadas de nuestro entorno se experimentara una situación de emergencia como esta, es decir, si los políticos de la oposición fueran asesinados o tuvieran que ejercer sus funciones en situación análoga a la del País Vasco, además de cuestionarse la legitimidad de unos comicios celebrados en tales circunstancias se activarían todos los mecanismos legales y políticos de autodefensa democrática y se pondría en marcha una apuesta consociacional, un frente democrático contra la violencia política, en favor del restablecimiento de las condiciones básicas de una actividad política normalizada[214].

  


  Corroboraba el análisis expuesto una delegación de diputados belgas que en visita al País Vasco en 2009 señaló: «Contaremos en Bélgica que en Euskadi los amenazados viven una situación excepcional, algo que no ocurre en ninguna otra parte de la Europa democrática». Los electos belgas se declararon «impresionados» por la «atmósfera de plomo» que suponía la presión cotidiana soportada por los representantes políticos y simpatizantes no nacionalistas[215]. El Parlamento Europeo, a través de su Comisión de Libertades y Derechos de los Ciudadanos, también se hizo eco del clima de persecución ideológica. En su informe sobre la situación de los derechos fundamentales en la Unión Europea presentado en 2004 destacó los «actos de intimidación» que en el País Vasco impedían «el respeto del derecho a la libertad de opinión y expresión»[216].


  La intimidación terrorista por motivos ideológicos perseguía obstaculizar el fortalecimiento de los valores democráticos en el País Vasco[217]. De ese modo intentó ETA que la sociedad cediese en su voluntad de resistencia a las modificaciones que mediante el terrorismo pretendía imponer. Lamo de Espinosa lo resumía así: «Tiene razón el lehendakari al decir que la violencia de ETA no le debe impedir defender su ideario nacionalista, pero lo que olvida es que esa misma violencia sí impide a otros hacer lo propio»[218]. Numerosos ejemplos ilustran ese debilitamiento de las ideas y creencias basadas en el respeto y defensa de los valores constitucionales. Como resultado de la intimidación terrorista fueron frecuentes las dimisiones y renuncias a tomar posesión de sus cargos por parte de actores democráticos. Las elecciones municipales de 2007 aportan varios casos; uno de ellos el del edil del PSE de Arrigorriaga que dimitió de su cargo, negándose también los trece suplentes a sucederle. Catorce de los diecisiete integrantes de la lista del PSE en dicho ayuntamiento se negaron a ocupar uno de los cuatro escaños conseguidos por los socialistas en ese municipio[219]. También sufrieron ese tipo de intimidación, aunque con menor intensidad, electos nacionalistas que renunciaron a sus cargos «como consecuencia de las presiones del partido proetarra ANV (Acción Nacionalista Vasca)»[220]. Iñigo Iturrate, militante del PNV y miembro de la gestora que asumió el gobierno del municipio de Mendexa, reconoció los efectos del miedo en el sistema político:


  
    ¿Por qué nuestros concejales no recogieron las actas una vez elegidos? Evidentemente, la actitud de la izquierda abertzale ha sido de acoso, había carteles amenazantes, presiones personales a los candidatos… El miedo es libre, en estos sitios la presión es tremenda y tomar una decisión con responsabilidad democrática es más difícil […]. El miedo es libre. Insisto en que no se puede pedir conductas heroicas a la gente[221].

  


  Como ya se ha indicado, la presión del entorno terrorista al nacionalismo nunca tuvo la intensidad de la violencia dirigida contra sus «adversarios políticos no nacionalistas». Los asesinatos de ETA se sustentaban en el odio a quienes ideológicamente defendían el marco de valores y principios que ETA desafiaba. Lo expresaba el etarra Antón López Ruiz en una carta a Gregorio Ordoñez publicada en el diario Egin semanas antes del asesinato del político popular. «Por todo ello, y por mucho más, os odio», concluía el escrito del terrorista[222]. El «odio a lo español» llevó a José Ángel Cuerda, exalcalde de Vitoria, a exigir en 2003 al Gobierno vasco y a su propio partido, el PNV, un giro en la política del nacionalismo institucional con el fin de erradicar ese peligroso sentimiento discriminatorio hacia parte de la población[223].


  Ese odio ideológico persiguió la deshumanización y cosificación de sus víctimas hasta convertirlas en blanco justificado del terror[224]. El terrorista etarra ha seleccionado a la mayor parte de sus víctimas en función de sus creencias y de la nación a la que pertenecían. La selección de sus víctimas por su ideología es la que aporta coherencia a la autojustificación acometida por el terrorista para infligir tan brutal agresión. El terrorismo precisa de una legitimidad en determinadas audiencias y comunidades de referencia[225]. Esta legitimidad se alimenta de una ideología que en el caso de ETA se define claramente por su odio y discriminación de los ciudadanos categorizados como no nacionalistas. Si se prescinde del componente ideológico intrínseco a la motivación de la acción terrorista, habría que aceptar una premisa que la amplia experiencia en los estudios sobre terrorismo descarta: la consideración del terrorista como un individuo afectado por una patología que actúa movido por impulsos fundamentalmente emocionales exentos de racionalidad y de contenido ideológico. Sin embargo, la experiencia demuestra que en la mayoría de los casos el perfil terrorista no responde a dicha caracterización patológica, sino que la motivación ideológica constituye un factor causal decisivo para comprender su conducta[226].


  La ideología nacionalista de ETA consta de un ideario xenófobo y racista sustentado en el odio al contrario que aporta al terrorista un marco autojustificativo para su brutal transgresión social y moral[227]. Esa ideología permite desactivar los inhibidores morales que el ser humano desarrolla aportándole racionalidad a un macabro crimen. Las expresiones más radicales de ideologías como el nacionalismo coadyuvan al fanatismo político derribando la inhibición que frena la agresión[228]. Así contribuye la ideología a construir una identidad colectiva marcada por la aversión al diferente que justifique su asesinato. La identidad colectiva a la que el individuo se subordina conforma las actitudes y comportamientos de este después de inculcarle un odio mediante una ideología deshumanizadora de la víctima[229]. En el caso de ETA, la ideología nacionalista y excluyente sustentada en el odio al no nacionalista es la que ha determinado los blancos de la violencia y la diferente intensidad de la misma. De hecho, algunos autores consideraron al nacionalismo institucional, representado por el PNV, un «parásito objetivo de ETA», pues «la política del PNV, sus discursos y argumentos, sus ideas, símbolos y banderas, reciben a diario una prima, un dividendo de la violencia, que es pagado por los ciudadanos chantajeados y atemorizados por ETA»[230].


  Como consecuencia de todo ello, durante la campaña de ETA la satisfacción de determinados objetivos nacionalistas fue un elemento condicionante para lograr el final del terrorismo, interrelacionando los fines nacionalistas con los medios terroristas. De nuevo emerge ese «patriotismo de comunidad» que vincula a todo el nacionalismo vasco excluyendo a los ciudadanos no nacionalistas[231]. Se perpetuaba de ese modo la posición de influencia del PNV aceptada por otros partidos democráticos nacionales y que le ha reportado importantes réditos:


  
    La fuerza de sus votos se ve potenciada por la existencia de ETA: todos los partidos le reconocen como la única fuerza política capaz de acabar con el terrorismo, lo cual lo define como interlocutor necesario para todos, y lo coloca en una envidiable posición en que cualquier crítica contra él puede aparecer como crítica contra los vascos y, en consecuencia, como obstáculo para la necesaria pacificación. Su inactividad política durante los últimos veinticinco años no ha tenido efectos: ETA ha permitido que el problema nacional se haya situado en el centro de la vida política vasca y el florecimiento del patriotismo beneficia electoral y políticamente al PNV, que es consciente de que tendrá fuerza mientras haya un problema vasco que resolver[232].

  


  Por ello, al analizar el proceso de finalización del terrorismo es preciso llamar la atención sobre la discriminación ideológica en la que se ha sustentado la violencia de ETA. Como observa Arregi, «la proximidad con las víctimas exige tener en cuenta por qué les mataron». De lo contrario, «la solidaridad está vacía de contenido político. Si defendemos que los asesinatos y la violencia terrorista tienen una intencionalidad política, no podemos decir que la víctima asesinada y lo que representa no tiene significado o trascendencia política. La ética debe tener una traducción política»[233]. En esa línea se pronunciaba Fabián Laespada, portavoz del movimiento «Gesto por la Paz», asegurando que «es un dolor inmenso para las víctimas poder vislumbrar que con las pistolas en la mano se han conseguido réditos políticos. Además, anula la acción política de las fuerzas democráticas, desvirtuando totalmente el juego democrático». Por ello rechazaba «dar una ventaja política [a ETA] por su existencia dejando en inferioridad de condiciones, por ejemplo, a los partidos no nacionalistas»[234].


  Sin embargo, tan importante «desventaja» se mantuvo durante la campaña terrorista pero también tras su finalización. Frente a quienes sostienen que el cese de ETA supone el fin de cualquier «ventaja política», este trabajo demuestra que los efectos de las estrategias de violencia psicológica prolongadas durante años perviven en el tiempo. De ahí la relevancia de la pregunta que Fernández de Casadevante formulaba en 2016 tras las elecciones autonómicas en las que formaciones nacionalistas como el PNV y Bildu se constituyeron en primera y segunda fuerza del Parlamento vasco: «¿Dónde queda la deslegitimación del terrorismo cuando el proyecto político en virtud del cual tantos seres humanos fueron victimizados no padece ninguna consecuencia en las urnas?»[235]. Como se detallará a lo largo de este libro, el terrorismo nacionalista de ETA no ha tenido un coste político para el nacionalismo, pero sí para sus víctimas.


  CAPÍTULO 2


  «EL FINAL SE PRODUCIRÁ CUANDO TENGA QUE SER, CUANDO TOQUE»


  Por otra parte se acentúan los síntomas de que la actuación policial francesa está teniendo un efecto progresivamente acelerado sobre la infraestructura interior de ETA. Se produciría así el fenómeno, no extraño, de que el debilitamiento de la organización se esté produciendo de dentro a fuera. Mientras los «comandos de acción» se mantienen con una relativa solidez, la moral de sus elementos de apoyo se deteriora progresivamente, y las dudas parecen surgir en sus dirigentes. Existe un peligro en hacer llegar esta situación a la opinión pública, pues las acciones violentas graves pueden continuar y hablar de un debilitamiento de ETA puede parecer un triunfalismo injustificado.


  Informe del CESID elaborado en 1986[236]


  
    Es posible que en la etapa de Gobierno Popular se produzcan las condiciones adecuadas para que se protagonice el final de la violencia. Insisto en que es posible, pero en modo alguno es seguro. En todo caso no debe ser jamás ni enunciado como un objetivo a alcanzar por el Gobierno Popular. Sería una temeridad. Uno de los errores, en un momento dado, de la etapa Corcuera-Vera es que se creyeron que ellos iban a ser los elegidos de protagonizar el final del terrorismo.


    Sin caer tampoco en una posición extremadamente fatalista el final se producirá cuando tenga que ser, cuando toque. El tiempo resulta un factor absolutamente determinante para el desenlace del conflicto. Lo que sucede por ello es que, si asistiésemos a un ciclo de Gobierno Popular de ocho años, la probabilidad de tener que protagonizar un final puede ser relativamente alta. Por duro que parezca no se puede tener prisa en esta cuestión. Las prisas conducen siempre al atajo y la precipitación, y al final solo prolongan el conflicto.

  


  Informe confidencial del Partido Popular elaborado en 1995[237]


  Cambio de paradigma: violencia-democracia versus nacionalistas-no nacionalistas


  Desde sus orígenes ha estado presente en ETA la tensión derivada de su «estrategia político-militar» y en la que la violencia cumplía diferentes funciones tácticas. Entre 1968 y 1974 su finalidad fue la instigación de una «Insurrección Popular». Desde ese momento y hasta 1982 intentó impedir la implantación del sistema democrático. A partir de entonces, a medida que iba consolidándose el proceso de democratización, la «negociación política» con el Gobierno español emerge como objetivo fundamental[238]. Esa tensión dio lugar a varias escisiones, siendo la salida colectiva más masiva la disolución de ETA pm entre 1982 y 1984. Este final condicionó durante años la política antiterrorista que aspiraba a que la sucesora de ETA pm, ETA militar, evolucionara también hacia un partido político integrado en el sistema y alejado del terrorismo como sucedió con Euskadiko Ezkerra (EE). La amnistía de 1977 y la disolución de ETA pm, de las que se beneficiaron más de medio millar de terroristas, sentaron un precedente de impunidad al que posteriormente muchos demócratas recurrirían como modelo para finalizar el terrorismo. Lo hicieron ignorando tanto el diferente contexto político y social que obligaba a diferenciar entre el periodo de transición a la democracia y la consolidación de esta, como la grave impunidad de los crímenes que implicó y el negativo estímulo que supuso para posteriores desistimientos al reforzar la lógica terrorista sobre la eficacia de la violencia. Como reconocerían algunos de quienes impulsaron ese proceso, las víctimas no recibieron justicia, pues «esto no estaba en el horizonte ético de aquella joven democracia»[239]. Esa «impunidad» que las elites políticas denominaron eufemísticamente «generosidad» condicionó la política antiterrorista del Gobierno de Felipe González buscando un final similar al de ETA pm. También condicionó el Pacto de Ajuria Enea firmado en 1988 por las fuerzas políticas del País Vasco salvo Batasuna. La unidad tuvo una eficacia limitada al ocultar divergencias decisivas en la forma de enfrentarse al terrorismo y a su hipotético final.


  Aunque durante años los informes de inteligencia moderaron sus conclusiones sobre las «disensiones internas» que se apreciaban en el movimiento terrorista, fueron utilizadas por el Gobierno socialista y el nacionalismo para negociar con ETA aduciendo que favorecía su distanciamiento de la violencia. Ya en 1986 un análisis de inteligencia advertía sobre «disensiones internas» motivadas por «una lucha interna de carácter personal por el control de la organización»; «la diferente concepción sobre el objetivo estratégico a alcanzar, pues mientras un sector lo centra en lograr una negociación, otro parece dudar de la validez de la misma y trata de perpetuar la acción terrorista en una acción de desgaste para lograr objetivos que superen a la alternativa KAS»; y «la postura de un amplio sector de HB deseoso de dar preponderancia a la acción política sobre la actividad terrorista, y que piensa en la necesidad de que el partido independentista vaya alejándose cada vez más del grupo terrorista. Esperan que este alejamiento les proporcione cada vez más libertad de acción y mayores posibilidades de aumentar el número de sus partidarios»[240]. No obstante, el CESID concluía que «los indicios e informaciones sobre disensiones hay que valorarlos en su justo término, pues ni pueden ignorarse ni han de tomarse como síntoma de una inminente ruptura»[241]. La negociación reforzaba la cohesión del movimiento terrorista[242], siendo más importante que su contenido el hecho de aceptar negociar, ya que le otorgaba a ETA «el reconocimiento de ser una fuerza política representativa» y de que «su violencia es política y por ello legítima»[243]. Reforzaba además la lógica sintetizada por uno de los jefes de la banda: «Conforme vayan fracasando las otras políticas y vean que no consiguen arrodillarnos, irán a la negociación»[244].


  Años después, en 1999, el servicio de inteligencia elaboraba una nota confidencial en la que señalaba lo siguiente:


  
    La formalización del pacto de legislatura entre PNV, EA y HB supone un indudable avance de cara a la progresiva normalización política de HB, al hacerle participar, de forma activa y comprometida, en las prácticas y usos del juego político democrático. Como aspecto negativo, este acuerdo es un paso más en la evolución de la unidad de acción nacionalista, con la agravante de haber asumido buena parte de las reivindicaciones incluidas en el «Acuerdo Nacional» de HB.


    A pesar de que los líderes nacionalistas han negado su carácter excluyente, lo cierto es que este pacto no aporta demasiados puntos de encuentro para el conjunto de la sociedad vasca, incrementando de este modo las posibilidades de que la fractura política existente en la CAV se extienda, progresivamente, al ámbito social. Se considera que el mejor antídoto para este proceso potencialmente disgregador es la decidida reivindicación del Estatuto de Guernica como factor de cohesión de todos los vascos. […]


    EH-HB va a entrar por primera vez en el juego político de las alianzas postelectorales para alcanzar el control de las instituciones, con el peligro que esto supone para su funcionamiento democrático […].


    La sintonía existente entre ETA, que respalda públicamente el desarrollo que está realizando EH-HB de su estrategia de construcción nacional, y el nacionalismo radical, que se esfuerza mayoritariamente por marchar en esa dirección, está fortaleciendo y favoreciendo en gran medida la línea política de EH-HB[245].

  


  Días antes el Partido Nacionalista Vasco, Eusko Alkartasuna y Batasuna habían formalizado un pacto de legislatura a pesar de que el lehendakari Juan José Ibarretxe afirmara previamente que «solo firmaría un pacto de legislatura con EH si este partido condenaba la violencia en Euskadi»[246]. El pacto complementaba el acuerdo secreto que unos meses antes, en el verano de 1998, PNV, EA y ETA habían alcanzado asumiendo «el compromiso de abandonar todos los acuerdos que tienen con las fuerzas cuyo objetivo es la destrucción de Euskal Herria y la construcción de España (PP y PSOE)»[247]. El acuerdo incluía también la declaración de una tregua de ETA de unos meses a cambio de que el PNV asumiera la estrategia de «construcción nacional» y rompiera sus vínculos con el Partido Popular y el Partido Socialista, ambos catalogados de «enemigos».


  Con el fin de «blanquear» el acuerdo se suscribió la declaración de Lizarra o Estella en septiembre de 1998, en la que un conjunto de exigencias nacionalistas radicales fueron presentadas como «movimientos desinteresados para conseguir el fin de la violencia»[248]. Esta declaración y el acuerdo que lo precedió se inspiraban en una deliberada tergiversación de los pasos que precedieron al alto el fuego del IRA en Irlanda del Norte[249]. Sus firmantes sostenían que semejante pacto facilitaría la desaparición de ETA conformando un frente nacionalista que el grupo terrorista interpretaría beneficioso para sus intereses al sustentarse en la radicalización del nacionalismo institucional. Se ignoraba que también el IRA intentó una coalición similar que fue rechazada por los nacionalistas democráticos del norte y el sur de Irlanda al considerar enormemente contraproducente la legitimación del terrorismo que esta estrategia conllevaba[250].


  En ese contexto de radicalización del nacionalismo vasco representado por PNV y EA, el análisis de inteligencia citado más arriba evidenciaba una deficiencia en el enfoque antiterrorista que había sido compartida por amplios sectores políticos y sociales durante un tiempo considerable. En dicho análisis también se destacaba que los medios de comunicación habían valorado la firma del acuerdo de legislatura entre el PNV, ETA y EH como «un hecho transcendente para el País Vasco», al definirlo como «la primera vez que HB se compromete a apoyar un Gobierno». Y aunque se resaltaba que el acuerdo no incluía una «condena explícita de la violencia», se valoraba que abogaba por su desaparición, comprometiéndose EH a defender su ideario por «vías políticas y democráticas»[251]. Sin embargo, los medios también apreciaban la «contradicción» que suponía que «a la vez que la formación radical apuesta por las vías exclusivamente políticas y democráticas, incorpore en sus listas electorales a personas acusadas de delitos de sangre»[252].


  El Pacto de Ajuria Enea había institucionalizado «el final dialogado» de ETA y una errónea asunción: que la participación de los representantes políticos de ETA en las instituciones democráticas necesariamente favorecería su correcta integración en el sistema y que como consecuencia de ella se lograría el final del terrorismo. Se sustentaba esa creencia en el temor existente en algunos sectores nacionalistas a que la participación institucional de Batasuna como «un partido político normal» culminara en el «fin del partido» concebido como apoyo a la «vanguardia» que ETA representaba[253]. Por ello, el servicio de inteligencia llegaba a valorar el acuerdo de legislatura como un «indudable avance de cara a la progresiva normalización política de HB, al hacerle participar, de forma activa y comprometida, en las prácticas y usos del juego político democrático»[254]. Este «avance» lo contraponía a los «aspectos negativos» del pacto: «la evolución de la unidad de acción nacionalista, con la agravante de haber asumido buena parte de las reivindicaciones incluidas en el “Acuerdo Nacional” de HB», y «las posibilidades de que la fractura política existente en la CAV se extienda, progresivamente, al ámbito social»[255].


  Al aceptarse como positiva «la normalización política» del brazo político de la banda, se interpretaba esta integración como sinónimo de desactivación de la radicalidad, ignorándose que para la organización terrorista su intervención en las instituciones constituía «un capital político interesante como factor del desarrollo y contenido del proceso de Conversaciones-Negociación»[256]. La valoración positiva de la presencia institucional de Batasuna subestimaba que el problema que el brazo político de ETA planteaba a la democracia no radicaba solo en los medios violentos, sino también en sus fines, un proyecto político independentista sustentado en el terror. Minimizaba, por tanto, la intrínseca relación entre unos y otros y los ineludibles efectos del terrorismo en el sistema político.


  Ello a pesar de que, como afirmaba una nota del CESID:


  
    La inclusión en las listas de miembros de ETA con delitos de sangre ha llenado de indignación no solo a los representantes de los partidos políticos sino también a los medios de comunicación. Consideran que este gesto político es mucho más que una provocación a las víctimas del terrorismo y a toda la sociedad y supone que la coalición sigue justificando la violencia y el crimen como método político. Demuestra, sin ninguna ambigüedad, que los votos a EH son votos a ETA, y confirma la generosidad del régimen democrático y el amplio sistema de libertades que disfrutan aquellos que tienen como objetivo su destrucción. Algunos medios consideran que el hecho de que se pueda incluir en las listas electorales a presuntos asesinos es un retroceso democrático que los partidos políticos deberían resolver[257].

  


  El chantaje terrorista provocaba contradictorios posicionamientos en una sociedad coaccionada por el terror, favoreciendo a menudo la relativización de los fines radicales e ignorándose la distinción que podía establecerse entre objetivos de la violencia y objetivos del terror. Entre los primeros se encontraban las víctimas directas e indirectas, fundamentalmente los partidos y simpatizantes no nacionalistas, mientras que entre los segundos se incluían las formaciones nacionalistas sobre las que también se pretendía influir a través de la violencia. De ahí que resultaran contraproducentes para el final de la violencia los cambios estratégicos de partidos nacionalistas con un apoyo popular del que los radicales carecían, al ser interpretados por estos como una confirmación de la efectividad del terrorismo. Estos cambios confirmaban el éxito de los llamamientos del denominado «frente institucional» del entramado terrorista «para la constitución de un “frente abertzale” a partir de la unidad de acción de los partidos nacionalistas vascos»[258].


  Lo evidenció el acuerdo secreto entre ETA y PNV de 1998 que precedió al de legislatura un año más tarde y al que se llegó después de favorables resultados en las elecciones municipales, europeas y autonómicas para el brazo político de ETA, convirtiéndose este en pieza clave para la formación de un gobierno presidido por el PNV. Desde la perspectiva del autodenominado MLNV (Movimiento de Liberación Nacional Vasco) esa secuencia demostraba que «se podía incrementar la violencia terrorista sin que ello tuviera efectos negativos en las alianzas políticas»[259], pues se había forjado esta entre el nacionalismo democrático y ETA en el contexto de una intensa campaña marcada por su cruel estrategia de «socialización del sufrimiento». Así había ocurrido después de que unos años antes el movimiento terrorista hubiese acusado al PNV de «pérdida progresiva de sensibilidad nacionalista»[260]. Por ello, ETA concluiría tiempo después que «cuando se ha avanzado lo más posible con esas alianzas ha sido en escenarios de confrontación [armada]»[261].


  El Gobierno del Partido Popular y el principal partido de la oposición, el PSOE, también valoraron como un «peligro» el fortalecimiento de la «línea política de Batasuna» y, por tanto, la de ETA. El partido gobernante desde 1996 definió el acuerdo de legislatura como «el peaje de radicalidad que el PNV ha pagado a Herri Batasuna (HB) por la tregua indefinida de ETA» al considerar que el Partido Nacionalista Vasco había «metido el Pacto de Estella en Ajuria Enea». Para el entonces secretario general del PSOE Joaquín Almunia, el pacto demostraba que «los nacionalistas no siguen sus propias orientaciones sino las que les marca ETA»[262]. Estas interpretaciones coincidían con los riesgos que los medios de comunicación percibían en el pacto, entre ellos, la «posibilidad de que el programa acordado no vaya a servir para cohesionar a la sociedad vasca, sino que, por el contrario, contribuya a aumentar la fractura entre nacionalistas y no nacionalistas»[263].


  Esta opción estratégica del nacionalismo contribuyó a abrir una nueva etapa en la política antiterrorista del Gobierno español. Lizarra extendió el «certificado de defunción»[264] del pacto de Ajuria Enea. La imagen de unidad que Ajuria Enea trasladó en sus inicios y en determinados momentos no se tradujo en una firme cohesión de los partidos democráticos contra ETA debido a los contrapuestos intereses de sus firmantes. A comienzos de los noventa ya era evidente la crisis del pacto, como puso de relieve el éxito obtenido por ETA al alcanzar el PNV y el Partido Socialista de Euskadi (PSE) un acuerdo aceptando las exigencias defendidas por el movimiento terrorista que supuso la alteración del trazado de la autovía de Leizarán después del asesinato de tres personas y una intensa campaña de coacción. Como se planteó desde el entorno terrorista, «para HB, cuya dirección brindará públicamente con champán en una imagen que abrirá las carnes de la prensa madrileña, el acuerdo es un balón de oxígeno porque rompe la estrategia de aislamiento y guerra total y muestra la viabilidad de las soluciones negociadas»[265]. A esas «soluciones negociadas» apeló el dirigente del PNV Xabier Arzalluz al asegurar que «la autovía no habría podido hacerse si ETA no hubiera querido», y «que la solución del conflicto de la autovía puede facilitar la incorporación de HB a las instituciones»[266]. Evidenciaba así los endebles cimientos de un pacto como el de Ajuria Enea y los enfrentados modelos para el final del terrorismo que propugnaban los partidos democráticos que lo integraron.


  Después de que PP y PSOE cedieran al PNV «el liderazgo moral y la dirección política» del Pacto de Ajuria Enea[267], la alianza del nacionalismo con ETA en 1998 confirmaba su preferencia por la consolidación de una línea divisoria definida por el eje nacionalistas versus no nacionalistas en detrimento de la que Ajuria Enea intentó consolidar, esto es, violentos frente a demócratas. Para la organización terrorista, representaba un importante logro la ruptura de esa unidad, como ejemplifica un informe del servicio de inteligencia que valoraba cuán negativa y condicionante resultaba para ETA la cohesión de los demócratas. En un informe confidencial de 1996, elaborado poco después de que ETA decretara una tregua de siete días de duración, se destacaba que «la firme respuesta del Pacto de Ajuria Enea, así como la imagen de cohesión de todas las fuerzas democráticas en contra del terrorismo de ETA, obligó al Complejo a redactar una nota donde se valoraban los acontecimientos producidos tras el comunicado de ETA»[268].


  En 1989, solo un año después de la firma del Pacto de Ajuria Enea, el movimiento terrorista se mostraba preocupado por «la homogeneización del reformismo político en unas coordenadas de actuación política, tendentes a situar al MLNV como enemigo y principal obstáculo para la paz, el avance autonómico y socioeconómico»[269]. Un documento interno elaborado por KAS destacaba que la política de pactos había «impedido el avance correcto del MLNV y su penetración social», favoreciendo una tendencia a la «guetización», frenando, por tanto, «la acumulación de fuerzas» perseguida por ETA[270]. Según los terroristas, había «conseguido cambiar en la sociedad vasca el planteamiento de “conflicto político Euskadi-Estado” hacia Euskadi-MLNV»[271]. Como consecuencia de ello, se había invertido «el valor del voto ideológico, hacia motivaciones pragmáticas, de gestión, etc., des-identificando los valores de “conciencia abertzale” y estimulando sectores anti-MLNV»[272]. Además, el pacto había «permitido introducir en la sociedad vasca una “cultura pacifista” que articula una estrategia a difundir: “Violencia-Democracia”»[273]. Desde el PNV también se consideraba una «trampa» la definición del problema «en términos de demócratas contra violentos». De ahí su interés en romper un pacto que podía provocar «un enfrentamiento entre nacionalistas del que se habrían beneficiado los españolistas»[274].


  Por tanto, el cambio de alianzas y la estrecha cooperación entre las formaciones nacionalistas favorecía a una organización terrorista que intentaba debilitar la posición gubernamental mediante la consolidación de un mensaje: «ETA quiere la paz siendo el Gobierno quien se niega a dar pasos hacia ella»[275]. El entramado terrorista había logrado marcar la estrategia de un partido como el PNV sobre el que había vertido duras acusaciones, como las que contenía un comunicado de los presos de la banda en 1991: «¿Cómo puede entenderse que firme Acuerdos y Pactos de Ajuria Enea con fuerzas tan antivascas, españolas y reaccionarias como el PSOE y el PP? ¿Hasta dónde va a llegar el precio de su vasallaje al Estado español?»[276]. Así pues, el nuevo alineamiento de fuerzas nacionalistas exponía las debilidades de una iniciativa como el Pacto de Ajuria Enea que había pretendido «la legitimación de la implementación del Estatuto de Gernika como solución al conflicto nacional»[277]. Sin embargo, las aspiraciones y reivindicaciones nacionalistas excedían el marco autonomista, invalidando la política de pactos entre actores democráticos. Una vez más se evidenciaba esa concomitancia entre fines nacionalistas y medios violentos derivada de una coincidencia ideológica ineludible, aunque con frecuencia negada desde el nacionalismo. Como expresó Aurelio Arteta, «lo convenido» era «la unión de los demócratas frente a los violentos», si bien «esta santa alianza flaquea por el lado nacionalista», lo que obligaba a «desdoblarla en otra unión más previa formada por los no nacionalistas frente a los nacionalistas»[278].


  Tregua trampa: ni final dialogado ni diálogo para el final


  Las discrepancias sobre la reinserción de los presos etarras y lo que verdaderamente implicaba el «final dialogado» contemplado por Ajuria Enea también habían revelado diferencias importantes entre los partidos democráticos, como se desprendía de un informe confidencial del Partido Popular elaborado en julio de 1995. En el mismo se advertía de que ambas eran cuestiones que «nuestros adversarios políticos utilizan permanentemente contra la posición de nuestro Partido en estas materias»[279]. Respecto a la primera de ellas, el partido sostenía que: «Hoy la reinserción es simplemente un instrumento valorado por los que se alejan de la organización, por los disidentes y especialmente por el nacionalismo vasco democrático pero que no tiene ninguna repercusión eficaz en la lucha contra el terrorismo»[280]. En esa línea, el programa del Partido Popular para las elecciones de 1996 aseguraba: «El mantenimiento de la política de dispersión penitenciaria es condición necesaria y requisito inexcusable para poder llevar a cabo una política individualizada de reinserción, limitada a los reclusos que acrediten una voluntad de cooperación efectiva con la justicia»[281]. Asimismo, se comprometía a «modificar el Código Penal para el cumplimiento íntegro de penas por parte de los terroristas, por razones de estricta justicia y por razones de eficacia», pues consideraba que «los terroristas desprecian las posibilidades de reinserción porque están convencidos de poder obtenerla sin límites ni condiciones, en razón de su capacidad de presión»[282]. Se mostraba así consecuente con los análisis de inteligencia que venían destacando «la preocupación» que en los miembros de ETA suscitaba «la posible aplicación de una nueva normativa legal que obligue al cumplimiento íntegro de las penas para aquellas personas condenadas por terrorismo»[283]. Estas posiciones chocaban con las demandas del PNV que, al menos desde dos años antes de la llegada al poder del PP, había exigido una política penitenciaria diferente que incluía el acercamiento de los presos etarras al País Vasco[284].


  En relación con el «final dialogado», el citado informe de 1995 previo al triunfo electoral del PP un año después, subrayaba en alusión al artículo 10 del pacto en el que se recogía esa posibilidad:


  
    Este artículo tiene una primera parte de la que parecen olvidarse los nacionalistas expresada en términos condicionales: «Si se producen las condiciones adecuadas para un final dialogado de la violencia, fundamentadas en una clara voluntad de poner fin a la misma y en actitudes inequívocas que pueden conducir a esa convicción». Quiere ello decir que el debate auténtico es si se producen o no las condiciones adecuadas para establecer la utilidad y bondad de este final dialogado, nunca una negociación política. El Partido Popular considera que ni remotamente se producen estas circunstancias[285].

  


  El Gobierno corroboró esta ausencia de «circunstancias» o «condiciones adecuadas» en los contactos que mantuvo con la organización terrorista durante 1999, tras la declaración de la tregua de ETA en septiembre de 1998 como resultado del acuerdo de la banda con el nacionalismo institucional.


  El primero de los encuentros entre una delegación de ETA, formada por Mikel Albizu y Belén González, y otra del Gobierno, integrada por el secretario general de la Presidencia, Javier Zarzalejos; el secretario de Estado de Seguridad, Ricardo Martí Fluxá, y el asesor personal de Aznar, Pedro Arriola, tuvo lugar el 19 de mayo de 1999. Previamente, cinco meses antes, esta delegación había mantenido otro encuentro en la provincia de Burgos con representantes de Batasuna liderados por Arnaldo Otegi. Los contactos fueron anunciados el 3 de noviembre de 1998 mediante un comunicado en el que, como recogía el diario El País, se aclaraba que el objetivo de los mismos era simplemente «acreditar el final de la violencia de ETA y conocer de primera mano las pretensiones de la banda»[286]. El propósito del presidente Aznar, en un ejercicio de «la transparencia prometida»[287], era «evitar especulaciones sobre la existencia de negociaciones»[288], pues, como destacó el portavoz del Gobierno: «Se trata de contactos que pretenden ser estrictamente acreditativos y que tienen que dar respuesta a unas inquietudes que todavía existen en la sociedad española y en la sociedad vasca respecto a si existe o no esa voluntad real de abandonar las armas y dejar la violencia»[289]. A pesar de las discrepancias dentro del Gobierno sobre la idoneidad de mantener esos contactos[290], se optó por llevarlos a cabo habida cuenta de que la tregua había sido negociada entre el PNV y ETA, lo que motivó el deseo del Gobierno de conocer cuál era realmente la disposición de la banda.


  Como demostró la transcripción del encuentro hecho público por ETA, se evidenció que la organización terrorista no tenía voluntad de poner fin a su campaña terrorista[291]. El encuentro respaldó la tesis de quienes dentro del Gobierno advertían sobre las intenciones de ETA con un cese de la violencia que la propia banda reconocería posteriormente era una «tregua trampa»[292]. Como recogió el diario Gara al publicar los documentos elaborados por ETA, esta afirmaba «que el ministro del Interior, Jaime Mayor Oreja, sí efectuó una lectura correcta de la misma al acuñar el concepto de “tregua-trampa”». Añadía Gara, quitándole la razón a quienes criticaron al ministro del Interior por negar que la tregua demostrara el interés de ETA por finalizar su campaña terrorista:


  
    «¡Por supuesto! —indica ETA— ¡Era un instrumento dirigido contra los gobiernos francés y español!». Desde este punto de vista, la organización no duda en calificar su propia actuación como una trampa para los dos estados y, en la misma medida, «una trampa para la estrategia de sumisión a España que habían desarrollado hasta entonces PNV y EA»[293].

  


  Aunque según la versión de ETA uno de los representantes gubernamentales señaló en un momento dado de la reunión que «No venimos a ver si ustedes van a mantener la tregua», este también admitió sus dudas sobre las intenciones de la banda con su cese: «Pero no sabemos los porqués. Estoy interpretando. Tenemos dificultades porque no sabemos»[294]. La transcripción de las cuatro horas de conversación revela el desencuentro entre ambas partes y la ausencia de negociación de ningún tipo. De forma significativa, cuando uno de los representantes gubernamentales en un momento dado concluye su intervención con un «No sé si se entiende», el miembro de ETA responde: «Pues no. Quizás porque hablamos distintos idiomas, pero todo lo que está planteando usted es muy abstracto, cuando nosotros estamos pidiendo concreción»[295].


  Debe resaltarse que los representantes del Gobierno español destacaron que «el presidente de España no puede asumir compromisos que atañen al Estado», estableciendo aquellos «las diferencias entre Estado/Gobierno y presidente de Gobierno», así como sus «distintas funciones y competencias»[296]. Uno de ellos puntualizó: «La posibilidad de negociar con una organización armada es ilegal. No tenemos posibilidad de negociar la salida de las fuerzas armadas, el derecho de autodeterminación… Lo que aquí representamos no puede abordar ese tipo de cuestiones». Seguidamente, añadió que «la Constitución española no es inamovible, tampoco, creo, los estatutos, existen vías de cambio, que no conozco en detalle…». Ante esta declaración, el representante de la banda respondió: «Nosotros tampoco porque no nos interesa, quizás su desconocimiento se deba a que tampoco les interesa»[297]. En otro momento de la conversación, uno de los interlocutores gubernamentales insistió en que «un gobierno no puede hacer un debate político con una organización armada, por ejemplo, para cambiar la Constitución»[298].


  La ruptura de la tregua se produjo el 3 de diciembre de 1999, responsabilizando ETA a los partidos nacionalistas con los que había acordado avanzar en «el proceso de construcción nacional» de incumplir el acuerdo que había precedido al cese:


  
    El PNV menciona entonces que no acepta el «diktat» de nadie y tampoco el soporte de ETA al proceso. ETA le respondió que la única fórmula de evitarlo era avanzar en la dinámica de iniciativas, y no socializar falsedades (por ejemplo, que en lugar de socializar que estamos en un proceso de construcción nacional y que hay que hacer una clara apuesta en su favor, se socialice que estamos en proceso de paz y subrayando continuamente que ETA no ha matado a nadie durante un año). […] Estamos en un proceso de construcción de Euskal Herria y no en un «proceso de paz»[299].

  


  A pesar del escepticismo sobre las intenciones terroristas, el Gobierno accedió a reunirse con dirigentes de la banda sin que ello evitara la ruptura de la tregua unos meses más tarde ante la actitud impositiva y maximalista de ETA. Las declaraciones posteriores realizadas por ETA evidenciaban que mientras la organización terrorista perseguía una negociación política de contenido, el Gobierno simplemente estaba dispuesto a confirmar si sus intenciones eran otras. Meses después de la ruptura, dirigentes de ETA criticaron al nacionalismo institucional por el incumplimiento de sus acuerdos y respaldaron la interpretación del entonces ministro del Interior Jaime Mayor Oreja. Confirmaban que, para la propia ETA, quien verdaderamente tuvo un papel determinante en la gestación de la tregua y en su finalización no era el Gobierno español, sino el PNV, con el que la banda había negociado su estrategia:


  
    Hasta cierto punto por lo menos, el PNV y EA reconocen un camino en común. Lo que hay que preguntar al PNV y a EA es: ¿estáis de acuerdo en hacer lo que aparece en los documentos? Y ¿por qué no se ha hecho? ¿Cuál es el problema? ¿Cómo es posible que en catorce meses el PNV y EA hablasen sin parar de un proceso de paz si en el acuerdo de desarrollo o en las propuestas no ha aparecido ese concepto y no mencionasen, por otra parte, el proceso de construcción nacional? Ese es el verdadero problema. Ellos son los que están mintiendo a la sociedad vasca cuando dicen que estamos en un «proceso de paz». Algunos dicen que ETA «ha dado la razón» a Mayor Oreja cuando dijo que eso no era un proceso de paz sino un proceso de construcción. El PNV y EA tenían que haberle dado la razón la primera vez que lo dijo: «Sí señor; estamos en ello, porque eso será lo único que traiga la paz a nuestro pueblo»[300].

  


  A pesar de esa admisión de los terroristas acerca de sus intenciones, el Gobierno recibió numerosas críticas por su reticencia a ofrecer contrapartidas a cambio de la tregua. El exlehendakari Ardanza acusó al Gobierno de «no aprovechar la oportunidad que se había abierto hacia la paz» e incluso de mantener una actitud «provocadora» porque consideraba que «a Madrid le interesa la permanencia de un clima de violencia en el País Vasco, ya que el día que desaparezca, se planteará la autodeterminación, a la que el presidente Aznar se opone a toda costa y que es, precisamente, a lo que debe aspirar cualquier gobierno nacionalista vasco»[301]. También el Partido Socialista criticó la gestión de Aznar atribuyéndole al presidente «haber legitimado la radicalización del PNV», «haber dado pie para que este partido abandonase el Pacto de Ajuria Enea por la Declaración de Lizarra» y haber legitimado al PNV para que este partido «legitime a su vez a HB»[302]. Paradójicamente, estas eran las críticas del Partido Socialista después de haber mantenido contactos con Batasuna durante todos los años anteriores y hasta ese mismo momento. La cesión de la presidencia del Gobierno vasco al PNV en 1986 cuando los mejores resultados del PSE le permitían presidir el ejecutivo, constituyó un «error» asumido posteriormente por algunos de sus responsables[303]. En palabras de otro exmilitante socialista, «el ejercicio del poder regional junto al PNV fue supeditando el discurso de la izquierda vasca al nacionalismo»[304]. Una nota del CESID fechada en mayo de 1999 constataba que el PSE había mantenido «su propia ronda de conversaciones dirigida también a conocer la disposición de las distintas fuerzas y, sobre todo, a dar cobertura a su primer contacto oficial con HB, verdadero objetivo de esta iniciativa». Añadía:


  
    En este sentido, el 14.05.99, se reunieron Egibar, Rubalcaba y Ansotegi, por parte del PNV, y Redondo, Eguiguren y Ares, por el PSE-EE. El objetivo oficial de este contacto era el intercambio de los respectivos análisis en relación al proceso, la valoración de la situación política y las posibles alianzas de cara a futuras elecciones. Aunque la reunión no permitió la aproximación de posiciones, sí que sirvió para reactivar una vía de comunicación interrumpida desde el fracaso de la negociación del gobierno de coalición, a finales de 1998.

  


  Concluía la nota del servicio de inteligencia: «Por último, a lo largo de esta semana [17/21.05.99] se ha celebrado el encuentro entre representantes del PSE y de EH/HB que da fin a la ronda de contactos iniciada»[305].


  Las críticas a la gestión gubernamental evidenciaban tres relevantes factores: 1) la división entre los principales partidos no nacionalistas; 2) la capacidad del nacionalismo institucional y radical para impedir una firme cohesión contra ETA de las fuerzas democráticas; y 3) la dificultad de reconstruir una unidad necesaria para obtener los objetivos que el Gobierno iba a formular en una nueva etapa de la política antiterrorista. Dichas críticas se enmarcaban además en un contexto en el que la opinión pública, en un porcentaje significativo, seguía aceptando una eventual negociación entre el Gobierno y ETA, como reflejaba el Euskobarómetro: 45% «Sí, sin condiciones»; 39% «Sí, si ETA deja las armas»; 22% «No, en ningún caso»; 9% «No sabe, no contesta»[306]. Al mismo tiempo, el porcentaje de «rechazo total a ETA» ascendía únicamente a un 35%. Estos datos reflejaban el efecto de la coacción terrorista: la tregua era interpretada como un cese del chantaje terrorista, provocando una suerte de recompensa por parte de la sociedad ante la sensación de que ETA «perdonaba la vida» a los vascos.


  Esta dinámica se producía incluso después de acontecimientos que en 1997 habían demostrado con especial crudeza el salvajismo de la organización terrorista alterando considerablemente la respuesta social contra ETA: la liberación del funcionario de prisiones José Antonio Ortega Lara, secuestrado por ETA durante 532 días y el asesinato, días después, del concejal del Partido Popular Miguel Ángel Blanco. Ambos contribuyeron a afianzar en el Gobierno la creencia de que una nueva etapa en la política antiterrorista era necesaria, como reconoce uno de sus responsables:


  
    La respuesta del PNV tras los sucesos de Ermua pactando con ETA ante el temor a que una derrota de ETA supusiera también una derrota del nacionalismo llamado democrático, la movilización social que el asesinato de Miguel Ángel desencadenó en un momento de intenso hostigamiento de los ciudadanos no nacionalistas, fueron claves en esa suerte de proceso de aprendizaje. Hasta entonces, los partidos constitucionalistas le habían dado al PNV la llave de la pacificación y este había aprovechado esa cesión para favorecer sus intereses y ejercer un control y un veto de la política antiterrorista que la obstaculizaba. Pero en un momento dado, le quitamos esa llave[307].

  


  Una nueva etapa en la política antiterrorista


  La estrategia acordada por PNV y ETA fue calificada por Javier Pradera como un desbordamiento del «marco del sistema democrático»:


  
    Resultaba ya en sí mismo asombroso que las direcciones del PNV y de EA hubieran negociado clandestinamente, a espaldas de los gobernantes electos del Estado de Derecho y de la opinión pública, un acuerdo secreto con los jefes de una organización que ha cometido más de 800 asesinatos; ahora, el jactancioso reconocimiento de ETA de que el alto el fuego de septiembre de 1998 fue una tregua-trampa echa definitivamente por tierra tanto las justificaciones defensivas de los nacionalistas moderados, como sus virulentos ataques contra el inmovilismo del Gobierno —que no cayó en la celada— como causante del regreso de la violencia[308].

  


  El pacto de legislatura con el brazo político de ETA y el acuerdo ETA-PNV que lo precedió confirmaban la previsión que en 1996 recogía un informe del Ministerio del Interior dirigido por Mayor Oreja: «Herri Batasuna conoce bien al Partido Nacionalista Vasco, y no dudará en tentarlo permanente y crecientemente. De hecho, los documentos provenientes de ETA y KAS diseñan y perfilan con claridad esta estrategia»[309]. Las negociaciones que el PNV mantenía constantemente con el brazo político de ETA reforzaban la legitimación del entramado terrorista neutralizando los éxitos operativos contra la banda. Un importante revés para la organización terrorista como la operación de Bidart en 1992 en la que fue detenida la cúpula etarra, se vio compensado por la legitimación que el nacionalismo institucional le seguía ofreciendo al «frente institucional» del complejo terrorista con ofertas como la que el PNV le propuso a HB ese mismo año al ofrecerle «un Gobierno nacionalista a cambio de romper con ETA»[310]. El análisis del servicio de información de la Guardia Civil tras el éxito policial en Francia y otras exitosas operaciones en España, revelaba los factores de debilidad y fortaleza de la política antiterrorista[311]. Por un lado, se aseguraba que dichos reveses suponían «la práctica desarticulación de la dirección de la banda terrorista», colocando a ETA «en uno de los momentos de mayor debilidad de su historia» por los motivos siguientes:


  
    —Los elementos más representativos y carismáticos de su dirección están detenidos.


    —En logística, aunque permanecen intactos sus aparatos de fabricación y abastecimiento, ha «caído» su coordinador y más cualificado técnico.


    —En finanzas, sus penurias económicas son evidentes, con problemas tanto en la obtención como en la gestión y distribución de los recursos.


    —En España, han sido desarticulados sus comandos de «liberados».


    —Su infraestructura, tanto en Francia como en España, está prácticamente desmantelada, y sometida, además, a un continuo hostigamiento por parte de las Fuerzas de Seguridad.


    —Persiste la dificultad para el reclutamiento y formación de nuevos militantes, y a estos la acción policial apenas les da tiempo a adquirir experiencia y veteranía.


    —Cada vez son más evidentes los signos de cansancio y la lucha armada es más cuestionada en el seno de ciertos sectores de la organización, especialmente en su colectivo de presos[312].

  


  Otro análisis de inteligencia corroboraba que la propia ETA consideraba que «el MLNV se encuentra actualmente en uno de los peores momentos de su historia»[313]. A pesar de ello, decidía no variar «los planteamientos estratégicos conocidos en lo referente a “Negociación Política” y vigencia de la actividad de ETA»[314]. Ante la desoladora situación de la banda, la Guardia Civil recordaba, no obstante, que ETA había demostrado «a lo largo de su existencia, una gran flexibilidad para adaptarse y reaccionar ante los adversos cambios de situación, y sobrevivir en condiciones de extrema clandestinidad»[315]. Avalaban esa tesis las negociaciones que el nacionalismo institucional seguía manteniendo con los representantes políticos de ETA. Uno de ellos, Tasio Erquicia, definió esas negociaciones «como un indicio positivo de que HB atraviesa un momento favorable», en lugar de constituir «un síntoma de debilidad de HB», como sostenía el PNV[316]. Iñigo Iruín, miembro de la Mesa Nacional de HB, valoraba que «los contactos que HB está manteniendo con las distintas fuerzas políticas del Pacto Antiterrorista demuestran la inutilidad de este»[317].


  Aunque la organización terrorista criticaba constantemente al nacionalismo institucional, acusando al PNV de «sumisión manifiesta a los dictados de Madrid» y de permitir la continuidad de la «vía represiva»[318], el mantenimiento de contactos persistía, al igual que la expectativa de fortalecer la «unidad de acción abertzale». El resultado de los mismos permitía a Batasuna «conseguir un gran protagonismo, principalmente entre sus bases, y salir del aislamiento político al que se encontraba sometida por los partidos firmantes del Pacto de Ajuria Enea, e introducir discrepancias y escisiones en dicho Pacto al propiciar la salida del mismo de EA»[319]. De ese modo, aunque en 1996 el centro de inteligencia español seguía observando las limitaciones del «MLNV» para conseguir la «acumulación de sectores sobre la práctica de la desestabilización social»[320], y que «la militancia de HB» tenía «dificultades intrínsecas en el momento de mantener contactos con los colectivos sociales vascos para explicarles la “oferta de paz” de ETA»[321], el pacto de Lizarra le había aportado el «motor para la materialización de su proyecto soberanista»[322]. En consecuencia, Batasuna persistía en perseguir los objetivos fijados por la banda: «Apuesta prioritaria por la territorialidad, superar la dicotomía “violentos-demócratas”, acumulación de fuerzas, crear espacios de colaboración en torno a sectores estratégicos y reforzar la Unidad Popular»[323].


  A finales de los años noventa, el Gobierno del Partido Popular asumió que la política antiterrorista contra ETA se veía limitada por esos constantes «balones de oxígeno» que la organización terrorista recibía gracias a la actitud de partidos que no cesaban de ofrecer diálogo y negociación a la banda. Aunque el nacionalismo institucional no llevara hasta sus últimas consecuencias lo acordado con ETA en 1998, la organización terrorista interpretaba que «la activación de la lucha armada no tiene por qué suponer de manera fatal que los pasos dados se queden en nada o la desaparición de los espacios sociales y institucionales creados»[324]. En esa línea, un documento interno de ETA recogía una positiva interpretación sobre los efectos del terrorismo al asegurar que los contactos con el PNV «fueron más fáciles que nunca» después del asesinato de Miguel Ángel Blanco[325]. El diálogo y la negociación tampoco fueron incompatibles con la continuidad del terrorismo durante los gobiernos del PSOE[326], a pesar de que ello permitiera a los terroristas interpretar esa política «como señales de que el Estado ha dado el primer paso en el proceso de retirada»[327]. Como admite Sánchez-Cuenca, que posteriormente defendió la negociación mantenida por el Gobierno de Rodríguez Zapatero con ETA durante la VIII Legislatura, «desde 1984 hasta 1994 los contactos se producen de forma constante, casi sin interrupciones», produciéndose en ese periodo las «negociaciones de Argel» cuyo fracaso no provoca la ruptura de los contactos sino «su proliferación incontrolada»[328]. Esa situación solo «se arregla»[329] durante el breve periodo de Antonio Asunción al frente del Ministerio del Interior hasta su dimisión en abril de 1994 por la fuga del exdirector de la Guardia Civil, Luis Roldán. Sin embargo, hasta la pérdida del poder en 1996 el gobierno socialista mantiene su oferta de negociación orientada a «conseguir pequeñas ventajas a corto plazo» en lugar de a la elaboración de «una política antiterrorista coherente que diera sus frutos a medio o largo plazo»[330].


  Por tanto, estos procesos de diálogo y negociación ofrecidos por socialistas y nacionalistas, con los costes destacados, perseguían una mera interrupción temporal de la violencia en la línea que el diario El País también advertía al editorializar sobre la tregua de 1998. El editorial recogía las declaraciones del ministro del Interior, Mayor Oreja, definiendo la tregua como «un espejismo cuyo único objetivo es propagandístico», y aunque consideraba el diario que «es muy posible que así sea», dudaba sobre los inciertos efectos positivos de la misma:


  
    Tal vez la tregua misma desarrolle en la sociedad vasca dinámicas que hagan muy costoso a los terroristas, más de lo que puedan soportar en su situación actual, la vuelta a las armas. […] Que prenda la dinámica de paz, que se oxiden las pistolas, que no puedan cumplir su probable deseo de buscar nuevos motivos de perpetuación, es una posibilidad, no una certeza. Tal vez se trate, efectivamente, de una trampa[331].

  


  La ruptura de la tregua fue seguida de una intensa campaña terrorista y del asesinato de 21 personas hasta diciembre de 2000. La constatación de que, en efecto, la tregua constituía «una trampa» y la materialización de esa estrategia de acción nacionalista formalizada en los acuerdos con ETA motivó un decisivo giro en la política antiterrorista. Sus bases se fijaron en un «Plan de actuación para potenciar la lucha contra el terrorismo», elaborado por el entonces ministro del Interior Jaime Mayor Oreja y presentado al presidente del Gobierno, José María Aznar, en 2000[332]. En el plan se destacaban tres importantes consideraciones que determinaban la necesidad de abrir una nueva etapa en la lucha contra ETA. En primer lugar se elogiaba que «la sociedad española ha perdido complejos, se ha movilizado como nunca lo había hecho» y que


  
    … las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado han estado a la altura de las circunstancias. Se han prestigiado con sus actuaciones en materia antiterrorista. No han defraudado y su actuación ha permitido el mantenimiento de la política del Gobierno. Incluso puede decirse que con sus actuaciones han conseguido que la sociedad española confíe en los instrumentos del Estado de Derecho.

  


  En segundo lugar se destacaba «el fracaso del nacionalismo vasco gobernante»: «El Partido Nacionalista Vasco no ha soportado la mera aproximación a un sentimiento de derrota de ETA. No soportó Ermua, no soportó la idea de que España, su Estado de Derecho, pudiera derrotar a una organización que, como ETA, surgió de un ambiente nacionalista». De ese diagnóstico se deducía el siguiente tratamiento: «Por primera vez, se hace factible, y posible, la idea de la alternativa de Gobierno alrededor de la Constitución y del Estatuto». En tercer lugar se llamaba la atención sobre «la irrupción en Francia de acciones derivadas del terrorismo vasco».


  Tras esa argumentación, el plan extraía las siguientes conclusiones: «Estas tres consideraciones nos permiten y nos exigen al mismo tiempo, plantear una nueva etapa en la lucha contra ETA en la que tenemos que avanzar, más que en el mero debilitamiento de la misma, en un concepto más profundo y más próximo al final de esta organización terrorista». La confluencia de los factores analizados en ese particular momento histórico, en un escenario diferente al de 1996 cuando el partido llegó al poder, motivaba una «exigencia y esfuerzo para saber y poder administrar esta nueva etapa». En consecuencia, planteaba la siguiente estrategia:


  
    Las urnas y el Estado de Derecho constituyen nuestros únicos instrumentos en el proceso de normalización del País Vasco. La ambición en estos dos ámbitos debe ser substancialmente diferente respecto de la que pudimos marcar hace cuatro años. Las urnas con el referente temporal de las próximas elecciones autonómicas vascas y con la finalidad abierta y clara de una sustitución democrática del nacionalismo vasco.

  


  El énfasis en la «sustitución democrática del nacionalismo vasco» representaba una importante «ambición» que cuestionaba la cesión del «liderazgo» al PNV que durante años había dominado la política antiterrorista de los partidos no nacionalistas. La asunción de la radicalidad del PNV y su mínima fidelidad al proyecto común exigían que, como diría más adelante un destacado dirigente del socialismo vasco, dejara de ser partido gobernante[333]. El ambicioso objetivo del Partido Popular cobraba sentido después de los favorables resultados obtenidos en las elecciones autonómicas de 1998. Como observó Llera, «el PP, sin ser el vencedor, es el gran ganador de estas elecciones», pues sus 251743 votos y 16 escaños eran «los mejores resultados del centro derecha autonomista desde 1977»[334]. Se inscribían en un «ciclo político» definido por el «realineamiento electoral», «con una pérdida de posiciones del nacionalismo en su conjunto, frente al auge del autonomismo», que reforzaba electoralmente a PP e IU (2 escaños), estancaba al PNV, con 21 escaños, y hacía retroceder al PSE-EE y a EA, con 14 y 6 escaños respectivamente[335]. Por su parte, HB podía ser considerado «como el otro gran ganador» de los comicios, pues sus 224001 votos y 14 escaños eran los mejores resultados obtenidos en toda la historia electoral del País Vasco[336]. En ese contexto, la aspiración de sustituir al PNV en el Gobierno tenía importantes implicaciones, pues obligaba a una definición más amplia de los instrumentos que la política antiterrorista exigía, sin limitarlos a los policiales, a pesar de la relevancia que indudablemente estos merecían, como también subrayaba el referido plan para potenciar la lucha contra el terrorismo:


  
    Aproximar el fin de la banda armada ETA constituye, por ello, un objetivo prioritario del Gobierno. Para poder alcanzar este objetivo, uno de los instrumentos esenciales con los que cuenta el Estado es la acción policial. Las operaciones contraterroristas no solo impiden la comisión de nuevos atentados, sino que tienen también un impacto desmoralizador en la banda y en todo su entorno, así como un efecto alentador en la sociedad que le permite recuperar la confianza en esta larga lucha. Para que la acción policial pueda continuar en la línea de actuación llevada hasta la fecha es cada vez más necesario mejorar la capacidad de obtención de información sobre ETA y su entorno, tanto en el interior como en el exterior, y para ello resulta imprescindible abordar una serie de actuaciones para, por un lado, potenciar los actuales Servicios de Información de las Fuerzas de Seguridad del Estado y, por otro, para mejorar la cobertura legal en la que desarrollan sus actividades[337].

  


  Estos eran los parámetros en los que se iba a desarrollar una política antiterrorista de gran eficacia para el debilitamiento de ETA, como la propia banda reconocería, y que fue posible gracias a la mayoría absoluta del Partido Popular obtenida en marzo de 2000. Esta fortaleza política resultó decisiva para aprobar y aplicar novedosas y severas medidas respaldadas por la unidad en torno al Pacto por las Libertades y contra el Terrorismo, firmado por PP y PSOE en diciembre de 2000. El acuerdo entre los dos partidos con opciones de gobernar en España surgía en un contexto de intensa violencia terrorista y en unas circunstancias que, como se ha destacado en las páginas precedentes, evidenciaban un aprendizaje y evolución en la política antiterrorista como resultado de las experiencias previas. Un editorial del diario El País sintetizaba el espíritu de esa nueva etapa que intentaba sustentarse en el consenso entre las dos principales fuerzas políticas al firmar un acuerdo que contenía «unos principios orientadores de la respuesta democrática al desafío» terrorista[338]. Con esa respuesta se pretendía «convertir la debilidad operativa del terrorismo, que pronto o tarde volverá a manifestarse, en derrota política de ETA; sin la que no habrá paz»[339]. Con ese fin, PP y PSOE se comprometían «a trabajar para que desaparezca cualquier intento de legitimación política directa o indirecta, de la violencia», afirmando, en consecuencia, «que de la violencia terrorista no se extraerá, en ningún caso, ventaja o rédito político alguno»[340]. El pacto destacaba además: «Desde el acuerdo en el diagnóstico y en las consecuencias que de ello se derivan, el PP y el PSOE queremos hacer explícita, ante el pueblo español, nuestra firme resolución de derrotar la estrategia terrorista, utilizando para ello todos los medios que el Estado de Derecho pone a nuestra disposición».


  La alusión a la «estrategia terrorista» implicaba que el objetivo de la política antiterrorista no se limitaba a conseguir únicamente el final de los asesinatos, que también. Asumía que el objetivo de la política antiterrorista debía ampliarse no solo a los medios violentos, sino también a los fines terroristas. Implicaba, por tanto, una concepción de la política antiterrorista diferente a la mantenida hasta entonces y que tendría una efímera duración, a pesar de lo contraproducente que resultó para ETA. En abril de 2002 el Gobierno apreciaba ya que tras las elecciones autonómicas vascas de mayo de 2001 el Partido Socialista había «experimentado un giro en su posición en relación con el País Vasco»[341]. Los socialistas alegarían «un cambio en el diagnóstico de la situación» que alejaba «la verosimilitud de la alternativa como proyecto político en el País Vasco», uno de los ejes de la política antiterrorista del Partido Popular. Ese cambio iba a generar un «estado de fricción» y «tensiones que chocan con el Pacto Antiterrorista», pues ante el acercamiento de los socialistas a los nacionalistas, el Gobierno mantenía su política de aplicar el Pacto Antiterrorista «en sus términos»: «El Gobierno no está por políticas de acuerdos de mínimos en materia antiterrorista. A estas alturas, no tiene sentido hablar de Acuerdos de mínimos ni poner llaves de la política antiterrorista en manos que no estén plenamente comprometidas con los elementos básicos constitucionales, judiciales y policiales de la lucha antiterrorista»[342].


  El declive operativo de ETA y su «muerte política»


  En el marco del Pacto por las Libertades, PP y PSOE se comprometían a intercambiar información sobre reformas legislativas, política penitenciaria, cooperación internacional, movilización ciudadana e instituciones, ámbitos estos en torno a los que se articularían iniciativas que provocaron un considerable declive en la banda. A partir de esas premisas se perfeccionó la lucha contra el terrorismo en diversos frentes, hasta desarrollar «por primera vez, una política antiterrorista global» que colocó a ETA «en decadencia», en palabras de un destacado mando del servicio de Información de la Guardia Civil[343]. Los análisis de inteligencia constataban la «debilidad táctica» de ETA «fundamentalmente a causa de las operaciones contraterroristas, de la actuación policial-judicial contra todos sus frentes»[344]. El progresivo perfeccionamiento de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y del servicio de inteligencia[345], complementado con una fortalecida colaboración francesa, logró importantes índices de eficacia policial y judicial con las consecuencias sobre ETA que el responsable antiterrorista resumía así: sentimiento de infiltración y necesidad de recomponer estructuras en Francia impidiendo la implantación de una cúpula directiva estable; reestructuración interna de sus aparatos para hacer frente a las continuas caídas, mayor estructuración y compartimentación de sus aparatos para intentar hacer frente a esos reveses, aumentándose así la burocratización dentro de la banda; obsesiva preocupación por la seguridad que podría retrasar la actividad operativa; dificultades en el reclutamiento, no desde el punto de vista cuantitativo, pero sí cualitativo al atraer a individuos provenientes del terrorismo callejero con menor experiencia y formación que en el pasado[346].


  A esa eficacia contribuyeron de forma decisiva las investigaciones sobre las estructuras políticas del entorno de la organización terrorista que desde 1998 recibieron un notable impulso por parte de la Policía y la Guardia Civil. El denominado «MLNV» había logrado conformar un complejo entramado de asociaciones subordinadas a las directrices de la cúpula terrorista en una «particular política de absorción y concentración de fuerzas»[347]. Con esa estrategia de «acumulación de fuerzas» se perseguía la «concentración de radicalidad para poner de manifiesto las posibles contradicciones que genera el sistema»[348]. Por ello resultaba decisivo perseguir policial y judicialmente las acciones de ese entramado de asociaciones que bajo las órdenes de la banda, y con una doble militancia, perseguían objetivos comunes. ETA constituía la «vanguardia» o «núcleo político-militar» de un conjunto de organizaciones que abordaban otras «luchas» complementarias, como la «de masas», mediante ese sistema de «desdoblamiento»[349]. Así lo corroboraban los informes de inteligencia desde la década anterior, siendo a finales de los años noventa cuando se incrementaron las investigaciones sobre el denominado «complejo de apoyo a ETA» que se canalizarían a través del célebre sumario 18/98 de la Audiencia Nacional. Un informe del CESID advertía:


  
    Mientras ETA no vea reducida su capacidad operativa como consecuencia de la actividad contraterrorista de los CyFSE mantendrá la situación de presión generalizada. Junto a la presencia policial disuasoria y preventiva (y tranquilizadora para la sociedad), la acción represiva debería alcanzar, además de a la estructura de la banda terrorista, a los elementos más comprometidos de las organizaciones del Complejo de apoyo (EKIN, HAIKA, HB y GG.AA)[350].

  


  Un auto dictado en noviembre de 1998 decretaba la ilicitud de la Koordinadora Abertzale Sozialista (KAS), como parte integrante de la misma organización terrorista que ETA encabezaba. Unos meses antes el diario Egin y la emisora Egin Irratia fueron clausurados por ser «parte del entramado delictivo de ETA-KAS»[351], y la dirección de Herri Batasuna, detenida con las consecuencias que un documento interno revelaría años después:


  
    El encarcelamiento de la MN [Mesa Nacional] de HB (98) no debió ser interpretado (como erróneamente hicimos) como una mera «respuesta táctica» del Estado frente a la dinámica político-militar. El Estado estaba jugando una partida a largo plazo y obtuvo dos grandes beneficios: empezó a romper nuestra estrategia y además tomó el pulso a la contestación popular que una dinámica así producía en Euskal Herria[352].

  


  En el ámbito legislativo también se adoptaron relevantes medidas, como las siguientes: Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad de los menores; Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo, para la garantía de la democracia en los Ayuntamientos y la seguridad de los Concejales; Ley 2/2003, de 12 de marzo, de modificación de la Ley 32/1999, de 8 de octubre, de solidaridad con las víctimas del terrorismo; Ley 3/2003, de 14 de marzo, sobre la orden europea de detención y entrega; Ley Orgánica 6/2003, de 30 de junio, de modificación de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria; y Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de medidas de reforma para el cumplimiento íntegro y efectivo de las penas. Junto a todas ellas destacaba la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos, también conocida como «Ley de Partidos», que permitió la ilegalización de Batasuna y de otras formaciones vinculadas a ETA contra las que también se aplicó la vía penal.


  Como anticipaban los análisis del servicio de inteligencia, la ilegalización introdujo «presión en un mundo que utiliza la protección que le garantiza el Estado de Derecho para atacarlo»[353]. La «seguridad estratégica» de la «izquierda abertzale» desaparecía con la ilegalización, demostrando «que no solo no es posible ningún tipo de avance político a partir del terrorismo, sino que la utilización de este ocasiona la pérdida de espacios que ya daban por conquistados»[354]. Además, la desaparición de las subvenciones oficiales provocó «el estrangulamiento financiero» del entramado terrorista[355], colocándolo en una «precaria situación económica»[356], que el Gobierno pretendía seguir agravando con la ilegalización del sindicato LAB tras las elecciones de 2004[357]. La inminencia de su ilegalización, en una ya «penosa situación económica»[358], provocó «un caos interno» en este importante órgano del entramado terrorista, impidiéndole «desarrollar con normalidad su trabajo o la puesta en práctica de nuevas iniciativas»[359]. En ese contexto, decisiva fue la acción del Cuerpo Nacional de Policía contra la Fundación Joxemi Zumalabe a través de la cual el movimiento terrorista pretendía conformar un «auténtico “estado paralelo”» que le permitiera la «desconexión» con el «Estado español». Su descabezamiento en 2000 impidió que se desarrollara el proceso de «desobediencia civil» e «insumisión», «una nueva forma de practicar la lucha ideológica» con la que los radicales habrían intentado sortear el duro revés de la ilegalización del brazo político de ETA[360].


  A esos dos sólidos pilares de la acción contraterrorista, policial-judicial y legislativo, se añadió un tercero, la «concienciación internacional contra el terrorismo de ETA»[361]. Esta se vio favorecida por los atentados del 11 de septiembre de 2001 en Estados Unidos, pero, sobre todo, por una intensa labor de lobby por parte del Gobierno. Entre los resultados de esa acción exterior se encontraban la elaboración de una lista de organizaciones terroristas y la orden de detención y entrega europea, así como la creación de equipos conjuntos de investigación y diferentes acuerdos bilaterales contra el terrorismo. Como destacó el CNI, la ilegalización también resultaba relevante y «coherente» «desde la óptica de la colaboración internacional», pues favorecía una mejor comprensión de «las solicitudes de apoyo» que España realizaba sobre «dirigentes del “brazo político” de ETA»: «hay que destacar lo difícil que resulta en muchos países recabar apoyos activos a la lucha contra el Complejo de apoyo cuando son conocedores de los privilegios de BATASUNA en España (especialmente de los individuos aforados)»[362]. A todo ese marco de iniciativas contra terroristas debía añadirse un cuarto pilar: la movilización ciudadana que se materializó en una mayor visibilidad del rechazo al terrorismo.


  El análisis de inteligencia elaborado por el mando de la lucha antiterrorista citado anteriormente concluía que ETA mantenía sus recursos económicos para seguir atentando, así como voluntad de hacerlo, si bien subrayaba el «declive» de la banda, aunque también su posibilidad de recuperación. Lo hacía con un clarificador símil: «Curiosamente cada vez que se llega a un “valle”, inmediatamente antes de un nuevo “pico”, hay por el medio algún tipo de diálogo o negociación que no prospera, detalle muy a tener en cuenta para el futuro»[363]. El diagnóstico al que llegaba un representante del Centro Nacional de Inteligencia era similar, concluyendo que «la situación de ETA y su entramado se caracterizaba por los siguientes factores: debilidad estructural y funcional, precariedad económica con una notable pérdida de ingresos oficiales tras la ilegalización de Batasuna, falta de motivación de su militancia, y pérdida de influencia social y política»[364]. Esa situación había provocado el «achique del espacio político del autodenominado MLNV» y «la pérdida de la práctica totalidad de su poder municipal, siempre esencial en su estrategia», que había «colocado a la IA en una situación de inoperancia e irrelevancia política»[365].


  También el Cuerpo Nacional de Policía coincidía en calificar como «profunda crisis» la situación que atravesaba la organización terrorista. El comisario jefe de la Unidad Central de Inteligencia del CNP diferenciaba esta de otras crisis precedentes, pues en esta ocasión era consecuencia «de la reiterada detención de sus dirigentes, lo que ha forzado un ritmo de sustituciones, que ha hecho llegar a la estructura directiva a individuos de dudosa cualificación y experiencia, lo que ha propiciado nuevas desarticulaciones»[366]. Destacaba asimismo el revés sufrido en «el plano político-institucional», donde «la izquierda abertzale ha perdido el control y la posibilidad de influir en los Ayuntamientos y Juntas Generales, manteniendo exclusivamente los escaños del Parlamento Vasco». Por ello,


  
    … perdidas las retribuciones por el ejercicio de cargos representativos y las subvenciones institucionales que permitían mantener la nómina de «liberados», entre los antiguos responsables de BATASUNA, se ha abierto paso la lucha por la supervivencia económica y la búsqueda de fuentes de ingresos personales, de manera que ahora dedican más tiempo y esfuerzo a ver cómo salen adelante que en planificar y organizar iniciativas. La clausura de las sedes de las principales organizaciones de la izquierda abertzale, el encarcelamiento e imputación de sus responsables, y su ilegalización ha supuesto una crisis en su capacidad de movilización, que se evidencia en la calle en la escasa asistencia a manifestaciones y actos públicos, amén de haber obligado a los responsables del entramado a trasladar todas estas organizaciones a territorio francés, donde al igual que ocurre en el caso de Jarrai-Haika-Segi, su funcionamiento y capacidad de convocatoria es bastante precaria[367].

  


  Tras la ilegalización del brazo político de ETA, la mesa del Parlamento vasco había rechazado la disolución del grupo parlamentario de Batasuna ordenada por el Tribunal Supremo en su auto de 24 de abril de 2003. Sin embargo, ante la cita electoral prevista para 2005, el análisis del CNI advertía que «las próximas elecciones autonómicas vascas» suponían para la «izquierda abertzale» una «espada de Damocles», ya que «si se mantienen las circunstancias actuales, la IA no podrá concurrir a las mismas, perdiendo su representación parlamentaria»[368], que en ese momento se encontraba en siete diputados. El análisis concluía que ese escenario supondría la «muerte política» del entramado terrorista[369].


  Los análisis de inteligencia confirmaban que se había logrado romper «el mito de la imbatibilidad de ETA». «ETA atraviesa sus peores momentos», sentenciaba un informe del Centro Nacional de Inteligencia al inicio de 2004[370]. El terrorismo continuaba y con él su capacidad efectiva de intimidación de la población amenazada. Sin embargo, «su debilitamiento gracias a la actuación policial» y «la anulación de su prolongación política», contribuían a «la interiorización social» de que era posible derrotar a ETA. Se derrumbaba así «un muro infranqueable» que hasta entonces había lastrado la lucha contra ETA:


  
    ETA era, según ese mito, un ave fénix que resurgía siempre de sus propias cenizas. Nadie era capaz de terminar con ETA. Nadie lo había sido. Si se detenía a un comando, se tenía la seguridad de que inmediatamente se formaría otro, aparecería otro. ETA era virtualmente interminable. Y este mito abocaba necesariamente a una conclusión: para pensar en un final de ETA era preciso plantear un escenario de negociación. En los últimos años, básicamente gracias al acuerdo entre el PP y el PSOE, la sociedad —vasca y española— ha interiorizado lo contrario: es posible pensar en el fin de ETA, ETA no es imbatible, se puede batir, se puede derrotar a ETA. La convicción de que es posible acabar con ETA, la destrucción del mito de la imbatibilidad de ETA es el primer paso para hacer efectivo su fin. Lo cual no significa que ETA no vaya a actuar más, que no intente matar de nuevo, que no trate de imponer su presencia a la sociedad vasca. Pero la situación ha cambiado radicalmente. Y ese cambio ha venido de los partidos citados, y no de la mano del nacionalismo vasco, lo cual también tiene un significado nada despreciable[371].

  


  La propia banda compartía gran parte de ese diagnóstico, de ahí que en su documentación interna contemplara su derrota admitiendo que una eficiente presión política, policial, social y judicial por parte del Estado había logrado «despertar el fantasma de la destrucción de la izquierda abertzale»[372]. El pesimismo de la banda quedaba reflejado en otro documento etarra intervenido en 2003 en el que se constataba que «la izquierda abertzale está en crisis» y que «la estrategia político militar está colapsada»[373]. Otro documento interno fechado en 2003 evidenciaba también la crisis que la organización terrorista estaba atravesando, y planteaba dudas sobre la idoneidad de la ruptura de la tregua en 1999:


  
    Aquel fue un momento histórico e ilusionante en el que había un magnífico ambiente, tanto en el pueblo como entre los agentes sociales, y una izquierda abertzale con un potencial en auge, casi como en los mejores tiempos. A día de hoy las cosas han cambiado radicalmente. Estamos con una izquierda abertzale inmersa en una profunda crisis, ilegalizada, y con un escaso margen de maniobra[374].

  


  La documentación terrorista revelaba que el colapso del frente político de la banda se complementaba con una asfixia operativa, como ilustra el siguiente testimonio de uno de sus miembros: «No sabemos qué hostias pasa, pero así no podemos seguir. Caídas cada semana. Desde que se rompió el alto el fuego, siete compañeros muertos ¡y cómo! y nosotros sin muertos. Esto viene de allá arriba y lo tendréis que arreglar. Para ver qué hilos tienen cogidos los txakurras (policías) y romperlos»[375].


  Como concluyó el servicio de inteligencia, los éxitos policiales causaron «un serio descalabro» en la «eficacia operativa» de ETA[376], además de «desconcierto» y «frustración» entre su militancia y «desconfianza de los cuadros dirigentes en su propia actuación»[377]. Al «desánimo general» de la «izquierda abertzale» se sumó un negativo «efecto moral sobre la militancia terrorista» que pasó de la «euforia ante la intensa campaña de atentados» en el verano de 2000 a «otra bien diferente por el temor a redadas, sensación de control policial a todos los niveles y de infiltración informativa en la banda»[378]. Ante semejante evolución, era realista considerar, como hacía el diario El País, que ETA se encontraba «contra las cuerdas»[379]. El periódico glosaba los éxitos de la política antiterrorista del Gobierno presidido por José María Aznar, destacando hitos que habían logrado debilitar seriamente a la banda. De entre todos ellos destacaba uno: «Pero, sobre todo, el 17 de marzo de 2003 era ilegalizada Batasuna, medida que sembró un desconcierto sin precedentes en las filas abertzales. La presión llevó a la banda a abrir un debate interno sobre la conveniencia de seguir matando. Decidió seguir, pese a las fuertes disensiones internas y a los rumores de tregua»[380]. Los informes de inteligencia avalaban que no se trataba de «una crisis más», pues en esta ocasión ETA se encontraba «totalmente a la defensiva»: «Lo que está pasando no es la parálisis parcial y temporal que supone la caída del núcleo de uno de los aparatos organizativos. Lo que está pasando es el progresivo colapso estructural fruto del acoso sistemático, global, combinado entre las policías española y francesa, que muerde en los puntos vitales de ETA»[381].


  El Centro Nacional de Inteligencia analizaba así la «difícil etapa» que ETA atravesaba ante las «amenazas» que afectaban «a su supervivencia» y que la conducían a una «grapización»:


  
    ETA percibe con temor que todo el entramado que forman los «frentes institucional y de masas», construidos al amparo de la Constitución española, corren el riesgo de desaparecer como consecuencia de las acciones legislativas, policiales y judiciales en marcha. […] La organización terrorista ETA atraviesa una coyuntura operativa delicada. En cuanto a su respaldo social, las diferentes actuaciones emprendidas contra el entramado que constituye el MLNV se han traducido fundamentalmente en una merma de su soporte político y amenazan claramente con llevar al fracaso a la estrategia impulsada por la organización terrorista en los últimos años[382].

  


  El CNI destacaba la «visión negativa» que ETA tenía de su situación, valorada como «grave para el conjunto de organizaciones que integran el autodenominado MLNV»[383]. «Amplios sectores» del entramado terrorista consideraban que se corría «un riesgo real de que el MLNV se convierta en un movimiento marginal y desestructurado, de difícil dirección y coordinación»[384].


  Los temores de ETA llevaron a la banda a anticipar un sombrío futuro para la «izquierda abertzale» al aventurar en documentos internos fechados en abril de 2004 que «su muerte estaba programada para el 2003/2004»[385]. Semejantes circunstancias dieron lugar a «uno de los ciclos más duros para la izquierda abertzale» que vio muy reducida la capacidad de movilización de su militancia y su apoyo social, forzando a sus activistas a dedicar «mucha energía» para intentar hacer frente a esa «forma de represión»[386]. Los líderes de ETA admitían la «crisis política y organizativa, de derrotismo y desesperación» de la «izquierda abertzale», su «manifiesta debilidad estructural» en una situación que el CNI describía como de «general desorientación de todo el autodenominado MLNV»[387].


  Sin embargo, y a pesar del sombrío panorama que la propia ETA reconocía en ese periodo, hacia finales de 2004 se aprecia en algunas de sus comunicaciones un mayor optimismo ante el futuro. Con el objeto de elevar la moral de un movimiento terrorista considerablemente debilitado por una política antiterrorista que había dañado múltiples y decisivos frentes, ETA intentó atribuirse la inesperada derrota del PP en las elecciones de marzo de 2004. «Fracaso de los fascistas, victoria de la izquierda abertzale», titulaba el primer Zutabe distribuido por ETA tras el vuelco electoral[388]. ETA se vanaglorió de «alejar el fantasma de la resolución del conflicto por medio de la represión»[389], y, a finales de 2004, de haber «desactivado el sueño de la desaparición de la izquierda abertzale a corto plazo»[390].


  Varios eran los motivos de tan jubilosas expectativas. Por un lado, la necesidad de neutralizar la angustia de la militancia con una propaganda que dibujara un favorable escenario ante las graves dificultades y la destrucción del mito sobre la imbatibilidad de ETA. Por otro lado, la necesidad de eludir sus responsabilidades por tan acuciante crisis ocultándolas bajo su tradicional voluntarismo. Y, en tercer lugar, la creencia de que la llegada del Partido Socialista al Gobierno de la nación supondría un cambio en la política antiterrorista que tan devastadora había sido para la banda. ETA consideraba que «el PSOE ha llegado al Gobierno en medio de la más profunda crisis que está viviendo el Estado español en los últimos años, y ahora le tocará la gestión de esa difícil situación»[391]. Consideraba, por tanto, que «los dirigentes españoles tendrán que responder a los profundos y antiguos problemas que están en lo más hondo», entre ellos «la estructuración del Estado español» y «las principales grietas del marco autonómico español» que situaba en «Euskal Herria y Cataluña»[392].


  Hacia la ruptura del Pacto por las Libertades


  A finales de 2004, los documentos internos de ETA revelan que los terroristas buscaban «recuperar» contactos con el Ejecutivo español, explorando ya un «espacio de seguridad» en el que llevar a cabo negociaciones con el nuevo Gobierno[393]. En el Zutabe de junio de 2004, ETA señalaba: «Con el cambio de Gobierno en España se ha abierto una nueva fase. En pocos meses ha tenido lugar una profunda transformación. En ese sentido, la izquierda abertzale ha tenido que adaptar su reflexión para responder a la nueva situación, influyendo de manera positiva para avanzar en la lucha de liberación»[394]. En otro comunicado de ese mismo año, ETA abundaba en la idea de negociar directamente con el Gobierno, y no con los partidos nacionalistas como había ocurrido a finales de los noventa, asegurando que «es hora de intentar nuevas vías sin explorar»[395].


  La documentación terrorista confirma que el profundo debilitamiento de ETA y de su brazo político evidente entre 2001 y 2003 encontró en 2004 un atenuante. En un momento en el que ETA asumía que «con la estrategia de la ilegalización ha quedado resquebrajado el esquema de organización a lo largo de décadas», produciéndose «un desequilibrio notorio entre las estrategias represivas integrales del enemigo y la línea armada»[396], dirigentes socialistas entablaron contactos con el brazo político de la banda. Ese diálogo abrió la vía a una negociación entre ETA y el Gobierno de Rodríguez Zapatero, eje de una política antiterrorista que, como se verá en el próximo capítulo, impidió la materialización de una derrota policial y política del terrorismo como la que se había vislumbrado en el cambio de siglo. En noviembre de 2004, Arnaldo Otegi dejaba claro en el mitin celebrado en el velódromo de Anoeta en San Sebastián su satisfacción por el cambio de política, desafiando un proceso de ilegalización que ya consideraba burlado: «Hoy, un partido ilegal, con un portavoz ilegal, celebra un acto ilegal»[397].


  Como el dirigente terrorista Txema Matanzas reconocería posteriormente, el atentado del 11-M facilitó el triunfo electoral de Zapatero y el cambio de política que el presidente socialista enmarcó en «una agenda progresista contra el terrorismo»[398]. Como parte de ella se puso fin a la política antiterrorista del Partido Popular aplicada entre 2000 y 2004, definida por Matanzas como «de puro aniquilamiento de la disidencia» y de la que, según el terrorista, ETA se salvó «por los moros del 11 M»[399]. La propia ETA había advertido, días después del 11-S, que el contexto internacional facilitaría iniciativas antiterroristas que la debilitaran decisivamente: «Está a punto de iniciarse una cruzada contra todo aquello que huela a terrorismo y Aznar se aprovechará de ello. Valiéndose del ambiente psicológico-político llevará adelante sus planes. Tenemos una cruda situación pues a la vista»[400]. Efectivamente, tras los atentados de Al Qaeda en Estados Unidos en 2001, de inmediato el Parlamento Europeo agilizó los procedimientos de extradición, las euroórdenes y las listas de grupos terroristas que incluyeron a ETA y Batasuna. En ese contexto nacieron las medidas descritas en las páginas precedentes y la ilegalización del brazo político de ETA, que sortearía en sucesivos comicios una vez «el Gobierno socialista creó las condiciones propicias al emprender la negociación con ETA que encajaba mejor con una parte considerable del partido, comprensiva con la interpretación nacionalista del terrorismo»[401].


  Aunque la «izquierda abertzale» temió que con el nuevo Gobierno el acercamiento entre socialistas y nacionalistas podría acrecentar su «aislamiento político»[402], pronto comprobó que la política antiterrorista basada en la negociación no pretendía la «liquidación del espacio político y social de la IA»[403]. Su resultado sería, por el contrario, un gran reforzamiento del mismo, como se analizará en próximos capítulos. El proceso de negociación emprendido por el Gobierno de Zapatero contradecía la lógica que había diezmado tan considerablemente a la organización terrorista, según la propia admisión de esta. En esas fechas, la ya prolongada experiencia antiterrorista había demostrado que el debilitamiento operativo de ETA se veía devaluado con el fortalecimiento que le garantizaba su salida del aislamiento político y social gracias a la interlocución constante con el brazo político de la organización terrorista que algunos partidos le ofrecían. Mientras la unidad de las fuerzas democráticas favorecía la marginación del «frente institucional» del entramado terrorista generando tensiones entre los diferentes integrantes del movimiento, la división de los partidos democráticos rompía el aislamiento y aliviaba la tensión que provocaba la utilización de la violencia. A pesar de la constatación de tan importantes claves, el Gobierno socialista optó por un proceso de negociación que resquebrajaba el consenso político articulado en torno al Pacto por las Libertades y contra el Terrorismo. Se actuaba así en contra del aprendizaje que la evolución en la lucha contra ETA ofrecía. Los riesgos de esa estrategia eran evidentes, como señalaba el siguiente análisis en unos momentos en los que ya se conocía la existencia de contactos entre el Gobierno y ETA:


  
    Para avanzar hacia la paz el Gobierno tendría que romper relaciones con el PP, el partido de «los fascistas que solo buscan sangre para ofrecerla en la arena pública», según el más reciente discurso de Otegi. Siniestra apelación viniendo de quien no ha cuestionado nunca el derecho que se atribuye ETA de asesinar a los que se oponen a sus designios (por ejemplo, a los concejales del PP). Pero la obsesión por condenar a ese partido al ostracismo no es exclusiva del nacionalismo vasco radical. El pacto programático del tripartito catalán incluye el compromiso de no establecer ningún «acuerdo de gobernabilidad o parlamentario estable con el PP» en la Generalitat o «en las Cámaras estatales», y de «impedir la presencia del PP en el Gobierno del Estado». Esa obsesión está dificultando los acuerdos entre los dos grandes partidos a la hora de abordar asuntos como el del final de ETA. La prioridad de ese objetivo es incompatible con una política general que parece buscar deliberadamente, como principal efecto, evidenciar el aislamiento del PP. […] La apelación de Otegi tiene un objetivo funcional: la ruptura del Pacto Antiterrorista, que legitimó la ilegalización de Batasuna. Cada vez que se ha planteado un diálogo con ETA, el primer objetivo de los terroristas ha sido romper el frente democrático[404].

  


  Ante la unidad de las dos principales fuerzas políticas en España en torno al Pacto por las Libertades, ETA intentó responder con una escalada de violencia. Uno de los documentos de la banda de finales de 2000 mostraba la lógica terrorista: «Es hora de intensificar la lucha armada. Si pegamos bien al PP se desgastará en dos o tres años, pero al mismo tiempo hay que cuidar mucho el trabajo político»[405]. El documento mostraba la racionalización detrás de la estrategia terrorista y las dificultades a las que el Gobierno de Aznar se enfrentó para recabar y mantener apoyos a una política antiterrorista que ETA intentaba que le reportara un alto y a la postre insoportable coste, como señalaba el mismo documento: «Si le damos bien en los próximos dos o tres años y si el PP sigue con su postura de cerrazón, va a sufrir cansancio político y saldrá muy debilitado. Así que a darle»[406]. En ese sentido se expresaba un preso de ETA tras el asesinato del concejal del PP Jesús María Pedrosa en Durango: «Habrá que ver hasta cuando piensan seguir los españoles con este mamoneo y cuando se decidirán los del PNV y EA a apostar por la soberanía de Euskal Herria. Hoy al mediodía ha caído al puchero otro pepero… Seguramente los concejales peperos estarán acojonadísimos y el gobierno de Madrid se presentará en pleno a las concentraciones de Durango para que los concejales se sientan seguros y no dimitan en masa. Es igual, como caigan un par de pichones más no podrán frenar la desbandada»[407].


  Por lo tanto, la ruptura o debilitamiento de la unidad democrática que el Pacto por las Libertades representaba era uno de los objetivos de la banda que desde su propia lógica consideró a su alcance cuando uno de sus firmantes, el Partido Socialista, comenzó a mantener contactos secretos con ETA[408]. Estos contactos iniciados en 2000 desembocarían en una negociación política entre ETA y el Gobierno de Zapatero formado tras las elecciones de marzo de 2004[409]. Al mismo tiempo que ETA mantenía esos contactos, ETA también negoció una tregua en Cataluña al comienzo de 2004 con una formación nacionalista, ERC (Esquerra Republicana de Catalunya), con la que el PSC (Partido Socialista de Cataluña), junto a ICV (Iniciativa per Catalunya Verts), había firmado previamente, el 14 de diciembre de 2003, un acuerdo de Gobierno en Cataluña conocido como el Pacto del Tinell en el que asumían el siguiente compromiso: «No establecer ningún acuerdo de gobernabilidad —acuerdo de legislatura y acuerdo parlamentario estable— con el PP en el Gobierno de la Generalitat. Igualmente se comprometen a impedir la presencia del PP en el Gobierno del Estado y a renunciar a establecer pactos de gobierno y pactos parlamentarios estables en las cámaras estatales»[410].


  Al analizar en febrero de 2004 los encuentros secretos que desde 2001 dirigentes de ERC mantuvieron con el brazo político de ETA[411], el Centro Nacional de Inteligencia alertaba:


  
    … la situación actual está sirviendo para que ETA, que atraviesa unos momentos de claro declive operativo, adquiera protagonismo basado en acontecimientos de índole política y aproveche para lanzar soflamas en las que apela a un diálogo que, lejos de ser así, todavía logra confundir a algunos sectores sociales y políticos e incide en las diferencias de criterio a la hora de afrontar esta fase de la lucha contra la organización terrorista[412].

  


  Dada su «precaria situación», los dirigentes del entramado de apoyo a ETA se mostraban dispuestos a realizar «movimientos tácticos “pragmáticos”», escenificando «la preeminencia de la acción política» en una «aparente cesión de responsabilidad de ETA en los responsables políticos» que realmente no conllevaba «pérdida real de protagonismo para la organización terrorista», a la que se seguía otorgando «el papel de supervisor y garante del avance soberanista»[413]. Con el fin de «captar adhesiones», los representantes políticos de ETA seguían proponiendo a todos los sectores del nacionalismo vasco «un debate nacional “rentable” en términos de “construcción nacional” que sirva como “pista de aterrizaje” para el fin de la actividad de ETA»[414]. Así ocurría al reconocer los dirigentes terroristas que «el cerco en torno a Batasuna se ha estrechado», contribuyendo «a su aislamiento y a recrudecer el debate interno en torno a la validez de la “lucha armada”»[415].


  En ese contexto, la política antiterrorista que Zapatero iba a aplicar se fundamentaba en la ruptura de la unidad con el Partido Popular en torno al Pacto por las Libertades propuesto por él mismo. Como parte de esa ruptura tuvo una simbólica relevancia la sustitución en 2002 de Nicolás Redondo Terreros por Patxi López como secretario general del Partido Socialista de Euskadi. Un año antes, en las elecciones al Parlamento vasco de mayo de 2001, Redondo había intentado junto a Jaime Mayor Oreja, ambos candidatos a lehendakari por parte de PSE y PP respectivamente, conformar una alternativa a los gobiernos nacionalistas que habían gobernado la comunidad autónoma desde su creación. La legítima y democrática sustitución del PNV en el Gobierno del País Vasco constituía uno de los ejes de la política antiterrorista del Gobierno español presidido por Aznar y con ese fin se constituyó una alianza entre los partidos constitucionalistas.


  Una de las escenificaciones de dicha unidad tuvo lugar en el mitin celebrado en San Sebastián el 28 de abril de 2001. Una crónica describía el significado de dicha unidad: «Envueltos en una atmósfera cargada de emoción y de voluntad de resistencia frente a ETA, los socialistas y populares vascos sellaron ayer en el mitin de ¡Basta Ya! en San Sebastián una alianza, aparentemente muy sólida, contra el terrorismo y el nacionalismo excluyente»[416]. La intensa amenaza terrorista y la responsabilidad del nacionalismo gobernante en un contexto político que no garantizaba la igualdad de derechos y libertades para todos los ciudadanos, motivaba el objetivo estratégico de una unidad que el académico Mikel Azurmendi justificó así:


  
    El nacionalismo vasco ha llevado la exclusión a su máximo nivel. Ibarretxe acaba de decir que los de fuera no pueden gobernar. Yo soy de fuera, Jaime Mayor es de fuera, Nicolás Redondo es de fuera, Maite Pagazaurtundúa es de fuera, María San Gil es de fuera, todos nosotros somos de fuera. […] Somos de fuera y nos quieren fuera, algunos ya lo están en las tumbas, otros fuera de Euskadi, […] Necesitamos el pacto entre los partidos constitucionalistas porque nos morimos de miedo[417].

  


  Los resultados electorales no permitieron la alternancia en el Gobierno, pues el PNV obtuvo 33 escaños, uno más que la suma de los 19 del Partido Popular y los 13 del PSE. A pesar de ese escaso margen, la derrota fue utilizada para atacar la estrategia de unidad que sus críticos denominaron como «de confrontación», en palabras de Juan Luis Cebrián en un revelador artículo[418]. En él se acusaba a los partidos y movimientos cívicos que propugnaron esa unidad de entablar una «batalla verbal —y no solo verbal» con el nacionalismo vasco «alimentando un espíritu casi de cruzada» mediante un «frente político» orquestado «directamente desde Moncloa y que contó no solo con el beneplácito, sino con el aplauso ancilar del candidato socialista»[419]. Por el contrario, Fernando Savater, integrante de ¡Basta Ya!, defendía esa unidad:


  
    ¿Fue un error criticar abiertamente al Gobierno nacionalista, denunciar con abundancia de pruebas sus tergiversaciones informativas y educativas, explicar que ETA no recluta a los jóvenes en la estratosfera, sino en una juventud maleada en el culto impune a la violencia fanática, señalar la insuficiente respuesta policial de la Ertzaintza de acuerdo con testimonios de miembros sindicales de esa policía autónoma, protestar por el secuestro del euskera para fines partidistas próximos a los violentos, documentar el clima totalitario de coacción reinante en muchísimas localidades y el desamparo de cargos públicos o ciudadanos desafectos al régimen nacionalista que solo recibían de este la condolencia tras el tiro en la nuca o el coche bomba, pero nunca la mínima comprensión antes?[420].

  


  En esa línea, José Antonio Zarzalejos, entonces director de ABC, defendió igualmente la unidad de los partidos constitucionalistas ante las críticas tras las elecciones: «Aquellos que han pactado con ETA y recibido sus garantías de inmunidad disponen de mejor “pedigree” democrático que aquellos que militan en partidos que llevan años poniendo las víctimas. […] La convergencia de fines y la diferencia en los métodos hace angelicales a los nacionalistas»[421].


  El historiador Santos Juliá había racionalizado también la conveniencia y viabilidad de una unidad constitucionalista necesaria en la coyuntura política descrita. Por un lado, sostenía que «en los últimos 10 años, los partidos nacionalistas han perdido en total 12 puntos, cayendo desde el 67,6% de 1990 hasta no más del 53,9% obtenido en 1998»[422]. Añadía que, «por el contrario, los partidos que hoy defienden la Constitución y el Estatuto han subido del 31,5% hasta el 43,9%»[423]. Por tanto, concluía que «quienes tienen del mapa electoral vasco una impresión de foto fija, repetida una y otra vez, están equivocados»[424]. Esa errónea interpretación del panorama electoral obedecía a varios motivos:


  
    A pesar de una historia electoral que ha sufrido varios realineamientos, el PNV siempre se las ha apañado para fortalecer su hegemonía. Su posición central ha permitido obtener unos réditos en el Gobierno por encima de su peso electoral en la sociedad […] Con un poder tan hegemónico y con una base social tan limitada (solo lo votan 1,7 de cada 10 electores vascos), el PNV ha logrado convencer a la mayoría de que siempre gana[425].

  


  Como señalaba Juliá, esa era la situación que el PP se había propuesto «trastocar», objetivo que no era «una quimera», pues «de todos los cambios que ha experimentado el sistema de partidos vasco, los protagonizados por el PP son los más espectaculares. En un avance con altibajos, el PP ha pasado del 5% obtenido en 1980, a rozar el 20% en 1998»[426].


  No obstante, la materialización de esa aspiración planteaba dificultades, ya que si el PP deseaba ganar, estaba obligado a «presentar su mejor baza y no contemporizar con su adversario principal»[427]. En opinión de Juliá, «la apuesta es fuerte y no se puede andar con paños calientes», aunque advertía:


  
    Pero una estrategia de confrontación, sobre un fondo persistente de asesinatos, solo sirve para un periodo corto de tiempo; a la larga, se vuelve contra quienes la propugnan, sobre todo si a su cabeza figura el responsable de poner a buen recaudo a los asesinos. […] Y así, nos adentramos en una situación que el PNV deja pudrir cada día un poco más a la espera de que el PP pierda definitivamente la batalla de la opinión[428].

  


  Efectivamente, los objetivos de la política antiterrorista requerían complejos equilibrios. La crueldad de la campaña terrorista y el clima de brutal hostigamiento exigían medidas como las que se adoptaron y que, si bien resultaban eficaces contra ETA, también fueron criticadas por el nacionalismo institucional. La exigencia con el Gobierno era elevada y provenía de todo el espectro político, como ilustraba la advertencia del presidente socialista de Cataluña: «Maragall da dos años a Aznar para arreglar el tema vasco o “tendrá a todo el país en contra”»[429]. Tras las elecciones autonómicas de 2001 el entonces secretario general del PSOE José Luis Rodríguez Zapatero acusó a Aznar y Mayor Oreja de intransigencia por la campaña en la que populares y socialistas habían trabajado conjuntamente[430]. En el Comité Federal del PSOE se abogó «por reconstruir los puentes con el nacionalismo vasco como pieza clave para recuperar la unidad democrática, desde la constatación de que la derecha española no puede ser la alternativa al nacionalismo vasco»[431]. En el propio Partido Popular, a pesar de que «pulverizaron todos los tabúes»[432] sobre el final del terrorismo con una política antiterrorista de gran eficacia, surgieron divergencias sobre el camino que debía seguirse a partir de ese momento[433]. Las diferencias se agudizarían tras dejar el Gobierno nacional en 2004 y desembocarían en una progresiva pérdida de apoyo electoral hacia esta formación en el País Vasco. En ese escenario, las reacciones críticas con la estrategia constitucionalista y su incapacidad para impedir un nuevo Gobierno nacionalista en 2001 dejaban entrever otro de los rasgos definitorios de la política antiterrorista que en unos años Zapatero desarrollaría mediante la ruptura de la unidad en torno al Pacto por las Libertades: un nuevo cambio de alianzas inducido por el Partido Socialista en el que el nacionalismo recobraba importancia a costa de la polarización con el PP y su consiguiente estigmatización. En esa estrategia, la batalla de la opinión pública volvería a ser decisiva, como se analizará en el próximo capítulo.


  CAPÍTULO 3


  UN «PROCESO DE PAZ» PARA BURLAR LA VERDAD


  Se ha generalizado el uso de un nuevo lenguaje creativo con el que se burla la verdad. Se dice «proceso de paz» para no decir «negociación». Es un sintagma que no tiene costes; haría falta ser un desalmado para no sumarse a él sin necesidad de reflexión previa. Una negociación es otra cosa y supone dejar pelos en la gatera y algo del propio patrimonio encima de la mesa.


  SANTIAGO GONZÁLEZ[434]


  Ten la valentía de decir de una vez que nos habéis amortizado, que vais a enterrar la memoria, poco a poco, porque creéis que así aceptarán dejar de matar. Y que no queréis ofender a los verdugos para que no se echen atrás.


  PILAR RUIZ ALBISU[435]


  Lo que hay que conseguir es que no haya un muerto más, y después, nadie se acordará del modo como lo hayamos conseguido.


  Dirigente del Partido Socialista sobre la negociación con ETA[436]


  Una nueva negociación con ETA


  La negociación con ETA emprendida por el gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero se erigió en uno de los principales asuntos políticos durante la legislatura iniciada en 2004, polarizando considerablemente a la sociedad española. La polarización en torno a la política antiterrorista se vio alimentada también por la enorme tensión política y social provocada por los atentados del 11 de marzo[437]. Ambas se convirtieron en elementos de división en medio del generalizado interés por el terrorismo que los españoles habían mostrado en los últimos años. Hasta entonces, la sociedad española había considerado el terrorismo de ETA como una de sus máximas preocupaciones, como reflejaban sucesivas encuestas sociológicas. En ese contexto, con objeto de defender la política antiterrorista, el Gobierno intentó influir sobre la opinión pública distorsionando la realidad en torno al terrorismo de ETA. La manipulación de la realidad, ejercicio similar al acometido regularmente por ETA y por otros grupos terroristas, llevó al gobierno y a diversos medios de comunicación a construir discursos con los que justificar una política de elevados costes. Con ese fin se enmarcó la política antiterrorista dentro de un «proceso de paz», sintagma con una profunda carga emocional e intencionalidad política, como observó Santiago González:


  
    Se dice «proceso de paz» para no decir «negociación». Es un sintagma que no tiene costes; haría falta ser un desalmado para no sumarse a él sin necesidad de reflexión previa. Una negociación es otra cosa y supone dejar pelos en la gatera y algo del propio patrimonio encima de la mesa. Se ha generalizado el uso de un nuevo leguaje creativo con el que se burla la verdad[438].

  


  En esa línea Jesús Eguiguren, presidente del Partido Socialista de Euskadi, se presentaba a sí mismo como «el principal negociador con Batasuna y con ETA»[439], al tiempo que sostenía que «es falso que hubiera negociación política»[440]. En contra de las abundantes evidencias que demuestran sin ningún género de dudas que en efecto existió una «negociación política» con la organización terrorista[441], «el principal negociador con Batasuna y con ETA» la disfrazaba con el eufemismo «parte técnica del proceso»[442]. El «proceso de paz» se encuadraba a su vez en otro marco como el que ofrecían los «procesos de resolución de conflictos». El propio Eguiguren mantenía que «a pesar de todas las críticas de improvisación e ingenuidad, tengo que decir que por primera vez se siguieron los procedimientos internacionales de resolución de conflictos con participación de organizaciones especializadas»[443]. Con estos términos, y mediante una comparación ventajosa con referencias internacionales, intentaba por un lado justificar la negociación con ETA impulsada por el Gobierno español desde 2004, y por otro neutralizar las críticas por esa política. Andoni Unzalu, otro militante del PSE, aportaba claves sobre las repercusiones de ese «lenguaje creativo» en la política antiterrorista. En su opinión, «la metodología para la solución de conflictos y su puesta en escena por excelencia, “los procesos de pacificación”», constituían «un subproducto nefasto de la posmodernidad, de este mundo de realidades líquidas en el que nadie es culpable porque toda responsabilidad se transfiere a entes abstractos»[444]: «A la hora de definir el proceso, la ambigüedad es lo que guía su quehacer. A nada se le puede llamar por su nombre. Hay que buscar un nuevo lenguaje. Cualquier afirmación debe ser abierta, ambigua. De esta forma evitamos cualquier compromiso con la realidad, evitamos asumir cualquier responsabilidad»[445].


  Sus palabras describían el contexto en el que se inscribía la nueva negociación con ETA promovida por el Gobierno español y convenientemente encuadrada como «un proceso de pacificación» por los siguientes motivos:


  
    A pesar de todo, los procesos tienen gran aceptación y generan ilusión y esperanza entre la población. Las razones son dos: por un lado, los procesos consiguen bajar la intensidad del enfrentamiento, con lo que generan una sensación de alivio en la población, pero sobre todo modifican el carácter, la motivación de los actos de violencia en la apreciación de la población; ya un atentado, un asesinato, no tienen el carácter crudo y violento que los caracteriza, sino que se convierten en hito de la negociación, con lo cual ya son más asumibles. La violencia abandona su territorio de terror y se crea un limbo imaginario donde los actos terroristas son jugadas virtuales en el proceso de pacificación[446].

  


  Como consecuencia de esa lógica, la «lucha contra el terror deja de ser responsabilidad de los ciudadanos y las instituciones democráticas. Es cosa del proceso»[447]. Además, Unzalu mostraba las raíces de la polarización que ese tipo de política antiterrorista provocaba: «Y se da inicio, también, a un lento proceso de acumulación de rencor entre los ciudadanos, sobre todo entre los que defienden el Estado de Derecho, al verse engañados por haber efectuado una cesión permanente de buena voluntad no correspondida»[448].


  El eje de la política de negociación con ETA que marcó la legislatura emanaba de una sesgada interpretación de la experiencia antiterrorista al rescatar el célebre artículo 10 del Pacto de Ajuria Enea. A pesar de las divergencias que el «final dialogado» había suscitado entre los partidos democráticos durante la vigencia del referido pacto entre finales de la década de 1980 y comienzos de la de 1990, como se ha analizado en el capítulo anterior, Zapatero recuperó esa controvertida vía. El Gobierno la instrumentalizó para convalidar a ETA como «interlocutor inevitable del Estado» cuando el Pacto de Ajuria Enea, lejos de asumir esa interpretación, «contemplaba el final de la banda como disolución, resultado de un progresivo vaciamiento de sus filas»[449]. La extemporánea utilización de aquel pacto se materializó a través de la Resolución de Lucha contra el Terrorismo aprobada en mayo de 2005 por la mayoría de los diputados del Congreso y con el voto en contra del Partido Popular. La resolución apoyaba «procesos de diálogo entre los poderes competentes del Estado y quienes decidan abandonar la violencia», condicionándolos a que se produjeran «las condiciones adecuadas para un final dialogado de la violencia, fundamentadas en una clara voluntad para poner fin a la misma y en actitudes inequívocas que puedan conducir a esa convicción»[450]. Se abría de nuevo la expectativa de una negociación con ETA aunque la propia resolución fijara ciertos límites, la existencia de «actitudes inequívocas que puedan conducir a esa convicción». Sin embargo, la ausencia de dichas «actitudes inequívocas» que demostraran «una clara voluntad para poner fin» a la violencia no impidió la apertura de la negociación entre el Gobierno y ETA. Los contenidos de las negociaciones con ETA exponen claramente el incumplimiento de las exigencias impuestas por el presidente y el Parlamento.


  Entre 2005 y 2008 el Gobierno mantuvo negociaciones con la organización terrorista en Oslo y en Ginebra en las que el Ejecutivo asumió, entre otros, compromisos como la legalización de los representantes políticos de ETA y que estos pudieran mantener sus actividades ilegales aun estando Batasuna proscrita, la neutralización de la denominada doctrina Parot, la interrupción de las detenciones y la excarcelación de etarras con delitos de sangre. Al analizar las negociaciones, un mando de la Guardia Civil establece una gráfica comparación para criticar la grave actitud gubernamental: «un Estado de derecho no puede conceder una tregua a quien deja de matar, como tampoco se la concedería a un violador si dejara de violar»[451]. Como «argumento exculpatorio de enorme gravedad» calificó el responsable policial la admisión de los negociadores del Gobierno reconociendo que este intentó evitar las detenciones de miembros de una red de extorsión etarra en el bar Faisán de Irún en junio de 2006, mediante un chivatazo a ETA por parte de varios policías[452]. Los representantes gubernamentales confesaron a los dirigentes terroristas que el ejecutivo había intentado «blindar» el proceso de negociación, para lo cual había cambiado al fiscal jefe de la Audiencia Nacional —destituyó a Eduardo Fungairiño y nombró a Javier Zaragoza—, haciendo «lo imposible en el campo de los jueces»[453].


  Desde 2000 dirigentes del Partido Socialista de Euskadi habían mantenido con líderes de Batasuna contactos regulares contrarios al Pacto por las Libertades. Además, durante 2006 el PNV, el PSE y Batasuna negociaron los denominados acuerdos de Loyola que finalmente no llegaron a concretarse por la negativa de Jon Imaz, entonces presidente del PNV, a aceptar imposiciones planteadas por los representantes políticos de ETA sobre el futuro de Navarra. Estas negociaciones sin la participación del Partido Popular y al margen de las instituciones democráticas, confirmaban que la política antiterrorista de Zapatero concedía una significativa importancia a la marginación del principal partido de la oposición[454]. Sin embargo, tan graves concesiones políticas fueron inicialmente negadas tras salir a la luz pública y luego minimizadas.


  La Resolución del Congreso rechazada por el PP fue utilizada por el Gobierno para destacar la soledad de su socio en el Pacto por las Libertades. El Ejecutivo abandonaba el consenso con el principal partido de la oposición mediante un significativo cambio de alianzas con las siguientes consecuencias:


  
    El PSOE ha cambiado un socio con 148 diputados por otros que suman 38. El Pacto Antiterrorista reunía el 87% de los representantes del pueblo español en el Congreso de los Diputados, mientras el nuevo pacto no pasa del 57%. Ha cambiado, además, el socio de la firmeza por los partidarios de negociar a ultranza, se den o no los signos inequívocos, mate ETA o no lo haga, si llueve o escampa y también si es primer viernes y si se ha de comulgar. Son partidarios de negociar, precisamente para que el Estado pague un precio político por la paz de los terroristas. Ellos se ofrecen como intermediarios y son, en realidad, comisionistas. Casi todos ellos se han opuesto con tenacidad a todos los elementos de la estrategia que se ha mostrado tan eficaz en los últimos años: Acuerdo por las Libertades, Ley de Partidos, medidas judiciales, acciones policiales y colaboración internacional. A todo y desde hace años[455].

  


  Como admitirían personas próximas al presidente, el Gobierno conocía que ETA no tenía una «clara voluntad» de poner fin a su campaña terrorista, a pesar de lo cual decidió modificar su política antiterrorista con la intención de que ese cambio alentara transformaciones en la estrategia terrorista[456]. Desde esa lógica, el final del terrorismo de ETA no constituía una certeza, sino una mera posibilidad que requería cesiones por parte del Gobierno que este intentaría presentar de un modo diferente, esto es, como consecuencia de la supuesta finalización de la violencia y no como condición necesaria para ella[457]. Las concesiones aparecerían como efectos colaterales que, se confiaba, serían asumibles para la opinión pública a cambio del ansiado cese del terrorismo. Entre esas cesiones se incluía «mirar para otro lado en los procedimientos judiciales contra la izquierda abertzale» pues, como representantes del Gobierno trasladaron a algunos magistrados y fiscales de la Audiencia Nacional, «si se hace la vista gorda con Otegi, se puede acabar con ETA»[458]. También se contemplaba un escenario que finalmente se materializaría en unos años: la vuelta de Batasuna a la legalidad a través de un mero distanciamiento formal de la violencia, eludiendo la condena de la misma que la justicia le exigía. Sería preciso conformar una opinión favorable a semejante concesión, insistiendo en que el terrorismo se encontraba en vías de desaparición[459]. Asimismo, se asumía que dicha negociación desembocaría en otras concesiones del Estado que se entendían necesarias para esa hipotética finalización del terrorismo, como era el caso de «la excarcelación de presos y algún tipo de acuerdo sobre la territorialidad al que diera el visto bueno la banda»[460]. Por todo ello, con el fin de neutralizar críticas a su política antiterrorista, el Gobierno consideraba necesario dividir a los integrantes del movimiento asociativo de víctimas, que se había constituido en un influyente grupo de presión en los años anteriores. Para ello diseñó un plan destinado a fortalecer la presencia pública y la credibilidad de determinados representantes de asociaciones de víctimas que iban a respaldar su política al tiempo que debilitaba a otros críticos con ella[461].


  Esta estrategia gubernamental comportaba enormes riesgos al sustentarse, por un lado, en unas erróneas premisas y, por otro, al alterar drásticamente pilares que habían resultado muy eficaces en la política antiterrorista del anterior Gobierno. Como consecuencia de todo ello, la nueva política del gobierno socialista incidió en representar la realidad en torno a ETA de forma incoherente con los hechos reales. Las disonancias que surgieron ante semejante planteamiento llevaron al Gobierno y a diversos actores a construir discursos ilusorios cuya inexactitud quedó corroborada con la ruptura en diciembre de 2006 del denominado «alto el fuego permanente» que ETA declaró en marzo de ese mismo año. Varios fueron los mecanismos utilizados para intentar encubrir las contradicciones en las que incurrió el Gobierno. Por un lado, se procedió a enmascarar el escenario de negociación bajo un imaginario y positivo «fin dialogado de la violencia» que no era tal. Términos como «paz», «diálogo» y «negociación» se convirtieron en palabras talismán del lenguaje utilizado por políticos y medios de comunicación. Con la intención de maquillar los hechos objetivos para que estos no expusiesen la inconsistencia que se apreciaba al comparar los esperanzados deseos de los partidarios del «proceso de paz» con las actividades de ETA y Batasuna durante el periodo de tregua, se desplegó una intensa propaganda.


  El lenguaje se erigió en una herramienta con la que persuadir a la ciudadanía de la necesidad de apoyar una negociación con una organización terrorista que seguía activa y que en ningún momento había mostrado una voluntad clara e inequívoca de poner fin a la violencia. Un lenguaje engañoso y repleto de eufemismos presentó una auténtica «negociación» entre representantes de un gobierno democrático y una banda criminal como si fuera un mero e inocente «diálogo» entre bienintencionados interlocutores. También como un generoso acto por parte de un gobierno embarcado en un «largo, duro y difícil proceso de paz», como repitió Zapatero[462], justificado a su vez como necesario para la consecución de un meritorio fin: evitar más víctimas mortales.


  Con este fin las supuestas virtudes del «proceso de paz» se ensalzaron ante la opinión pública destacándose una hipotética ausencia de alternativas para acabar con ETA. Sin embargo, la supuesta inexistencia de propuestas alternativas al «proceso» no significaba que este fuera más válido por ello o que la vía tomada no fuera susceptible de ser cuestionada. Como establecen estudios previos sobre propaganda, «solo conseguirá buenos resultados en términos de influencia en la opinión pública quien sea capaz de reducir los problemas a los términos más sencillos y tenga el valor de seguir repitiéndolos siempre de la forma más simple»[463]. Así, la negociación con ETA se presentó como algo obvio e indiscutible ante la pretendida ausencia de otros medios para acabar con ETA, recuperándose posicionamientos previos al Pacto por las Libertades que descartó el diálogo con la banda al subrayar que «de la violencia terrorista no se extraerá, en ningún caso, ventaja o rédito político alguno».


  En esa línea, el presidente del Gobierno Zapatero llegó a asegurar en 2008 que era posible «debilitar mucho policialmente a ETA», aunque ese debilitamiento serviría para «debilitar mucho» a ETA, pero no para «acabar» con ella[464]. Esa asunción le llevaba a una contradictoria situación. Tras negar una negociación con ETA que luego tuvo que admitir, y después de reconocer la continuidad de aquella cuando había asegurado que había finalizado al romperse la tregua, intentaba justificar estas inconsistencias con la siguiente explicación: «Es muy sencillo: había un diálogo para el fin, ahora solo cabe el fin y después ya veremos»[465]. Sin embargo, a pesar de la apariencia de clausura de diálogo y negociación, los contactos con ETA se mantuvieron, revelando contradicciones entre los mensajes implícitos y explícitos[466]: la negociación se negaba a través de mensajes explícitos mientras implícitamente se defendía su necesidad. Así lo reconocía además el propio presidente del Gobierno ante formadores de opinión a los que convocó a reuniones privadas en Moncloa[467].


  En esta tarea de ocultamiento se recurrió a la denominada «comparación ventajosa»[468]. Esta modalidad de «distanciamiento moral» explica las acciones propias mediante una perspectiva comparada con referentes que ensalzan el carácter positivo de aquellas. Como parte de ese ejercicio de neutralización de las consecuencias negativas derivadas de la negociación con ETA, se comparó esta con el diálogo entre la banda y representantes del anterior gobierno presidido por Aznar. La «comparación ventajosa» eludía las notables diferencias entre ambos episodios con el fin de presentar un relato simplificado y favorable de la política de Zapatero. Por ello se evitó diferenciar el encuentro de dos horas y media celebrado en Zúrich en 1999 entre representantes del gobierno de Aznar y ETA, en el que las partes rechazaron cualquier negociación[469], con un prolongado proceso de contactos en el que sí se negociaron la «tregua» decretada en 2006, sustanciales modificaciones del marco jurídico-político del País Vasco y del resto de España, así como decisiones que el presidente del Gobierno debía adoptar.


  Asimismo, fiel al recurso de «comparación ventajosa», el referente de las negociaciones en Irlanda del Norte fue convenientemente utilizado para justificar el escenario que se pretendía desarrollar en España. Con el fin de legitimar el «proceso de paz», se equiparó el diálogo entre el gobierno británico y el IRA con el que las autoridades «debían» entablar con ETA. Esta asunción llevó a diversos observadores a plantear que el «proceso de paz» exigiría un pragmatismo como el mostrado por los dirigentes políticos en Reino Unido e Irlanda. Algunas de las interpretaciones que del referente norirlandés se realizaron ignoraban que tanto el gobierno británico como el irlandés permitieron finalmente que el terrorismo extrajera réditos políticos. Otras interpretaciones se servían precisamente de esa realidad para anticipar y justificar que el gobierno español llevase a cabo concesiones en aras de una supuesta practicidad necesaria para solucionar el «conflicto vasco». Por ello, la insistencia en el modelo norirlandés se convirtió en coartada para legitimar una política antiterrorista basada en concesiones simbólicas hacia el entramado terrorista que incentivaban a ETA a mantener su amenaza como elemento de coacción. Como reconoció un asesor del gobierno de Zapatero, ese tipo de política antiterrorista necesitaba manipular distintos contextos y factores con el fin de servir a la propaganda gubernamental «para tapar sus inconsistencias y falsedades»[470].


  No fue Irlanda del Norte el único referente para establecer este tipo de «comparación ventajosa». Un autor que reivindicaba haber analizado ni más ni menos que «todos los procesos de negociación que existen en el mundo»[471], justificaba así «el precio de la paz»[472]: «No conozco ningún proceso de paz en el mundo que no haya ido acompañado de tremendas contradicciones, sorpresas, retrocesos, crisis profundas y polarizaciones extremas, pero también de oportunidades, asunción de riesgos y persistencia»[473]. Una vez más, la perspectiva negativa, esto es, los «riesgos», aparecían como necesarios en aras del fin positivo al que conduciría el «proceso de paz»: «el fin del conflicto vasco».


  El esquema descrito era visible también en un reportaje de un influyente medio con testimonios de «cinco expertos protagonistas en negociaciones de paz en Irlanda del Norte, Suráfrica, Colombia, El Salvador, Sri Lanka y Sudán»[474]. Exigían literalmente al gobierno español un «precio político» y «concesiones» frente a ETA para evitar el colapso del «proceso de paz». Lo hacían reivindicando unas «reglas universales» aplicables a «todos los procesos de paz» con las que justificaban sus opiniones pese a las evidentes diferencias entre tan dispares ámbitos[475]. Esa equivocada asunción viciaba de partida sus argumentos posteriores, pues la excepcionalidad del terrorismo etarra impedía semejante generalización. El lenguaje de los «mediadores» citados defendía como obligatorias las exigencias de ETA, al presentar las concesiones como inevitables en aras de un buen fin: «Evitar que en el futuro haya más madres y padres y hermanos e hijos llorando la muerte de más víctimas»[476]. Apelaban así a las emociones para coaccionar a los ciudadanos, complementándolo con el desprecio a la crítica política necesaria en cualquier democracia al dictarle al presidente del Gobierno: «Debe basar su estrategia política en el apoyo del conjunto de la sociedad y no en rebatir las críticas de la oposición y sectores de la clase política»[477].


  El «proceso de paz» y la progresiva legitimación de Batasuna


  Con un lenguaje cargado de componentes emocionales, el «proceso de paz» persiguió la cristalización de estereotipos que estructuraran la realidad de una forma precisa, tácticas estas similares a las utilizadas por la propaganda de grupos terroristas diversos[478]. Mediante la abundante utilización de términos positivos como «paz» y «diálogo» se buscó la predisposición a favor de líneas de pensamiento que redefinieran el contexto en el cual se negociaba con ETA a pesar de incumplirse las condiciones fijadas por el propio presidente del Gobierno en mayo de 2005, cuando aceptó que solo se dialogaría con quienes desearan abandonar la violencia en el caso de que ETA demostrara su clara voluntad de poner fin al terrorismo, requisitos que evidentemente no se dieron. Mientras se ignoraban los constantes actos de violencia de la banda, las palabras se ponían al servicio de la política, insistiéndose en el discurso público en la incompatibilidad entre violencia y diálogo a pesar de que la negociación con ETA continuaba mientras esta amenazaba y extorsionaba. Se demostraba que «el lenguaje puede mentir con la finalidad de convencer a los receptores»[479].


  Uno de los argumentos con los que el Gobierno justificó su política antiterrorista insistía en que la ausencia de víctimas mortales desde 2003 confirmaba las intenciones pacíficas de ETA. Pero la ausencia de asesinatos desde mayo de aquel año en absoluto evidenciaba una hipotética voluntad de ETA de no volver a matar, tal y como se desprendía de la actividad terrorista que demostraba de manera incuestionable cómo en ese periodo la banda intentó asesinar[480]. Los fallos de los terroristas y los éxitos policiales frustraron unas evidentes intenciones asesinas, realidad que al ser marginada proyectaba a ETA de forma totalmente diferente e inconsistente con los hechos auténticos.


  Resultó revelador el pronunciamiento del fiscal general del Estado, Cándido Conde-Pumpido, al argüir durante la negociación con ETA que «ya casi no hay víctimas del terrorismo»[481]. Los criterios utilizados por tan importante autoridad judicial minusvaloraban la victimización de personas que todavía continuaban siendo amenazadas por ETA, como puso de manifiesto José Guillermo Zubía, secretario general de CONFEBASK (Confederación Empresarial Vasca), al denunciar la incesante extorsión de ETA mediante cartas amenazantes a empresarios en las que se incluían fotografías y seguimientos de familiares. Los representantes del Gobierno en las negociaciones con ETA admitieron que el ministro del Interior Pérez Rubalcaba tenía «en su poder un montón de cartas que no ha hecho públicas» y que «sabiendo que se pide dinero, decimos que no consta que se pide»[482]. Zubía reiteró que la «extorsión» y cualquier «atentado» constituían hechos gravísimos en sí mismos en los que sin duda había víctimas, y denunciaba que se considerase lo contrario al subestimarse ese tipo de terrorismo[483].


  Las palabras de la entonces presidenta de la Fundación Víctimas del Terrorismo Maite Pagazaurtundúa exponían la distorsión de la realidad en la que incurrían destacados representantes políticos mediante usos del lenguaje como los referidos:


  
    Se habla con frivolidad de los días sin muertos. No son días sin muertos, son días sin atentados, porque los asesinatos son irreversibles, y cada día desde el asesinato de un ser humano es para sus seres queridos un día más con muerto, porque el duelo del terrorismo no se cierra mientras no se realiza justicia, la concreta de que los responsables encaren su responsabilidad ante la sociedad, y la general que consiste en derrotarlos, no en apañarse con los que no han respetado la vida y la dignidad de los demás y no se sienten responsables por todo ello[484].

  


  Durante el denominado «proceso de paz» los medios de comunicación y ciertas elites políticas asumieron con frecuencia los planteamientos terroristas interpretando benigna y erróneamente muchos de los pronunciamientos de ETA y sus representantes políticos. Reveladora resultaba la conclusión a la que llegaba en 2005 Javier Balza, consejero de Interior del Gobierno vasco, ante la intensificación del terrorismo urbano y otros actos de violencia que cuestionaban la existencia de un «nuevo escenario» utilizado por algunos para justificar la negociación con ETA: «Hemos perdido demasiado tiempo psicoanalizando a la izquierda abertzale. En la política a cada uno se le juzga por sus actos, y sus actos son la amenaza, la intimidación y el violentamiento de la vida ciudadana»[485]. No obstante, los hechos objetivos fueron minusvalorados en beneficio de hipotéticas intenciones de paz convenientemente presentadas por ETA. Así ocurrió por ejemplo con la declaración de Anoeta de 2004, publicitada como la confirmación de la apuesta de Batasuna por las vías pacíficas a pesar de la ausencia de hechos reales que permitieran semejante interpretación. Días antes de su anuncio, tres socialistas guipuzcoanos, entre ellos, Odón Elorza, alcalde de San Sebastián, exigían al presidente Zapatero «valentía» y «asumir algún riesgo para ganar la libertad»[486]. Lo hacían antes de hacerse pública una propuesta de un partido ilegal, órgano político de ETA que, con la falsa apariencia de un nuevo lenguaje pero sin desmarcarse realmente de la banda, pretendía reparar la deteriorada imagen de una marginada Batasuna mediante engañosas expectativas. Precisamente por ello estos socialistas favorecían los intereses del brazo político de ETA, como sugería la valoración que de la propuesta terrorista hacía el entonces presidente del Senado, el socialista Javier Rojo: «Nos tratan de confundir, engañar y mentir y ante eso debemos seguir haciendo lo que hacemos, defender el Estado de Derecho, el ordenamiento jurídico en los términos en los que lo planteamos y la unidad de acción de los demócratas»[487].


  El entramado terrorista presentó la declaración de Anoeta como una propuesta por la construcción de «un proceso que conduzca a la solución y a la paz»[488]. Sin embargo, Batasuna continuaba sin distanciarse «un ápice de las tesis tradicionales de la izquierda abertzale que considera que la paz no es el fin de la violencia, sino el triunfo de sus exigencias»[489]. A pesar de ello, la declaración de Anoeta fue eficazmente manipulada por el nacionalismo radical, que logró persuadir al Gobierno y a ciertos formadores de opinión del histórico paso que supuestamente representaba en la inalterable dirección hacia un definitivo final de la violencia. La generación de expectativas se apreciaba en una información periodística en la que se inducía a importantes errores de análisis: «Este es un proceso inédito en Euskadi, donde la falta de sincronía entre ETA y Batasuna condujo al fracaso de los anteriores intentos de paz, según los expertos. En esta ocasión, se produce la particularidad de que no hay disensiones ni en Batasuna ni tampoco, y lo que es más importante, en ETA, donde existe un apoyo generalizado al proceso puesto en marcha por Batasuna»[490]. La «sincronía» entre ETA y su brazo político en previos contactos había sido siempre total[491], circunstancia esta que, al igual que ocurriría con el proceso de negociación durante el gobierno de Zapatero, garantizaría que la ruptura de la tregua en 2006 no fuera seguida de relevantes disensiones al cerrar filas el movimiento en torno a la decisión del liderazgo terrorista[492].


  Esa manipulación de la situación interna del movimiento terrorista precedió y sucedió a la aprobación por parte del Congreso de los Diputados de la resolución de Lucha contra el Terrorismo de mayo de 2005. Se generaba así confianza en ETA exonerándola de sus responsabilidades mientras se renunciaba a las exigencias que se habían fijado. Así se deducía de las declaraciones del ministro Jordi Sevilla en enero de 2005 al advertir a ETA que una tregua sería ya «insuficiente», pues «si quieren ser creíbles tienen que decir dónde y cuándo abandonan las armas»[493]. Sin embargo, el Gobierno abandonó esas exigencias antes y después de la declaración del «alto el fuego» decretado por ETA en 2006 en el marco de las negociaciones que ya mantenían en secreto. Como consecuencia de ese cambio de actitud, quienes se resistían a confiar en ETA fueron criticados por dudar, con toda lógica, de ella.


  Lo ilustraban las críticas que recibieron en mayo de 2006 quienes acertaron al definir como hipócritas unas declaraciones de Arnaldo Otegi nada relevantes que, sin embargo, fueron sobrevaloradas por el Gobierno. En aquella ocasión, el portavoz de Batasuna calificó como «un error evidente» el que la «izquierda abertzale» hubiese dado «a entender que el sufrimiento de los otros no era igual y que el fin lo justificaba todo». Mientras que el propio presidente sostuvo que dicha declaración demostraba que la organización ilegalizada estaba recorriendo «el camino adecuado» y «dando pasos en la buena dirección», José Blanco, secretario general del PSOE, deducía «un arrepentimiento» de lo dicho por el líder del brazo político de ETA[494]. Un artículo publicado en Gara días después ponía de manifiesto cuan incorrectas eran tan exageradas valoraciones gubernamentales:


  
    No era la primera vez que Batasuna se solidarizaba con quienes habían padecido las consecuencias de un ataque de kale borroka o de una acción de ETA, tampoco era inédito que ese tipo de hechos fueran calificados de «muy graves». La novedad en torno a las palabras de Joseba Permach del pasado 24 de abril sobre lo acontecido horas antes en Barañain y en Getxo estuvo en la reacción del Gobierno español y de determinados medios de comunicación. Lo que meses antes se hubiera tachado de insuficiente, se calificaba de «recorrido del camino en la buena dirección»[495].

  


  En marzo de 2006 Zapatero valoró positivamente la declaración de Otegi sobre el «alto el fuego» decretado por ETA en esas fechas: «ha tenido un discurso por la paz y por abrir una etapa política distinta en Euskadi. Eso han sido sus palabras y ahora esperamos que los hechos vayan en la misma dirección»[496]. La positiva valoración del dirigente terrorista por parte de un referente de autoridad como el presidente del Gobierno favorecía los intentos de conformar una nueva realidad política y social poco coincidente con la verdad factual mientras ETA mantenía su maximalismo. En ese contexto se instigaron numerosos gestos a favor del «proceso de paz», como el protagonizado por un grupo de actrices que entregó rosas blancas a los representantes de la voluntad popular a las puertas del Congreso[497]. Mediante ese acto, convenientemente aderezado con una útil retórica que prometía sin cesar una genérica paz, se contribuía a dañar un importante pilar de la política antiterrorista: la deslegitimación de la organización terrorista y de su entorno. Las actrices ofrecían rosas «para el proceso de paz con ETA», pero no exigían responsabilidades a quienes, durante décadas, y todavía en aquel entonces, continuaban impidiendo la paz y la libertad, esto es, los integrantes y dirigentes de dicha banda. Siguiendo el modelo utilizado en numerosos comunicados terroristas, las referidas actrices transferían la culpa que solo debía recaer sobre ETA a diputados democráticamente elegidos por una sociedad a la que la banda coaccionaba.


  Diversos medios de comunicación sirvieron de altavoz para tan eficaz acción de deslegitimación de una sociedad que combatió al terrorismo desde el pacifismo, pero a la que ahora se trasladaba la presión señalándola como responsable de que los asesinatos cesasen. La política antiterrorista también intentó dar proyección a los planteamientos de los representantes políticos de ETA[498]. La profusa atención mediática les confería legitimidad normalizando su presencia a través de un privilegiado tratamiento. Sirva de ejemplo la multitudinaria rueda de prensa en mayo de 2006 en la que Batasuna, una organización ilegal, anunciaba el nombramiento de los seis miembros de su «comisión negociadora» para una futura mesa extraparlamentaria[499]. A través de esa escenificación el brazo político de una organización terrorista lograba presentarse como un influyente e imprescindible actor en el «proceso de paz» pese a su ilegalización. A pesar de que en público el ministro del Interior, Alfredo Pérez Rubalcaba, rechazaba la pretensión de Batasuna asegurando que «ni dentro ni fuera de la Ley de Partidos se puede formar ninguna mesa para negociar el pago de ningún precio político por dejar de matar»[500], al mismo tiempo su gobierno negociaba en secreto con ETA. O sea, al margen de las instituciones democráticas y, por tanto, pagando un significativo «precio político» que también negaba en público y que en privado justificaba como «pragmatismo»[501].


  Mientras el Gobierno reproducía un discurso público contradictorio con la política que aplicaba en secreto, el Partido Socialista de Euskadi, con el beneplácito gubernamental, mantuvo en julio de 2007 una reunión con dirigentes de Batasuna. El encuentro, ampliamente publicitado, fue denunciado por el movimiento cívico ¡Basta Ya! en un comunicado en el que se advertía que «reconocer a Batasuna como un interlocutor necesario implica de modo inevitable cierta legitimación de la violencia como instrumento político válido, pues ese interlocutor no representa otra cosa que los intereses de una banda terrorista que se niega a desaparecer e impone condiciones para dejar de matar definitivamente». El movimiento social subrayaba que «la celebración de esa reunión ya constituye un pago político a ETA porque reconoce a su brazo político como un partido tan legítimo como los verdaderos partidos democráticos que ellos han perseguido cruelmente todos estos años». Por ello, ¡Basta Ya! concluía que «aceptar una negociación política con ETA puede llevar a perder una oportunidad histórica para derrotar a la banda definitivamente»[502]. En esa línea, un comunicado conjunto emitido por ¡Basta Ya!, el Foro de Ermua y COVITE (Colectivo de Víctimas del Terrorismo en el País Vasco) reiteraba las críticas de numerosos ciudadanos al «mal llamado proceso de paz» y a la política gubernamental al derogar el Pacto por las Libertades mediante preocupantes y repetidas cesiones a la organización terrorista[503]. Todo ello a pesar de que en ningún momento ETA cumplió las condiciones impuestas por el Congreso de los Diputados en mayo de 2005 que debían guiar el referido «proceso de paz». El Gobierno incumplía sus propios compromisos que el entonces ministro de Justicia expresó así: «no participaremos de ningún contacto que quiera blanquear a una organización que ha sido ilegalizada por los tribunales de Justicia, bajo ningún concepto»[504].


  Aunque el jefe del Ejecutivo señalaba que «con ausencia de violencia avanzará el diálogo, con violencia, nada de nada»[505], el Gobierno mantuvo la negociación negada mientras el terrorismo persistía. La irrelevancia de esa aparente firmeza emergía claramente al continuar los contactos y negociaciones del Partido Socialista, el PNV y Batasuna en torno a una mesa de partidos extraparlamentaria, todo ello mientras ETA mantenía amenazas que evidenciaban la ausencia de una «clara voluntad de poner fin a la violencia». Al enfatizarse verbalmente una firmeza que negaba cesiones ante la violencia, mensaje que reconfortaba a quienes deseaban confiar en la idoneidad de esta política antiterrorista, se ignoraba el alcance de una actitud que bordeaba la legalidad. Aunque se negara cesión alguna ante ETA, se debilitaba decisivamente el que había sido uno de los soportes de la lucha contra el terrorismo: la legitimación de las instituciones democráticas frente a los intentos de deslegitimación de las mismas por parte de quienes las habían desafiado.


  Incluso antes de que ETA rompiera su tregua en diciembre de 2006, era evidente que el Gobierno había abandonado su exigencia inicial de «primero la paz, después la política»[506]. Ante las numerosas pruebas, y con objeto de defender que no había habido cesiones a ETA, se recurría a los comunicados de la banda que criticaban al Gobierno por la ausencia de «pasos». Sin embargo, esos mismos pronunciamientos etarras insistían en la existencia de compromisos con representantes socialistas cuyo incumplimiento criticaban los terroristas. Por lo tanto, de los comunicados de ETA que el gobierno utilizaba como muestra de su supuesta firmeza podía deducirse tanto que el gobierno no había cedido, como que no había cedido lo suficiente desde la perspectiva etarra, aunque demasiado desde otra óptica habida cuenta de la legitimación del entramado terrorista que generaba.


  En los años noventa, José Ramón Recalde, exconsejero socialista del Gobierno vasco, advertía ya sobre las contraproducentes consecuencias de dialogar con los terroristas:


  
    Al resucitar el tema del diálogo político con ETA y con su entorno político, han provocado un primer efecto. Han conseguido que HB entienda y diga que, sin moverse de sus propias posiciones, ha logrado que los demás se muevan. Con lo cual la patología política de sus militantes —la de la lucha contra toda esperanza— ha disminuido. Un segundo efecto ha sido el desconcierto entre los partidos democráticos. Significa, naturalmente, cambiar sobre lo ya programado, que es que no hay diálogo mientras ETA no deje de matar y cuyo alcance no sea el marco de la Constitución; que, cuando ETA deje de matar, se tratará de la reinserción de los etarras[507].

  


  Sus palabras describían las implicaciones de la política antiterrorista propugnada por Zapatero: «En la lucha política a veces hay que ceder. Pero si la cesión se produce frente a los enemigos de la democracia, supone simplemente el reconocimiento de una derrota»[508].


  Ocultando cesiones e impunidad: cuando el lenguaje miente


  Sucesivas cesiones al entramado terrorista fueron negadas en público a pesar de su existencia, contribuyéndose así a la polarización política y social en torno a la política antiterrorista. Resultaba revelador de esta dinámica uno de los editoriales del diario El País al reconocer que en relación con «el sobreseimiento de los procesos abiertos y la legalización de hecho de Batasuna» ha existido «desde hace meses» una «tolerancia» que «no habría sido difícil prolongar si ETA hubiera dado algún indicio de que estaba dispuesta a retirarse definitivamente»[509]. Estas palabras confirmaban una «tolerancia» hacia el entorno etarra que se negaba en público y que daban sentido a sorprendentes declaraciones, como la del propio presidente del Gobierno asegurando que determinadas decisiones judiciales contrarias a Batasuna podían dificultar el «proceso de paz»[510]. Como varios magistrados y fiscales de la Audiencia Nacional admitieron, esta «tolerancia» era resultado de las indicaciones trasladadas desde el Ejecutivo: «¿Marcó el Gobierno la dirección en la que tenía que actuarse judicialmente hacia Batasuna? Sin duda»[511].


  Asumía por tanto el presidente la retórica de ETA, eludiendo que la definición que la banda establecía del término «paz» no se correspondía con lo que ese concepto debía implicar realmente. De nuevo el lenguaje, a través de otra inversión semántica, manipulaba la realidad: la justicia como obstáculo para la paz. Una construcción como el «proceso de paz», sintagma repetido profusamente con el fin de destacar sus benéficas aspiraciones, creaba para el Gobierno un contexto favorable para mantener un comportamiento dual. Negaba por un lado que el Estado aceptaba cierta impunidad hacia ETA a la vez que justificaba las evidentes muestras de que en efecto así fue mediante la redefinición de dichas concesiones. La lógica en la que se sustentaba esta contradictoria reconceptualización confirmaba que la política antiterrorista interfería en la aplicación de la justicia y que esta quedaba relegada a criterios políticos. Este comportamiento se evidenció en las decisiones hacia Batasuna, una organización ilegalizada cuyas actividades quedaron prohibidas por sentencia del Tribunal Supremo de 27 de marzo de 2003 y que, sin embargo, vio cómo se impedían algunos de sus actos durante el «proceso de paz» mientras celebraba otros con total impunidad. El 8 de junio de 2006, efectivos de la Policía Nacional interrumpieron una rueda de prensa de Batasuna en Pamplona siguiendo las órdenes del juez Grande Marlaska. En una entrevista con el autor, un mando antiterrorista mostró su sorpresa por la actuación de sus compañeros, pues reconocía que se habían trasladado «consignas políticas para permitir la celebración de actos de la izquierda abertzale» que le aportaran «visibilidad»[512].


  Esa diversidad de criterio se reflejaba en el auto del juez Baltasar Garzón dictado en octubre de 2007, en el que decretaba prisión para algunos integrantes de Batasuna. El magistrado explicaba su inacción previa en los siguientes términos:


  
    No puede dejarse de lado, el hecho de que cuando las actuaciones individuales de personas se han producido aún en nombre o representación de la opción política ilegalizada con el fin de buscar el final de la violencia, aunque haya sido equivocada o interesadamente no puede considerarse ese hecho como un acto delictivo. […] Ahora bien, una vez que ha quedado evidenciado, a lo largo del año 2007, y en particular desde Junio que la voluntad de los que componen esas estructuras, y la de estas mismas, no es la de acabar con la violencia terrorista, por medio del recurso a la violencia, escenificada en la ejecución sistemática y reiterada de atentados, secuestros, extorsiones y otros, sin que se atisbe la mínima intención de separarse de esa línea, la valoración de su conducta no puede ser favorable a la falta de intencionalidad delictiva, de las reuniones, en las que planifican su actuación, sino a la ejecución de las mismas de acuerdo con la estrategia de ETA[513].

  


  El auto judicial revelaba inversiones semánticas similares a las empleadas por los grupos terroristas y a través de las cuales se redefine lo inaceptable como aceptable, lo ilegal como legal. El magistrado reconocía que la supuesta intencionalidad de los dirigentes proetarras de «buscar el final de la violencia» no se correspondía con la realidad, a pesar de lo cual les eximía de responsabilidad por los hechos cometidos durante un periodo determinado, aceptando por tanto la interpretación de ETA de que un «proceso de paz» obligaba a una suerte de tregua judicial. Debe enfatizarse que la decisión judicial se justificaba con un criterio político, la asunción de que los dirigentes de Batasuna buscaban «el final de la violencia», asunción que, además, era errónea. En consecuencia, el juez se servía de las intenciones de los dirigentes de Batasuna, hipotéticamente pacíficas, pero en realidad contrarias a «la paz», para redefinir el carácter delictivo de unos hechos objetivos que debían ser considerados como criminales. En definitiva, la supuesta intención «pacífica» de los dirigentes de Batasuna al realizar actividades ilegales no debía invalidar el sentido criminal de estas.


  La «nueva realidad social» con la que llegó a condicionarse el comportamiento judicial se fundamentó en la ficticia separación de intereses entre Batasuna y ETA, permitiéndose así una suerte de «legalización de hecho» y un condescendiente trato a sus dirigentes[514]. Así ocurrió a pesar de que ETA simplemente había acomodado sus tácticas a una estrategia que todavía mantenía inalterable, comportamiento que le permitió dividir a quienes tanto la habían debilitado mediante una unidad que quedó resquebrajada. Este análisis era revalidado posteriormente por el propio ministro del Interior Alfredo Pérez Rubalcaba, que en agosto de 2007 aseguró que «la autonomía de Batasuna» respecto a ETA «es cero», de ahí que, en su opinión, «nunca podrá presentarse ante la sociedad vasca como algo distinto de lo que es, puramente un apéndice de ETA»[515]. Esta admisión corroboraba que la política antiterrorista aplicada por su propio ministerio y su gobierno había ignorado tan básica premisa. A pesar de ello, el Gobierno rehusaba reconocer la ineficacia de semejante política antiterrorista. De nuevo la evaluación que a posteriori se realizaba de la realidad exponía un comportamiento errado del Gobierno al revelar que este había diagnosticado equivocadamente la situación de la organización terrorista. Sin embargo, la admisión de los costes que inevitablemente se derivaban de los erróneos diagnósticos en los que se sustentaron importantes decisiones políticas fue eludida mediante la invocación al objetivo último de la «paz». Una vez más la alusión a tan estereotipado y genérico fin permitía justificar medios que se probaban equivocados.


  La narrativa política y mediática de este periodo revela un estado de negación muy similar al que exponen activistas terroristas para hacer frente a sentimientos adversos o negativos, activando asimismo mecanismos de neutralización o distanciamiento moral y de transferencia de culpa. Así se desprendía de la declaración del presidente del Gobierno a finales de 2007 reconociendo un único error relacionado con el «proceso de paz»: la errónea premonición de que ese año sería mejor que el anterior expresada tan solo horas antes de que ETA asesinara a dos ciudadanos en Barajas el 30 de diciembre de 2006. De ese modo, presentando su admisión como un honorable gesto, se escondían los numerosos y evidentes errores que definían su política en torno al «proceso de paz»[516]. Como reconocería un miembro del equipo de Gobierno, el presidente intentaba transmitir constantemente que su política antiterrorista tenía un componente de «apuesta», pero solo desde la «certeza, y no de la mera convicción que Zapatero declaraba asegurando que tenía la partida ganada de antemano». «“Confía en mí”, “Dispongo de [análisis] de inteligencia que otros no tienen”, solía decir»[517]. Sin embargo, el «riesgo no era mínimo, la ambigüedad no era calculada, más bien se estaba tentando al destino», ignorándose «criterios objetivos necesarios para un análisis de prospectiva riguroso»[518].


  Puede apreciarse otra de esas inversiones semánticas en el tratamiento que se dio a un hecho delictivo como el conocido «chivatazo» en junio de 2006. En aquella fecha integrantes de una red de extorsión etarra recibieron un aviso previo a la culminación de una operación policial con objeto de evitar detenciones que a punto estuvieron de no llevarse a cabo debido a la filtración. Tan preocupante suceso de dañinas consecuencias para los profesionales de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad implicados, para la política antiterrorista y para la credibilidad del Estado, fue interpretado de manera diferente desde algunos medios. El sentido criminal del hecho delictivo fue reinvertido con el fin de ser presentado como un acto destinado a favorecer el «proceso de paz», como se deducía del siguiente titular: «ETA contactó con un cargo del PNV para que avisara si detectaba extorsión tras el alto el fuego»[519]. Sin embargo, en contra de quienes minusvaloraron la extorsión durante el periodo de tregua, dudando incluso de que la dirección de la banda respaldara plenamente dichas actividades, la realidad mostró de nuevo que la implicación de ETA en semejantes actos criminales resultaba coincidente con su decisión de continuar con la campaña terrorista. Por ello, y como refería otro medio con mayor acierto, «el proceso de paz, expresión que se utiliza sin el más mínimo empacho», había exigido «una participación mucho más directa de los medios informativos» llevando a algunos de ellos a responder a las noticias negativas que podían dañar ese «proceso» con tergiversaciones que las contrarrestasen o neutralizasen[520].


  Con esa misma finalidad se reinterpretaron las acciones violentas de ETA atribuyéndolas a supuestas, pero inexistentes «escisiones», alimentándose un debate en torno a hipotéticas, pero también imaginarias divisiones entre «duros» y «blandos» de la organización terrorista[521]. Esta dicotómica explicación de las dinámicas de la banda alumbró una narrativa que finalmente aportó un relato explicativo y justificativo del «proceso de paz» cuando el fracaso de este resultaba ya ineludible, argumentándose entonces de manera simplista que «un golpe interno en ETA malogró el proceso»[522]. Sin embargo, la unidad de la banda resultaba incuestionable, como demostraba la coherencia total entre sus actos y sus comunicados. Incluso el presidente del Gobierno negó divisiones dentro de ETA un mes antes de la ruptura de la tregua: «Está muy unida desde el punto de vista de la toma de decisiones»[523].


  Por ello eran también manipuladores los intentos de moldear una opinión pública favorable a la política antiterrorista insistiéndose en el supuesto apoyo de los presos al «proceso de paz». Como quedó confirmado, la opinión de los presos no tenía sobre ETA la influencia que se le atribuía desde algunos ámbitos, sin que existieran disensiones relevantes entre ese colectivo y el liderazgo de la banda. Fue además reveladora la incoherencia que supuso interpretar la expulsión de varios destacados etarras que exigieron el final de la violencia en 2004 como un gesto de control del liderazgo de ETA con objeto de prepararse mejor para el «proceso de paz». En contra de tan peculiar interpretación adoptada por los partidarios del «proceso de paz», la realidad era totalmente diferente. Una organización terrorista que de verdad hubiese deseado abandonar el terrorismo no habría renunciado a importantes referentes dentro de la misma que abogaban precisamente por esa vía. Estos referentes le habrían sido de gran ayuda en el proceso de desvinculación de su prolongada campaña de violencia, si esa hubiese sido su verdadera intención.


  La realidad confirmaba los análisis de quienes desde los servicios antiterroristas franceses y españoles criticaron la negociación con una organización terrorista que en ningún momento contempló su desaparición. A pesar de que Europol consideró que ETA concibió el periodo de tregua como un intento de reorganizarse[524], y de que desde Francia se expresaron opiniones críticas a la negociación con ETA por parte del Gobierno español[525], este persistió en difundir análisis erróneos de la situación para justificar su política. En opinión de esos expertos policiales, «la declaración de tregua respondió a la necesidad de ETA de reestructurarse y rearmarse»[526]. Como sintetizaba un mando policial francés, con anterioridad a la declaración de «alto el fuego» la banda se encontraba «asfixiada», si bien la gestión de ese proceso le reportó «oxígeno»[527]. La disparidad de criterios quedaba también de manifiesto tras el robo de armas realizado por ETA en Francia en octubre de 2006. Mientras que las autoridades francesas describían un «sombrío» panorama y admitían el «rearme» de ETA, el Ministerio del Interior español consideraba exagerados unos pronósticos que, sin embargo, eran acertados[528].


  Numerosos fueron los ejemplos de una ineficaz «tolerancia» hacia ETA dividiendo a unos partidos democráticos cuyo anterior y sólido consenso tanto la habían debilitado. Significativas resultaban las palabras del dirigente socialista Ramón Jáuregui a comienzos de 2008 después de que ETA hubiese reabierto «todos sus frentes contra el Estado»[529]. La constatación del diputado socialista indicando que «tenemos que ser conscientes de que ETA rompe la tregua probablemente el mismo día que la declara»[530], revelaba las contradicciones de la política frente a la organización terrorista durante todos esos años. En ningún momento tuvo el Gobierno pruebas de la voluntad de ETA de poner fin a la violencia, a pesar de lo cual trasladó la opinión contraria constantemente.


  En ese contexto, las interesadas declaraciones del brazo político de ETA fueron reproducidas con frecuencia sin el debido cuestionamiento y distorsionando la realidad. En diciembre de 2005, un diario nacional aseguraba que «el proceso de paz y la sustitución de la estrategia armada por la política es ya irreversible para toda la izquierda abertzale, señalan fuentes de Batasuna, que subrayan el hecho de que ETA lleve dos años y medio sin cometer atentados mortales»[531]. En octubre de 2006 el mismo diario afirmaba que «la dirección de ETA decidió dejar la violencia a finales de 2003, seis meses después del último asesinato de la banda»[532]. Las actividades de ETA anteriores y posteriores a la ruptura de la tregua confirmaron la falsedad de semejantes informaciones, erróneas premisas que, no obstante, fueron asumidas por diversos medios de comunicación y por el propio Gobierno. En junio de 2004 ETA había constatado «el sentido de la lucha armada» en respuesta a «una lectura política errónea de la práctica de la lucha armada en la sociedad y en el seno mismo de la izquierda abertzale». Había explicado a su militancia la eficacia de la violencia, «una referencia indispensable para el futuro», por su carácter «político», pues contribuía «a desarrollar el proceso de liberación», a crear «nuevas situaciones» y abrir «nuevas perspectivas». Por todo ello «la tregua de acciones armadas» era considerada como un válido «instrumento político y militar»[533].


  La prisión atenuada al etarra Ignacio de Juana Chaos en 2007 en respuesta a la huelga de hambre del recluso, fue otro de los episodios que evidenció las falsedades gubernamentales y las graves cesiones de un gobierno democrático a una organización terrorista, todas ellas también negadas por las autoridades. El resumen elaborado por la Guardia Civil sobre las negociaciones entre el Gobierno español y ETA destacaba sobre el «Tema Iñaki de Juana» cuando fue abordado en una reunión en junio: «Se comprometen a darle libertad condicional. Primero rehabilitación en hospital Madrid manteniendo la situación de libertad en secreto. Luego a euskal herria [sic] en libertad. Se estableció con Iñaki la forma de hacer esto por medio del hombre de la iglesia». El documento policial recogía otra reveladora nota sobre una reunión mantenida meses después: «Tema de Juana: bloqueado. El robo lo bloquea. Nosotros quitamos al fiscal porque no quería rebajar la condena de 2 a 4 años. ETA dice que de Juana abandonó la huelga por orden de ETA y que si no queda libre se actuará en consecuencia»[534]. El presidente del Gobierno apoyó los argumentos del etarra cuando este adujo que las amenazas por las que se le juzgaban eran «pura crítica política», asegurando que era uno de los presos que estaba «a favor del proceso de paz»[535]. En esa línea el Gobierno justificó con argumentos falaces —«razones legales y humanitarias»—[536] el trato de favor al recluso al que se comprometió en las negociaciones con ETA. En contra de lo que afirmó el Gobierno, en absoluto estaba De Juana próximo a la muerte. Como los especialistas médicos aseguraron, podía vivir durante años siguiendo una nutrición como la que recibía mediante una cuidada alimentación asistida. Todo ello cuando además quedó en evidencia que el preso estaba ingiriendo alimentos facilitados por unas visitas que, en contravención de las órdenes de vigilancia, lograron fotografiar a De Juana en diferentes poses propagandísticas difundidas por el diario The Times[537]. José María Múgica, hijo de Fernando Múgica, histórico miembro del PSOE asesinado por ETA en 1996, y él mismo militante de dicho partido, pronunció, durante la concentración ante el hospital de San Sebastián como protesta por la atenuación de condena al etarra De Juana Chaos, unas palabras que ilustran las negativas consecuencias de la política antiterrorista durante este periodo:


  
    Ayer, 1 de marzo, ha sido el día de la infamia. El día en que el Gobierno se ha rendido ante el terrorismo. El día en que el Gobierno ha ofendido a la democracia en España. Es el día de la infamia y yo acuso al Gobierno de entregar nuestra libertad ante el terrorismo. Yo acuso al Gobierno de derrotar nuestra esperanza. Yo acuso al Gobierno de humillar a los ciudadanos. Estamos peor, mucho peor, que hace un año. Dos ciudadanos fueron asesinados en Barajas el 30 diciembre. Además, se ha instaurado la división en el campo demócrata, que es suicida. Estamos peor, mucho peor que hace un año. Y todos lo sabemos. Requiero al Gobierno para que cese ya, de inmediato, en esa política envilecida que nos destruye. También para que mire a la cara a la sociedad española y cese la mentira. Para que no se nos ofenda más. Dirijo una voz limpia y clara a los ciudadanos. Para que no olvidemos el daño infame que se nos ha infligido. Para que no nos resignemos. Para que combatamos por la esperanza, que es la victoria de la libertad y la democracia frente al terrorismo[538].

  


  La estigmatización del adversario


  Con el fin de neutralizar las negativas consecuencias de la negociación con ETA, el gobierno culpabilizó a su principal adversario político —el PP—. Lo hizo incurriendo en un «prejuicio de correspondencia»[539] que le permitía eludir la asunción de sus responsabilidades y equivocaciones. Este mecanismo motiva a los individuos a atribuir la causa de los antagonismos a los miembros del grupo opuesto antes que a la situación generada por ellos mismos. Con ese fin la política antiterrorista recurrió también a la «estigmatización del adversario». Si habitual resulta en los grupos terroristas el recurso a la cosificación y deshumanización de sus víctimas, frecuente fue también la descalificación del adversario político en un «proceso de paz» cuya filosofía facilitó la estigmatización de quienes lo cuestionaban. Aquellos que rehusaban ofrecer su conformidad con el «proceso de paz» fueron encuadrados en un nivel de inferioridad social y política, conducente a su inhabilitación para expresar opiniones disidentes, como sucede al construirse un estigma[540]. De ese modo resultaba posible endosar al principal partido de la oposición las consecuencias de una política sobre la que este carecía de control al ser, evidentemente, responsabilidad del Gobierno.


  A pesar de que, como ponen de manifiesto los testimonios de dirigentes socialistas que vienen reproduciéndose, el Partido Popular acertó al dudar de las supuestas intenciones de paz de ETA, el principal partido de la oposición fue acusado de fortalecer a la banda por criticar dicha política antiterrorista[541]. La descalificación de quienes criticaron la política antiterrorista se sostenía en una lógica ya estudiada en el ámbito de la psicología social, como recuerda LeBon: «La masa apenas distingue entre lo subjetivo y lo objetivo. Acepta como reales las imágenes reproducidas en su cabeza, aunque frecuentemente solo guardan una relación muy pequeña con el hecho observado. Quienquiera que pueda ofrecerle ilusiones se convierte en su líder; quienquiera que trate de destruirlas es siempre su víctima»[542].


  La estigmatización del principal partido de la oposición se articuló en torno a varios ejes. Por un lado, se insistió en negar que la política del gobierno generara costes y al mismo tiempo se intentó aislar al PP, identificando sus críticas como minoritarias en el conjunto de la sociedad y, por tanto, como desleales e incluso «indecentes» por su oposición al bien último de la paz[543]. Lo ejemplificaba el secretario de organización del PSOE, José Blanco, al acusar al PP de «tener alergia a la paz»[544], o uno de los defensores públicos de la política gubernamental, que atribuyó a la oposición «mala fe, deslealtad, miopía y antipatriotismo sin precedentes» por oponerse «frontalmente al proceso de paz»[545]. El Partido Popular fue acusado de representar «el principal obstáculo a las expectativas de paz», describiéndose su actitud, y la de algunos jueces, como «preocupante» por insistir, precisamente, en el cumplimiento de la legalidad que el autor de semejantes descalificaciones entendía como un obstáculo al «proceso de paz»[546]. Las inversiones semánticas explicadas con anterioridad resultaban evidentes en un artículo de significativo título —«El proceso de paz y sus enemigos»—, en el que se equiparaba a algunos jueces y al partido de la oposición con ETA[547].


  Semejantes recursos se utilizaron incluso tras la ruptura de la tregua, descalificándose de nuevo a actores democráticos como «enemigos del proceso de paz»[548]. Estas críticas se centraron en gran medida en el partido de la oposición, en un afán por desacreditar las posturas contrarias a la política gubernamental al ser identificadas como minoritarias y motivadas por intereses exclusivamente partidistas. Se favorecía de ese modo el aislamiento de quienes sin pertenecer al PP eran identificados con dicha formación al coincidir en las críticas al gobierno, aunque desde posicionamientos políticos distintos. En ese marco pueden inscribirse los intentos de desautorización de un movimiento cívico como ¡Basta Ya!, cuyas coherentes críticas a la política gubernamental fueron despreciadas mediante la estigmatización de sus integrantes como artífices de un «nuevo fundamentalismo»[549]. Fernando Savater, dirigente de este movimiento cívico, cuestionó así la estigmatización detrás de semejante descalificación:


  
    Schopenhauer inventó el dicterio de «criaturas ministeriales» para denigrar a los profesores más dedicados a justificar al Gobierno que a practicar la honradez intelectual. […] Hoy puede dedicarse a esos ideólogos entregados a desenmascarar supuestamente a los críticos de la política antiterrorista del Gobierno, revelando con estrépito las máscaras carnavalescas de extrema derecha, reaccionarios y saboteadores de la paz que ellos mismos les han confeccionado[550].

  


  Los esfuerzos por desacreditar los argumentos de la oposición a la política antiterrorista llevaron a un influyente medio a equiparar a ETA con el Partido Popular. Un artículo escrito por el catedrático de Derecho Constitucional J. A. González Casanova, titulado «ETA y PP, la pareja suicida», fue ilustrado con un dibujo en el que la gaviota del anagrama del Partido Popular se confundía, hasta ser uno y lo mismo, con el hacha y la serpiente del de ETA[551]. El cuadro se completaba con unos gusanos con el fin de remachar la asociación, como confirmaba el defensor del lector del propio diario: «Los gusanos comen muertos y la gaviota come gusanos»[552]. La apreciación del defensor del lector fue inapelable con la peligrosa estigmatización en la que se incurría: «El periódico puede no suscribir las opiniones de sus colaboradores, pero sí elige las ilustraciones que las acompañan. […] Confundir a ETA con un partido democrático es borrar los límites de la democracia y relativizar la violencia terrorista. Y, de paso, amparar la violencia verbal»[553].


  Abundaron, por tanto, desproporcionados ataques hacia quienes cuestionaban la eficacia del «proceso de paz», incurriéndose en críticas como la que expresó Alec Reid, considerado por algunos observadores como un importante «mediador» en el referido «proceso», a pesar de su convencimiento de que «uno no puede decir que España sea un Estado democrático»[554]. Este religioso norirlandés, uno de los inspiradores de la Declaración de Lizarra suscrita en 1998 por ETA y diversas formaciones nacionalistas, mostró una clara identificación con los intereses propagandísticos de la banda, como ejemplifica el siguiente testimonio:


  
    El PP es hoy el mayor problema en el proceso de paz. El PP es un problema mucho mayor que ETA. Con ETA es fácil tratar, pues apoya la idea de una mesa de partidos en que se trate la solución del conflicto. De hecho, ETA ya no es problema, pues está a favor de una resolución pacífica y democrática del conflicto que garantice los derechos de todos los vascos, incluidos los no nacionalistas[555].

  


  La demonización del principal partido de la oposición favorecía la marginación de las críticas a la política antiterrorista que también surgían en un ámbito político distinto al del PP. La articulación pública de esas críticas no resultaba sencilla al vincularse las opiniones disidentes a un partido político al que, como se viene analizando, el discurso político y mediático intentaba desprestigiar en los términos referidos. Complejo resultaba por ello que la disconformidad con la política antiterrorista prosperase en determinados círculos políticos en los que se propició el fenómeno conocido como «espiral del silencio»[556]. Esa suerte de contagio psicológico favorecía el blindaje de los responsables de la política antiterrorista a pesar de las evidencias de los problemas que generaba. En este sentido, la reclamación de lealtad al líder incluso en aquellas ocasiones en que los planteamientos de este parecen erróneos, quedaba de manifiesto con la petición de apoyo a Zapatero formulada por el expresidente del Gobierno Felipe González. En febrero de 2006 recordó que el PP tenía «la obligación», como oposición, de apoyar al gobierno en materia antiterrorista «aunque se equivoque». Curiosamente lo hacía al tiempo que mostraba su «escepticismo» sobre la apuesta del presidente a favor del «proceso de paz»[557]. Meses después González matizaba que «no hay que callarse lo que se aprecia como error, sea lo que sea, sino llevarlo al foro adecuado con la discreción necesaria para no hacer el juego a los violentos»[558].


  Sin embargo, los foros para articular la oposición democrática al gobierno fueron restringidos al evitarse la convocatoria regular del Pacto por las Libertades y contra el Terrorismo. Al mismo tiempo, se constriñó también el debate parlamentario propio de una democracia, negándose en las instituciones parlamentarias debates sobre gran parte de las iniciativas antiterroristas al aducir el gobierno que solo servían para «desunir»[559]. Tras la parlamentarización del diálogo con ETA por parte del presidente del Gobierno, al proponer la resolución que contemplaba el diálogo con la banda en determinadas circunstancias, Zapatero jamás sometió a consideración de la Cámara si en efecto se cumplían las condiciones estipuladas para comenzar a dialogar. En esa tesitura, se limitaba la crítica sobre la política antiterrorista alentándose la estigmatización de quienes incurrían en ella.


  Los defensores de dicha política antiterrorista apelaron a un «pensamiento grupal»[560] que reclamaba unanimidad de opiniones en torno al «proceso de paz». La profusa utilización de estereotipos sirvió para negar los costes negativos de dicha política y contextualizarlos como necesarios. Ese pensamiento grupal exigía lealtad para proteger al gobierno de la crítica y de las dudas que su política suscitaba. Estas dinámicas confluyeron a lo largo del «proceso de paz» para racionalizar decisiones que el tiempo demostró erróneas y otras con las que se intentaban enmendar las anteriores, haciéndose gala de una moralidad política subjetiva que justificaba actitudes radicalmente opuestas en función del momento. Así ocurrió al permitirse numerosas actividades de Batasuna a pesar de su ilegalización y que, por tanto, debían haberse prohibido, tal y como los representantes del ejecutivo reconocieron en sus negociaciones con los etarras[561]. O al eludirse acciones contra formaciones como el Partido Comunista de las Tierras Vascas (PCTV) o Acción Nacionalista Vasca (ANV), claramente instrumentalizadas por la organización terrorista ETA pero cuya ilegalización no se instó hasta 2008 a pesar de las abundantes pruebas en su contra desde mucho antes[562]. Por ello, ante la evidencia de que el «proceso de paz» se había construido sobre premisas equivocadas, los defensores del mismo fueron renuentes a asumir sin ambages sus errores, pues la consecuente rectificación que parecía necesaria por su parte «sería como dar la razón al PP», un límite difícil de franquear políticamente[563].


  La incongruencia de esa actitud quedó de manifiesto cuando en septiembre de 2008 ANV fue, por fin, ilegalizada. El diario El País editorializó entonces, contradiciendo los planteamientos defendidos por este periódico y el Gobierno meses antes:


  
    Los indicios de que Batasuna había colonizado ese viejo partido para burlar la ley eran abrumadores, y aun así el Gobierno y la fiscalía solo instaron la ilegalización de la mitad de sus listas. Se invocaron para ello razones jurídicas, aunque era obvio que la decisión estaba condicionada por el deseo de evitar la ruptura definitiva de la ya agonizante tregua. Hoy es evidente que, además de incoherente jurídicamente (un partido no puede ser en parte legal y en parte ilegal), fue un mal cálculo[564].

  


  El siguiente ejemplo ilustra cómo las medidas gubernamentales generaban una disonancia que intentó neutralizarse mediante el aislamiento de quienes desafiaban la deseada conformidad con la política antiterrorista. Así rechazó Jordi Sevilla, ministro de Administraciones Públicas, los subterfugios de Batasuna para burlar la legalidad en las elecciones locales de 2007: «Pero es que uno no puede decir que piensa cumplir la Ley de Partidos y luego presentar las cosas que está presentando. Es una evidencia práctica que contradice lo que estás diciendo. O lo que dijiste no era cierto o lo que estás haciendo no tiene nada que ver con lo que dijiste»[565]. Esa misma contradicción que el ministro destacaba respecto al comportamiento de Batasuna debía aplicarse a la política antiterrorista. La insistencia del Gobierno en el respeto a la Ley de Partidos quedaba en entredicho con sus acciones, como revelaba una información con el siguiente titular: «Todos los grupos se oponen a la propuesta del PP para perseguir cualquier actividad pública de Batasuna»[566]. Reproduciendo una actitud habitual durante el «proceso de paz», se despreciaban los argumentos de la oposición al ser presentados como minoritarios frente a una aparente mayoría que, no obstante, erraba en su interpretación de la legalidad. La sentencia del Tribunal Supremo de 27 de marzo de 2003 que ilegalizó a Batasuna, Herri Batasuna y Euskal Herritarrok no dejaba dudas al respecto exigiendo lo siguiente: «Los expresados partidos políticos, cuya ilegalidad se declara, deberán cesar de inmediato en todas las actividades que realicen una vez que sea notificada la presente sentencia». Por tanto, aunque el Partido Popular simplemente reclamaba el cumplimiento de la ley ante la impunidad que permitía a Batasuna actuar como una formación legal, tan lógica reclamación fue definida de manera injusta por el portavoz socialista como «crispación», estigma con el que se intentaban neutralizar necesarias críticas a una política errática.


  Manipular para «torcer la voluntad de la mayoría»


  La aplicación de una política antiterrorista como la que se está analizando generaba una considerable presión grupal sobre un segmento de la sociedad disconforme con los posicionamientos que supuestamente aceptaba la mayoría. Así sucedió al incidirse en la repetición de simplificadas representaciones de la realidad por parte de figuras de autoridad y formadores de opinión con objeto de dotarlas de credibilidad a pesar de su inconsistencia. La negociación con ETA se presentó como un simple «diálogo» que traería la «paz» tras un «proceso» carente de «precio político» y costes. Sin embargo, las contradicciones emergían en numerosos discursos, como revelaba la propia admisión del presidente: «No es infrecuente que haya dificultades graves en los procesos de paz entre las víctimas del terrorismo y los gobiernos. Es comprensible que les resulte duro un proceso de diálogo, pero mi responsabilidad y la responsabilidad del Gobierno está en otro plano»[567]. Esta lógica exponía la falsa separación entre el «diálogo» y la «negociación» con ETA y los costes de un «proceso de paz» que paradójicamente creaba «dificultades» para las víctimas del terrorismo debido al «duro» precio político que implicaba. El «fin dialogado» de la violencia emergía así como una negociación política encubierta en la que la conclusión del terrorismo imponía concesiones. Con la finalidad de encubrir esa realidad se recurrió a un lenguaje cargado de eufemismos con los que rebajar las implicaciones de que representantes de un gobierno democrático y una organización terrorista mantuvieran reuniones, de manera que dichos contactos llegaron a definirse como de «carácter informal»[568]. El propio Zapatero llegó a definir los atentados terroristas y asesinatos de ETA como «accidentes»[569].


  El 2 de septiembre de 2007 el diario El País publicaba una amplia entrevista con el presidente del Gobierno. En ella, el entrevistador preguntó a Zapatero si los costes del proceso de negociación con ETA como la ruptura con el principal partido con la oposición, la crispación y la división de la sociedad, no habían superado a los beneficios del mismo. La respuesta del presidente fue la siguiente:


  
    Lo más interesante de la experiencia del proceso de paz es lo que no se debe hacer desde un partido democrático en la lucha contra el terrorismo. Es decir, lo que ha hecho el Partido Popular. Eso es lo más claro, lo más claro. Que nadie vuelva a hacer eso desde un partido democrático: utilizar, crispar el intento de acabar con la violencia. Eso ha sido para mí lo más definitivo. Y pesará, estoy convencido, pesará durante tiempo.

  


  Seguidamente, el entrevistador inquirió si, pese a los costes, la iniciativa valió la pena, a lo que el presidente del Gobierno replicó: «Intentar salvar vidas vale la pena, aunque uno se deje jirones. No es que solo valga la pena, es que no me lo perdonaría a mí mismo. Intentar salvar vidas desde los principios democráticos. Sería un presidente sin alma, sin entrañas». Antonio Elorza sintetizaba con precisión las motivaciones del presidente: «Las vísceras imponiéndose al principio de elección racional»[570]. En opinión de Elorza, «como la asunción de responsabilidades no entra en la agenda política del presidente, la espantada encaja en un repertorio de maquiavelismo, con la guinda habitual de insistir en que quien obró mal fue el PP».


  El esquema utilizado por el presidente del Gobierno para racionalizar a posteriori una estrategia fallida como la negociación con ETA, repetía las mismas pautas mantenidas durante la legislatura. Por un lado, eludía la responsabilidad por los costes de la política antiterrorista desplazando la culpa hacia el adversario político, al tiempo que recurría a elementos emocionales para difuminar los efectos negativos de su iniciativa. Esa construcción de la realidad resultaba posible mediante su simplificación al introducir un pensamiento dicotómico que definía las consecuencias de sus acciones —los negativos costes de la negociación con ETA— en función de sus intenciones —intentar salvar vidas—. Este tipo de moralidad subjetiva buscaba redefinir el balance de una política fracasada como la negociación con ETA. Sin embargo, lógicamente la eficacia o ineficacia de las iniciativas antiterroristas de un gobierno, así como cualquier otra política pública, no deben evaluarse en función de las intenciones de quien las adopta. Son los resultados de la política en cuestión el criterio válido para definir el éxito o el fracaso de la misma y, por tanto, la idoneidad o inconveniencia de su aplicación. Por consiguiente, ante la evidencia de que no se había conseguido el objetivo perseguido, resultaba conveniente la introducción de una racionalización retrospectiva en la que la aspiración frustrada se contemplase como necesaria y, en consecuencia, justificada. A pesar de la constatación del fracaso, la conveniencia de aplicar dicha política se justificó en función de criterios de oportunidad e incluso de necesidad, como muestran las declaraciones del presidente citadas más arriba u otras en las que Zapatero recalcaba: «No voy a pedir disculpas por haber intentado la paz y el final de la violencia; no lo voy a hacer porque era mi obligación con España»[571].


  El presidente del Gobierno se presentaba como carente de voluntad para seleccionar y decidir una determinada opción política, obligado moralmente y, por tanto, también políticamente, a adoptar el curso seguido. Se neutralizaban así los efectos negativos de una decisión que dejaba de ser responsabilidad de quien la ejecutaba, al ser identificada como una obligación. Además, el presidente acometía el aislamiento de los factores contraproducentes derivados de su política, erigiendo un bien colectivo en motor de su decisión de dialogar con ETA a pesar de hacerlo en contra de las condiciones que él mismo estableció. De nuevo la moralidad se interponía con objeto de aportar legitimación a acciones políticas excusadas o razonadas con la siguiente lógica: el fin justifica los medios.


  En esas circunstancias, y tras haber sufrido la sociedad española el terrorismo etarra durante décadas, la ansiedad colectiva derivada del deseo de poner término a la violencia fue objeto de manipulación para difuminar la responsabilidad derivada del incumplimiento referido. Era este un peligro que ya anticipó en septiembre de 1998 el entonces líder de la oposición Joaquín Almunia, cuando ETA decretó otra tregua, momento en el que el dirigente socialista exigió que se garantizara que el deseo de paz no fuera utilizado para «torcer la voluntad de la mayoría»[572]. Por el contrario, las ansias de paz tras el anuncio del «alto el fuego» de marzo de 2006 fueron constantemente instrumentalizadas con la intención de disipar las lógicas dudas que la política del Gobierno implicaba. La importancia de la opinión pública se apreciaba ya con anterioridad a la declaración de tregua, como se infería de una información en la que se aludía a la confianza del Gobierno en que «el clima de opinión» sobre el tema de los presos cambiase, al existir «una opinión mayoritaria reacia a la adopción de medidas de gracia para presos condenados por terrorismo»[573]. Los discursos políticos y mediáticos enfatizaron con insistencia la incompatibilidad de negociación e intimidación por parte de ETA pese a la existencia de ambas en condiciones inadmisibles, al infringirse la resolución parlamentaria de mayo de 2005 que solo autorizaba el diálogo si antes los terroristas demostraban una «clara voluntad para poner fin a la violencia»[574]. El Gobierno insistió en que no traspasaría unos límites que, no obstante, rebasó, justificando dicha vulneración mediante la relativización de las reglas impuestas al inicio del proceso. Se ocultaba así que el establecimiento, en apariencia firme, de dichas demarcaciones obedecía a la necesidad de respetar un procedimiento sin el cual la iniciativa carecía de validez. Consecuentemente, si la resolución del Congreso pretendía dar legitimidad a la negociación, el incumplimiento de dicho mandato evidenciaba la ausencia de cobertura para una política, por tanto, dañina. Así lo constataban declaraciones de altos representantes políticos como las que a continuación se resumen.


  El 23 de mayo de 2005 María Teresa Fernández de la Vega, la entonces vicepresidenta del Gobierno, advertía que a ETA «solo le queda la deposición de las armas y el abandono definitivo de la violencia», y recalcaba que «solo a partir de ahí se podrán explorar las vías de diálogo»[575]. Un mes antes, preguntado por el director de El País sobre contactos con Batasuna, el presidente Zapatero respondía: «En absoluto. El partido socialista no ha mantenido ninguna relación con personas que puedan representar a la extinta Batasuna. No ha habido ni hay relación alguna, ningún diálogo»[576]. Ha quedado demostrado que tanta rotundidad no se correspondía con la realidad. No solo mantuvieron representantes socialistas contactos con ETA desde 2002, en indudable contravención del Pacto por las Libertades firmado por PSOE y PP, sino que además el diálogo con ETA se inició y se mantuvo pese a que en ningún momento pudo verificarse el carácter irreversible de la tregua, tal y como se había exigido[577].


  En el momento en el que el presidente del Gobierno anunció el diálogo con ETA, en junio de 2006, podía afirmarse lo mismo que se aseguraba dos días después de la declaración del «alto el fuego» en un editorial del diario El País del 24 de marzo de 2006 de significativo título, «Verificación con calma»: «En sus dos comunicados, ETA mantiene la ambigüedad sobre si su renuncia a las armas es definitiva o condicionada a determinados resultados políticos». Añadía el editorial: «De acuerdo con la resolución del Congreso, el periodo de verificación de la “clara voluntad de poner fin a la violencia” que ahora se inicia debería comenzar por acreditar la renuncia definitiva a tales prácticas», esto es, la extorsión y la violencia callejera conocida como kale borroka. Se concluía además que: «Una segunda verificación tiene que ver con su carácter irreversible: sin esa garantía no es posible el diálogo con ETA». Sin embargo, el diálogo y la negociación comenzaron y prosiguieron sin respetarse las condiciones previamente fijadas.


  Incoherente resultaba por tanto la afirmación del ministro del Interior Rubalcaba asegurando que «el Estado democrático solo puede dialogar en ausencia de violencia»[578], cuando el Gobierno autorizó el diálogo bajo la presión terrorista. En este sentido, revelador resultaba el editorial de uno de los medios que apoyó el diálogo con ETA a pesar del incumplimiento de la Resolución de Lucha contra el Terrorismo de mayo de 2005 y que después de la ruptura de la tregua afirmaba que «aquella resolución hacía depender el diálogo de ciertas condiciones que obviamente no se han producido»[579]. A estas obvias inconsistencias debe añadirse el hecho de que el mismo día en que se perpetró el atentado de Barajas el presidente del Gobierno ordenó «suspender todas las iniciativas para desarrollar el diálogo con ETA» al no darse las condiciones establecidas en la resolución parlamentaria de mayo de 2005. Sin embargo, en enero de 2008 el propio presidente reconocería que el diálogo con la banda se mantuvo pese a que él mismo indicó tras el asesinato de dos personas en diciembre de 2006 que había concluido[580].


  El ocultamiento de la realidad en el que se basó la política antiterrorista se acometió procediendo a la generación de expectativas en torno a un «proceso de paz» que constituyó un útil estereotipo con el que el Gobierno dotó de un carácter positivo a sus iniciativas. Como ya estableciera Lippmann, la opinión pública se consolida mediante la cristalización de concepciones estereotipadas dotadas de una considerable carga emocional. Son esos estereotipos imágenes mentales que sofocan una realidad definida como incómoda cuando esta intenta aflorar a la superficie[581]. Por tanto, el sintagma «proceso de paz» incesantemente repetido como marco de la acción gubernamental, surgía como un objetivo carente de costes, en el que fines y medios confluían como elementos necesariamente loables. De esa representación se derivaba la necesidad de apoyar un «proceso de paz» en el que por contraposición cualquier alternativa solo podía ser negativa. Este encuadre permitía además un distanciamiento moral con lo que el «proceso de paz» implicaba realmente, pues bajo tan eufemística locución subyacía en verdad una negociación con terroristas al margen de las instituciones democráticas y en contra de principios como los contenidos en el Pacto por las Libertades y contra el Terrorismo. Esa realidad llevaba a otros formadores de opinión a denunciar la utilización del término «proceso de paz» al entenderlo como un «precio semántico pagado al terrorismo por el fin de la violencia», definiendo por tanto la noción de «paz» en términos diferentes: «la paz no es el triunfo de la coacción, por mucho alivio que proporcione a los coaccionados, sino el restablecimiento de un derecho conculcado por la violencia»[582]. A pesar de ello, y de los costes de esta política antiterrorista, el Gobierno socialista reivindicó como eficaz la negociación con ETA, manteniendo contactos con el entramado terrorista hasta 2011 cuando la banda decretó «el cese definitivo» de su «actividad armada» y el Partido Popular formó gobierno de nuevo.


  CAPÍTULO 4


  ENTRE LA DERROTA POLICIAL Y LA VICTORIA POLÍTICA


  Los estados también afilaron el hacha, sobre todo el estado Español. Así, en respuesta a la socialización de la Alternativa Democrática, se actuó contra la Mesa Nacional en el 97/98. Por aquel entonces, la Izquierda Abertzale no acertó en el análisis la profundidad del paso represivo (primer capítulo de la posterior ilegalización). Más que una cuestión coyuntural, no fue si no [sic] el comienzo del diseño de una dinámica represiva para frustrar la estrategia de la Izquierda Abertzale. Si la estrategia político-militar para la liberación nacional, aglutinaba lucha armada, lucha de masas y lucha institucional, dejaron de lado el esquema de respuesta habitual (acabar con la lucha armada e integrar en la legalidad las demás formas de lucha), con la intención de bloquear la lucha de masas y la lucha institucional. De esta manera no abría [sic] estrategia político-militar, no porque se hubiera acabado con la lucha armada, si no [sic] por el hecho de neutralizar el campo político.


  Clarificando la fase política y la estrategia, documento elaborado por Batasuna[583]


  La mejor de las ratificaciones de la validez de la lucha armada como procedimiento para alterar, si no invertir, la legalidad y orden existente ha sido la legalización de Bildu, máxime cuando se ha llevado a cabo sin que ETA realizara declaración alguna de disolución.


  EDUARDO URIARTE, exmiembro de ETA[584]


  Si el Gobierno socialista hubiese aguantado con las ilegalizaciones hasta las municipales de 2007, tal y como algunos recomendamos, la izquierda abertzale hubiese estado tan asfixiada que nos hubiésemos ahorrado muchas cosas. Probablemente todo se hubiera acabado.


  JESÚS DE LA MORENA, comisario general de Información entre 1996 y 2004[585]


  «Palo y zanahoria»: de la polarización al consenso en política antiterrorista


  El 20 de octubre de 2011, al conocerse la noticia del cese de las «actividades armadas» decretado por ETA, Mariano Rajoy, presidente del Partido Popular, declaró que este anuncio se había «producido sin ningún tipo de concesión política»[586]. Ciertamente, ETA realizó su anuncio sin haber obtenido objetivos como la territorialidad y la independencia, aunque otros logros ponían en cuestión la aseveración de Rajoy. La declaración del entonces líder de la oposición tuvo lugar un mes antes de que el PP ganara las elecciones generales y después de que en esa y en la anterior legislatura el Gobierno socialista hubiera negociado con la organización terrorista. Dicha negociación tuvo como consecuencia importantes concesiones políticas que el propio Rajoy había denunciado en numerosas ocasiones, entre ellas, en alguna de las seis manifestaciones convocadas por asociaciones de víctimas entre 2004 y 2011 que el PP apoyó. El 10 marzo de 2007, durante la concentración en Madrid en la que se denunció la prisión atenuada concedida al etarra Ignacio de Juana Chaos, Rajoy señaló:


  
    Nos ha movilizado la torpeza de un Gobierno que se ha dejado coaccionar por un asesino y ha cedido. Nos ha traído aquí la injusticia cometida —contra todos los españoles— con un terrorista que no pide perdón, que no se arrepiente, que nos desprecia y, para colmo, se ríe de nosotros con sus parodias de hospital. Nos ha traído aquí la falta de gallardía de un Gobierno que pretende disfrazar la humillación con razones de política inteligente, y la indignidad con excusas humanitarias. Hemos venido para proclamar que la mayoría de los españoles no estamos conformes; para que nadie pueda beneficiarse de nuestro silencio; para que nadie cuente con nuestra resignación[587].

  


  Previamente, el entonces líder de la oposición ya había criticado la negociación con ETA emprendida por el Gobierno de Zapatero contraviniendo el Pacto por las Libertades y contra el Terrorismo firmado por PP y PSOE. En mayo de 2005, durante el Debate sobre el Estado de la Nación, el presidente del Partido Popular se dirigió así al jefe del Ejecutivo:


  
    Es usted quien se ha propuesto cambiar de dirección, traicionar a los muertos y permitir que ETA recupere las posiciones que ocupaba antes de su arrinconamiento. Sí, señor presidente, y de hecho ya ha pagado un anticipo, ha dejado una señal para que los terroristas confíen en usted, ha permitido que los representantes de ETA ocupen sus escaños en el Parlamento vasco. Sí, sí, sí. Lo que usted me pide no es que sea leal con el pacto, que ya lo soy, sino que lo abandone, que le acompañe a usted, que le cubra las espaldas y que bendiga su traición al pacto[588].

  


  El presidente del PP se refería a la presencia del Partido Comunista de las Tierras Vascas (PCTV) en el Parlamento vasco después de que en las elecciones autonómicas de abril de ese año obtuviera nueve escaños. El PCTV constituía una sucesión de la ilegalizada Batasuna, pero se permitió su presencia consumándose un «fraude de ley, a la vista de todo el mundo y sin que el Gobierno se opusiese»[589]. Ni la fiscalía ni la abogacía del Estado investigaron sus vinculaciones con la formación ilegalizada, y permitieron su concurrencia a dichas elecciones. Como reflejan las negociaciones entre ETA y el Gobierno, este había admitido estar «trabajando para que Batasuna sea legal» y haber «hecho esfuerzos para legalizarla de facto»[590]. En una de las reuniones celebrada en 2006 el representante gubernamental llegó a prometer inmunidad para el PCTV antes de que fuera finalmente ilegalizado en 2008, tras la ruptura del alto el fuego decretado por ETA en 2006. No obstante, sus parlamentarios no tuvieron que renunciar a su acta. Un año después, a los sucesores de Batasuna se les impidió concurrir a las elecciones autonómicas de 2009, aunque el partido ilegalizado continuó realizando numerosas actividades con total impunidad a pesar de haber sido prohibidas[591]. Las elecciones municipales y generales de 2011 garantizaron el retorno a las instituciones de formaciones sucesoras del brazo político de ETA previamente ilegalizado y que, como el Tribunal Supremo constató en el caso de Bildu, era «parte de la estrategia de ETA», ya que sus candidatos actuaban como «testaferros» de la banda[592]. Por tanto, la izquierda nacionalista radical volvió a las instituciones en contra de lo que Rajoy declaró desear en marzo de 2007: «Queremos que la democracia gane y que ETA pierda. Queremos que Batasuna desaparezca de nuestras calles, de nuestros telediarios y que ni sueñe con volver a los ayuntamientos»[593]. En junio de 2007 Rajoy afirmó que debido a la política de negociación se había retrocedido en la lucha contra ETA: «Es duro decirlo, pero es así. Antes estaban perseguidos, han vuelto a las instituciones y han tenido cierto crédito político»[594].


  En consecuencia, y como también acreditan las negociaciones entre ETA y el Gobierno analizadas anteriormente, la declaración de Mariano Rajoy el 20 de octubre de 2011, en la que aseguraba que el cese de ETA se había «producido sin ningún tipo de concesión política», no era consistente con la realidad ni con los posicionamientos del Partido Popular durante las dos legislaturas socialistas. Una de esas concesiones que Rajoy negaba en esas fechas la constituía la legitimación que una organización terrorista como ETA había obtenido al aceptar un gobierno democrático la interlocución con la banda y con sus representantes políticos. Además, el movimiento terrorista obtuvo otra importante concesión derivada de dicha legitimación y de la consecuente rehabilitación que los propios partidos democráticos brindaron a los radicales: el fortalecimiento del brazo político de ETA evidenciado en las elecciones municipales y generales de ese año y las autonómicas del posterior[595]. Ilustra esta legitimación que los propios partidos democráticos propiciaron, negándola en público mientras la aceptaban en privado, el gráfico comentario de uno de los interlocutores del PSE con ETA al escuchar los resultados de las elecciones municipales de 2011: «¡Se nos ha ido la mano!»[596]. Así pues, cuando ETA interrumpió su campaña terrorista en octubre de 2011, se podía afirmar lo siguiente:


  
    La derrota operativa de ETA, que se podía constatar desde finales de 2001, hubiera obtenido un carácter de reconocimiento oficial por el propio grupo terrorista con la declaración del 20 de octubre. Pero el contexto en el que se produjo el anuncio ha permitido a ETA y a su entorno desdibujar la idea de fracaso histórico e, incluso, capitalizar políticamente una decisión que contradecía toda su trayectoria. El éxito del Estado al provocar la derrota operativa de la banda terrorista se ve contrarrestado por el problema político que le plantean los éxitos electorales de las siglas apoyadas por la ilegalizada Batasuna[597].

  


  En consecuencia, un importante logro de la política antiterrorista como el cese de ETA revelaba notables déficits que, no obstante, Rajoy eludía reconocer. Se evidenciaba así un cambio de actitud por parte del principal partido de la oposición transitando de la polarización al consenso en torno a la política antiterrorista. Este cambio se había gestado durante la última legislatura socialista iniciada en 2008, en la que algunos dirigentes del PP empezaron a modular sus críticas a la política antiterrorista. Desde 2008 el Gobierno siguió negociando con la organización terrorista, si bien en un formato diferente al que había mantenido en los años anteriores y que un asesor gubernamental describió como «una política de palo y zanahoria»[598]. Por un lado, mientras el Gobierno reactivaba la actuación policial contra ETA y una parte de su entorno, a otro sector, cuyas actividades permitía en contra de la sentencia de ilegalización, le prometía su legalización de jure y una serie de concesiones políticas a través de agentes internacionales definidos como «mediadores». Entretanto, mantenía informados a determinados dirigentes del Partido Popular de parte de su estrategia, siendo aquellos conniventes con iniciativas del Gobierno socialista a pesar de las denuncias en público de las mismas[599].


  Como Ángeles Escrivá ha señalado, la estrategia del PP durante parte de la segunda legislatura de Zapatero se sustentaba en dar por hecho que ETA estaba acabada, y que si el principal partido de la oposición cuestionaba las tácticas del Gobierno, se le podría «considerar un Pepito Grillo» y ser acusado ante la opinión pública «de no querer acabar con ETA», siendo ese «un precio que el PP no estaba dispuesto a asumir»[600]. Federico Trillo, en aquel entonces el principal interlocutor del Partido Popular con el Gobierno en materia de terrorismo, estaba convencido de que los socialistas mantenían «un contacto latente con los interlocutores del proceso»[601]. Mientras el Ejecutivo lo negaba Jesús Eguiguren explicaba así la relación de los socialistas con el PP: «menos mal que tenemos a Rubalcaba que los torea con maestría»[602]. Destacados dirigentes del PP aceptaron que «el proceso continuaba», a pesar de lo cual rebajaron su crítica a la política del Gobierno. Justificaban su cambio de postura aduciendo que la negociación se mantenía con Batasuna. Esta distinción entre Batasuna y ETA evocaba a la diferenciación entre los frentes del movimiento terrorista que el gobierno también realizaba en determinados momentos, contradiciendo sus propios posicionamientos en otros instantes. Así, en octubre de 2010 el entonces ministro del Interior Alfredo Pérez Rubalcaba aseguraba que Batasuna no concurriría a las elecciones si no demostraba «inequívocamente» y «fehacientemente» que había dejado de ser «un apéndice de la banda»[603]. En esa dirección, en mayo de 2011 el propio Rubalcaba interpretó la sentencia del Tribunal Supremo en contra de la legalización de Bildu como una demostración de que Batasuna no había «roto» con ETA y que, por tanto, no podría volver al juego democrático[604]. No ocurrió así porque el Tribunal Constitucional permitió finalmente la participación de la coalición vinculada a ETA, motivando la siguiente interpretación del ministro del Interior: «aunque algunos pasos se han dado, la desvinculación de Batasuna con ETA no era completa»[605].


  De ese modo, Rubalcaba afirmaba que el diálogo con ETA estaba «absolutamente descartado» y descartaba otro «proceso»[606], mientras, por el contrario, dicho «proceso» se mantenía con el brazo político de la organización terrorista. Todo ello después de que hubiese anunciado tras al atentado perpetrado por ETA en la T4, en el que murieron dos personas, que «el proceso está roto, está acabado, está liquidado»[607], para demostrarse posteriormente que su firmeza no era tal, pues las negociaciones con la banda terrorista continuaron[608]. Aunque ETA asesinó a dos personas el 30 de diciembre de 2006, no fue hasta junio de 2007 cuando la banda anunció el final de su alto el fuego. Hasta ese momento las negociaciones entre los representantes gubernamentales y ETA habían seguido un mismo esquema. A partir de la ruptura de la tregua por parte de ETA en ese verano, el Gobierno adoptó un procedimiento similar al que años atrás rechazó Jaime Mayor Oreja, cuando este era ministro del Interior.


  En aquel momento George Mitchell, senador estadounidense que medió en las negociaciones entre los gobiernos británico e irlandés y los diferentes grupos terroristas norirlandeses, le ofreció un modelo de negociación con las siguientes características. Mitchell le planteó una suerte de escalada de un muro en la que dos escaladores —el Gobierno y ETA— debían ascender por lados diferentes sin cruzar sus caminos, pero aceptando el mismo objetivo y método. Una tercera persona, el mediador, indicaba a los escaladores los pasos que cada uno debía dar, en qué momento debían parar o proseguir, hasta dirigirles a la cumbre. El proceso ofrecía la apariencia de movimientos unilaterales e independientes cuando realmente eran resultado de una negociación entre partes y mediada. Tras la explicación, el ministro del Interior le preguntó al estadounidense qué ocurría en esa «escalada», o sea, negociación, con la independencia y la autodeterminación, objetivos de ETA. El mediador respondió que la cumbre era «la paz», entendiendo por esta que ETA dejara de matar, pero que sobre el resto del escenario nada se podía garantizar[609]. El ministro descartó esta negociación, así como la que también se le ofreció al PP a través de la Orden de San Egidio. Mayor Oreja consideraba, como la negociación del Partido Socialista demostraría, y como el propio George Mitchell reconoció, que negociar con ETA constituía un enorme riesgo para la política antiterrorista por su incierto final y por los elevados costes políticos que se debían asumir como compensación por un cese de la violencia que ni siquiera podía garantizarse.


  Ese fue el modelo de final del terrorismo que el PSOE asumió y que continuó también durante la segunda legislatura de Zapatero. Mediante esa negociación guiada por los llamados «mediadores» se negociaba de forma diferente a como se hizo anteriormente, aunque manteniéndose importantes exigencias de ETA. Entre ellas, «la internacionalización del conflicto» anhelada por ETA que previos Gobiernos habían considerado tan perjudicial para la política antiterrorista. La internacionalización se materializó con la presencia en las negociaciones del gobierno noruego y del Centro Henri Dunant con sede en Ginebra, junto a representantes del Sinn Fein y del IRA, así como de Jonathan Powell —exjefe de gabinete del primer ministro británico Tony Blair—. En absoluto resultaba inocua la internacionalización para los intereses estatales por mucho que se intentara presentar lo negociado como exclusivamente referido a «cuestiones humanitarias» y «no políticas»[610]. La negociación con una organización terrorista poseía innegables implicaciones políticas, como quedó de manifiesto al revelarse los compromisos negociados por el Gobierno español. De ahí el sentido puramente eufemístico de términos como «mediación» y «cuestiones humanitarias», utilizados por el Centro Henri Dunant para referirse a su implicación en un asunto de seguridad nacional como la negociación entre un gobierno democrático y una banda terrorista.


  Por tanto, a pesar del fracaso de las negociaciones entre el Gobierno y ETA durante la primera legislatura de Zapatero, y de sus costes para el Estado, el proceso continuó, aunque con variaciones en la metodología. El Gobierno socialista mantuvo durante la segunda legislatura iniciada en 2008 una ambivalente postura que justificaba ante determinados dirigentes del Partido Popular apelando a las tensiones que en el entramado terrorista se vivían por las dudas sobre su «estrategia político-militar». Por un lado, afirmaba que había habido una rectificación en su política antiterrorista que intentaba acreditar con el incremento de la acción policial que durante la negociación con ETA entre 2005 y 2007 se había comprometido a reducir. Al mismo tiempo seguían manteniéndose los contactos con el entramado terrorista y los compromisos en torno a cuestiones planteadas en aquel periodo, entre ellas, la legalización de Batasuna y la neutralización de la doctrina Parot en la creencia de que esas duplicidades influirían en el equilibrio de la «estrategia político-militar» de ETA.


  «Estrategia político-militar» y política antiterrorista: contradicciones


  El equilibrio de la «estrategia político-militar» constituyó uno de los principales retos de la organización terrorista a lo largo de su historia, siendo constantemente cuestionada y revalidada. Desde sus inicios, el mantenimiento de sus tres frentes de lucha (armada, de masas y político-institucional) provocó contradicciones en el movimiento terrorista y en su base social. Sin embargo, a pesar de los costes que el terrorismo suponía, también obtuvo réditos en la forma de la negociación que diversos partidos le ofrecieron, contribuyendo así a cohesionar a quienes divergían sobre la utilidad y aplicación de la «estrategia político-militar». Tras el atentado de la T4, Batasuna expuso internamente las debilidades que a ETA le generaba esa constante búsqueda de equilibrio entre los dos polos de dicha estrategia[611]:


  
    a) Debilitamiento operativo de la actividad de ETA, práctica neutralización de su dinámica. Cuestionamiento creciente (en la propia base social de la IA) de su viabilidad, eficacia y/o conveniencia.


    b) Desaparición progresiva de todos los espacios institucionales que se completaría en las próximas elecciones municipales. Imposibilidad de incidencia en el espacio institucional / desaparición de la lucha institucional.


    c) Desaparición muy acentuada de la lucha de masas. Creciente desapego (que no se puede achacar en exclusiva a la represión) de nuestra propia base social de la dinámica de masas (las «respuestas» a la detención de la MN [Mesa Nacional] o juicio de Askatasuna son elocuentes).


    d) Imposibilidad de mantener una dinámica política estable, ni en términos de oferta (dispersa, coyunturalista) ni en términos de organización y encuadramiento militante.

  


  Ante ese «bloqueo» proponía «tres hipótesis»: «1) Mirar hacia otro lado. Mantener la inercia; 2) Pivotar la estrategia sobre la lucha armada; 3) Superar el bloqueo / organizar la contraofensiva». La primera de las hipótesis era considerada como «la peor para nuestros intereses y los de nuestro pueblo». La segunda implicaba ignorar «la estrategia del Estado», manteniendo «el principal foco de confrontación con el estado desde la práctica armada, sacrificando humana y políticamente tanto la lucha institucional como la de masas». La tercera definía el «proceso de paz/negociación» como «la palanca y la clave de bóveda que puede permitir la articulación de nuestra contraofensiva política». El «proceso de paz» no era visto como «un mero apéndice táctico de nuestra estrategia, sino el MOTOR PRINCIPAL de la misma», pues debía permitir al movimiento «recuperar la iniciativa política» y «una estrategia eficaz en el frente político, institucional y de masas»[612]. A pesar de los planteamientos expresados sobre el terrorismo, no abogaba por el final de los «elementos de coacción»[613].


  No era la primera vez que se cuestionaba el papel de la violencia en la estrategia terrorista, así como el de ETA y Batasuna en la dirección de la misma. Un documento redactado durante la década de los noventa por uno de los dirigentes que dirigía la «acción política del Complejo de apoyo»[614], planteaba: «En una estrategia político-militar, aplicada en coyunturas políticas tan complejas e importantes como la actual resulta imprescindible tanto el fortalecer el liderazgo carismático de la organización [ETA] como el garantizar la dirección colegiada que posibilite sentirse partícipe en la toma de decisiones sobre la línea de nuestra intervención política al máximo de sectores»[615]. Subrayaba la necesidad de «garantizar el protagonismo de la organización armada» mediante «una seria reflexión sobre el cómo complementar la estrategia militar y la estrategia política»: «La lucha armada, insustitutible en la actualidad para lograr los objetivos que nos marcamos en el proceso negociador, debe adecuarse al nuevo diseño del proceso negociador y lograr la necesaria complementariedad con las iniciativas de los movimientos sociales y políticos». En ese escenario contemplaba tanto una «negociación integral» como la posibilidad de «una moratoria de la lucha armada o un periodo amplio de distensión como contrapartida a un compromiso público acordado por ETA, PNV, EA». En 2000 surgió la corriente «Aralar» durante el denominado «proceso Batasuna», un debate interno con el que la banda intentó acabar con las críticas a la «lucha armada» constatando que la «dirección política» debía recaer en ETA. Como concluyó un análisis del servicio de inteligencia, ETA pretendía «cambiar para que todo siga igual»[616]. Varias ponencias durante ese proceso, aunque minoritarias, reclamaban el final de la «lucha armada». Una de ellas dio lugar a «Aralar», propugnando sus líderes «la primacía de la acción estrictamente política por encima de todos los demás resortes de acción», pese a denunciar «enormes déficits», «políticas de opresión y antidemocráticas» por parte del Estado[617]. Abogaban por solucionar «la confrontación» mediante «cauces democráticos» en estos términos: «ETA no puede ganar esta confrontación ni debe ser policialmente aniquilada, ni debe aspirar a imponer ninguna salida concreta salvo la exigencia de dar la voz al pueblo, que es el aspecto en el que acierta la “Alternativa Democrática” y donde le duele al Estado opresor»[618]. Consideraban que «la Izquierda Abertzale debe organizarse, estructurar sus fuerzas y actuar exclusivamente en torno a la acción política» y criticaban la decisión de ETA de romper el alto el fuego decretado en 1998[619]. Patxi Zabaleta, uno de sus dirigentes, opinaba así sobre la violencia etarra:


  
    Nuestra apuesta es claramente por la acción política y entendemos que la negociación es el único medio eficaz de solucionar el conflicto político que vive el País. La lucha armada y la denominada kale borroka son hoy día perjudiciales para la liberación de Euskal Herria y suponen un obstáculo para la acción política de la izquierda abertzale. En las bases de identidad de Aralar Ildoa dejamos este tema muy claro: estratégicamente la lucha armada ha dejado de tener legitimidad, y desde el punto de vista táctico tampoco es conveniente[620].

  


  Esta minoritaria escisión de la «izquierda abertzale» concurrió a las elecciones a partir de su constitución como partido en 2001 provocando las críticas de ETA. Arnaldo Otegi acusó a «algunos miembros de Aralar» de «intentar sabotear», «debilitar» y «hacer daño a la izquierda abertzale, a Batasuna»[621]. El discurso de Aralar combinaba el rechazo a la derrota de ETA, que calificaba como «contraria a los principios democráticos»[622], y que no consideraba «ni posible, ni deseable, ni necesaria»[623], con ciertas exigencias a la banda: «No somos quien para decirle a ETA lo que tiene que hacer, pero somos militantes de la política vasca desde hace más de 30 años y por ello nos sentimos legitimados para constatar que hoy por hoy en Europa el efecto político de la lucha armada es más que discutible y desde luego no es justificable su intromisión en el ámbito de la lucha política»[624]. Proponían por ello «la negociación política y el diálogo» como «el único camino digno y viable para el logro de la paz»[625].


  El servicio de inteligencia español constató que la «amenaza» de Aralar despertó «honda preocupación» en el brazo político de ETA[626], temiendo este que el nuevo partido lograra «acabar con la hegemonía de Batasuna en el ámbito de la “Izquierda Abertzale”»[627]. La ilegalización permitió a Aralar presentarse como la formación del nacionalismo radical capaz de «hacer política real», absorbiendo voto y contribuyendo a la desaparición del espacio político de Batasuna. Sin embargo, el constante fortalecimiento de Batasuna durante la negociación con el Gobierno socialista y la legalización de sus marcas afines limitó la capacidad de Aralar para constituirse en esa alternativa dentro de la comunidad radical. Al igual que ocurrió con presos de ETA como Múgica Garmendia que expresaron en 2004 su cuestionamiento de la violencia, como se ha analizado en el capítulo anterior, la política antiterrorista disuadió esa incipiente disidencia. Mientras los presos cuestionaban la eficacia de la «lucha armada» por su incapacidad para obtener réditos, el Gobierno demostraba lo contrario negociando con ETA y, por tanto, evidenciando el valor añadido del terrorismo. Mientras Aralar había reclamado la necesidad de «refundar la Izquierda Abertzale como una organización política, civil y democrática»[628], al considerar la violencia como un obstáculo, el Gobierno socialista recompensaba a los representantes políticos de ETA que se negaban a exigir a la banda el final del terrorismo. Se frustraba así la posibilidad que el Centro de Inteligencia había considerado en 2001 al valorar que si bien en un principio Aralar solo «planeaba como el germen de una escisión en la Izquierda Abertzale», podía «llegar a convertirse en una alternativa de poder en ella»[629].


  La negociación con ETA impidió esa consolidación que, pese a sus notables carencias en la deslegitimación de la ideología nacionalista de ETA, hubiera debilitado a Batasuna en la comunidad radical. La existencia de Aralar mostraba que los postulados independentistas podían defenderse sin el terrorismo e incluso sin la deslegitimación del movimiento terrorista y de su historia de terror, poniendo por tanto en evidencia a ETA y a sus representantes políticos. Precisamente ese sería el escenario que Batasuna aceptaría años después, a partir de 2011, aunque sin romper con ETA. De hecho, ETA deseaba «fulminar a Aralar» una vez esta última había empezado a recibir votantes de Batasuna que agravaban la «crispación» y la «crisis interna» de esta formación[630]. Sin embargo, el Gobierno socialista permitió a Batasuna limitar el impacto de su ilegalización y, por tanto, desactivó la necesidad de una alternativa en dicha circunscripción mediante Aralar al garantizar, como se ha analizado en el capítulo anterior, la presencia electoral de la «izquierda abertzale» a través de diversas formaciones fraudulentas. El crecimiento de Aralar se vio inhibido por el fortalecimiento de los representantes políticos de ETA que le proporcionó su interlocución con partidos democráticos, complementado por su progresiva rehabilitación mediática y social. Lo ejemplificaba un boletín interno de Batasuna al valorar la publicación de una entrevista con Otegi, en prisión en ese momento por enaltecimiento del terrorismo:


  
    El País reconoce como interlocutor político válido no solo a la izquierda abertzale, sino a su líder en prisión. De este modo, agudiza la contradicción flagrante de un Estado, el cual se dice democrático y que encarcela interlocutores políticos por el hecho de serlo. La entrevista en El País ha forzado la respuesta del mismísimo presidente del Gobierno, que no lo olvidemos, ha respondido de tú a tú a un preso político vasco, duela a quien le duela[631].

  


  Tras la ruptura de la tregua de 2006, el Gobierno español siguió fortaleciendo a Batasuna aduciendo que así debilitaba a ETA[632], aunque de ese modo evitaba la «muerte política» de su brazo político que la banda temió[633]. El redactor jefe de Vasco Press destacó: «Los portavoces de Batasuna acaparan espacios en los medios que para sí quisieran muchos de los representantes de los demás partidos. Tienen oportunidades de transmitir su mensaje prácticamente sin limitaciones. No hay día en que no ofrezcan una rueda de prensa, emitan un comunicado o aparezcan entrevistas con sus representantes más conocidos»[634]. En términos similares se expresaba Joseba Arregi:


  
    La izquierda abertzale, en comunión de intereses con ETA, trata de definir el debate ocupando las palabras e imponiéndolas, con la ayuda inestimable de los profesionales de la comunicación, al conjunto de la sociedad. Los partidos políticos tratan de restaurar el valor de esas palabras dándoles su significado propio, pero quedan presos en general de la intención de quien las ha definido primero, y van siempre por detrás. Los comunicadores añaden posibilidades de definición que toman elementos de unos y de otros, y al final nadie sabe de lo que estamos hablando[635].

  


  La política antiterrorista basada en la negociación propició una atmósfera en la que los representantes políticos de ETA lograron dominar «las palabras» y el «escenario», pues «todo el mundo parece estar a sus expensas: qué hará ahora, qué dirá luego, si nos aprobará lo que hacemos, si le parecerá suficiente o querrá más y cuándo»[636].


  La negociación permitió al entorno terrorista constantes inversiones en la atribución de culpa, transfiriendo a la sociedad y a los partidos democráticos la responsabilidad por el final de ETA. Lo hizo exigiéndoles «gestos» y «pasos» que eran definidos como necesarios para alcanzar «la paz», aunque en realidad equivalían a conceder un importante terreno a quienes seguían sin exigir la desaparición del terrorismo. Al aceptar el Gobierno la negociación con ETA, abandonando la anterior política antiterrorista, y por mucho que aquel insistiera en que dejó de negociar en 2007 cuando realmente persistía, si bien con otra metodología, se había aceptado una premisa que condicionaba la estrategia contra el terrorismo. La supeditación del final del terrorismo al diálogo entre una organización criminal y el Estado asumía parte del argumentario terrorista que denuncia la imperfección de la democracia. Este argumento resultaría cierto si realmente no fuera posible la salida del terrorismo sin una negociación que, sin embargo, no fue precisa para que otros terroristas renunciasen a la violencia. Cuando el Gobierno negoció con ETA, lo hizo con una banda que había señalado como blanco de su violencia a los partidos no nacionalistas, o sea, los «enemigos del Pueblo Vasco». De ahí que para los terroristas representara un logro significativo dicha negociación, pues una parte de esos «enemigos del pueblo vasco» aceptaron los planteamientos terroristas, esto es, la insuficiencia de las instituciones democráticas para la resolución de las cuestiones políticas esgrimidas por ETA. Irremediablemente esta lógica implicaba la deslegitimación de quienes defendían la Constitución siendo atacados y estigmatizados así por ETA: «Las sedes de las organizaciones fascistas PP y PSOE, lo mismo que sus cargos electos, son objetivos militares de ETA; consideramos que su actividad no tiene ninguna legitimidad en Euskal Herria y, en consecuencia, dejamos en nuestras manos la decisión de poder tomar las medidas que consideremos oportunas»[637].


  En consecuencia, tras la negociación ETA se vanaglorió internamente de haber obtenido un «gran logro» en la forma de esa mesa extraparlamentaria en la que una Batasuna ilegalizada negoció el futuro del País Vasco y Navarra con el Partido Socialista y el PNV. Otegi llegó a declarar: «Yo no hablo de fracaso. Se puede afirmar que hemos avanzado, pero no hemos alcanzado un acuerdo resolutivo final. […] Pero no hay que desistir»[638]. La historia de ETA demostraba que su pretensión al negociar no era la de cerrar un acuerdo definitivo, tarea casi imposible debido al maximalismo de sus planteamientos, sino más bien rentabilizar el reconocimiento oficial de la banda como interlocutor político y aliviar las tensiones derivadas de su «estrategia político-militar». Era cierto que nacionalistas y socialistas no aceptaron la propuesta de Batasuna que exigía, entre otras cosas, un órgano de cooperación entre Navarra y el País Vasco que en unos años se transformara en una nueva entidad en la forma de una autonomía vasco-navarra, y la posterior convocatoria de elecciones en el conjunto de «Euskal Herria». Sin embargo, sí aceptaron, como se ha analizado en el capítulo anterior, las «antidemocráticas» pretensiones de Batasuna con graves efectos como los que denunció la Fundación para la Libertad: «negociar fuera las cuestiones que deben tratarse en el Parlamento es marginar a las instituciones de la democracia y hacerlo antes de que ETA desaparezca es condicionar su desaparición a la consecución de los objetivos de la banda»[639]. Además, ETA podía jactarse de haber roto la unidad del Pacto contra el Terrorismo que tanto la había dañado con unas negociaciones en las que el Gobierno consideraba «imprescindible para implementar el proceso» que este saliera «reforzado en las elecciones generales»[640]. Una estrategia de Estado contra el terrorismo como la contemplada por el pacto fue reemplazada por otra exclusivamente partidista a pesar del terrorismo y precisamente como consecuencia de este.


  Este tipo de política antiterrorista provocó la inevitable fagocitación de Aralar en la coalición Bildu creada para suceder a Batasuna en 2011 a pesar de la debilidad de esta. En las elecciones municipales de ese año Bildu obtuvo los mejores resultados de la historia de la izquierda nacionalista radical, mientras Aralar prácticamente desaparecía del mapa electoral de la comunidad autónoma vasca y mantenía una cierta presencia en Navarra. En unos meses Aralar concurriría ya a las generales subsumida en el frente soberanista propuesto por Bildu y concebido por ETA. Se confirmaba el escaso recorrido de la escisión y las previsiones del propio Zabaleta años antes: «El señor Otegi dijo en cierta ocasión que “Aralar no nos aguanta ni media tregua”. Ojalá. Ojalá nos encontrásemos en la tesitura de haber fracasado porque otros han abrazado nuestro ideario y lo han llevado adelante»[641]. Otro miembro de la mesa nacional de Batasuna había aventurado en 2002: «Hoy, como ayer con EE [Euskadiko Ezkerra], muchos de entre ellos ya están con nosotros en Batasuna. Mañana serán la práctica totalidad de sus escasos efectivos. Al tiempo»[642].


  El Gobierno socialista neutralizó las contradicciones en el movimiento radical impidiendo el vaciado de la «izquierda abertzale» a través de Aralar. En opinión de algunos analistas de inteligencia, el Gobierno descartó esa opción asumiendo que su interlocutor fundamental sería Batasuna, o sea, el brazo político de ETA, y no los escindidos:


  
    Aunque se rompen las negociaciones de Loyola por las exigencias de ETA y Batasuna, el Gobierno siguió negociando con la «izquierda abertzale». O sea, en lugar de impulsar su aislamiento social y político, esa política antiterrorista que algunos describían como de «palo y zanahoria» buscó engordar a una parte de Batasuna mientras caían los sucesivos líderes de la banda. Ni siquiera veía Rubalcaba oportuno detener a los [líderes] «batasunos» en 2009 cuando las investigaciones policiales eran contundentes y no se podía mirar para otro lado[643]. En esa línea, Ángeles Escrivá ha corroborado que Rubalcaba «reconocería en privado que tuvo dudas sobre la oportunidad de llevar a cabo la operación Bateragune»[644].

  


  Los partidarios de esa política de «palo y zanahoria» aducen que de ese modo se logró que ETA concediera a Batasuna el rol de vanguardia dentro del movimiento y el cese de su campaña terrorista en octubre de 2011 que, si bien fue decretado por un reducido grupo de dirigentes, sería aceptado por la mayoría de la militancia. Esta racionalización reivindica el resultado final como demostración de la eficacia de una política antiterrorista cuyos elevados costes, sin embargo, tiende a ignorar. Ignora además que la política antiterrorista previa a la negociación estaba consiguiendo el «desmoronamiento» del brazo político de ETA[645], como concluían los análisis del servicio de inteligencia sobre «los problemas internos y externos que actualmente asfixian a HB»:


  
    Se ha puesto de manifiesto la división interna que existe entre los partidarios y los contrarios a la persistencia de la violencia terrorista de ETA. A la actividad crítica protagonizada fundamentalmente por la corriente ARALAR, se sigue sumando un número creciente de militantes y cargos abertzales, algunos de los cuales cuestionan abiertamente la propia existencia de ETA.


    La falta de sintonía que existe en el seno de la «Izquierda Abertzale», entre la estrategia oficial y el sentir generalizado de sus bases, se ha exteriorizado con una virulencia sin precedentes en la reciente Asamblea Nacional que EH celebró para valorar los resultados electorales. En ella fueron mayoritarias las voces críticas a la actividad terrorista de ETA, la falta de autonomía política de EH y la incapacidad de los actuales dirigentes políticos de esta coalición para liderar un proyecto soberanista. En este sentido, cabe destacar el escaso respaldo que en dicha asamblea suscitó la encendida defensa de ETA que, ante las constantes intervenciones en las que se criticaba a la organización terrorista, realizó […].


    Esta conflictiva coyuntura se ha reproducido en las diversas asambleas locales de EH que se celebraron el pasado jueves en la CAV, en las que los responsables locales debieron hacer frente, no sin dificultades en muchos casos, a las numerosas críticas que plantearon los militantes ante el fracaso electoral de la «Izquierda Aberzale»[646].

  


  Los análisis de inteligencia describían la situación de Batasuna como «precaria», con una militancia «desorientada», «sin vislumbrar margen de maniobra política» debido a «su subordinación a las directrices de ETA»[647]. Otro informe del servicio de inteligencia mostraba la preocupante situación de un movimiento terrorista con el potencial de implosionar si se mantenía una política antiterrorista causante de tan importante crisis interna y una constante pérdida de apoyo electoral:


  
    La Asamblea se caracterizó por un gran número de intervenciones individuales, que superaron la treintena. El común denominador de la mayoría de ellas fue la severa crítica que dedicaron a la Mesa Nacional (MN), a la que consideraron responsable del fracaso electoral, poniendo especial acento en la figura de su portavoz, Arnaldo Otegui. La vigencia de la «lucha armada» fue uno de los puntos que más debate generó, aunque finalmente no se llegó a ningún acuerdo, ni en este punto ni en el resto de los temas abordados.


    […]


    OLARRA mostró gran dureza en su respuesta, afirmando que «ni nos hemos olvidado de ETA, ni nos vamos a olvidar de ella y que realmente es ETA quien nos dirige». Se mostró desafiante, refiriéndose a ETA como «el alma del MLNV» y diciendo que «no desaparecerá hasta que llegue el día de la victoria». Los asistentes respondieron a esta intervención con un aplauso discreto, mucho menos efusivo que el dedicado a las intervenciones críticas, lo que demuestra que la mayoría del auditorio no compartió las apreciaciones de OLARRA[648].

  


  Los análisis de inteligencia confirman también que las medidas contra las organizaciones del entramado terrorista adoptadas durante la presidencia de Aznar incidieron «profundamente sobre sus economías, reduciendo en gran medida su capacidad de actuación», de ahí que a finales de 2003 su «situación económica» pudiera considerarse «crítica»:


  
    Las sucesivas actuaciones judiciales han provocado que todas se enfrenten, en mayor o menor medida, a una disminución de sus recursos y a una gestión que, por hacerse de forma encubierta, resulta enormemente complicada. Además de las dificultades económicas propias de cada organización para llevar adelante sus proyectos, la Izquierda Abertzale (IA) en su conjunto se encuentra con la imposibilidad de desarrollar adecuadamente las iniciativas globales que tradicionalmente asumía Batasuna y financiaba mediante las subvenciones públicas, su principal fuente de ingresos[649].

  


  Como consecuencia de todo ello, «el pesimismo y la desorientación» eran «crecientes» entre «los dirigentes y militantes de la IA», de tal forma que en 2003 el CNI aseguraba: «Cada vez son más numerosos los sectores críticos que contemplan la condena de la violencia como el único camino para evitar su marginación definitiva. Pese al tradicional voluntarismo del MLNV, la actual situación hace inviables las iniciativas que están intentando poner en marcha en los ámbitos político y social»[650]. Sin embargo, la política antiterrorista aplicada por Zapatero salvó al frente político de ETA de esa temida «marginación definitiva» eximiéndolo además de la condena de la violencia y del «estrangulamiento financiero» que había sufrido.


  Negociar con ETA: un grave error táctico y estratégico


  «Por tanto se puede concluir que aquella tregua (la de 2006) fue un fracaso táctico, pero un acierto estratégico que, a día de hoy, ha hecho que ETA haya entrado en su etapa terminal»[651]. Las evidencias cuestionan esta interpretación reproducida por algunos periodistas y políticos interesados en defender una negociación que, paradójicamente, llegaron a negar: «Sin esos diálogos no hubieran estallado las contradicciones entre Batasuna y ETA, no se hubieran enfrentado ambas y, por tanto, no hubiera habido final del terrorismo en octubre de 2011, tal y como se produjo»[652]. Como señaló Santiago González, se trata de una «falacia post hoc ergo propter hoc (después de algo, por tanto, a consecuencia de ese algo)», o sea, un «abuso de la relación causa efecto»[653]. El hecho de que la negociación se produjera antes de la declaración de cese del terrorismo, no es prueba suficiente de que esto último fuera consecuencia del primero. En primer lugar, resulta revelador que los defensores de esta tesis sustituyan el término «negociación» por otro con menores connotaciones negativas como el de «diálogo». Es sin duda impreciso para describir con rigor un proceso de negociación de la magnitud descrita en estas páginas, calificado de «nefasto» por un mando de la lucha contra el terrorismo[654]. La negociación «legitimó a ETA a nivel internacional» y «solo consiguió retrasar el fin de ETA»[655]. Además, ETA aprovechó la negociación para «recomponer sus estructuras y mantenerlas operativas», así como para «revisar sus procedimientos de actuación en la comisión de atentados» que aumentaran su eficacia asegurando la materialización de atentados que, por desgracia, llegarían a perpetrarse[656].


  En contra de esta evidencia policial, quienes erróneamente valoran la negociación como positiva, incurren en otras serias contradicciones. Llegan a afirmar que «la implicación política con el terrorismo provocó en su momento la ilegalización de Batasuna, lo que ponía en peligro su futuro como movimiento político, y más aún cuando le salió un competidor directo, Aralar, con planteamientos similares, pero contrario a la violencia»[657]. Efectivamente, y como se ha analizado en páginas anteriores, la «estrategia político-militar» de ETA y Batasuna se sostenía sobre un complicado equilibrio. Fruto de las contradicciones de la misma surgió una escisión minoritaria como Aralar que, sin embargo, no prosperó por los motivos detallados antes: fundamentalmente una política antiterrorista basada en la negociación con ETA y Batasuna que propició una rehabilitación política y social de esta, impidiendo por tanto que otra formación ocupara el espacio de esa circunscripción nacionalista radical. Es reveladora la relevancia que estos autores y algunos políticos conceden al carácter disuasorio de la ilegalización de Batasuna para valorar como eficaz el «diálogo» con ETA que, consideran, al romperse «forzó a la izquierda abertzale a avanzar hacia el final en solitario y exigiendo a ETA que terminara»[658]. En su opinión, la ruptura del diálogo «catalizó el enfrentamiento entre la izquierda abertzale y la banda armada, presionando a Batasuna para que eligiera entre romper o convencer a ETA»[659]. Sin embargo, en ese relato explicativo del final de ETA se omiten y tergiversan varios factores decisivos, siendo necesario cuestionar algunos otros que llevan a esa errónea aseveración.


  En primer lugar, de forma absolutamente contradictoria reconocen la eficacia de una ilegalización que, sin embargo, la negociación con ETA invalidó al permitir la actividad de un partido ilegalizado como si no lo fuera. Ignoran que el Gobierno incumplió una medida tan eficaz como la ilegalización al permitir gran cantidad de actividades de la «izquierda abertzale» que por ley habían quedado prohibidas, además de la concurrencia electoral de sucesiones de Batasuna, como esta le exigió en la negociación. De ese modo logró consolidar «una estructura organizativa básica», como se había propuesto para dar «una apariencia de funcionamiento normalizado a pesar de su precariedad material y la desmovilización de sus militantes»[660].


  La ilegalización quedó definitivamente neutralizada con la legalización de Bildu en 2011 en contra del Tribunal Supremo que consideró a esta formación un «testaferro» de ETA. O sea, la vuelta a la legalidad negociada entre el Gobierno y ETA impidió el desenlace que precisamente dichos autores anticipaban provocaría la ilegalización: la supervivencia de Batasuna «como movimiento político». La negociación desbloqueó el «bloqueo político, social e institucional» que el Estado había logrado ya en 2002, como mostraba un análisis reservado de la Comisaría General de Información[661]. La negociación con ETA y la vuelta a la legalidad de su brazo político revertieron los logros de la política antiterrorista aplicada por Aznar, responsable, como constataban los expertos policiales, de «cuatro efectos demoledores» para «el MLNV»: «el aniquilamiento organizativo de la IZQUIERDA ABERTZALE», «la incapacidad para regenerar sus cuadros directivos», la «socialización del miedo», «concretada en la desviación de la militancia hacia opciones “abertzales” menos comprometidas», y «el aislamiento social de la lucha armada»[662].


  En segundo lugar, debe matizarse esa supuesta «exigencia» de Batasuna a ETA de la que se habría derivado una «ruptura» en el caso de no ser atendida. Como ya había ocurrido tras otras treguas, el final de la decretada en 2006 evidenció divergencias sobre la utilización del terrorismo por los costes que para el brazo político implicaba. No obstante, en absoluto fue la finalización de la tregua una decisión desafiada. Otegi siguió «al milímetro las instrucciones de la banda»[663], como hizo en 2002 al solicitar otra «tregua táctica» a ETA a la vez que reconocía «expresamente» el «papel de vanguardia» que ETA ostentaba[664]. Como señaló el CNI, el final del alto el fuego decretado en 1998 supuso un «jarro de agua fría para el conjunto de la Izquierda Abertzale (IA) y para una parte importante de la militancia etarra» que provocó «duras críticas hacia los responsables de la organización terrorista»[665]. Un documento elaborado por dos destacados dirigentes criticó a ETA por la reanudación de la violencia y el mantenimiento de una «estrategia político-militar» que constituía un «suicidio político»[666]. A pesar de «la dureza» del documento y del «peso específico de sus redactores», su sumisión a los dictados de ETA confirmaba «que ETA es la única que dirige, no solo la estrategia “militar” sino también la política, del MLNV»[667]. El análisis del Centro de Inteligencia tras el asesinato de Fernando Buesa y su escolta Jorge Díez es revelador: «Sin embargo, aunque puntualmente esta actuación propicie la aparición de sectores “posibilistas” entre los máximos dirigentes de HB que estuvieran poniendo en duda la dirección efectiva de ETA o, al menos, la eficacia del empleo de la violencia en la consecución de sus objetivos estratégicos, la realidad es que EH-HB se ha plegado de nuevo a las directrices de ETA»[668].


  Las «diferencias internas» sobre la dirección estratégica estaban «presentes ya antes del inicio de las conversaciones de 2006 con el Gobierno»[669], sin que ello impidiera el sometimiento a las instrucciones de ETA, esto es, «la vanguardia» dentro del movimiento terrorista. Tras la ruptura, una vez más se aprecian disensiones sobre la dirección que debía seguir el entramado en la búsqueda del equilibrio adecuado en su «estrategia político-militar». Al documento Udazkena de Batasuna concluido a principios de 2007 y anteriormente citado se sumó el elaborado en junio de ese año por el sindicato LAB (Langile Abertzaleen Batzordeak, Asambleas de Obreros Patriotas). En él se valoraban «los efectos políticos» de la violencia etarra, pero también las «consecuencias negativas» para la «izquierda abertzale», las cuales habían «ido en aumento»: «Y esto ha sido así, no solo por el nivel de represión y las repercusiones personales, políticas y organizativas que de ahí se han derivado, sino también por el estrechamiento de las posibilidades de desarrollar iniciativas políticas creíbles y de tejer alianzas políticas, sociales y sindicales en torno a la defensa de la autodeterminación»[670].


  Admitía el sindicato liderado entonces por Díez Usabiaga, encarcelado en 2009 por intentar, siguiendo las órdenes de ETA, reconstruir la ilegalizada Batasuna, las limitaciones de la «estrategia político-militar». Aunque el «actual entramado institucional autonómico» era cuestionado por una amplia mayoría, «la izquierda abertzale» carecía de la fuerza suficiente para transformar esa «opinión favorable a la autodeterminación, la soberanía y la unidad territorial» en un amplio «movimiento organizado». Exigía esa tarea «trabajar a fondo una política de alianzas (política, sindical) con otras fuerzas y grupos, así como tender lazos y puentes con todo un amplio abanico de sectores sociales y colectivos, sin los cuales difícilmente podremos pasar a una nueva situación política de afirmación, reivindicación y movilización». En consecuencia, asumía:


  
    Sin modificar la actual correlación de fuerzas existente, es más que improbable que cualquier proceso de negociación que tome cuerpo y arranque pueda llegar a buen puerto. El Estado no cederá algo que para él es esencial —reconocimiento de la unidad territorial de Euskal Herria y de la soberanía de este pueblo—, mientras no haya sobre la mesa un nivel de exigencia y movilización bastante superior al hoy existente. Si no lo hizo en la Transición, momento en el cual su propia crisis y el nivel de contestación fue superior al actual, difícilmente lo va a hacer ahora. Por ello, sin modificar esta situación, cualquier proceso de negociación que surja tiene serios problemas de convertirse en un «proceso-farsa», tal como lo hemos comprobado.

  


  Abogaba por tanto por impulsar «iniciativas políticas que, corrigiendo anteriores errores, trasciendan al ámbito de la izquierda abertzale estricta». Sin embargo, consideraba que dicho impulso «vendría en gran parte obstaculizado por la apertura de todos los frentes de lucha a los que ha hecho referencia el último comunicado de ETA». Ante esa coyuntura, planteaba:


  
    Por el contrario, la declaración de una tregua unilateral, incondicionada y sin contraprestación alguna durante un periodo de tiempo importante —varios años—, podría servir para trabajar a fondo todos estos espacios e iniciativas con el objetivo de modificar a nuestro favor la desfavorable correlación de fuerzas existentes en estos momentos en el panorama político y social. Creemos que merece la pena pensar en los pros y contras de esta propuesta.

  


  Estas reflexiones aparecían reflejadas en la ponencia que ETA aprobó en 2008 tras iniciar un año antes una Asamblea interna que no se había celebrado desde el periodo 2002-2003. En dicha ponencia, a pesar de los interrogantes suscitados por algunas enmiendas de los militantes, se volvía a «subrayar la necesidad de desarrollar la iniciativa armada en adecuado equilibrio con la vía política»[671]. Sin renunciar al terrorismo, establecía que «para que la lucha armada sea efectiva en sus objetivos, debe conseguir golpear con persistencia»[672]. Proponía con ese fin profundizar en una «reforma» y «renovación» que permitiera crear «una Organización eficaz y ágil, dejando a un lado los errores repetidos durante años»[673]. Un año después, en noviembre de 2009, ETA ratificó esa línea a través de la denominada «Ponencia Mugarri», en la que se afirmaba que «en la fase política en la que nos encontramos es también fundamental el papel que juega la lucha armada», definiéndola como «uno de los principales activos de la estrategia de la izquierda abertzale»[674]. Las «conclusiones negativas y positivas» de «la situación política» resultaban contradictorias. Por un lado, se reconocía «la debilidad de la izquierda abertzale: en la organización y también política y socialmente», así como «el debilitamiento y desfiguración de los medios y herramientas que tenemos para la estrategia nacional y para reforzar a Euskal Herria como nación». Sin embargo, valoraba «la estrategia político-militar como activo», subrayando con escaso realismo «las posibilidades de encauzar en la vía de la victoria las condiciones creadas por la estrategia de 30 años».


  Un mes antes, desde Batasuna se presentó otra ponencia en la que se apreciaban analogías y diferencias con el documento redactado por ETA. En ella tampoco se reclamaba la desaparición de ETA ni del terrorismo. Solo señalaba que «los ejes fundamentales de la acción de la Izquierda Abertzale serán la lucha de masas y la lucha institucional, complementándose entre sí»[675]. Se planteaba una negociación con dos carriles, siguiendo el modelo de Anoeta de 2004: «Aquel que deben recorrer los agentes de Euskal Herria (donde se alcanzarán los acuerdos políticos) y el de negociación entre ETA y los estados»[676]. Proponía «avanzar en la reestructuración de la Izquierda Abertzale y crear el punto de encuentro entre independentistas»[677], «articular un proceso democrático que se base en la acumulación de fuerzas, activación de fuerzas, un cambio en la correlación de fuerzas, la negociación y el acuerdo político»[678]. Todo ello requería «adecuar las herramientas políticas y organizativas»[679].


  Algunos autores consideran que, aunque la ponencia «no recogía mención alguna a la estrategia político-militar», «era fácilmente deducible que en la línea que proponía no cabían las armas»[680]. Se proponía la necesidad de desarrollar un «proceso democrático» «sin ningún tipo de violencia o injerencia externa»[681], algo que, no obstante, también se planteaba en la ponencia redactada por ETA. La terminología terrorista recurría a inversiones semánticas para ignorar que la pervivencia de una organización terrorista era incompatible con un «proceso democrático» en el que además se equiparaba la violencia legítima del Estado con la ilegal de la banda. Asimismo, el documento de Batasuna simplemente señalaba que «la lucha de masas y la institucional» debían ser «los ejes fundamentales» de la «izquierda abertzale», pero no los únicos o exclusivos. La existencia de dos documentos evidenciaba ciertas divergencias de enfoque, pero la «izquierda abertzale» seguía sin condenar la violencia ni exigirle a ETA ni su cese, ni su desaparición. Revelaba un pulso por la dirección de la estrategia terrorista en el que, no obstante, el frente político no estaba dispuesto a arriesgar la unidad del movimiento exigiendo la desaparición de ETA[682]. Ello a pesar de que en otro documento intervenido en una operación policial en la sede del sindicato LAB se aseguraba que «el mantenimiento de la estrategia pm [político-militar], con sus limitaciones y sus consecuencias colaterales en el espacio abertzale por el cambio, profundiza el debilitamiento del pulso con el Estado»[683]. El documento abogaba por «superar una fase de confrontación política que nos mantiene en el bloqueo e incrementa el desgaste de la estrategia del MLNV, llevando la izquierda abertzale la iniciativa política para un pulso en clave política»[684].


  Por tanto, tanto Batasuna como ETA contemplaban un proceso de negociación, si bien diferían en el papel de la violencia en el mismo. La vía propugnada por dirigentes como Otegi y Usabiaga pretendía una «desactivación progresiva» del terrorismo a medida que se iba constituyendo una «alianza soberanista-independentista» mediante su ansiada «acumulación de fuerzas» con otras formaciones nacionalistas. En cambio, ETA entendía que dicha desactivación de la violencia debía producirse como parte del proceso de negociación y en función de los resultados que en ella se fueran produciendo. La propia ETA había autorizado los contactos entre Batasuna y Eusko Alkartasuna con el fin de crear un «Bloque Soberanista», e incluso propuso interrupciones parciales de su campaña terrorista que facilitaran dicha alianza. A pesar de esas diferencias, Batasuna seguía aceptando la sumisión a ETA, que llegó a afirmar en un documento interno: «Los diseños profundos y concretos del Proceso Democrático los concreta ETA, y ETA con la responsabilidad de la Izquierda Abertzale, todo lo demás pueden ser diseños de los Procesos Democráticos sin ETA, no los de ETA»[685].


  Las investigaciones policiales y las consiguientes detenciones iban a ser determinantes en ese proceso en el que se encontraba inmerso el entramado terrorista. Mientras desde el Gobierno se filtraba a través de ciertos informantes que el enfrentamiento entre los «políticos» y los «militares» exigía reforzar a los primeros y cierta tolerancia hacia estos, las fuerzas de seguridad insistían en la necesidad de detenerlos ante las pruebas que acreditaban su sumisión a los segundos, por mucho que expresaran internamente diferencias respecto al uso coyuntural del terrorismo[686]. Por un lado, en octubre de 2009, junto con otros tres dirigentes, fueron detenidos Arnaldo Otegi, Díez Usabiaga y Rufino Etxeberria acusados de reconstruir la ilegalizada Batasuna a través del denominado proceso «Bateragune». Se decretó prisión para todos ellos salvo Etxeberria. En unos meses, el juez Baltasar Garzón le permitió a Usabiaga salir de la cárcel con el pretexto de cuidar a su madre, aunque esta tenía otras hijas que podían hacerse cargo de ella. No ingresaría de nuevo en prisión hasta septiembre de 2011 cuando se dictó sentencia. El episodio volvía a evidenciar la «tolerancia» que el Gobierno deseaba para un sector del entramado terrorista con el que seguía manteniendo la interlocución sobre la llamada «hoja de ruta» diseñada en la primera legislatura y en la que se incluía la legalización del brazo político de ETA.


  Al mismo tiempo, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad continuaron descabezando a la cúpula de ETA en la que se habían producido expulsiones mutuas que reflejaban las tensiones internas existentes también en este frente. En mayo de 2008 fue detenido en Francia Francisco Javier López Peña, junto a Igor Suberbiola, Jon Salaberria y Ainhoa Ozaeta, que conformaban el denominado «Aparato Político de ETA-Militar». López Peña había sustituido a Mikel Antza y María Soledad Iparraguirre tras su detención en 2004, y sería reemplazado por Mikel Garikoitz Aspiazu Rubina y Mikel Carrera Sarobe, responsables del denominado «Aparato Militar». Entre finales de 2007 y comienzos de 2008, López Peña y Aspiazu se habían enfrentado porque el primero de ellos, que controlaba los zulos y el dinero de la organización terrorista, impuso limitaciones al «aparato militar». Aspiazu había criticado la reducción de las dotaciones económicas e incluso intentó facilitar las detenciones de sus antiguos compañeros[687]. En noviembre de 2008 fue detenido Aspiazu, en diciembre su sustituto Aitzol Iriondo Yarza, en mayo de 2009 el de aquel, Jurdan Martitegui Lizaso, y en octubre el de este, Aitor Elizarán Aguilar. La rápida sucesión de descabezamientos continuó con la detención en febrero de 2010 de Ibon Gogeascoechea Arronategui y en mayo de Mikel Carrera Sarobe.


  La «izquierda abertzale» intentó rentabilizar esa situación de debilidad. Lo hizo expresando discrepancias con la dirección etarra, pero sin llegar a enfrentarse abiertamente a ella, aunque haciéndole llegar al Gobierno a través de diversos canales una promesa de ruptura que nunca se producía pese a la continuidad de la violencia. Desde el diario Gara se asumía que «tener conocimiento de los términos del debate parece haber trastocado la estrategia de Rubalcaba y compañía, basada en que “la izquierda abertzale está en lo de siempre, sigue supeditada a ETA”»[688]. Otro analista interpretaba que «el Gobierno cree que si Otegi […] da el paso de condenar los atentados de ETA, la banda quedará reducida a un grupo minúsculo» y que, por tanto, «para convencer a los duros» Otegi «tendría que poner sobre la mesa concesiones políticas»[689]. Sin embargo, la «izquierda abertzale» demostró que seguía supeditada a ETA durante la campaña terrorista, en la que fueron asesinadas doce personas, desde la ruptura de la tregua de 2006 hasta febrero de 2010. En ese periodo ETA intentó además atentar en la capital de España contra las Torres KIO y poner en funcionamiento una base logística en Portugal que fue descubierta por la policía, e impidió una reactivación de la campaña terrorista. En ningún momento hubo ruptura dentro del movimiento terrorista, simplemente discrepancias como las reseñadas sobre la dirección de la estrategia. Así se reflejaba en otro documento presentado por Batasuna en febrero de 2010 en el que se afirmaba:


  
    La conclusión del debate se ha decantado por situar todas las formas de actuación al servicio del reto que entraña la nueva fase política; para favorecer la acumulación de fuerzas que exige el nuevo ciclo. Por tanto, con el objetivo de la acumulación de fuerzas como horizonte, la lucha de masas, la lucha institucional y la lucha ideológica, la modificación de la correlación de fuerzas y la búsqueda del apoyo internacional serán los únicos instrumentos del proceso democrático[690].

  


  En documentos previos Batasuna se refería a estos instrumentos como «fundamentales» cuando ahora los definía como «los únicos». Esa distinción, junto al compromiso de utilizar «vías exclusivamente políticas y democráticas»[691], fue interpretado por algunos observadores como la demostración definitiva de la ruptura de Batasuna con ETA. Dicha interpretación ignoraba que en mayo de 1999 los grupos parlamentarios del PNV, EA y EH (sucesora de Batasuna) —esta última con el terrorista Josu Ternera a la cabeza— firmaron un pacto de legislatura en el que los representantes políticos de ETA «reiteraron» su «apuesta inequívoca por las vías exclusivamente políticas y democráticas para la solución del conflicto de naturaleza política existente en Euskal Herria». El compromiso de 1999 abogaba también «por la desaparición plena de todas las acciones y manifestaciones de violencia», suscitando por parte del entonces lehendakari Juan José Ibarretxe una desmesurada valoración: «Este es el día que llevábamos tanto tiempo esperando»[692]. En 2010 una Batasuna ilegalizada veía su supervivencia amenazada por la continuidad del terrorismo, y tenía una «prisa» considerable por participar en las elecciones municipales y forales que se celebrarían en 2011 para «conjurar el peligro de la marginación»[693]. Lo consiguió a través de la nueva coalición Bildu, legalizada por el Tribunal Constitucional en contra del criterio del Tribunal Supremo. Como se verá en un próximo epígrafe, fue esta una decisión alentada políticamente con el fin de cumplir una de las exigencias planteadas por Batasuna al Gobierno para el cese de la violencia, que finalmente llegó en octubre de 2011. Unos meses antes, en junio, ETA le había comunicado a Batasuna que le resultaba imposible ejercer «la función de vanguardia política y militar en las condiciones creadas por la acción policial del Estado». Concluía además que «no obstaculizaría el proyecto político-institucional de Batasuna, dejándole autonomía para ello, pero sin que supusiera cuestionamiento ni de la estrategia político-militar ni del accionar armado»[694].


  Batasuna: internacionalización y calculada escenificación del distanciamiento de ETA


  
    Las Fuerzas de Seguridad han constatado que algo se mueve en la izquierda abertzale pero desconfían de la sinceridad de esos movimientos. Y, en cualquier caso, sostienen que cualquier estrategia tiene su origen en la crisis brutal en la que está inmersa ETA en su conjunto y que su objetivo es esquivar las consecuencias de una derrota que el Gobierno considera prácticamente irreversible[695].

  


  Así valoraba Ángeles Escrivá el escenario en agosto de 2010 cuando los dirigentes radicales, «conscientes de haber sido derrotados», recurrieron una vez más a la propaganda para intentar sacar rédito a esa situación de «ahogo»[696]. Destacadas figuras de la «izquierda abertzale» trasladaron a políticos de diverso signo, periodistas y personalidades internacionales su intención de «romper» con ETA. La perpetuación de ETA, cuya desaparición decían desear, se convirtió en un rentable instrumento con el que extraer beneficios a cambio de la mera promesa de desaparición. Lograron de ese modo que su «funambulismo político y declarativo» y su «calculada escenificación de su distanciamiento de ETA»[697] fueran recompensados. Por un lado, recibieron una significativa rehabilitación política y social en respuesta a la constante generación de expectativas sobre la finalización del terrorismo y su rol en el mismo, asegurando que el fortalecimiento de Batasuna era la garantía para lograrlo. Esta rehabilitación fue tanto causa como consecuencia de la legalización de la nueva coalición, Bildu, que sustituiría a la ilegalizada Batasuna y cuyos resultados electorales fueron altamente satisfactorios para los radicales precisamente como resultado de ese proceso.


  «¿Votar a la izquierda abertzale supone acelerar el final de ETA?», llegó a preguntarle un periodista del principal diario vasco al dirigente Rufino Etxeberria, facilitándole la reproducción de una manida retórica: «Votar a la izquierda abertzale ayuda a que este país camine hacia la paz y la normalización definitiva, y supone una inversión para una nueva Euskal Herria y para una nueva sociedad. Que este país viva sin la sombra de ninguna violencia»[698]. Como escribió Reyes Mate, «la izquierda abertzale no cesa de mandar mensajes dando a entender que tiene la llave para el final de ETA y que ese final implica poner el contador a cero»[699]. La rehabilitación social y política implícita en los triunfos electorales que les permitieron gobernar numerosos ayuntamientos, revelaba un considerable éxito en ese objetivo, como sugería Juan Carlos Izagirre, elegido alcalde de San Sebastián en 2011: «La mejor prueba de que la sociedad vasca no necesita más pruebas de su sinceridad es precisamente el éxito electoral que ha cosechado Bildu en las últimas elecciones»[700].


  Desde 2010 ETA y Batasuna reprodujeron una propaganda eficaz en algunos sectores al presentarlos como actores dispuestos a realizar gestos para finalizar la violencia. Se utilizó esta propaganda para aducir que el Gobierno debía «hacer algo desde la política» para «fomentar la paz»[701]. Dirigentes de la «izquierda abertzale» se reunieron con responsables de medios de comunicación para asegurarles que «la estrategia político-militar se ha acabado» y su «convencimiento» de que «pronto» ETA declararía «un alto el fuego permanente y verificable»[702]. También se evidenció la complicidad de Aralar y EA con la estrategia de Batasuna en una iniciativa común conocida como «Acuerdo de Gernika». Bajo la apariencia de un gesto de distanciamiento de ETA, al reclamar en el primer punto de dicho acuerdo «la declaración de ETA de un alto el fuego permanente, unilateral y verificable por la comunidad internacional como expresión de voluntad para un definitivo abandono de su actividad armada»[703], estos partidos condicionaban dicha respuesta por parte de los terroristas a la satisfacción de una serie de exigencias que el Gobierno debería cumplir. En consecuencia, el gesto etarra debía ir acompañado del cumplimiento de numerosas demandas por parte de las autoridades, entre ellas, la derogación de la Ley de Partidos, «el cese de la política penitenciaria», la «dispersión», «las detenciones» y «torturas»[704].


  Esta nueva alianza beneficiaba los intereses de Batasuna al favorecer la recomposición de un frente nacionalista que disminuía su marginalidad y debilidad[705]. Lo hacía reproduciendo un esquema aplaudido en numerosos medios porque pedía el cese de ETA, aunque equiparando su terrorismo con la violencia legítima del Estado, esto es, reafirmando el discurso del nacionalismo radical. De ahí la valoración positiva que del Acuerdo hacía ETA en su Zutabe 113. La constitución de esta alianza representaba además la materialización de las exigencias que ETA venía expresando en su documentación interna en los últimos dos años, al exigir a Batasuna una «alianza independentista» que le permitiera articular su noción de «proceso democrático», entendiéndose por este la satisfacción de los requisitos planteados por ETA para la consideración de una hipotética tregua[706]. Uno de los elementos que facilitó el consenso entre los integrantes de esa «alianza independentista» fue la reivindicación de «internacionalización del conflicto» mediante la injerencia externa de actores internacionales. La propia ETA había solicitado la implicación de la comunidad internacional en septiembre de 2010 «para que tome parte en la articulación de una solución duradera, justa y democrática a este secular conflicto político»[707]. En otro comunicado valoraba esa «aportación internacional» como necesaria para «dar impulso ininterrumpido, proteger y, en alguna medida, blindar el proceso»[708]. Ese impulso se materializó en la conferencia de Aiete celebrada en San Sebastián el 17 de octubre de 2011, días antes de que la banda decretara su «cese de las actividades armadas».


  Con la presencia de personalidades internacionales como Kofi Annan, exsecretario general de Naciones Unidas, se respaldó la interpretación del conflicto reproducida por el nacionalismo radical y la difusión de responsabilidades con apelaciones a los gobiernos español y francés para mantener conversaciones que solucionaran «la última confrontación armada en Europa»[709]. «Los expertos dejan en mal lugar a quienes siempre se han negado a las contrapartidas políticas para llegar a un escenario de paz»[710], destacaba El País. El principal periódico vasco tituló en su portada días antes: «Impulsores de la conferencia dicen que la paz exige que todos crean que ganan»[711]. El presidente del PP vasco, Antonio Basagoiti, acusó a Anan de «poner por escrito y con boato las tradicionales reclamaciones de Batasuna»[712]. El Gobierno socialista permitió este mediático acto de propaganda[713], evidenciando una vez más un tipo de política antiterrorista que favorecía la rehabilitación política y social de Batasuna y, por tanto, el blanqueamiento de su historia de apoyo al terrorismo. Este gesto gubernamental coincidía con la disminución de «la intensidad de la represión» que la propia ETA reconoció[714].


  La legitimación e internacionalización del relato terrorista que dicha conferencia supuso fueron subestimadas por quienes la justificaron alegando que aportó la «escenificación» necesaria para que ETA eludiera una sensación de derrota que le permitió anunciar, días después, el «cese definitivo de su actividad armada». Esta racionalización volvía a poner de manifiesto cómo los resultados en el corto plazo marcaron la política antiterrorista del Gobierno socialista. Sus decisiones revelan su interés por el efectismo inmediato —consecución de un comunicado etarra de «cese definitivo»—, minimizando las consecuencias en el medio y largo plazo que del mismo se derivaban, esto es, una legitimación de la narrativa que durante décadas ETA y su entorno reprodujeron. Este efecto fue rentabilizado por la «izquierda abertzale» al reforzar su protagonismo en la escena política, generando por tanto una dinámica que neutralizó una parte importante del discurso gubernamental que insistía en una derrota de ETA que resultaba menos visible y, por tanto, menos plausible. Permitió además atribuir el éxito en las urnas del nacionalismo radical a dicha conferencia que «premió» a quienes se implicaron en ella[715]. En palabras de Rafael Aguirre, el «montaje» de Aiete «no fue una simple percha para que pudieran colgar las armas», pues se le concedió a ETA «la máxima resonancia —internacional y de consumo interno— a sus planteamientos ideológicos». Esta «colosal operación propagandística» no era «explicable sin la connivencia, al menos, del Gobierno español, que anhelaba apuntarse el tanto del fin de ETA». Por ello, concluía que «no se acabó con ETA, se acabó con su violencia, pero pagando un precio político al nacionalismo vasco más radical», que también se tradujo en un notable incremento del apoyo electoral y de su respetabilidad[716]. Aiete sirvió «simultáneamente para ofrecer una salida airosa a ETA y para reactualizar los contenidos del programa del nacionalismo radical, acompañando el desistimiento de ETA con reivindicaciones políticas de distinto orden»[717]. Aportó, por tanto, un «impulso a la agenda política del movimiento radical»[718].


  Aiete culminaba la internacionalización deseada por ETA e impulsada por movimientos sociales como Lokarri, surgido en 2006 de la refundación de Elkarri, y promotor de lo que pomposamente se denominó como «Conferencia Internacional de Paz». Su coordinador, Paul Ríos, explicaba el objetivo de Lokarri: «Queremos construir un proceso de paz y normalización entre todos, sin vencedores ni vencidos»[719]. Su propósito era continuar con la herencia de Elkarri, organización creada en 1992 que ejerció una intensa labor de lobby promoviendo una interpretación nacionalista del fenómeno terrorista y de su final. Su coordinador fue Jonan Fernández, nombrado en 2013 secretario de Paz y Convivencia del Gobierno vasco, y entre 1987 y 1991, concejal de Herri Batasuna. Los análisis del servicio de inteligencia describían así las motivaciones e intereses de Elkarri: «Ha decidido incrementar sus actividades a nivel internacional para conseguir articular un grupo de presión que obligue al Ejecutivo español a afrontar un proceso de negociación con la organización terrorista»[720]. El informe de inteligencia valoraba que aunque Elkarri aparentaba «mantenerse al margen de las consideraciones de los partidos», perseguía «una nueva configuración jurídico-política de los Estados» que presentaba como una «oportunidad para transformar y superar un conflicto político y violento de baja intensidad en torno a la soberanía de un territorio»[721]. De ahí su insistencia en reproducir un mensaje «a favor de la negociación con ETA, el Derecho de Autodeterminación para el Pueblo vasco y la integración de Navarra en la CAV [Comunidad Autónoma Vasca]»[722].


  A pesar de «su pretendida posición de mediador o intermediario», aparecía «como defensor de una de las tesis presentes en el problema», igualando «en la legitimidad como interlocutores al Gobierno y a ETA»[723].


  El apoyo político y financiero del nacionalismo institucional a Elkarri y Lokarri garantizó su supervivencia durante décadas, promoviendo la agenda nacionalista amparadas en su imagen de «movimiento social por el diálogo». Elkarri actuaba como «instrumento para realizar la labor de concienciación y sensibilización social»[724] que requería el modelo nacionalista de final del terrorismo. A través de una intensa actividad propagaron una doctrina comprensiva del terrorismo etarra, pese a su declarada oposición al mismo, mediante la tergiversación de su etiología. Su «discurso del medio»[725] imponía la negociación como necesaria para resolver un conflicto político entre dos partes o extremos: el Estado y ETA. Equiparaban el terrorismo etarra a medidas legales contra la banda como la ilegalización de Batasuna. Múltiples fueron los diferentes medios de «camuflar un mensaje para que parezca ingenuo y socialmente correcto» a los que recurrieron con el fin de dar «cobertura formal al nacionalismo»[726]. Su promoción de la negociación entre demócratas y terroristas, encubierta con frecuencia bajo eufemísticas apelaciones al «diálogo sin límites» ni «condiciones» para lograr la paz, descansaban sobre una neutralidad asimétrica. Ese fue el marco en el que promovieron la intervención de supuestos «intermediarios» o «mediadores» como elementos de validación de su estrategia.


  Con anterioridad a Aiete, Lokarri promovió la «Declaración de Bruselas» y el «Grupo Internacional de Contacto» formado por quienes definió como «expertos en procesos de paz y resolución de conflictos internacionales». La Declaración de Bruselas fue presentada en marzo de 2010 por una veintena de firmantes, entre ellos cuatro premios Nobel de la Paz —los sudafricanos Desmond Tutu y Frederik de Klerk y los norirlandeses John Hume y Betty Williams—, la Fundación Mandela, Jonathan Powell —exjefe de gabinete de Tony Blair— y Mary Robinson —expresidenta de Irlanda y excomisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos—. La Declaración suponía un espaldarazo a la injerencia extranjera favorable a los intereses de la «izquierda abertzale». La aparente ecuanimidad y buenas intenciones de los firmantes evidenciaban una peligrosa ausencia de distinción entre el agresor —ETA— y la víctima —la democracia española—, colocando a una organización criminal y a un Estado democrático en el mismo plano de responsabilidad respecto a la finalización del terrorismo. Aunque la Declaración reclamaba a ETA un «alto el fuego permanente verificable», lo hacía reforzando la narrativa del conflicto reproducida por la banda para desfigurar la realidad política. Así sucedía al elogiar las personalidades mencionadas, «el nuevo compromiso de la izquierda vasca proindependentista con medios exclusivamente políticos y democráticos para conseguir sus objetivos»[727]. Apoyaban, por tanto, las tácticas con las que los representantes políticos de ETA venían escenificando una simulada pero inexistente ruptura con el terrorismo. En esa línea, la Declaración transfería al Gobierno español la responsabilidad por el final de la violencia, planteando que «si el Gobierno respondiera de forma apropiada a esta declaración [de alto el fuego de ETA], permitiría el avance de nuevos esfuerzos políticos y democráticos, la resolución de antagonismos y la consecución de una paz duradera».


  El lobby conformado por el Grupo Internacional de Contacto, la Comisión de Seguimiento de la Conferencia de Aiete y la Comisión Internacional de Verificación fue presentado positivamente desde numerosos medios de comunicación y amplios sectores políticos, que se refirieron a ellos como «mediadores», con las implicaciones legitimadores de la narrativa etarra que implicaba. Lograron así trasladar a la opinión pública y a las autoridades las exigencias de la propia ETA, presionando al Gobierno al que constantemente se le tildaba de «inmovilista». Brian Currin, uno de los agentes más activos en esa «internacionalización», manifestó de forma diáfana su coincidencia con la agenda de la izquierda nacionalista radical: «Aunque la organización clandestina renuncie definitivamente a la violencia y deje las armas, puede temerse que el Gobierno español entre en un punto muerto sobre los aspectos políticos del conflicto para proclamar su victoria en la lucha contra el “terrorismo” [sic]. La constitución del GIC [Grupo Internacional de Contacto] está dirigida, en parte, a impedirlo»[728].


  «Los pacificadores son imparciales por definición y no les compete establecer distinciones morales entre el agresor y la víctima, pero su sola presencia en la línea de demarcación ratifica de hecho las conquistas de los agresores e impide que las víctimas recuperen el terreno perdido»[729]. Esta reflexión de Michael Ignatieff sirve para exponer los obstáculos que para la deslegitimación del terrorismo suponía la implicación de los denominados «mediadores» y, por tanto, el modelo de final del terrorismo que su participación impulsaba. Es también reveladora la opinión de uno de ellos, Jonathan Powell, que además de participar en Aiete formó parte de las negociaciones entre ETA y el Gobierno español en las que también intervinieron dirigentes del más sanguinario grupo terrorista norirlandés: «No soy experto en España y no voy a hablar de conflictos de otros porque no los conozco, pero sé que el Sinn Fein ha intentado ayudar al País Vasco y eso es bueno»[730].


  La legalización de Bildu: «Euskal Herria ha ganado la batalla de la ilegalización»


  La Conferencia de Aiete, la legalización de la «izquierda abertzale» y el acercamiento de los presos de ETA a cárceles del País Vasco y Navarra fueron algunos de los compromisos alcanzados por el Gobierno con los dirigentes de Batasuna a través de los «mediadores internacionales» como paso previo al cese de la banda[731]. Como diversas fuentes constatan, el método utilizado fue idéntico en muchos aspectos al que Mayor Oreja rechazó cuando George Mitchell se lo ofreció siendo aquel ministro del Interior del Gobierno de José María Aznar. En la línea de lo señalado por uno de los protagonistas, «como no se podía hacer un acuerdo bilateral», se mantuvieron «vías de contacto tanto con ETA como con el Gobierno de Zapatero» para que «los facilitadores lograran compromisos por un lado con el Gobierno de Zapatero y por otro con ETA»[732]. La legalización a la que ya se había comprometido el Gobierno durante las negociaciones en Suiza y Noruega, se materializó finalmente admitiéndose la legalidad de Bildu en mayo de 2011. De ese modo se le brindó a ETA un motivo para alardear que «Euskal Herria ha ganado la batalla política e ideológica de la ilegalización»[733]. En un contexto de crisis de la «estrategia político-militar» como el que se ha analizado, la legalización de Bildu permitía a Batasuna interpretarla como «el fruto de una acumulación de fuerzas con la que ha vencido al Estado para el que resultaba insostenible la ilegalización»[734].


  El alcance del regreso a la legalidad se aprecia recordando el devastador impacto que la ilegalización tuvo para ETA. La propia banda lo reconoció al valorar el «salto cualitativo» en la estrategia del Estado que había supuesto «dejar a la izquierda abertzale fuera del escenario político»:


  
    Sin base social, sin referente político-institucional, con las opciones de profundizar en la construcción nacional anuladas, el objetivo del Estado consistía en reducir la iniciativa de la izquierda abertzale solo a lucha armada, con la esperanza de que la represión policial la neutralizara. Todo ello provocó un parón en el proceso de liberación: el bloqueo[735].

  


  También Batasuna había admitido las graves implicaciones de la ilegalización:


  
    Si la estrategia político-militar para la liberación nacional, aglutinaba lucha armada, lucha de masas y lucha institucional, dejaron de lado el esquema de respuesta habitual (acabar con la lucha armada e integrar en la legalidad las demás formas de lucha), con la intención de bloquear la lucha de masas y la lucha institucional. De esta manera no abría [sic] estrategia político-militar, no porque se hubiera acabado con la lucha armada, si no [sic] por el hecho de neutralizar el campo político[736].

  


  Por tanto, la «dinámica represiva» en la que se inscribe la ilegalización tenía todo el potencial para lograr el «colapso de la estrategia político-militar», escenario que la dirección etarra consideraba ya en 2003[737]. La ilegalización «hizo saltar las señales de alarma entre los dirigentes abertzales» que temían «la constatación de un fracaso histórico». Como destacó el CNI: «Por una parte, porque constataron que su militancia estaba inmersa en un profundo proceso de desintegración y, por otra, porque se puso de manifiesto que si Batasuna se veía privada tras la ilegalización de las subvenciones oficiales que estaba recibiendo hasta el momento, perdería gran parte de su capacidad para financiar su actividad social y política en el futuro». En ese contexto, «Admitir la pérdida del espacio político y social en la CAV y Navarra supondría aceptar su rechazo social y político y la pérdida del “control de la calle”, tradicional termómetro de la fuerza y capacidad de influencia de la IA»[738].


  Estas consideraciones obligan a cuestionar a quienes interpretan la negociación con ETA y la denominada «política de palo y zanahoria» como un éxito del Estado: esta política antiterrorista evitó un modelo del final del terrorismo que ya en 2003 vislumbraba el «colapso de la estrategia político-militar» y su «bloqueo», pues podía acabar con «la lucha armada» sin «integrar en la legalidad» al frente político. Claramente, el Gobierno renuncia a ese modelo en el periodo 2004-2007, pero también entre 2008 y 2011, cuando la política de negociación que caracterizó la primera legislatura de Zapatero solo asume limitadas rectificaciones. En dicho periodo únicamente se reactivó una acción policial y judicial interrumpida durante la negociación previa, pero sin complementarla con el debilitamiento del frente político del entramado terrorista, sino con su fortalecimiento. Se eludía de ese modo la materialización del escenario temido por el movimiento terrorista, que se deshizo del instrumento «militar» que tantos costes le reportaba a cambio del refuerzo del frente político que el propio Estado le facilitó.


  La «crisis» de la «izquierda abertzale» que ETA admitía entre 2002 y 2003, con una «situación de disgregación y desmoralización»[739], no fue resultado de una negociación con el Estado, sino de una política antiterrorista que el Gobierno socialista abandonó. Como reconoció Batasuna, «en el año 97/98 el Estado decide romper la columna vertebral de la estrategia de la Izquierda Abertzale», siendo el objetivo de esa política antiterrorista: «ni más ni menos, que colapsar la estrategia puesta en marcha a finales de los 70, y que conjugaba las 3 patas que debían sostener el proceso de liberación tal y como lo habíamos diseñado (L. Armada-L. Masas-L. Institucional)»[740]. El análisis realizado a principios de 2008 por el dirigente terrorista Garikoitz Aspiazu, confirmaba la eficacia de la política antiterrorista durante la segunda legislatura del presidente Aznar, y la necesidad de un cambio en la «izquierda abertzale» que evitara su desaparición, como el gobierno de Zapatero le facilitaría. Quien entonces ocupaba posiciones de mando en ETA detectó el origen de su decadencia en 2001 como resultado de una política antiterrorista integral contra todos los frentes de la organización: «El declive que vino a partir del 2001 era lógico. Si no se tienen en cuenta esos factores a la hora de realizar un análisis y tomar decisiones, el declive es imparable. No ha sido algo coyuntural, no ha sido una mala racha. Si se continúa igual no se puede dar la vuelta a la situación, sino que esta puede ir a peor»[741]. Aspiazu otorgaba especial relevancia al periodo del Pacto por las Libertades, coincidiendo con los análisis de inteligencia citados:


  
    … a partir del 2002 se debilitó progresivamente la estructura en la clandestinidad. […] Entre los años 2000-2003 cayeron militantes con mucha experiencia militar. En la estructura había cada vez menos gente que había estado en taldes, es decir, cada vez más gente sin experiencia militar. Resumiendo: más dificultad operativa y menos capacidad militar[742].

  


  En marzo de 2004 la ejecutiva de ETA reconocía que «la preocupación sobre la capacidad armada de la organización se ha extendido entre los miembros y la izquierda abertzale»[743]. Unos meses antes abogados de ETA «con notable protagonismo» intervinieron para intentar «controlar» la «crisis generalizada» provocada por «la continua acción policial y judicial sobre el entramado de apoyo a ETA». Ante esa «situación de apatía y temor entre la militancia», así como de «divisiones internas», los referidos dirigentes trasladaron «de forma amenazante el seguimiento de la línea oficial marcada por ETA»[744].


  Si en el periodo inmediatamente anterior a la tregua de 2011 se aprecian críticas a la violencia, esto ya había ocurrido en 2003. Además de las disensiones internas ya mencionadas, en aquella época simpatizantes del entorno radical señalaban en Gara: «Hay algo importantísimo que de primeras ganaríamos sin ETA: no habría seiscientos detenidos al año. Habría treinta y, quizás, tras varios años, nadie»[745]. Otro sostenía que «hoy por hoy, la existencia de ETA es un obstáculo para cualquier proyecto soberanista y de izquierdas en el País Vasco», concluyendo: «la izquierda abertzale ha probado durante treinta años con ETA. Que pruebe ahora sin ella»[746]. ETA representaba un «problema fundamentalmente para la izquierda independentista vasca», por lo que «ETA tiene que dejar de matar», aseguraba[747]. El etarra Alfonso Etxegarai criticaba la estrategia terrorista asegurando que «uno está estancado cuando más son sus muertos y encarcelados, cuando menos son sus acciones y cuanto más difuso y cuestionable es el blanco» de sus atentados. Añadía que «ellos (los gobiernos español y francés) saben perfectamente que no tenemos fuerzas para ganarles»[748]. Otro simpatizante constataba: «La izquierda abertzale está dividida. Y la razón está a la vista: Actitud y valoración diferente respecto al actual accionar de ETA, diferentes diagnósticos y visiones de la realidad; diferentes tácticas; y en general diferencias en lo relativo a las formas de llevar adelante los proyectos políticos»[749]. Argumentos muy similares a los que se expresarían antes del cese de 2011, demostrando que la desmoralización y las discrepancias internas precedieron a la negociación entre ETA y el Gobierno socialista.


  La política antiterrorista basada en la negociación entre 2004 y 2011 impidió una posible ruptura entre quienes en un momento determinado discreparon sobre la dirección de la «estrategia político-militar». El conflicto de intereses que la ilegalización creó entre Batasuna y ETA, complementado por la intensa presión policial, fue suprimido precisamente por una política antiterrorista que facilitó que el movimiento terrorista mantuviera una estrategia conjunta a pesar de las divergencias sobre quién debía dirigirla. La política antiterrorista aplicada con anterioridad a ese periodo llevó al Centro Nacional de Inteligencia a concluir a finales de 2003 que «las organizaciones que componen el entramado de apoyo a ETA se encuentran en un momento de gran debilidad»[750]. Esa «gran debilidad» fue, sin embargo, invertida y contrarrestada por un fortalecimiento político y social al que la legalización contribuyó considerablemente. A este respecto conviene subrayar dos cuestiones. Por un lado, que las investigaciones policiales, avaladas por el Tribunal Supremo, evidenciaron la existencia de una estrategia conjunta, descartando por tanto la ruptura que algunos han querido ver entre ETA y Batasuna. Es falso que «la izquierda independentista» dejara de ser «el brazo político de ETA», como erróneamente asumen algunos observadores[751]. Por ello el Tribunal Supremo recordó que Batasuna era la «rama política del complejo único de la organización terrorista ETA»[752]. En segundo lugar, que la legalización por parte del Tribunal Constitucional, contradiciendo su propia jurisprudencia, y en contra de la decisión del Tribunal Supremo, en un claro exceso de competencias del anterior, fue una decisión que respondía a criterios fundamentalmente políticos.


  Los cinco magistrados discrepantes de la decisión adoptada por otros seis miembros del Tribunal Constitucional demostraron con argumentos demoledores el abuso competencial de este órgano[753], exceso corroborado por diversos constitucionalistas[754]. Como sintetizó Javier Tajadura,


  
    … el Tribunal Constitucional ha incurrido en un exceso de jurisdicción evidente. Con su sentencia ha invadido el ámbito competencial propio del Tribunal Supremo, y ha sustituido la valoración global de la prueba llevada a cabo por aquel por la suya propia. Y ello sin haber demostrado que la valoración efectuada por la jurisdicción ordinaria resultara arbitraria o irracional, y como tal pudiera considerarse lesiva de un derecho fundamental[755].

  


  Añadía que el Tribunal Constitucional reemplazó la valoración global de la prueba realizada por el Tribunal Supremo por «la suya propia, realizada de forma aislada, y descontextualizada»[756]. Concluía por ello que «el Tribunal Constitucional ha erosionado el Estado de derecho»[757].


  No solo se excedió en sus funciones el Tribunal Constitucional, sino que además apeló al denominado «contraindicio» de la condena de la violencia para determinar una inexistente desvinculación de Bildu respecto a ETA/Batasuna. Dicha condena no se había producido en los términos que la propia doctrina del Tribunal Constitucional exigía. Años atrás había destacado que una condena «genérica» de la vulneración de los derechos humanos en ningún caso podía equipararse a una condena inequívoca del terrorismo, ya que este, en la sociedad vasca, no constituía una «mera abstracción», sino una «realidad concreta»[758]. Como el Tribunal Supremo recordó, la condena de la violencia era


  
    … una táctica instrumental que la propia ETA auspicia para impedir la ilegalización de su rama política; siendo este un dato que priva de vigor decisivo a las manifestaciones de condena, más aún si estas se formulan —como de hecho ha acaecido— mediante circunloquios, con un cuidadoso empleo de los vocablos e incluso acudiendo a eufemismos, cuando no con paralelismos inaceptables entre la actuación legítima de las fuerzas de Seguridad que actúan con sometimiento a la Ley y el Derecho, por un lado, y los crímenes de los terroristas, por otro[759].

  


  La asunción por el Tribunal Constitucional de una inequívoca condena del terrorismo que no se produjo evocaba al discurso del propio Gobierno. Las autoridades reprodujeron un doble y contradictorio mensaje en relación con Bildu que facilitó su legalización por el Tribunal Constitucional. Por un lado, se instó la ilegalización al considerar el entonces ministro del Interior que «Bildu está en la estrategia de ETA» y que «algunos de sus integrantes tienen una relación directa con la ilegal Batasuna»[760]. El propio ministro incurría en reveladoras incoherencias al ensalzar repetidamente como «pasos» de la «izquierda abertzale» en la dirección correcta genéricos pronunciamientos que aparentaban un distanciamiento con ETA[761]. Los pasos que el ministro definía como positivos, y que no constituían más que meras declaraciones formales de rechazo a la violencia, tan solo eran simples gestos cosméticos con los que se pretendía engañar a las autoridades, como argumentaban fiscalía y abogacía a instancias del Gobierno[762].


  En consecuencia, cuando el ministro del Interior elogiaba los gestos de Batasuna mientras instaba la ilegalización de la formación que la sucedía, estaba ignorando deliberadamente que ETA y Batasuna habían instrumentalizado a la nueva coalición para acceder a las instituciones. O sea, el ministro del Interior ignoraba según su conveniencia las sólidas pruebas aportadas por la policía que llevaron al Tribunal Supremo a ilegalizar a Bildu. Como observó el magistrado del Tribunal Constitucional Manuel Aragón,


  
    … el Supremo constató —en términos que no admiten censura constitucional— que ha quedado acreditada una operación política del llamado complejo ETA/Batasuna para utilizar, con fines de sucesión política, un elevado número de candidaturas electorales de los partidos legales EA y Alternatiba, operación consumada con la constitución a tal efecto de la coalición electoral Bildu[763].

  


  Rubalcaba se presentaba en público como inflexible frente a Bildu cuando en realidad contribuyó a fomentar su victimismo e incluso su legitimación mediante un doble discurso en el que también participó el Gobierno vasco. Su presidente, el socialista Patxi López, realizó interpelaciones públicas a los tribunales que le situaban como garante de las aspiraciones de legalización del brazo político de ETA[764]. Ese doble discurso contribuyó a generar un clima de opinión favorable a la legalización coincidente con las sospechas de que el Gobierno dirigió consignas a magistrados del Tribunal Constitucional para influenciar su voto a favor de la legalidad de Bildu. Estas presiones políticas negadas por algunos magistrados, pero confirmadas por otros[765], además de asesores gubernamentales y miembros de la comunidad de inteligencia[766], es absolutamente consistente con la actitud de los negociadores del Gobierno durante las negociaciones con ETA en 2006 cuando los etarras exigieron la neutralización de la Ley de Partidos[767]. Negociaciones en las que los representantes del Ejecutivo ya admitieron su injerencia sobre los magistrados del Tribunal Constitucional para satisfacer otra de las demandas de los terroristas: «Lo de la doctrina Parot, esperamos que el Tribunal Constitucional lo declare inconstitucional, ya estamos hablando con los componentes del tribunal»[768]. También era consistente la legalización con las exigencias que al Gobierno le seguía trasladando la «izquierda abertzale» a través de los «mediadores internacionales», que habían dejado claro su interés en que el brazo político de ETA pudiera concurrir a las elecciones.


  La modulación del discurso gubernamental asumiendo una «división de funciones entre un Rubalcaba exterminador y un Patxi conciliador»[769] sirvió para inutilizar una de las más eficaces políticas antiterroristas. Las palabras de Antonio Camacho, secretario de Estado de Seguridad durante el mandato de Rubalcaba que pasó a ocupar el cargo de ministro del Interior en julio de 2011, cuando su predecesor se convirtió en candidato socialista a la presidencia del Gobierno, revelan las manipulaciones del equipo gubernamental. Camacho reconoció tras la legalización de Bildu que había llegado el momento de que «comience a traducir en hechos el discurso que ha permitido [sic] que los tribunales permitieran [sic] su legalización»[770]. Su testimonio refleja que el Tribunal Constitucional interpretó de forma favorable un discurso totalmente inconsistente con los hechos que el Tribunal Supremo, con el abundante material probatorio de la policía, definió como parte de la estrategia etarra. Bildu se había «erigido como un cauce simulado y fraudulento para soslayar la ilegalización judicial del brazo político de la banda terrorista ETA» para «permitir el acceso de Batasuna/ETA a las instituciones representativas»[771]. La admisión del entonces ministro demostraba que un mero discurso prometiendo una ruptura con ETA, que los hechos no constataban, invalidó el ingente y eficaz trabajo policial reconocido por el Supremo. Todo ello aporta coherencia a la inducción política de una polémica decisión que, debe subrayarse, el Tribunal Constitucional tomó excediéndose en sus competencias y contraviniendo su propia jurisprudencia. Uno de los magistrados discrepantes, el reconocido y prestigioso experto en derechos fundamentales Manuel Aragón, calificó la legalización de Bildu como «un grave error de la democracia y del Estado», una decisión que le «avergonzaba»[772].


  A pesar de la legalidad de Bildu, la decisión del Tribunal Constitucional no convertía en una invención los exhaustivos informes policiales que identificaron al entramado ETA/Batasuna como diseñador de la coalición. Era evidente que, como señaló el Supremo, «la asignación de componentes y puestos en las candidaturas de la coalición» respondía «a las exigencias de Batasuna, en un proceso auspiciado en última instancia por la misma ETA»[773]. Por ello, la forma en la que el brazo político de ETA volvió a la legalidad tuvo relevantes consecuencias políticas. El propio Gobierno y numerosos formadores de opinión habían trasladado a la opinión pública el mismo mensaje que los «mediadores» reproducían: votar a la «izquierda abertzale» acercaba el fin de ETA. De ese modo se transfería al electorado el problema que solo Batasuna debía solucionar: la existencia de ETA que obstaculizaba su concurrencia electoral. Sin embargo, se permitió la vuelta a la legalidad de la «izquierda abertzale» sin romper con ETA y sin su disolución. La legitimación política y social que esta política antiterrorista le brindaba al brazo político de ETA tuvo sus frutos en las elecciones municipales y forales de 2011, en las que Bildu logró los mejores resultados de la historia del nacionalismo radical[774]. El socialista Odón Elorza, alcalde de San Sebastián durante veinte años que dejó de serlo en ese momento tras el triunfo de Bildu, reconocía: «les hemos hecho la campaña»[775].


  Como editorializó el diario El Correo, una de las claves de los éxitos electorales de los representantes políticos de ETA radicaba precisamente en «el regreso institucional de una izquierda abertzale que no ha necesitado demostrar su carácter democrático, condenando o censurando la trayectoria etarra, para acceder a su blanqueo legal»[776]. El elevado coste político de semejante concesión lo resumía así el director del Euskobarómetro de la Universidad del País Vasco: «Lo que ya tiene garantizado [ETA] es la impunidad y el olvido de su pasado de sangre y terror, porque no parece que nadie vaya a exigirle rendir cuentas del mismo, dándolo por cancelado con el éxito electoral e institucional de Bildu, cual “paloma de la paz”»[777]. Este era el legado de la política antiterrorista que asumió el Partido Popular al formar gobierno a finales de 2011 tras ganar las elecciones generales de noviembre con mayoría absoluta.


  CAPÍTULO 5


  «UN FINAL SUCIO»


  El actual Partido del Gobierno en España no tuvo arrestos morales ni políticos para taponar esta vergonzosa relajación democrática cuando tuvo la mayoría absoluta.


  MIKEL AZURMENDI[778]


  El último que lo ha dicho ha sido el ministro del Interior. «ETA ha sido derrotada». Para añadir: «Pero no habrá impunidad para nadie». Excusatio non petita, accusatio manifesta. Si ETA está derrotada, ¿a qué viene lo de la impunidad, que suena a soga en casa del ahorcado? ¿Es eso lo que está en marcha?


  JOSÉ MARÍA CARRASCAL[779]


  Pero la justicia no va a desistir de preguntarle sobre su papel en la matanza de la casa cuartel de Zaragoza que costó la vida a 11 de sus ocupantes, entre ellos cinco niñas. Puede no acudir a la cita judicial del día 13 [de 2002] e incluso esconderse o huir a donde sea, pero más tarde o más temprano tendrá que contestar y aclarar su presunta participación en un crimen que ni la justicia ni los ciudadanos han olvidado[780].


  Editorial del diario El País sobre Josu Ternera, prófugo de la justicia desde 2002 sobre el que pesan diversas órdenes de búsqueda y captura internacional que los Gobiernos de José Luis Rodríguez Zapatero y Mariano Rajoy renunciaron a aplicar tras su localización en Suiza y Noruega.


  La herencia envenenada de la política antiterrorista


  El 10 de enero de 2012, el expresidente del Gobierno José Luis Rodríguez Zapatero acudió a la sede del Ministerio del Interior para entrevistarse con el nuevo titular, Jorge Fernández Díaz. Era un hecho sin precedentes y sorprendente, pues el interlocutor natural de aquel debía ser el nuevo presidente del Gobierno. Algunas fuentes aseguraron que durante la conversación se abordó la «hoja de ruta» que ETA y el Gobierno socialista habían establecido a través de los «mediadores» internacionales, incluidos compromisos como la conferencia de Aiete, la legalización de la «izquierda abertzale», la desaparición de la «doctrina Parot» y el acercamiento de los presos etarras. El mantenimiento de esa «hoja de ruta» que el PP asumió[781], aconsejaba la continuidad en el entorno del nuevo ministro de tres asesores de su predecesor. Aunque los tres eran miembros de la Guardia Civil, su asesoría era considerada por algunos de sus propios compañeros como «no técnica», sino «política» y «dañina para la política antiterrorista»[782], de ahí que se propusiera su relevo, a pesar de lo cual fueron confirmados en sus cargos[783]. Días después de la reunión entre Zapatero y el ministro, desde el propio ministerio se advertía a los nuevos responsables:


  
    Resulta desaconsejable la permanencia de personas vinculadas a una política responsable del fortalecimiento del brazo político de la banda generando un problema al que el actual gobierno debe enfrentarse ahora. La permanencia de las referidas personas consolida la percepción de continuidad con una política antiterrorista muy cuestionable por los motivos resumidos en las líneas precedentes. Es razonable prever que quienes se ocuparon de tan sensible materia con el máximo responsable de la misma, Pérez Rubalcaba, busquen defender un legado que resulta cuestionable y que lo hagan intentando influenciar la actual política antiterrorista en una determinada dirección que no sea favorable para el actual ministro[784].

  


  En una de las notas internas manejadas por los asesores de Rubalcaba se llegaba a reconocer el fracaso de su política al admitir que «la Izquierda Abertzale ha logrado hacerse con la iniciativa política en el País Vasco y ha rentabilizado electoralmente “el final de la violencia”, sin asumir la derrota de su anterior estrategia y sin hacer autocrítica de su connivencia con la violencia»[785]. Por ello, uno de los informes remitidos al ministro del Interior advertía que el mantenimiento de asesores vinculados a una política antiterrorista basada en «el ocultamiento de información» al nuevo partido de Gobierno, y en una «constante y agresiva descalificación del Partido Popular por sus lógicas críticas» a ese proceder, trasladaba una incoherente «imagen de continuidad»[786].


  En contra de lo que se deducía de la «hoja de ruta» sobre la que Fernández Díaz fue informado y de los análisis de los expertos en Policía y Guardia Civil, los asesores de Rubalcaba insistían en mantener que el «fin» de la banda era «definitivo». En esa línea llegaron a definir alguno de los anuncios de Batasuna como un «paso de gigante» hacia la paz, suscitando las críticas de los expertos policiales[787]. «Parecen de Elkarri»[788], comentó de manera gráfica un mando policial con amplia experiencia antiterrorista después de que uno de dichos asesores definiera al Estado como una «instancia imparcial»[789]. Los cargos nombrados por la administración socialista habían «bombardeado» a los nuevos responsables del Ministerio del Interior con los «mensajes que fueron acuñados (más por fines electorales que operativos) de que ETA estaba “derrotada”»[790]. Desde ese entorno heredado de Rubalcaba, y basándose en erróneas valoraciones de las técnicas utilizadas por la «izquierda abertzale», se le planteó al nuevo Gobierno que «correspondiera» dando «pasos» en la búsqueda del «máximo consenso» con el «nacionalismo moderado»[791]. Por lo tanto, el final de ETA exigía el cumplimiento de una «hoja de ruta» que, sin embargo, el ejecutivo negaba haber asumido. Como consecuencia de tan contradictorio posicionamiento, pronto se manifestaron incoherencias entre el discurso público del Gobierno y su política. Desde el propio Gobierno se le hizo llegar al entorno de ETA su interés por respetar algunos de esos compromisos que en público decía rechazar, indicando que a pesar de su mayoría absoluta su política iba a estar muy condicionada por las presiones que PNV y PSOE le trasladaban.


  El Gobierno asumió lo que algunos asesores gubernamentales denominaron como «la teoría del miedo al último muerto»[792]. Al iniciarse la legislatura, los análisis de inteligencia demostraban que a pesar del «cese definitivo de las actividades armadas» la banda había continuado activa integrando nuevos militantes y realizando actividades logísticas diversas. Constataban que ETA no tenía intención de disolverse, sino que pretendía seguir actuando como una «organización política», aunque no cometiera atentados. Su cese obedecía al criterio de una parte del movimiento partidario de desarrollar una estrategia política sin el complemento de la campaña terrorista, al menos de momento. Algunos sectores se oponían y se desconocía si llegarían a traducir en actos violentos su crítica, algo que no debía descartarse, según advertían los informes de inteligencia. ETA no había renunciado a seguir ejerciendo su influencia sobre el conjunto del entramado terrorista, pero aceptaba sumarse a una estrategia que había sido aprobada por la cúpula de la banda con el respaldo de un reducido número de militantes. «La dirección de ETA parece haber asumido plenamente el abandono de la violencia terrorista, pero esa decisión no será firme hasta que sea ratificada por su militancia, lo que no se producirá hasta comienzos de 2013», concluía un informe de la Comisaría General de Información a mediados de 2012[793]. En ese contexto, el Gobierno desarrolló una política antiterrorista continuista con la de sus predecesores, temeroso de un retorno a la violencia que le dañara políticamente y de las acusaciones que consideraba podía recibir por no haber sabido gestionar el fin de ETA. Como consecuencia de ese planteamiento, su política iba a generar un «clima de recelo no solo entre amplios sectores de los colectivos de víctimas, sino en parte de la base electoral del PP», como observaría un informe gubernamental en 2014[794].


  Por un lado, el ministro del Interior contradecía los análisis de inteligencia que constataban el carácter condicionado del cese de ETA. Por ello, el Gobierno aceptó que tres dirigentes de ETA en busca y captura permanecieran en Noruega hasta 2013, manteniendo la posibilidad de negociar directamente con ellos o a través de «intermediarios», motivo por el que Zapatero solicitó dicho «refugio» a las autoridades nórdicas. El 14 de febrero de 2012, entrevistado en la cadena COPE, el ministro del Interior declaró que «ETA ha dicho el pasado 20 de octubre que deja de forma definitiva e irreversible de actuar». En julio, Fernández Díaz aseguró que «el cese definitivo de ETA es irreversible y no veo ningún riesgo de escisión»[795]. Sin embargo, no solo no había comunicado ETA la «irreversibilidad» de su cese al contrario de lo que el ministro le atribuía. Además la policía advertía al Ministro del Interior sobre la existencia de sectores que rechazaron «el relegamiento de la lucha armada», algunos de los cuales eran partidarios de «confrontar a los Estados a través de estrategias de tensionamiento que les presionen efectivamente»[796]. En esa línea, el fiscal general del Estado, Eduardo Torres Dulce, aseguraba que ETA podía volver a las armas «en cualquier momento»[797]. La policía consideraba posible, aunque no se mostraba concluyente sobre su probabilidad, que una parte de la organización terrorista recurriera de nuevo a la violencia ante el rechazo de algunos simpatizantes y militantes al abandono de la «estrategia político-militar». Uno de ellos abogaba por «confrontar desde ya»:


  
    Dentro de la vorágine de ideas que se han ido instalando en el subconsciente de la militancia de la IA gracias a un permanente goteo de opiniones, declaraciones e interpretaciones, se ha establecido una lógica peligrosísima de la que debemos salir cuanto antes: fin de la estrategia político militar = aceptación de la no violencia = aceptación de la legalidad[798].

  


  Al mismo tiempo, el Gobierno comenzó a realizar gestos que contrarrestaran las acusaciones de «inmovilismo» por parte de PNV, Partido Socialista y Batasuna. Informes policiales revelaban que la «izquierda abertzale» confiaba, en coherencia con la «hoja de ruta» del Gobierno socialista y ETA, en que un «diálogo directo» entre el Ejecutivo y la banda sobre las «consecuencias del conflicto», permitiera «la superación de la confrontación armada». De ahí que «de no llevarse a cabo este proceso, no se habría superado»[799]. Batasuna contemplaba como «factores clave» para favorecer su estrategia los siguientes: la legalización de Sortu por parte del Tribunal Constitucional, formación que aportaría a las organizaciones ilegalizadas la cobertura idónea para el normal desarrollo de sus actividades; la derogación de la «doctrina Parot»; el agrupamiento de los presos en centros penitenciarios del País Vasco y Navarra; y la excarcelación de los presos enfermos y con las tres cuartas partes de las condenas cumplidas. El brazo político de ETA deseaba rentabilizar su decadencia prometiendo su desaparición al tiempo que se presentaba como la fuerza que la haría posible, siempre y cuando a cambio recibiera concesiones que, por tanto, convertían a la banda en un preciado bien del que la «izquierda abertzale» no deseaba desprenderse del todo. Esa lógica condicionó la política del gobierno de Zapatero, pero también la de Rajoy al priorizar ambos que un asesinato más de ETA tendría negativos costes políticos para sus administraciones.


  Por ello, la política antiterrorista del nuevo Gobierno incurriría en importantes contradicciones. Eran reflejo de la postura que el PP mantuvo como oposición en la última legislatura de Zapatero, en la que se mostró connivente con la política antiterrorista de este a pesar de determinadas críticas a la misma. Iñaki Oyarzabal, secretario de Justicia, Derechos y Libertades del PP en 2012, admitía las discrepancias con los socialistas, al considerar que estos «querían terminar cuanto antes, de cualquier manera» con ETA, mientras que el PP sostenía que «la cuestión no era cuándo, sino cómo»[800]. En palabras de Oyarzabal, si el final de ETA se producía dándoles «oxígeno para que políticamente salgan bien parados», sería «la leche». De ahí que considerara que «hubiese sido más positivo seguir debilitándoles un rato más, exigirles algo más a cambio de su incorporación al juego político, y que igual entrasen en las [elecciones] vascas en 2012»[801]. Sin embargo, el PP no se opuso a ese modelo de final del terrorismo, como se ha analizado en el capítulo anterior, sino que además lo asumió al llegar al poder, como el propio Oyarzabal reconoce: «El Gobierno que llega mantiene a alguna de las personas de Rubalcaba en el gabinete de Interior, para que haya cierta continuidad. No rompe absolutamente con lo que venía haciendo pero no tenía tampoco compromisos con el Gobierno anterior»[802]. Los compromisos negados pronto se materializaron en iniciativas gubernamentales que demostraron una asunción de los mismos. En paralelo se pasó de las críticas en público a los responsables de la política antiterrorista anterior a los elogios.


  Soraya Sáenz de Santamaría, la nueva vicepresidenta del Gobierno, compareció el 13 de julio de 2011 como portavoz del Partido Popular para denunciar la «responsabilidad política» de Alfredo Pérez Rubalcaba, ministro del Interior en el momento en el que ETA recibió un chivatazo de policías involucrados en una operación antiterrorista. La portavoz definió la delación como uno de los episodios «más graves de la democracia»[803]. Sáenz de Santamaría responsabilizó al entonces ministro del Interior por el caso en el que sería procesado el director general de la Policía y condenados dos policías por «revelación de secretos»: «alguien descolgó el teléfono desde su Ministerio y les contó a los etarras que si pasaban la frontera iban a ser detenidos. […] de Alfredo Pérez Rubalcaba nadie se cree que no sepa las llamadas que se hacen o se dejan de hacer desde el Ministerio de Interior»[804]. Sin embargo, el ministro del Interior del primer Gobierno Rajoy no dudó en elogiar a sus predecesores socialistas destacando su trabajo «ejemplar» al frente del ministerio[805]:


  
    Se habla mucho de que a esta casa, el ministerio del Interior, le va a tocar una especial responsabilidad en eso que se ha venido a llamar «la gestión del final de ETA». Y se ha llevado de manera ejemplar, que lo sepa todo el mundo. Me consta que el ministerio del Interior en ningún momento ha dejado en suspenso el Estado de Derecho, ni lo va a dejar. Se ha hecho un trabajo ejemplar[806].

  


  En cambio, Ignacio Cosidó, que ocupó el cargo de director general de la Policía entre 2011 y 2016, calificó de «herencia envenenada» el legado que el Gobierno recibiría de los socialistas derivado de «dos errores sumamente graves en su política antiterrorista»: la «negociación política con los asesinos» y «haber permitido la vuelta de ETA a las instituciones democráticas sin haber exigido previamente su disolución y la condena del terrorismo»[807].


  Con esos parámetros, la política antiterrorista del Gobierno de Rajoy acrecentaría las sospechas en una gran parte de su electorado de que la estrategia de Zapatero había sido «heredada y asumida»[808]. La ausencia de transparencia, junto con las sospechas de engaño y ocultamiento caracterizaron la gestión del Gobierno en la aplicación de una política antiterrorista que no lograría revertir el fortalecimiento político y social de la izquierda nacionalista radical. El debilitamiento operativo y la precariedad de la banda, que se habían logrado gracias a la eficacia de los instrumentos coactivos del Estado, quedarían devaluados por la progresiva implantación política y social de los representantes políticos de ETA. Como reconocería un análisis del Gobierno, este no acometió las medidas necesarias para «hacer efectiva» la «derrota operativa» de ETA mediante «la deslegitimación política y social del terrorismo» que se requería[809]. Antes de llegar al Gobierno, Ignacio Cosidó analizaba los retos de la futura política antiterrorista de Rajoy:


  
    El nuevo Gobierno recibirá una herencia envenenada porque será mucho más difícil expulsar a los terroristas de las instituciones democráticas de lo que hubiera sido impedirles volver. Si el nuevo Gobierno aplica la estrategia de firmeza que conduce a la derrota de los terroristas puede encontrarse no solo con una mayor oposición política y social en el País Vasco y Navarra, sino con una reacción de la banda conforme a su propia naturaleza asesina[810].

  


  Efectivamente, esos temores a «una mayor oposición política y social en el País Vasco» y a «la reacción de ETA», condicionaron una política antiterrorista que abandonó la «estrategia de firmeza» necesaria para la «derrota de los terroristas» tal y como el Partido Popular la había definido. Su programa electoral en 2011 subrayaba que «la medida de la derrota de ETA ha de ser la dignificación y la memoria de sus víctimas», y por ello se comprometía a impulsar «la aplicación de la ley de partidos, y de la ley electoral a las organizaciones políticas vinculadas a ETA», así como «las medidas precisas para impedir la utilización de las instituciones en cualquier actividad de apoyo, legitimación o justificación del terrorismo y de sus responsables»[811]. El tiempo demostró el incumplimiento de esos compromisos.


  Una nueva postura sobre la ilegalización de partidos


  El 14 de febrero de 2012, en respuesta a una interpelación en el Congreso de los Diputados de Rosa Díez, diputada de Unión Progreso y Democracia (UPyD), el ministro del Interior se expresó en unos términos que llevaron a numerosos observadores a interpretar «un aparente cambio de rumbo del Gobierno del PP en el escenario abierto por el cese del terrorismo»[812]. Al ser interpelado sobre la presencia institucional de Bildu y Amaiur, el ministro descartó promover su ilegalización alegando falta de elementos probatorios. Esta actitud contrastaba con declaraciones previas de destacados dirigentes del Partido Popular. En octubre de 2011, Soraya Sáenz de Santamaría declaró que «cada vez hay más datos» para llevar a cabo la ilegalización de Bildu. Señaló además que «esto tiene que ser tenido en cuenta», y añadió: «durante esta legislatura hemos reformado la Ley de Partidos y el Gobierno tiene más capacidad que nunca para que Bildu no entre en las instituciones o salga de ellas. Eso es lo que va a hacer el Partido Popular si gana las elecciones»[813]. En julio de 2011, María Dolores de Cospedal aseguró que si el PP ganaba las elecciones, impugnaría las candidaturas y los gobiernos de Bildu. Su pronunciamiento se produjo a propósito del comunicado de ETA en esas fechas asumiendo el éxito de Bildu en las elecciones municipales del 22 de mayo, lo que llevó a la secretaria general del Partido Popular a declarar: «no se puede consentir una declaración tan clara de que se trata de la misma cosa»[814]. Leopoldo Barreda, diputado vasco del PP, aseguró en agosto de 2011, tras acusar al diputado general de Guipúzcoa de actuar como «caballo de troya de ETA-Batasuna contra la democracia», que existían «elementos probatorios» para ilegalizar Bildu[815].


  Las declaraciones del ministro del Interior evidenciando una nueva posición del Partido Popular en relación con los representantes políticos de ETA fueron acompañadas de otra sorprendente asunción. Fernández Díaz valoró positivamente la Declaración de Aiete que precedió al comunicado de cese de ETA y que públicamente fue criticada por el Partido Popular cuando tuvo lugar en octubre de 2011 con la aquiescencia del Gobierno socialista[816]. En contra de los posicionamientos previos del PP desde la oposición, el ministro del Interior aceptó que ETA «necesitaba» una «escenificación» como la Declaración de Aiete. En la oposición, Rajoy había delegado los pronunciamientos sobre Aiete en Javier Arenas y Antonio Basagoiti[817]. El primero la calificó como «pantomimas que solo persiguen dar justificación a la política de ETA»[818] y el segundo como «un profundo error» que planteaba condiciones «inaceptables para cualquier demócrata»[819]. Rajoy había sido informado de la celebración por el Gobierno socialista y no se opuso a la misma[820]. Sí lo hizo el expresidente Aznar, entonces todavía presidente de honor del Partido Popular, cuyo entorno realizó gestiones diplomáticas para evitar la presencia de algunos de los protagonistas de la conferencia[821]. Como se ha analizado en el capítulo anterior, la conferencia de Aiete constituyó un éxito propagandístico para la izquierda nacionalista radical que favoreció su fortalecimiento político. Sin embargo, terminó siendo valorada de forma positiva por el responsable de la política antiterrorista del gobierno de Rajoy a la vez que el mismo ejecutivo mostraba su preocupación por el creciente respaldo político y social de los representantes de ETA.


  Las notables disonancias que ponían de manifiesto tan dispares posicionamientos llevaron al dirigente nacionalista Iñigo Urkullu a «aplaudir la política antiterrorista de Rajoy»[822]. Los motivos por los cuales un destacado político nacionalista respaldaba la política antiterrorista del nuevo Gobierno alimentaban la desconfianza hacia la misma entre el electorado natural del PP, pues exponía el incumplimiento de importantes promesas. Así se expresaba Urkullu:


  
    Aplaudo la política antiterrorista… Aplaudo la política que se está haciendo por el momento. Lo dije en un contexto en el que el PP, hasta un mes antes de las elecciones generales, estuvo intentando la ilegalización de Bildu y Amaiur. Ahí están en la hemeroteca las palabras de González Pons y de la propia Dolores de Cospedal, un mes antes de las elecciones generales. En febrero de este año nos hemos encontrado con una moción de UPyD que buscaba la ilegalización de Bildu y Amaiur. Hemos conseguido entre todos que el PP votara en contra de algo que dijo que iba a hacer. Yo creo que en política penitenciaria el Gobierno ha dado pasos de manera más silenciada que lo que ha sido el caso de Iosu Uribetxebarria y también otros poderes del Estado[823].

  


  En junio de 2012 se produjo la legalización de Sortu por parte del Tribunal Constitucional en contra del criterio del Tribunal Supremo. Se completaba así la recomposición de la izquierda nacionalista radical que los representantes políticos de ETA deseaban, tal y como habían trasladado a los gobiernos de Zapatero y Rajoy. Como sucedió con Bildu, el Tribunal Constitucional se excedió de nuevo en sus funciones con una sentencia que contradecía su propia jurisprudencia[824], valorando, cuando no tenía competencia para ello, las pruebas que llevaron al Tribunal Supremo a sentenciar que Sortu obedecía «a una estrategia diseñada por el entramado ETA/Batasuna con el objetivo de burlar la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de partidos políticos»[825]. Numerosos y sólidos fueron los argumentos expuestos por los cinco magistrados discrepantes, entre ellos la crítica a la interpretación que sus seis compañeros hicieron de los estatutos de Sortu en los que basaron su decisión. Para estos, las declaraciones recogidas en los estatutos y las manifestaciones de los dirigentes del partido en el acto de presentación del mismo «a favor de las vías exclusivamente pacíficas y democráticas» y «el rechazo a la violencia como instrumento de acción política, incluida expresamente la violencia de ETA», constituían


  
    … un contraindicio suficiente para entender, en principio, contrarrestada o diluida la eficacia probatoria de otros elementos de convicción de los que pudiera inferirse que el nuevo partido político cuya inscripción se pretende en el Registro de partidos políticos pudiera perseguir continuar o suceder la actividad de los partidos políticos ilegalizados y disueltos[826].

  


  Sin embargo, la lectura de los propios estatutos, de la documentación interna de ETA considerada por el Tribunal, y de las declaraciones de los representantes políticos de la banda, constatan que, como señaló uno de los magistrados discrepantes, «frente a lo que de manera un tanto entusiasta se afirma en la Sentencia de la que discrepo, esa pretendida “condena inequívoca del terrorismo” no aparece por ninguna parte en los estatutos de Sortu, a los que la propia Sentencia otorga una relevancia decisiva para la resolución del presente asunto»[827]. Enormemente significativa era la forma de expresar el «rechazo», que no condena, a la violencia, incluida la de ETA, a la que no se calificaba de «terrorista» en las dos únicas menciones realizadas en dichos estatutos. Ese «rechazo» aparecía


  
    … contrapesado en términos de equidistancia, con referencias a «otras violencias», elipsis que, en el contexto examinado, es claro que apunta a la represión legítima del fenómeno terrorista por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (lo que se completa con una pretensión de equiparación entre víctimas del terrorismo etarra y «víctimas» de la acción del Estado frente al terrorismo)[828].

  


  A pesar de ello, el Tribunal Constitucional incluyó en su sentencia una especie de catálogo de conductas que «por su manifiesto contraste con el principio democrático y el pluralismo político (art. 1 CE), pueden conducir a la ilegalización de una determinada formación política». El presidente del Tribunal llegó a definirlas como «líneas rojas»[829]. Entre ellas se incluían «las expresiones de equiparación de la violencia terrorista con la coacción legítima que en un Estado de Derecho se reserva», «las actuaciones que tengan por objeto cuestionar el deber de las fuerzas policiales de perseguir a los responsables de la violencia terrorista», los «comunicados ambiguos y de compromiso sobre la base de una equidistancia entre el Estado y el terror»[830], y otras conductas que también implicaban «una justificación implícita del terrorismo, que no puede asumirse en democracia»[831]:


  
    … todo intento de colocar en el mismo plano el sufrimiento infligido a las víctimas de la violencia terrorista y el eventual efecto aflictivo asociado al cumplimiento de la pena impuesta precisamente por la responsabilidad en que incurrieron quienes, recurriendo o justificando el terror, con su comportamiento causaron graves daños no solo a las víctimas sino a la esencia misma de una sociedad democrática;

  


  «las actuaciones tendentes a otorgar al terrorismo una legitimación, especialmente si la misma está proyectada a su justificación como medio necesario para alcanzar o avanzar en la consecución de objetivos políticos»; el


  
    … ensalzamiento de los autores de acciones terroristas, o su presentación como víctimas o héroes, teniendo especial alcance cuando tales conductas se realicen por quienes, estando en puestos institucionales, las autorizan o toleran, así como la realización de actos públicos que entrañen descrédito, menosprecio o humillación de las víctimas o de sus familiares;

  


  y la supeditación del rechazo a la violencia a «la consecución negociada de objetivos políticos que solo pueden alcanzarse en un Estado de Derecho mediante la utilización de procedimientos democráticos»[832].


  Como destacó el magistrado discrepante Manuel Aragón, la inclusión de ese «catálogo admonitivo» en la Sentencia no hacía «sino debilitar su fuerza argumentativa (de por sí ya escasa antes de llegar a este punto)», siendo además unos «pronunciamientos improcedentes en un proceso de amparo, lo que constituye un exceso de jurisdicción constitucional»[833]. El «catálogo» evidenciaba una «contradicción palpable»,


  
    … pues la Sentencia advierte a Sortu que será ilegalizado en el futuro si incurre en alguna de las conductas enumeradas, cuando resulta que si se aplicase ese catálogo al escrutinio de los estatutos de Sortu (cuya pureza democrática ha ensalzado la Sentencia) se llegaría a la conclusión de que los estatutos incurren en varias de las conductas a las que se refiere el catálogo, lo que conduciría a denegar la inscripción de Sortu en el Registro de partidos políticos (como en efecto lo apreció la Sala Especial del art. 61 LOPJ en el Auto impugnado en amparo)[834].

  


  El magistrado enumeró algunas de las «no escasas» muestras de las conductas que implicaban una «justificación implícita del terrorismo» incluidas en los Estatutos de Sortu[835], reafirmando así la debilidad argumental de una sentencia que, como diversas fuentes han confirmado, respondió a «instrucciones políticas»[836]. Los criterios políticos primaron sobre un ingente trabajo policial que, avalado por el Tribunal Supremo, el órgano competente para ello, había constatado la fraudulenta estrategia etarra. Este fraude de ley permitió al entorno de la banda jactarse de haber «conseguido superar las medidas de bloqueo e ilegalización aplicadas por los Estados»[837]. En una conversación intervenida en prisión el dirigente etarra Rafael Díez Usabiaga, calificaba entre risas como «increíble» que se legalizara Sortu[838], cuando él, junto con otros dirigentes como Arnaldo Otegi, habían sido encarcelados por la «planificación y gestión» de la «línea estratégica de acumulación de fuerzas» ordenada por ETA que desembocó en la formación legalizada por el Constitucional[839]. Ante semejante politización de la inteligencia la decepción policial fue inmensa, y llevó a uno de sus mandos a dirigir una carta a sus subordinados con la que intentar elevar su moral.


  La «justificación implícita del terrorismo» a la que aludía el Tribunal Constitucional fue constante durante el gobierno del PP, revelando el incumplimiento de los compromisos de su programa electoral que le obligaba a adoptar «las medidas precisas para impedir la utilización de las instituciones en cualquier actividad de apoyo, legitimación o justificación del terrorismo y de sus responsables»[840]. Numerosos fueron los recibimientos a etarras y otros muchos actos de los sucesores de Batasuna en los que se incurría en los supuestos considerados por el Tribunal Constitucional como susceptibles de suscitar una ilegalización[841]. La respuesta gubernamental evidenció que la legalidad de los representantes políticos de ETA implicaba una impunidad que explícitamente llegó a reconocer el propio ministro del Interior al asegurar que «Bildu y Amaiur traspasan las líneas rojas un día sí y otro también»[842]. «El contador está en marcha», repitió en varias ocasiones, anunciando una «ilegalización sobrevenida» si se mantenían las repetidas conductas de exaltación terrorista de ETA[843]. Sin embargo, la inacción gubernamental demostraba que el horizonte de ilegalización constituía mera retórica. Las esporádicas amenazas de ilegalización si se rebasaban las «líneas rojas» del Tribunal Constitucional ocultaban deliberadamente que la legalización de los representantes políticos de ETA se produjo imponiéndoles unos límites por los que ya debían ser ilegales. El carácter político, más que jurídico, de la decisión se evidenciaba también al confirmarse que tras la legalización de los sucesores de Batasuna los partidos democráticos siguieron reclamándoles una condena del terrorismo etarra que jamás se ha producido. Esas peticiones avalan que, como había destacado el magistrado Aragón, el Tribunal Constitucional les legalizó ignorando su propia doctrina, en la que se exigía «una condena inequívoca de lo que ETA ha representado»[844], condena ausente en las declaraciones de rechazo genérico de la violencia que el tribunal valoró tan positiva como injustamente.


  El Gobierno del Partido Popular negaba en público que hubiera asumido la «hoja de ruta» de sus predecesores, si bien su política hacia los partidos legalizados lo ponía en duda. El Gobierno calificaba de «propaganda de Sortu» escenificaciones de ETA que, por tanto, demostraban una estrategia compartida que, sin embargo, no provocaban ninguna acción judicial[845]. Esa inacción gubernamental le permitió al nacionalismo radical seguir obteniendo triunfos simbólicos, como el nombramiento como diputado autonómico en 2014 de Iker Casanova, condenado a once años de prisión por su pertenencia a EKIN, estructura integrada en ETA. La legitimación implícita y explícita del terrorismo continuaba mientras la amenaza del ministro del Interior de ilegalizar partidos que incluyeran en sus listas a exetarras quedaba en retórica vacía[846]. Meses antes la defensora del Pueblo, Soledad Becerril, había reclamado al Gobierno un cambio legislativo «para incluir entre los requisitos de ejemplaridad que debe cumplir un ciudadano para ejercer un alto cargo, el no haber sido condenado por delitos de terrorismo»[847]. Su reclamación quedó «en papel mojado»[848] al igual que su petición para que el Gobierno cumpliera la promesa de una reforma electoral que permitiera recuperar el voto en el País Vasco a quienes lo abandonaron a causa de las amenazas terroristas[849]. Aunque el PP disponía de la mayoría necesaria para sacar adelante estas iniciativa, jamás se materializaron.


  «La fórmula de la Coca Cola» para acercar presos


  Los compromisos que el Gobierno socialista asumió con la «izquierda abertzale» condicionaron también la política penitenciaria del Ejecutivo de Rajoy. En abril de 2012 anunció otra iniciativa que confirmaba el interés del Gobierno por realizar gestos hacia la organización terrorista ante el temor de una reanudación de la violencia. En esas fechas el ministro anunció un «Plan de reinserción integral» que bajo ese pretexto planteaba en realidad una flexibilización de las exigencias a los reclusos con el fin de facilitar su acercamiento a cárceles del País Vasco, tal y como reclamaban tanto la «izquierda abertzale» como PNV y PSE. El Gobierno intentó ocultar mediante «la manipulación del lenguaje»[850] que su política antiterrorista estaba guiada por intereses que negaba en público. Por un lado, con el cambio de política que el plan revelaba, el Gobierno mostraba que era sensible a la presión que ejercían diversos actores que le exigían constantemente «gestos» para «consolidar el proceso de paz». Asimismo, el plan contradecía posicionamientos previos del ministro del Interior en los que había condicionado el acercamiento de presos a la disolución de la banda[851]. Su postura había sido hasta entonces que «si ETA se disolviera, la política de dispersión podría replantearse»[852]. Sin embargo, en contra de lo mantenido, y a pesar de que ETA no se había disuelto, el Gobierno admitía la posibilidad de acercamientos reduciendo las exigencias para los mismos. Prescindía además de un requisito mínimo como el «arrepentimiento» para iniciar el proceso de reinserción. Se había rebajado el listón para autorizar los traslados a cárceles del País Vasco[853], trasladando a ETA que las autoridades habían hecho una «primera cesión» que, aunque tachada de inaceptable por la izquierda nacionalista radical, alentaba «la expectativa de otras renuncias en el futuro»[854].


  Lo corroboraba la reacción del entorno radical a través de Gara, en cuyas páginas se apreció cómo el «gesto» gubernamental fortaleció su propaganda: «Lo que parecía inamovible no lo es»[855]. «La postura se le ha hecho incómoda [al Gobierno]»[856].


  
    Es sobre todo una vía que se abre a sí mismo [el Gobierno] tras comprobar que el inmovilismo que ha mantenido hasta el momento limita su capacidad de maniobra y que, además, le está empezando a suponer un importante coste político. Apremiado por la comunidad internacional y consciente de que la opinión pública vasca rechaza el modo en que está actuando en este proceso, el Ejecutivo de Mariano Rajoy ha decidido mover ficha, aunque lo ha hecho siguiendo los códigos de su partido y, por supuesto, desde la convicción de que así mejora su posición política[857].

  


  «El Gobierno español es consciente de que debe de mover ficha en lo referido a los presos políticos vascos, ya que la posición que mantiene es insostenible ante los ojos de la gran mayoría de la sociedad vasca»[858].


  Por tanto, desde la perspectiva de ETA y su entorno el movimiento del Gobierno confirmaba la eficacia de la presión ejercida por la «izquierda abertzale» que ya anticipaba un preso en una conversación intervenida: «Los veo superincómodos; el PP, en solitario, eso no lo aguantan»[859]. Por el contrario, como recogía un informe confidencial de Interior, «el colectivo de presos es consciente del escaso recorrido de la movilización social orquestada para forzar una modificación de la política penitenciaria»[860]. Añadía el análisis: «Los responsables de BATASUNA parecen haber asumido que los instrumentos con los que pretendían forzar al Gobierno español a abordar un proceso de negociación han resultado insuficientes y que la movilización social es, en la práctica, inexistente». Sin embargo, el Gobierno seguía temiendo los efectos de la presión política que recibía desde otros partidos como PNV y PSOE, que, en coincidencia con el entorno terrorista, le exigían una «flexibilización de la política penitenciaria». A ello se sumaba el temor que suscitó en una parte de los responsables de la política antiterrorista el comunicado de ETA de mayo de 2012 en el que la banda advertía de «una situación de bloqueo peligrosa» o de un «peligroso estancamiento», en la versión en español y en francés del comunicado distribuidas por la banda. ETA emplazaba a los gobiernos español y francés a «abordar el diálogo directo» para el que había nombrado ya a una «Delegación». Aludía así a la presencia de líderes etarras en Noruega a los que el servicio de inteligencia español tenía localizados sin que el Gobierno exigiera su detención. En ese contexto el Ejecutivo siguió optando por el modelo de política antiterrorista de «palo y zanahoria» similar a la del gobierno socialista, renunciando a la «estrategia de firmeza que conduce a la derrota» de ETA y su entorno político que había propugnado el PP hasta unos años antes.


  Ese modelo reforzó la creencia de que existía una «herencia de las veleidades pactistas» como la que demostró Zapatero[861]. A ello contribuía una política comunicativa que seguía recurriendo a la manipulación. El plan de reinserción, al que no se acogería ni un solo recluso, fue defendido por el Gobierno con idénticos métodos a los que utilizó el Partido Socialista para la denominada «Vía Nanclares». Consistía esta última en facilitar progresiones de grado a etarras encarcelados a cambio de declaraciones de distanciamiento de la violencia y de petición de perdón. A pesar de que el Gobierno socialista la valoró como un éxito, únicamente se acogieron a ella una veintena de presos entre más de quinientos, suscitando además numerosas críticas porque favorecía a los internos sin exigirles el cumplimiento estricto de lo requerido para la obtención de esas progresiones de grado. Una mera declaración de rechazo de la violencia fue valorada como uno de esos «signos inequívocos de haber abandonado los fines y los medios terroristas», que exigía el Código Penal, aunque las evidencias demostraran que el abandono de los medios no implicaba necesariamente el de todos los fines[862]. Esas declaraciones se consideraban también como suficiente prueba del cumplimiento de otro de los requisitos:


  
    … haber colaborado activamente con las autoridades, bien para impedir la producción de otros delitos por parte de la banda armada, organización o grupo terrorista, bien para atenuar los efectos de su delito, bien para la identificación, captura y procesamiento de responsables de delitos terroristas, para obtener pruebas o para impedir la actuación o el desarrollo de las organizaciones o asociaciones a las que haya pertenecido o con las que haya colaborado.

  


  El argumentario elaborado por Interior subrayaba que la declaración formal implicaba ya una «colaboración» como la requerida, minusvalorando la lógica de un articulado que exigía una colaboración mucho más específica e intensa. Se ignoraba también la negativa de los presos a facilitar información sobre atentados terroristas en los que participaron cuando se les requirió, pues en otros casos ni siquiera se les planteó. De ahí la denuncia de colectivos de víctimas como COVITE (Colectivo de Víctimas del Terrorismo) y AVT (Asociación Víctimas del Terrorismo) al criticar una interpretación poco coherente con la ley. Esa laxitud se evidenció también al promover el ministerio encuentros entre reclusos y víctimas del terrorismo a las que se les informó erróneamente de que esos diálogos no afectarían de forma favorable a la situación penal de los reclusos. Uno de los promotores de esos encuentros era el letrado de algunos de los reclusos que precisamente los utilizó para motivar las solicitudes de progresión de grado para sus clientes[863].


  Al contrario de lo que se filtró interesadamente, la «vía Nanclares» no era la causa del distanciamiento de la violencia, sino el instrumento del que se beneficiaron reclusos que ya habían iniciado esa separación de la banda para mejorar sus condiciones. Frecuente fueron las filtraciones del ministerio dirigido por Rubalcaba con informaciones falsas ensalzando que la política penitenciaria había logrado que un centenar de internos se posicionaran a favor del fin de la violencia[864]. Unos años después, el PP también sostendría que su «plan de reinserción» iba a permitir que un centenar de presos rompiera con la banda[865]. Aunque el ministro Fernández Díaz había reconocido el «escaso éxito de la vía Nanclares», declarando que estaba «cerrada porque los presos de ETA no se suman a ella», adoptó un plan similar que todavía rebajaba más las condiciones para el acercamiento de presos al País Vasco[866]. Esta iniciativa fue respaldada por el PNV y los socialistas, que también participaron en su preparación, pero rechazada por representativos colectivos de víctimas. El plan era una forma de mantener la vía Nanclares, tal y como los asesores de Rubalcaba en el equipo de Fernández Díaz le habían recomendado[867], pero con otro nombre y con menos exigencias para los presos.


  Al contrario de lo que intentaron trasladar diversas filtraciones desde Interior a los medios de comunicación, los presos se cohesionaron gracias a simbólicas cesiones de ese tipo que interpretaban como «el primer paso de otros pasos». Los informes de Instituciones Penitenciarias avalaban que el colectivo de presos no interpretó el plan de reinserción como un intento de estimular reinserciones o abandonos, sino como una demostración de que el Gobierno «se mueve sin moverse». Aparentaba así firmeza con objeto de neutralizar las críticas de determinados colectivos de víctimas. Como algún recluso señaló, «les están mintiendo a la cara para luego hacer lo contrario». Otros testimonios adelantaban lo que el tiempo confirmaría: la ineficacia del plan para generar divisiones entre los presos que, en cambio, sí retroalimentó la desconfianza en la política antiterrorista entre amplios sectores de la opinión pública. «Piensan que somos gilipollas, que nos hemos caído de un pino o que acabamos de entrar». «Las mentes preclaras del nacionalismo español se creen que han dado con la fórmula de la Coca Cola. Son gilipollas. Pedazo de negocio que van a hacer». Estas eran algunas de las valoraciones de los presos de ETA sobre el plan. Como sintetizaba uno de los informes de Instituciones Penitenciarias, a pesar del «nerviosismo y ansiedad» evidente en parte del colectivo, «la mayoría del colectivo mantiene un alto estado anímico, manteniendo la esperanza de una solución negociada para los presos que tendrá una rápida repercusión en las prisiones»[868]. El movimiento del Gobierno había disuadido cualquier disidencia, como concluían los analistas de Instituciones Penitenciarias: «Con el posicionamiento actual, parece evidente que los presos y sus familias confían y tienen la esperanza de una salida negociada para todo el colectivo, mientras no se les haga comprender y se autoconvenzan de que el Gobierno nunca negociará con ETA una salida para los presos, será difícil romper la unidad del colectivo y que den pasos hacia una salida individual»[869].


  El Gobierno ignoraba análisis policiales que recomendaban que «no es el Estado el que debe ayudar a ETA y a BATASUNA a buscar una salida al colectivo de sus presos y menos a costa de las víctimas»[870]. Por el contrario, mostraba el Gobierno temor ante la etiqueta de «inmovilista» que le llevó a adoptar una política diferente a la que había prometido antes de llegar al poder y que seguía sin cerrar la expectativa de negociación con la organización terrorista. Por ello dirigentes de ETA permanecieron en Noruega hasta 2013 sin que el Ejecutivo español intentara ponerlos a disposición de la Justicia a pesar de su localización por el Centro Nacional de Inteligencia. Al mismo tiempo, asesores del ministro del Interior visitaron al líder de los presos etarras para preguntarle «qué posturas del Gobierno consideran inmovilistas»[871]. Expertos policiales criticaron esa interferencia de asesores «políticos» en un ámbito tan sensible como el de la gestión de fuentes humanas que requiere una formación y capacidades de las que carecían los enviados del ministro. Asimismo, desde el ministerio se alentó el regreso a España de etarras sin considerar siquiera su declaración en casos sin resolver. Mientras el Gobierno prometía a las víctimas esfuerzos para el esclarecimiento de los centenares de crímenes de ETA no resueltos, trabajaba en el regreso de terroristas que consideraba no tenían causas pendientes, pero que podían aportar información sobre crímenes impunes. Todo ello mientras se rechazaba la propuesta de otro asesor para conformar un equipo conjunto de Policía y Guardia Civil que revisara exhaustivamente casos sin resolver con objeto de impulsar investigaciones complejas debido al paso de los años.


  En esa política antiterrorista continuista influyó también el PP vasco que, en un contexto definido por una cultura política nacionalista dominante, modificó su actitud hacia el PNV fiel al pensamiento que su entonces presidente, Antonio Basagoiti, sintetizó así: «A veces es más difícil aguantar la exclusión social nacionalista que los asesinatos»[872]. La nueva política del PP vasco con la que pretendía superar el aislamiento que los terroristas y el nacionalismo democrático habían intentado imponer, no solo ignoró la sensibilidad de una parte importante de sus votantes. Además, se fundamentaba en incoherencias que tuvieron un importante coste electoral. Su declive reflejaba que el PP vasco fue recompensado en las urnas cuando combatió a ETA sin complejos en todos sus frentes —incluido el político y el ideológico—, como demostraban sus resultados electorales[873]. En cambio, su nueva política asumía como ciertas una parte de las críticas que sus adversarios políticos les dirigieron, fundamentalmente desde el nacionalismo, y que los populares habían rebatido con cierta eficacia a pesar de las adversas condiciones. El miedo del PP a la exclusión y a la incomodidad en la sociedad vasca le llevó a adoptar un discurso amable hacia el nacionalismo para aproximarse a quienes seguían estigmatizándoles. Con ese giro, quienes demonizaron a los populares tachándolos de inmovilistas se veían reforzados al afirmar que el PP era el problema y no la solución. Esa implícita admisión de fracaso debilitaba su posición ante electores potenciales. Pero también con su base tradicional de la que se distanciaba para luego intentar movilizarla sin éxito al criticar en las campañas electorales el carácter excluyente del nacionalismo.


  En esa línea, un informe gubernamental destacó, entre otros, los siguientes errores «tácticos» y «políticos» de la estrategia en la comunidad autónoma: «Considerar que la posición del partido debe orientarse hacia la captura de voto del sector de población que pudiera calificarse como “nacionalista moderado”» y reducir su mensaje a «eslóganes sin demasiado contenido político con la aparente intención de ser tolerado como “partido presentable” en la sociedad vasca»[874]. Desde el propio PP vasco se había advertido sobre la «falta de una estrategia sólida», y la denominada «política pop», definida como una «sobredosis de frivolidad» que valoraba más «la foto, la pose, por encima de los principios, las convicciones, los valores y nuestra particular historia»[875]. Este giro político banalizaba la trayectoria política de una comprometida militancia contra el terrorismo, un factor diferencial fundamental respecto al nacionalismo que no solo había podido ejercer su acción política con mayor libertad que los populares, sino que además había mostrado importantes déficits en la deslegitimación del terrorismo nacionalista. La «desmovilización» afectaba tanto al PP vasco como al PSE[876], partidos que terminaron ofreciendo «los mismos platos identitarios que los nacionalistas, aunque en raciones de menú infantil»[877]. Lo ilustraban las denuncias del dirigente popular Javier Maroto a su propio partido, quejándose de un discurso «antivasco» desde el resto de España al tiempo que inventaba agravios e identidades antagónicas[878]. De ese modo, el Partido Popular asumía la misma lógica que el nacionalismo había aplicado a los populares para descalificarlos cuando durante años estableció una distinción entre vascos y españoles, negando además que los «españoles» pudieran defender los intereses de los «vascos»[879].


  El primer gobierno autonómico sin el control del PNV, que el PSE pudo formar entre 2009 y 2012 gracias al apoyo del PP, mostró la falta de voluntad de estos dos partidos por reforzar una identidad política no nacionalista. Esta incapacidad para desafiar la hegemonía política del nacionalismo implicaba también una aceptación de un determinado modelo de final del terrorismo. Reveladora de esa nueva política del PP fue la negativa de la diputada autonómica vasca Mari Mar Blanco a apoyar en junio de 2012 una moción parlamentaria del diputado de UPyD Gorka Maneiro para que los presos etarras colaborasen en el esclarecimiento de crímenes no resueltos. La hermana de Miguel Ángel Blanco, que en octubre de ese año sería nombrada presidenta de la Fundación Víctimas del Terrorismo (FVT), se opuso a la moción que pedía que la obtención de permisos penitenciarios de presos de ETA se condicionase a su colaboración con la Justicia para la resolución de los crímenes de la banda no resueltos. De ese modo pretendía el diputado de UPyD que los acercamientos de presos que el nuevo plan gubernamental perseguía estuvieran condicionados a la colaboración con la Justicia que, sin embargo, la diputada del PP rechazó apelando a su condición de víctima[880].


  El cambio en la política antiterrorista del PP quedó patente también con la excarcelación anticipada, en agosto de 2012, del etarra Josu Uritxeberria Bolinaga, enfermo de cáncer y torturador de José Antonio Ortega Lara, además de asesino de tres guardias civiles. El Gobierno adujo que su muerte era inminente cuando no era el caso —Bolinaga falleció en enero de 2015, o sea, casi dos años y medio después—. Como se explicará en el siguiente epígrafe, y como reconocieron voces críticas dentro del Partido Popular vasco, el «trato de favor» al etarra se convirtió en «un obús contra la línea de flotación» del electorado del partido. La excarcelación en semejantes condiciones «paralizó emocionalmente» a muchos votantes que además contemplaron cómo a la dirección le «incomodaba seguir con el discurso anti ETA»[881]. Fue esa una decisión política adoptada por los temores de la dirección del PP vasco y del gobierno de Rajoy a la presión política y social que el mantenimiento en prisión del etarra podía tener para ambos, así como por sus efectos en las elecciones autonómicas de octubre de ese año y la posible reacción de ETA[882].


  Trato de favor para el etarra Bolinaga: el falso dilema


  El Gobierno intentó trasladar a otros actores la responsabilidad que recaía sobre el Ministerio del Interior al promover este el tercer grado, táctica comunicativa que no impidió las críticas a la postura gubernamental[883]. Al incidir en que la libertad condicional de Bolinaga había sido una decisión judicial tomada por un juez, se intentaba ocultar que esta estuvo precedida de la concesión del tercer grado penitenciario que autorizó Instituciones Penitenciarias, o sea, el Ministerio del Interior. En efecto, «para que el recluso pudiera beneficiarse de esta forma de cumplimiento de la pena —libertad condicional— era preciso que previamente fuera clasificado por Instituciones Penitenciarias en el tercer grado penitenciario»[884]. Además, Carmen Baena, la forense de la Audiencia Nacional que estudió los informes del recluso, concluyó que Bolinaga no se encontraba terminal y que podía ser tratado en prisión, a pesar de lo cual el Ministerio del Interior no revocó el tercer grado del recluso[885]. La opinión de la forense, que denunció haber recibido presiones[886], fue avalada por el Pleno de la Junta Directiva del Colegio de Médicos de Madrid[887]. La misma postura mantuvo la fiscalía de la Audiencia Nacional al reiterar en 2013 que «la evidencia, entonces y ahora», era que «ni era un enfermo en situación terminal» ni «la excarcelación total estaba justificada»[888]. En un escrito firmado por el fiscal Pedro Rubira se exponía la manipulación del Ministerio del Interior, asegurando contundentemente: «lo que entonces era previsible se ha visto confirmado por el paso del tiempo y hoy es una realidad incuestionable», Bolinaga no «era un enfermo en situación terminal, ni se encontraba en riesgo inminente de muerte, ni estaba sujeto a un pronóstico de vida tan corto como el que se le auguraba, ni la estancia en prisión constituía un peligro patente para su vida, ni la excarcelación total estaba justificada»[889].


  La polémica decisión demostraba una clara continuidad con la política del Gobierno socialista responsable años atrás de la liberación de otro terrorista, Juan Ignacio de Juana Chaos, al amenazar también con una huelga de hambre. El doble lenguaje con el que el PP justificó su decisión exponía cómo el Ejecutivo asumía una política que años antes criticó[890], con los efectos que un periodista describía así en ABC: «En el caso Bolinaga el Gobierno Rajoy ha cometido su mayor error. Porque es un error en lo sustancial, en las esencias sobre las que se cohesiona su electorado. Un error que encarna el ministro del Interior, que no podría hacer esto sin el respaldo del presidente»[891]. Otra periodista de un diario como ABC, afín a la ideología del entonces partido de gobierno, escribía:


  
    Lo que está haciendo el Gobierno de Rajoy en todo lo referente a ETA es exactamente lo contrario de lo que esperaban sus votantes. Lo contrario de lo que dio a entender que haría. Un suma y sigue de la política acomplejada puesta en marcha por Zapatero, que solo halla explicación a la luz de acuerdos inconfesables suscritos sin luz ni taquígrafos a tres bandas (nunca mejor dicho), o bien en base [sic] a una ignorancia supina muy difícil de concebir en alguien que llevó la cartera de Interior siendo Aznar presidente[892].

  


  A su vez, el presidente de la asociación Dignidad y Justicia, Daniel Portero, cuyo padre, Luis, fue asesinado por ETA en 2000, denunciaba:


  
    Esta herencia envenenada de Zapatero podrá ser desmentida por Zapatero y el actual ministro, pero es una realidad palpable que está generando beneficios penitenciarios a miembros terroristas en la fase previa de la muerte. Mucho se cuidaron los asesores del anterior ministro de Interior de informar al actual titular de las líneas rojas que no podían traspasarse con ETA, y esta era una de ellas, un muerto en la cárcel podría justificar un asesinato de ETA, y más después del mal llamado «fin definitivo de las acciones armadas de ETA» que, en realidad, está condicionado por esta línea roja[893].

  


  El tercer grado a un etarra como Bolinaga que aún se vanagloriaba de haber torturado y asesinado, fue otra decisión de esa política de gestos favorables a ETA heredada del periodo Rubalcaba. Al igual que hiciera este con De Juana Chaos, topándose entonces con la crítica de un Partido Popular que con Bolinaga justificó el mismo proceder, el Gobierno se presentó como obligado por ley a adoptar una decisión a favor del etarra. El ministro del Interior la justificó recurriendo a un falso dilema: «Aunque esta decisión nos resulte dolorosa, si no la tomábamos hubiéramos incurrido en prevaricación»[894]. Sin embargo, la decisión contraria también habría sido absolutamente respetuosa con la ley, pues la excarcelación del recluso no era imperativa, como sostuvo de forma errónea Fernández Díaz, sino facultativa al depender de la voluntad de las autoridades. El constitucionalista Javier Tajadura aclaró que el artículo 104.4 del Reglamento Penitenciario establecía que «los penados enfermos muy graves con padecimientos incurables, según informe médico, con independencia de las variables intervinientes en el proceso de clasificación, podrán ser clasificados en tercer grado por razones humanitarias y de dignidad personal, atendiendo a la dificultad para delinquir y su escasa peligrosidad». Por ello aseguraba que «de ningún modo cabe entender que el paso al tercer grado sea un derecho que debe operar de forma automática. El precepto es claro y al decir “podrán” está reconociendo implícitamente que el Gobierno está facultado en todo caso para justificar una decisión negativa». Añadía:


  
    Por otro lado, la concreción de que se entienda por «enfermedad muy grave con padecimientos incurables» admite diversas interpretaciones. Por lo tanto, en estos casos, el Gobierno tiene un margen de discrecionalidad para tomar su decisión y no puede en modo alguno, si justifica razonadamente su posición, ser acusado de prevaricación[895].

  


  El penalista Jorge Urosa corroboró: «No es verdad que se tenga que liberar a los presos en estado terminal, se les puede liberar, pero es una decisión ponderable, no hay obligación legal; ha sido por lo tanto una decisión política y no jurídica»[896]. El carácter político de la decisión se apreciaba también estableciéndose un referente comparativo con otros reclusos por delitos diferentes al terrorismo, pues estos recibían un trato diferenciado respecto de Bolinaga precisamente por la naturaleza terrorista de los crímenes de este. De media, más de un centenar de presos morían en cárceles españolas o en sus hospitales de referencia por enfermedades graves, como concluían los informes de Instituciones Penitenciarias[897]. En ellos se constataba que cada año morían bajo tratamiento médico en prisión decenas de internos con cáncer, la misma enfermedad diagnosticada a Bolinaga. Por tanto, esos reclusos comunes, y otros en peligro de muerte[898], recibieron un trato menos privilegiado que el etarra[899].


  Las falsedades con las que del Gobierno justificó la excarcelación del etarra favorecieron la propaganda de ETA, como se desprendía de la euforia de la «izquierda abertzale» al presentar «como un éxito la decisión gubernamental en un contexto plenamente preelectoral y sin que Bolinaga haya mostrado ni un adarme de arrepentimiento y contrición por sus crímenes y por el enterramiento en vida, durante más de 500 días, de un ser humano en un zulo-jaula que a quienes llegamos a conocerlo nos heló la sangre»[900]. La «desautorización» de la fiscal de la Audiencia Nacional, que constató que el enfermo no estaba en fase terminal y que podía seguir su tratamiento en prisión[901], permitía interpretar que el terrorista había doblegado al Estado de derecho[902].


  El Gobierno se vio «atrapado» en una «farsa» que permitió a «los gestores del proyecto político de ETA» volver «a imponer el “marco” en la política vasca»[903]. Bildu se congratuló por el hecho de que la presión del terrorista y su entorno hubiese logrado alejar al Gobierno de las víctimas[904]. Resultado contrario a los intereses del Gobierno y a la imagen de su política antiterrorista pese a que la excarcelación estuvo motivada por el temor a que la huelga de hambre de Bolinaga perjudicara la campaña electoral del Partido Popular vasco en las elecciones autonómicas de 2012. Además de favorecer la propaganda de los radicales, las falsedades con las que se intentó defender la decisión política revistiéndola de una cuestión puramente técnica, minaron aún más la credibilidad del responsable de la política antiterrorista. Lo ilustraba otro columnista de ABC al analizar las irregularidades del Gobierno en el caso, destacando que «cumplir la ley no significa saltarse las normas», ya que Bolinaga tenía «todo el derecho a recibir el amparo que la ley le ofrece. Pero no el de ninguna medida de gracia»[905].


  El Gobierno también justificó su decisión aludiendo a la «grandeza y superioridad de la democracia», táctica que uno de los editoriales sobre la cuestión publicado por el diario ABC describió como «un mantra», que «lo mismo sirve para el chantaje de De Juana que para el de Bolinaga»[906]. El propio presidente del Gobierno repitió ese «mantra» argumentando que «es la superioridad moral de actuar conforme a unas leyes que nos mantienen leales a sus principios, incluso cuanto más pesar nos produce su aplicación»[907]. Sin embargo, como argumentó Ignacio Camacho, «la superioridad moral de la democracia se plasma en su sistema de justicia y no necesita, en casos como este, revalidarse con ningún suplemento de clemencia»[908]. En la misma línea, ABC editorializó: «Una cosa es aplicar la ley con los principios de una sociedad justa y otra muy distinta es conceder a un criminal, que además no se arrepiente, la compasión que no se merece»[909]. Las constantes apelaciones del Gobierno al cumplimiento de la legalidad constituyeron uno de los principales recursos de defensa que, no obstante, quedaban fácilmente expuestos al ser sometidos a un mínimo análisis. Así, el presidente del Gobierno apeló a la compasión de los ciudadanos declarando que «las leyes no quieren que nadie muera en la cárcel»[910]. Lo hizo en una entrevista en la que añadió que el terrorista «ha pasado 15 años en la cárcel, pesa 47 kilos y lleva más de 50 días en un hospital»[911]. Esta táctica mereció el siguiente comentario de Santiago González:


  
    El presidente acuñó una frase tan aparente como huera: «Las leyes no quieren que nadie muera en la cárcel». […] Las leyes penales en realidad no quieren nada, solo recogen la voluntad de los legisladores para castigar delitos. Pero es que, contra lo que dio a entender Rajoy, nadie ha pedido que Bolinaga muera en la cárcel, ni ha reprochado al Gobierno voluntad de no cumplir la ley, sino de pretender hacer creer que han actuado, no ya dentro de la ley, que se da por supuesto, sino obligados por ella. Tal vez el Gobierno y el juez de Vigilancia Penitenciaria no deberían asumir el lenguaje de la izquierda abertzale hasta el punto de que en su fuero interno consideren a nuestras prisiones cárceles de exterminio[912].

  


  Otro analista también rechazó la línea argumental del presidente Rajoy, claramente manipuladora:


  
    La mayoría de los españoles aceptaría o al menos entendería, por humanitarismo o compasión, que el preso se fuese a morir a su casa; pero in articulo mortis en el sentido estricto de la expresión, en el trance previo a la agonía, en el último e irreversible tramo de su diagnosticado final. Lo que deja un profundo sinsabor, una amargura de injusticia, una sospecha de trato favorable, es la posibilidad —apuntada por el fiscal y la forense de la Audiencia— de que la enfermedad evolucione aún hacia mejorías relativas que el odioso criminal pueda disfrutar en una libertad que no merece. Y ahí es donde el Gobierno se enfrenta a un veredicto social tan adverso como inapelable[913].

  


  En consecuencia, ni la decisión política adoptada a favor del terrorista, ni la comunicación adoptada para justificarla impidieron que quedara «flotando en la opinión pública la impresión de que los poderes del Estado hayan podido extremar su benevolencia causando en contrapartida un severo daño a la dignidad y la memoria de las víctimas»[914]. Al contrario de la vía tomada por el Gobierno, este podía haber optado por defender la prisión de un recluso como Bolinaga que en el momento de su excarcelación no se encontraba en peligro inminente de muerte, que podía continuar su tratamiento en prisión, y que seguía sin mostrar humanidad alguna hacia sus víctimas ni arrepentimiento. Esta determinación podría haber provocado en los presos el desistimiento que el Gobierno decía buscar pero que, sin embargo, no lograba, pues alentaba las esperanzas de más movimientos favorables a ETA. Sin embargo, el Gobierno de Rajoy optó por las falsedades, insistiendo en el estado terminal del recluso y en la imposibilidad de que este siguiera su tratamiento en prisión, ambas premisas falsas, tal y como se ha acreditado[915].


  El Gobierno recurrió a la manipulación en detrimento de la persuasión, contribuyendo así a la pérdida de confianza entre quienes percibieron las intenciones de engaño por parte de sus dirigentes: «Esa prematura libertad regalada clava a la sociedad española el doloroso aguijón moral de una clamorosa tomadura de pelo cuya responsabilidad última no es del etarra sino del Gobierno»[916]. Las propias palabras del ministro del Interior en 2013 revelaban las falsedades con las que un año antes intentó justificar la libertad de Bolinaga cuando se filtró a los medios que su ministerio disponía de datos que aseguraban que el etarra se estaba muriendo[917]. No fue esa la única ocasión en la que el mismo ministro admitió implícitamente la manipulación en la que había incurrido, como advirtió el diario ABC:


  
    La promesa del ministro del Interior a la presidenta de la AVT de que no excarcelará a más presos de ETA enfermos resulta sorprendente. Si, como Fernández Díaz dijo en su momento respecto al caso Bolinaga, negar la salida de un preso terminal, por sangriento que fuese su historial, sería prevaricar, no se entiende que ahora adelante con tanta seguridad que esa situación no se volverá a repetir con los otros trece presos para los que la izquierda proetarra también reclama su excarcelación[918].

  


  Numerosos medios de comunicación coincidieron en denunciar la manipulación del Gobierno. El diario El Mundo, en un editorial de título significativo —«Interior oculta un error tras una falsedad»— llamó la atención sobre «el malestar y la indignación de las víctimas del terrorismo con el Ejecutivo del PP, al que acusan de haber abandonado la firmeza en el combate contra ETA», calificando como «completamente lógico» «el enojo de los que han sufrido el zarpazo del terrorismo» que, además abrió «una brecha entre el PP y muchos de sus votantes»[919]. Otro medio también puso al descubierto la manipulación del Gobierno mediante un certero titular de dañinos efectos para la credibilidad gubernamental: «El etarra Bolinaga continúa su convalecencia yéndose de vinos»[920]. El diario ABC editorializó con contundencia: «Que quede claro que Bolinaga ni se ha arrepentido, ni está en situación terminal, ni necesita, por ahora, tratamiento hospitalario. Su sitio sigue siendo la cárcel»[921]. El mismo medio concluyó que la liberación del terrorista provocó una «fractura con las víctimas de ETA»[922]. El Gobierno «escenificó»[923] una «reconciliación»[924] con las víctimas en un homenaje en Bilbao a Miguel Ángel Blanco tras abandonar Bolinaga la prisión. Las palabras de Rajoy a las víctimas refiriéndose a ellas como «la cima moral de nuestra democracia»[925] parecían insuficientes para restablecer una confianza considerablemente dañada. Con el fin de limitar los daños que la credibilidad gubernamental sufría, se recurrió a la instrumentalización de las víctimas del terrorismo, evidenciándose importantes cambios en segmentos del movimiento asociativo de estas, como se analizará a continuación.


  «Desarmar» y «desactivar» a las víctimas: «un final sucio»


  La excarcelación del etarra Bolinaga debilitó los atributos sobre los que el Partido Popular había construido años atrás su imagen de firmeza en relación con su política contra ETA. Contrastaba con la imagen forjada a través de hitos como la liberación de Ortega Lara y la movilización ciudadana tras el asesinato de Miguel Ángel Blanco, episodios que generaron una solidaridad entre sociedad y Gobierno apreciando aquella el liderazgo moral y político de este. La resistencia entonces del Gobierno de José María Aznar al chantaje ante la inhumana tortura de dos seres humanos le reportó credibilidad y confianza[926]. Años después, el contraste tan grande entre la actitud gubernamental ante un desafío menor, cediendo precisamente al chantaje del etarra que mantuvo secuestrado al funcionario Ortega Lara, dañó de forma considerable la credibilidad del PP. La sociedad en general y el electorado popular en particular mantenían todavía vívido en la memoria colectiva el recuerdo de Ortega Lara enterrado en vida durante más de 500 días. La excarcelación del responsable de aquella tortura sin arrepentimiento alguno ponía en evidencia al Gobierno responsable de una decisión que muchos ciudadanos calificaron como «una irreparable injusticia»[927].


  Esta actitud del Gobierno de Rajoy contrastaba con un comportamiento muy diferente cuando entre 1996 y 2004 otro ejecutivo del PP tuvo que hacer frente a desafíos mayores, respondiendo entonces con una política que reforzó su liderazgo y la confianza en sus decisiones. Desde los parámetros definidos por Entman[928], la política antiterrorista del Gobierno del PP a partir de 2011 erraba a la hora de definir correctamente el problema, su interpretación causal y su valoración moral. Estos errores generaban negativas consecuencias para las autoridades provocando «una desafección clave en la cohesión moral de la derecha»[929]. Los encuadres utilizados por el Partido Popular cuando desde la oposición criticó la política antiterrorista de Zapatero diferían radicalmente de los adoptados en 2012 cuando ya en el gobierno justificó la libertad de Bolinaga. En este caso, el partido en el gobierno adoptó el mismo rol que paradójicamente criticó en 2007 cuando las autoridades socialistas autorizaron la prisión atenuada para otro etarra como Ignacio de Juana Chaos. Lo demuestran las siguientes declaraciones de destacados dirigentes del PP, incluido el propio Rajoy, exhibiendo una clara inconsistencia.


  El 1 de marzo de 2007, Rajoy, entonces líder de la oposición, al referirse a los beneficios penitenciarios de De Juana, aseveró que «ETA ha logrado doblegar al Gobierno» que no estaba «de ninguna manera obligado» a otorgar la prisión atenuada al etarra[930]. Rajoy había instado al Gobierno a no concederle beneficios porque «ni se ha arrepentido, ni ha pedido disculpas»[931]. Desde el PP también se acusó a Zapatero, entonces presidente del Gobierno, de «mandar a casa» al etarra con una «decisión política y personal» que demostraba que estaba «metido hasta el cuello» en un proceso «indigno» de negociación[932]. Alberto Ruiz Gallardón, ministro de Justicia cuando Bolinaga fue excarcelado, aseguró al ser liberado De Juana que aquella era «una decisión que debilita, y mucho, el discurso democrático de defensa de nuestra Constitución frente al terrorismo, un paso atrás extraordinariamente grave»[933]. Un día después, Rajoy destacó: «Algunos creemos que no hay que negociar con ETA, que Batasuna no se puede presentar a las elecciones y que los terroristas deben cumplir íntegras las penas». Rajoy añadió que conceder la prisión atenuada a De Juana era «cualquier cosa menos justo, ético, digno o inteligente, y decir que ha sido inteligente es burlarse de los ciudadanos»[934]. Leopoldo Barreda, diputado vasco del PP, declaró el 6 de marzo de 2007 que «no hay un precedente de un Gobierno que haya cedido al chantaje de un grupo terrorista», de ahí que el PSOE necesitara «deformar la historia» para justificarlo[935]. Antonio Basagoiti, entonces presidente del Partido Popular en el País Vasco, afirmó el 9 de marzo de 2007 que se trataba de «una cesión inadmisible» que «humilla» a las víctimas, «doblega» al Estado, «daña a la democracia» y «ofende» a «todos los españoles»[936]. Días después, Rajoy enfatizó: «Queremos recuperar la España que no se rendía ante los terroristas, que no premiaba a los asesinos, que no menospreciaba a las víctimas»[937]. Mari Mar Blanco, diputada del Partido Popular y presidenta de la Fundación Víctimas del Terrorismo desde 2012, defendió la excarcelación de Bolinaga cuando años atrás había acusado al gobierno socialista de haber «cedido» ante el «chantaje» de De Juana y de pagar un «precio político» por su excarcelación, ya que «el asesino no estaba en peligro» de muerte[938].


  Las contradictorias posturas analizadas revelan que la política antiterrorista de Rajoy asumió también la decisión estratégica que su predecesor tomó en relación con las víctimas de ETA: desactivar su influencia como grupo de presión para limitar las críticas que podían provocar decisiones políticas contrarias a los intereses declarados de aquellas[939]. El Ejecutivo de Rajoy mantuvo en diferentes departamentos, incluida la Dirección General de Víctimas, a personas responsables en el gobierno anterior de una estrategia encaminada a la ruptura de la unidad de las víctimas. La negociación con ETA requería blindar al gobierno socialista de las críticas que desde el colectivo de víctimas iban a surgir después de que estas se hubiesen convertido durante el periodo del Pacto por las Libertades en un influyente grupo de presión[940]. Con el fin de que las víctimas aparecieran como un movimiento heterogéneo, con voces diversas, debilitando la primacía del interés común en cuestiones fundamentales por encima de las lógicas diferencias en otras, se diseñó una estrategia que implicaba la creación de nuevas asociaciones, el fortalecimiento de determinados representantes y el debilitamiento de otros[941]. Se alimentó así la discrepancia entre distintas asociaciones y víctimas, limitándose la representatividad de aquellas que podían ejercer una mayor movilización social contraria a la política antiterrorista. El apoyo económico y político a determinadas agrupaciones contribuyó a reforzar la presencia de diversos liderazgos, al tiempo que se procedía a la marginación de otras víctimas que con mayor independencia exponían una crítica coherente y razonada a la política antiterrorista.


  Con la llegada del PP al Gobierno, Maite Pagazaurtundúa, presidenta de la FVT, fue sustituida por Mari Mar Blanco, diputada del Partido Popular, al tiempo que se filtraron informaciones falsas que intentaron desprestigiar a la víctima saliente para reforzar la imagen de la sucesora[942]. La campaña contra Pagazaurtundúa incluyó la exigencia de su destitución que otra víctima con prominencia en el movimiento asociativo trasladó en privado al Gobierno. Pagazaurtundúa había criticado la negociación entre el Gobierno socialista y ETA e impulsado, junto con el Director de Comunicación de la FVT, Fernando Delgado, el informe que reveló el elevado porcentaje de crímenes terroristas no resueltos. La petición de su destitución evidenciaba la primacía de ciertas ambiciones personales sobre la causa colectiva de las víctimas. El gobierno satisfizo esa exigencia y favoreció a la presidenta de la AVT, Ángeles Pedraza, nombrándola vicepresidenta de la FVT bajo la nueva presidencia de Mari Mar Blanco. El movimiento asociativo fue perdiendo influencia en una sociedad en la que algunos liderazgos reforzados por los diferentes gobiernos no despertaban empatía ni solidaridad, sino creciente distanciamiento por la pérdida de autonomía que reflejaban en sus actuaciones, críticas en algunos momentos con la política antiterrorista, pero inconsecuentes. Diversos comentaristas coincidieron en identificar ese como el periodo en el que se logró «dilapidar» el «mayor respaldo social que ha existido hacia un colectivo»[943], concluyendo que «organizaciones como la AVT ciertamente hacen mucho ruido, pero tienen poco peso objetivo»[944]. Como admitirían personas conocedoras de la estrategia iniciada por el gobierno socialista y continuada por el PP, algunos de los representantes de las víctimas eran más susceptibles a la manipulación política si se les otorgaba una significativa prominencia pública y mediática que paradójicamente terminaba perjudicando los intereses declarados de aquellas[945]. En palabras de un responsable de la lucha antiterrorista, se logró que las víctimas tuvieran más presencia pública que en toda la historia del terrorismo en nuestro país, aumentando su poder en determinadas parcelas asociativas, pero menor influencia que nunca sobre una política antiterrorista contraria a sus intereses en asuntos clave[946].


  La competencia entre colectivos por recursos económicos y una influencia aparente, alentada deliberadamente desde el Gobierno, desactivó a las víctimas como grupo de presión independiente. La identificación de algunos de sus representantes como actores sometidos a directrices políticas partidistas tuvo negativas consecuencias sobre los intereses de las víctimas en general, al afectar directamente a su independencia para intervenir en el terreno de la política. Lo ilustraba Fernando Lázaro al recordar el efecto que sobre la credibilidad de las víctimas y de la AVT tuvieron «demasiadas fotos» de su presidenta, Ángeles Pedraza, «con los entornos políticos de mando»: «Porque son muchas las que no entienden que la presidenta Pedraza participe y se haga fotos con dirigentes del PP en un acto por [Gregorio] Ordóñez al que no asisten ni los familiares, en vísperas de una protesta contra el PP»[947]. Las alianzas que en algunas ocasiones se establecen entre grupos de interés y aquellos actores sobre los que estos desean ejercer presión e influencia pueden degenerar a veces en una manipuladora utilización de asociaciones de intereses como las víctimas del terrorismo, primando los intereses individuales sobre los colectivos. Como Molins ha destacado, la autonomía de los grupos sociales respecto de los poderes públicos es uno de los requisitos exigidos para la correcta articulación y organización de los grupos de interés en un sistema político pluralista[948]. La política antiterrorista iba a dañar también esa autonomía, contribuyendo al objetivo que los terroristas se marcaron: «desarmar el ámbito de las víctimas»[949].


  Esa pérdida de autonomía e instrumentalización de algunas víctimas se evidenció en la reacción a la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos condenando al Estado español en la demanda de la etarra Inés del Río que supuso el final de la denominada «doctrina Parot». A pesar de las críticas a la derogación por parte de numerosas víctimas, se evidenciaron claras diferencias en la atribución de responsabilidades[950]. Las asociaciones «Dignidad y Justicia» y «Voces contra el Terrorismo», dirigidas respectivamente por Daniel Portero, hijo del fiscal asesinado por ETA, y José Alcaraz, tío de dos niñas asesinadas por ETA, emitieron varios comunicados responsabilizando al Gobierno y a la Justicia por la derogación de la «doctrina Parot». En opinión de Portero, el Gobierno quería «lavarse las manos como Pilatos»[951]. En cambio, aunque la presidenta de la AVT, Ángeles Pedraza, se declaraba «estafada» y «engañada», con «los políticos», en genérico, que «nos mienten» y «nos manipulan»[952], ella misma se prestó, junto a Mari Mar Blanco, a la estrategia diseñada por el Gobierno orientada a eludir la responsabilidad gubernamental[953]. Varios medios reprodujeron fotografías y titulares que permitían al Gobierno transferir la culpa de su inacción a otros actores. «Estrasburgo consuma la afrenta a las víctimas», titulaba en su portada ABC el 22 de octubre de 2013, con una foto a toda página en la que el ministro del Interior besaba a Pedraza, mientras el de Justicia se mostraba en afectuosa actitud con Mari Mar Blanco. La misma foto fue publicada por El Mundo bajo el siguiente titular: «Las víctimas señalan a Zapatero». Días después, en la reunión entre el presidente del Gobierno y Pedraza, Rajoy derivó hacia la Audiencia Nacional la indignación de las víctimas por la rápida ejecución de la sentencia[954]. Otra fotografía de portada mostraba al presidente del Gobierno con la presidenta de la FVT y el siguiente titular: «Rajoy ofrece “cariño” a las víctimas»[955]. Otra foto mostraba a las presidentas de la FVT y la AVT flanqueando a los dos ministros en rueda de prensa desde el Ministerio del Interior, favoreciendo así una imagen de unidad que blindara a los responsables políticos de las críticas a pesar de la «desolación» e «indignación» que las víctimas denunciaban[956]. Cuando las víctimas se manifestaron para protestar por la derogación, «el discurso de Pedraza fue más crítico con el PSOE, los jueces de Estrasburgo y de la Audiencia Nacional que con el Gobierno»[957], al que grupos de manifestantes que fueron acallados por la propia presidenta de la AVT desde la tribuna sí señalaron como responsable[958]. Contrastaban sus declaraciones con las de la periodista Isabel San Sebastián, conductora del acto, que sí destacó la responsabilidad del Gobierno de Rajoy, calificado este de «traidor» en numerosas pancartas[959]. En palabras de un integrante del equipo ministerial en aquellos momentos, se había perdido la esperanza de «atraer» a la periodista después de un encuentro personal con el ministro tiempo atrás, pero al menos se consiguió «apaciguar» a representantes del colectivo de víctimas «minimizando» el «daño al Gobierno»[960]. Ana Velasco, hija de Jesús Velasco, asesinado por ETA, «felicitaba» al Gobierno por «neutralizar» así las críticas y formulaba la siguiente pregunta retórica: «¿Realmente tiene la culpa Europa o es Europa la coartada?»[961].


  En 2006 el Tribunal Supremo, con el aval posterior del Tribunal Constitucional, estableció un nuevo sistema de contabilidad de condenas en función del cual los beneficios sobre la pena impuesta no se aplicarían sobre el tiempo máximo de cumplimiento —30 años—, sino sobre cada una de las penas impuestas. Así se retrasaba la salida de prisión inmediata de numerosos etarras y otros condenados por graves delitos no terroristas juzgados con el Código Penal de 1973, modificado primero en 1995 y luego en 2003, año en que por fin se impuso el cumplimiento efectivo de las penas. Sin embargo, el tribunal europeo sostenía que los presos debían beneficiarse del sistema de cálculo de penas que contemplaba el antiguo Código de 1973 por el que habían sido juzgados y que establecía que no podían permanecer en prisión más de 30 años fueran cuales fueran los delitos cometidos. La decisión suponía la excarcelación de medio centenar de etarras y un «balón de oxígeno para la izquierda abertzale»[962], que veía cómo se materializaba otra de las reivindicaciones de ETA en sus negociaciones con el Gobierno Zapatero[963]. A pesar de que el ministro del Interior llegó a declarar «un profundo dolor y un sentimiento de injusticia e impotencia»[964], la condena a España evidenciaba el «desolador fracaso del Estado»[965], que no utilizó todos los recursos a su alcance para evitar la condena.


  El Gobierno español había renunciado deliberadamente a una acción diplomática como la que sí desplegó cuando buscó activamente el aval internacional para la ilegalización de Batasuna[966]. También era reveladora la renuncia a recusar al español Luis López Guerra, secretario de Estado de Justicia en el primer Gobierno Zapatero hasta que en 2007 fue nombrado magistrado del TEDH. Si el Gobierno hubiese deseado impedir la condena, resultaba lógico el apartamiento de un magistrado sobre el que surgían legítimas dudas acerca de su independencia e imparcialidad, criterio, entre otros, que el reglamento del tribunal contempla al justificar la recusación y la inhibición[967]. López Guerra había manifestado claramente su posición en contra del cumplimiento íntegro de las penas y del mantenimiento de la «doctrina Parot». Como explicó su predecesor, Javier Borrego, «la razón de ser de que el juez nacional (el del país sobre el que se está decidiendo) esté en la Gran Sala es para que explique al resto el Derecho nacional»[968]. Por tanto, lo coherente, habría sido que el Estado español hubiese optado por un magistrado que explicara correctamente la jurisprudencia del Tribunal Supremo y del Tribunal Constitucional que había avalado la «doctrina Parot»[969]. En ausencia de esa lógica revocación o inhibición, las tardías alegaciones de la Abogacía del Estado quedaban considerablemente debilitadas. Como señaló Javier Zarzalejos, «no puede extrañar que si es el propio magistrado español el que aboga por la nulidad de esa doctrina, los demás le sigan no solo en la interpretación del Convenio Europeo de Derechos Humanos sino en la interpretación de la legislación nacional»[970]. Decisivo era el rol del juez nacional cuando la sentencia del TEDH, en contra de su propia jurisprudencia, acusaba al Estado injustamente de modificar la pena sin distinguir entre la pena y la ejecución de la condena, como destacaron dos de los magistrados discrepantes[971].


  Con la derogación de la «doctrina Parot» tras la neutralización de la Ley de Partidos, se completó el «objetivo de desmantelamiento de la arquitectura jurídica» que tanto había debilitado a ETA[972]. Coincidió en el tiempo con el juicio por el caso Faisán celebrado en septiembre de 2013, que evidenció que el Partido Popular, después de llegar al Gobierno, también modificó su postura en relación con esta cuestión tras haber responsabilizado a dirigentes políticos del Ejecutivo socialista de haber ordenado el «chivatazo» policial. Aunque el PP se personó como acusación, y a pesar de que el Gobierno instó al fiscal general a mantener la acusación de colaboración con banda armada, el juicio y las reacciones a la sentencia pusieron de relieve reveladoras contradicciones. Por un lado, el abogado del PP mantuvo un bajo perfil durante el juicio[973]. El fiscal Carlos Bautista no defendió el delito de colaboración con banda armada, sino simplemente el delito de revelación de secretos, en contra del criterio del fiscal general y sin respetar el principio jerárquico[974]. El delito de revelación de secretos, incoherente con el alegato del propio fiscal[975], suponía una pena más leve, acrecentando las sospechas de connivencia entre PP y PSOE en tan controvertida cuestión, como denunció el presidente de «Dignidad y Justicia»[976]. En 2017 el juez José de la Mata reabrió la investigación tras tener conocimiento de un informe secreto elaborado por la Brigada de Análisis y Revisión de Casos de la Policía que contenía «indicios sobre la autoría intelectual entre los altos mandos del Ministerio del Interior de 2006, a cuyo frente estaba Alfredo Pérez Rubalcaba»[977]. Como editorializó El Mundo, «los populares fueron muy críticos con Rubalcaba y beligerantes en la oposición» en relación con el caso Faisán, pero una vez en el Gobierno contribuyeron «a mantener el pesado manto de silencio» sobre la grave delación a ETA y sobre quienes la ordenaron[978].


  Todo ello confirmaba el diagnóstico de un análisis gubernamental que concluía que el final del terrorismo al que se estaba asistiendo no era «el proyectado por la política antiterrorista del PP». Lo definía más bien como un «final sucio», cuyo origen situaba en la política antiterrorista del anterior Ejecutivo que en gran medida había sido asumida por el Gobierno del PP[979]. Como se analizará en el próximo capítulo, ese «final sucio» iba a determinar por completo la sociedad del posterrorismo. La política antiterrorista analizada tuvo unas relevantes implicaciones más allá de la desconfianza y falta de credibilidad que provocó y que el Gobierno intentó soslayar con su insistencia en negar cualquier negociación con ETA. Reveladora era en este sentido la posición del ministro Fernández Díaz señalando que la decisión de Noruega de expulsar finalmente en 2013 a tres jefes etarras allí refugiados confirmaba que «no existe ni existirá» negociación con ETA[980]. Dicha expulsión no demostraba ni lo uno ni lo otro, simplemente constataba que el Gobierno no promovió la detención de tres terroristas en busca y captura internacional acogidos por un país, Noruega, cuyos servicios diplomáticos ni siquiera fueron llamados a consultas por las autoridades españolas. Evidenciaba que no era cierta la afirmación del Secretario de Estado de Seguridad, Francisco Martínez, cuando señalaba que «nosotros no vamos a movernos de perseguir los delitos de terrorismo, perseguir a quienes los han cometido estén donde estén»[981]. De ahí que la declaración del propio presidente del Gobierno contribuyera a generar más desconfianza hacia su política antiterrorista al afirmar lo siguiente: «Para dejar las cosas claras: si estas personas estaban o no en Noruega, si dejaron o no de estar, nada tiene que ver con las decisiones del Gobierno que yo presido. Nada que ver»[982]. Ciertamente, «no es verosímil que el Gobierno noruego ofreciera tal hospedaje a miembros de ETA si no contara con el beneplácito, tácito o expreso, del Ejecutivo español»[983]. El CNI localizó y controló a los dirigentes terroristas durante meses, renunciando el Gobierno a aplicar las órdenes de busca y captura sobre ellos.


  CAPÍTULO 6


  CONSENSOS APLACADORES: CRÍMENES AMORTIZADOS, IMPUNIDAD Y MEMORIA


  ETA quedará impune, ya ha quedado impune, porque el pragmatismo del bloque constitucional o de lo que él sobrevive así lo exige. ETA es y será impune porque —pongo por caso— el partido del Gobierno necesita que el PNV apruebe los Presupuestos Generales del Estado y el PNV necesita la impunidad de ETA para tener la fiesta en paz. Para tenerla fuera, pero, sobre todo, en casa. O sea, para que la izquierda abertzale no quiebre la cohesión de la comunidad nacionalista vasca.


  JON JUARISTI[984]


  
    —¿Merece la pena que gente que no condena los asesinatos de la organización esté en las instituciones a cambio de la paz en el País Vasco?


    —Quiero creer que todo esto se ha hecho por la paz. Pero una democracia, para que realmente triunfe, no debe permitir este tipo de cosas. La paz a cualquier precio no vale.

  


  JORGE MOTA[985]


  Sería terrible, además de un contrasentido, que la memoria nos devolviera el pasado a cambio de ocultarnos el presente, que nos otorgara un sentido de lo que fue a costa de privarnos de sensibilidad hacia lo que ahora mismo está siendo. […] A tales extremos llegan lo que algunos han llamado «abusos de la memoria», que no son sino motivos espurios para atender obsesivamente al pasado con olvido de los deberes hacia el momento actual.


  AURELIO ARTETA[986]


  «Desarme» y blanqueo de ETA


  «Desbaratado el plan de ETA para escenificar la entrega de armas» (El País). «Francia da un portazo a ETA y desmonta uno de los mayores zulos de la banda» (El Mundo). «Hallan el arsenal de ETA con el que ETA quería escenificar una entrega de armas y negociar» (ABC). «Desmantelan al norte de París el mayor arsenal de ETA desde el fin del terrorismo» (El Correo). «Desmantelan cerca de París el mayor arsenal de ETA desde el fin de la violencia» (Diario Vasco). «Madrid califica el zulo hallado en Oise de “estratégico” para el desarme de ETA» (Deia). «La operación de París abunda en la agenda contra un desarme ordenado» (Gara).


  Estos fueron los titulares de primera página en diversos diarios el 13 de octubre de 2016, un día después de la operación de la Guardia Civil y la Dirección General de Seguridad Interior francesa (DGSI) contra ETA. La cobertura informativa de los diarios nacionalistas Deia y Gara mostraba las coincidencias entre el Partido Nacionalista Vasco y Sortu en la interpretación de lo sucedido. Este último «denunció la operación» y destacó que «deja en evidencia la nula voluntad de ambos estados para proceder al desarme de ETA de una manera ordenada y su obsesión por imponer el relato de vencedores y vencidos», en lugar de que «la normalización política y convivencia democrática se asiente sobre unas bases sólidas». El PNV aprovechó la noticia para pedirle a ETA que no se excusara en «los impedimentos» o «la falta de colaboración» del Gobierno español para culminar el desarme.


  En diciembre de ese mismo año, la Guardia Civil y las autoridades francesas detenían en Louhossa, localidad próxima a la frontera con España, a cinco personas a las que se les intervinieron numerosas armas, explosivos y material para preparar bombas. Según el Ministerio del Interior español, los detenidos pretendían realizar «una acción propagandística de entrega de armas» siguiendo las directrices de ETA[987]. El ministro del Interior francés, Bruno Le Roux, advirtió: «En materia de terrorismo todas las pruebas deben llegar a la justicia. Nadie tiene derecho a proclamarse destructor de armas y, eventualmente, de pruebas»[988]. Mientras ambos gobiernos mostraron su satisfacción por desbaratar una operación propagandística de la organización terrorista[989], PNV y Bildu coincidieron en criticar las detenciones acusando al Gobierno español de querer obstaculizar el desarme de ETA. La coincidencia llevó a dirigentes de ambas formaciones, como Andoni Ortuzar y Arnaldo Otegi, a comparecer de forma conjunta para «reclamar al Gobierno español que contribuya al desarme de ETA»[990]. Ambas formaciones suscribieron conjuntamente un texto en el que exhortaban a los gobiernos español y francés a facilitar una entrega «pactada» de las armas de ETA a «instrumentos de verificación independientes como la Comisión Internacional de Verificación, reconocida por nuestras instituciones, los partidos y por organizaciones representativas de la sociedad vasca»[991].


  Unos días después de la operación policial los detenidos fueron puestos en libertad con cargos, imputados por un delito de tenencia de armas y explosivos. Entre ellos se encontraba Jean-Noël Etcheverry, vinculado a asociaciones próximas a la organización terrorista ETA, aunque presentado por numerosos medios como un «activista ecologista» e «intermediario». El mismo Etcheverry fue quien anunció poco después que ETA entregaría sus armas el 8 de abril: «ETA ha delegado a la sociedad civil, concretamente a nosotros, la responsabilidad de su armamento. Ahora somos nosotros los que gestionamos ese armamento y decidimos lo que hacemos con él, los ritmos, el calendario… Todo eso ya no está en manos de ETA, ahora lo gestiona la sociedad civil»[992]. Etcheverry subrayó: «Lo que hemos hecho es asumir la delegación de ETA a la sociedad civil de su armamento, que ahora gestionamos»[993]. El 6 de abril ETA hizo público un comunicado en el que declaraba que «las armas y los explosivos están en manos de la sociedad civil», antes de añadir: «El proceso no está acabado, pues el “día del desarme” será mañana, y por eso debemos aún advertir de que el mismo puede sufrir ataques de los enemigos de la paz»[994].


  Tal y como ETA anunció, el día 8 las personas a las que la organización terrorista había notificado la localización de algunas de sus armas y explosivos entregaron a la policía francesa esta información. Cuando las autoridades francesas llegaron a los zulos, estos se encontraban ya «custodiados» por «artesanos de la paz», como explicaba el diario Gara reproduciendo un lenguaje eufemístico para referirse a quienes actuaron como colaboradores de la banda terrorista[995]. El medio que se ha destacado por reproducir la propaganda etarra durante años publicaba también dos reveladoras fotografías con el siguiente texto:


  
    Estas dos imágenes de dos actos de desarme de ETA ilustran cómo han evolucionado las cosas en estos cuatro últimos meses. Arriba, policías encapuchados ante los medios en la noche del 16 de diciembre [de 2016], tras haber detenido a los artesanos por la paz, lo que destapó abruptamente que ETA había pasado a la fase del desarme. Abajo, activistas y agentes participan serenamente y a cara descubierta en el traspaso del zulo de Senpere, anteayer[996].

  


  Las interpretaciones del acto de desarme fueron diversas, como reflejan los diferentes titulares de las portadas periodísticas: «ETA escenifica su derrota con un desarme sin épica» (Deia), «Jornada histórica que cambia el modo de afrontar el conflicto vasco» (Gara), «ETA entrega 106 armas y 3000 kilos de explosivos a cambio de nada» (El Correo), «ETA certifica su derrota» (El País), «Burla de ETA en Bayona: solo desvela 8 zulos con 120 armas» (ABC), «ETA entrega las armas» (Diario Vasco), «ETA se rinde» (El Mundo), «ETA. Sin justicia no hay fin» (La Razón).


  El Gobierno respondió mediante un comunicado leído por el ministro del Interior, Juan Ignacio Zoido, en el que señalaba que «los terroristas no pueden esperar ningún trato de favor del Gobierno y mucho menos impunidad a sus delitos»[997]. La respuesta gubernamental reconocía las intenciones propagandísticas de la organización terrorista con objeto de rentabilizar políticamente la escenificación de la entrega de armas. Sin embargo, el Gobierno español optó por no impedir ese acto de propaganda minimizando las consecuencias políticas que de dicha pasividad se derivaba. Aunque el Gobierno y diversos medios interpretaron positivamente la escenificación ocurrida en Francia, la lógica detrás de la misma revelaba una rentabilidad política para el entorno terrorista que las autoridades aceptaron y favorecieron. Lo hicieron en contra de la opinión de algunos mandos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, que consideraban necesario impedir dicho acto de propaganda y detener a quienes, como había ocurrido en otro acto de la banda en 2016 ya descrito, manipularon armas que debían haber sido puestas a disposición judicial sin dicha interferencia[998]. Sin embargo, el Gobierno español y el francés se mostraron conniventes con el nuevo acto de propaganda de ETA, eludiendo la detención de los colaboradores necesarios de la banda en el mismo. El Gobierno «se inhibió» y «cedió el liderazgo del desarme al PNV»[999], partido con el que el Gobierno negociaba su apoyo a los presupuestos generales del Estado de 2017 que finalmente los nacionalistas concedieron en mayo.


  Ante la inacción gubernamental, Sortu rentabilizó esa escenificación presentándola como prueba de que «la sociedad civil realizó el desarme de ETA», logrando «mover» a estados que «no son invencibles»[1000]. El Estado francés, con la aprobación del español, toleró un acto propagandístico de una organización terrorista al permitir que quienes habían controlado sus armas ni siquiera fueran interrogados. COVITE reclamó que se interrogara a quienes reconocieron haber gestionado el armamento al tratarse de una actividad ilegal, archivándose poco después la querella que el colectivo presentó ante la Audiencia Nacional. Tuvo que ser un grupo de víctimas quien formulara dicho requerimiento, como ocurrió en 2014, tras otro acto propagandístico de ETA en el que esta simuló entregar armas a varios miembros de la llamada «Comisión Internacional de Verificación». Días después de aquel acto en 2014 los «verificadores» declaraban ante un juez de la Audiencia Nacional a petición de COVITE, declaración que permitió conocer que los terroristas volvieron a llevarse las armas que entregaron a los «verificadores» tras grabar para su difusión un supuesto acto de desarme. En su declaración ante el juez, los «verificadores» contaron con el apoyo personal del lehendakari Urkullu y de Jonan Fernández, secretario de Paz y Convivencia, que se desplazaron a Madrid para respaldar a quienes seguían las instrucciones de ETA. Desde el PNV se celebró la respuesta del Ejecutivo, con la inhibición de la Fiscalía y de la Abogacía General del Estado, pues se estaba «dejando hacer» a los «verificadores» a pesar de rechazar, solo verbalmente, su intervención[1001].


  Ese asentimiento de los Gobiernos español y francés a la intervención de agentes al servicio de la propaganda terrorista fue el que permitió que en 2017 se materializara por fin el modelo de «desarme» propugnado por el PNV en diciembre de 2014[1002]. De los pasos que Urkullu había propuesto entonces, solo uno no se cumplió en última instancia: la entrega de armas al Gobierno vasco[1003]. En 2014 el Gobierno español descartó ese modelo por constituir, como se señaló desde el PP vasco, un «balón de oxígeno» para ETA[1004]. Al presentar Urkullu su plan, Jonan Fernández lo había defendido subrayando que «ETA debe desarmarse ante la sociedad vasca, no ante los Estados o ante una Policía»[1005]. Sin embargo, ese esquema de «desarme» que en 2014 no contaba con el visto bueno del Gobierno español fue el que finalmente se adoptó en 2017 al optar el Ejecutivo por «dejar hacer»[1006]. También el PSE lo había rechazado entonces, aunque lo aceptaría en 2017, cuando ya formaba parte del Gobierno vasco.


  En los días posteriores al «desarme» se constató que ni siquiera ETA había entregado las armas que decía haber entregado[1007]. Sin embargo, el acto de propaganda hizo posible que en amplios sectores se asumiera el encuadre difundido por los propios terroristas, aceptándose que ETA era ya una «organización desarmada»[1008]. El Gobierno y su partido mostraron contradictorios posicionamientos. El presidente del PP vasco lo definió como «un fraude», con el que la banda «pretendía hurtarle la victoria a la democracia y a la sociedad vasca que se levantó contra ellos»[1009]. El ministro del Interior tildó de «paripé»[1010], la «operación mediática» de ETA «para disimular su derrota e intentar sacar un rédito político de la misma»[1011]. Cabía preguntarse por qué el Gobierno no impidió esa «operación mediática» que le permitió a ETA «disimular su derrota», extrayendo considerable «rédito político». La extendida asunción de que ETA era ya «una organización desarmada» favoreció que una vez más se rebajaran las exigencias a la banda, subestimándose que ETA todavía tenía armas en su poder que, sin embargo, aparecían ya como amortizadas. La rueda de prensa conjunta entre PNV, PSE y Bildu apoyando la escenificación de tan particular desarme, ensalzado por estas formaciones como «un hito»[1012], contribuyó precisamente a «hurtarle la victoria a la democracia y a la sociedad vasca que se levantó contra ellos». Esa unidad entre los representantes políticos de ETA y partidos como PNV y PSE aportaba «publicidad» positiva a la banda, favoreciendo que su acto de propaganda fuera «un éxito», como denunció la secretaria general del PP vasco[1013]. Permitía además reforzar la imagen de exclusión del PP y del Ejecutivo, tal y como Otegi y el presidente del PNV habían trasladado conjuntamente unos meses antes al exigirle a Rajoy que «facilitase el desarme de ETA», como si la responsabilidad de la entrega de armas recayera en un gobierno democrático y no en una organización terrorista[1014].


  De ese modo una organización terrorista en decadencia logró convertir su arsenal, del que le convenía deshacerse, en un rentable material. Lo que constituía un «lastre» o «mochila» para los representantes políticos de ETA, en palabras de un mando de la lucha antiterrorista[1015], se transformó en una «baza» para el nacionalismo con el permiso de los Gobiernos español y francés. En opinión de un asesor gubernamental, gracias al eficaz acto propagandístico, las armas entregadas y las que no se entregaron pasaron de ser una «hipoteca gravosa» a una «baza rentabilizada» que «dejaba en evidencia» al Ejecutivo: «Mientras el Gobierno se distrae repitiendo que ETA ha escenificado su derrota, sus herederos políticos y el PNV se benefician de esa supuesta derrota rentabilizando el final de la banda, haciendo que esa supuesta derrota lo sea realmente menos, pues gracias a la dejadez gubernamental el nacionalismo puede defender que ETA ha tenido una utilidad y, que cumplida su misión, se retira entregando sus armas al pueblo vasco. Vergonzoso»[1016]. El PNV aparecía como el responsable de que ETA se hubiese desarmado, junto a una supuesta «sociedad civil», compuesta en realidad por simpatizantes de la banda terrorista que, sin embargo, le arrebataban el protagonismo a esa parte de la ciudadanía que sí fue víctima del terrorismo y que se enfrentó al mismo.


  El director del Centro Memorial de las Víctimas del Terrorismo reconocía que «ETA creó escondites para escenificar el desarme»[1017], es decir, que las armas fueron transportadas a determinados lugares para facilitar el acto propagandístico. No obstante, nadie fue detenido ni interrogado por transportar armas que, lógicamente, deberían haber sido requisadas por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para determinar su historial. Sin embargo, Domínguez insistía en declarar que «de la negociación que se planteaba al principio la banda no ha conseguido ninguna contrapartida. Han fracasado en todo»[1018]. Ciertamente, el modelo de negociación que ETA deseó años atrás para extraer determinadas contraprestaciones a cambio del desarme, no se había materializado. No obstante, a pesar de la decadencia de la banda, esta todavía logró rentabilizar una entrega «pactada» de armas tal y como el PNV, con la aquiescencia de la propia ETA, había propuesto[1019]. También logró una implicación internacional con «intermediarios dirigidos por ETA»[1020]. Todo ello le garantizó un considerable espectáculo mediático evitándole además a ETA la incautación de armas a pesar de la «presión de la Guardia Civil y los servicios de información franceses (DCSI) que estaban encima de cualquier movimiento de los arsenales como se evidenció en 2015 y en diciembre de 2016»[1021]. Por tanto, incoherente resultaba esa forma de entregar las armas con los deseos declarados del Gobierno de perseguir a quienes las utilizaron. Alejandro Requeijo analizó fidedignamente lo que el «desarme» suponía:


  
    Desde que ETA cesó su violencia y su brazo político volvió a las instituciones con la promesa de portarse bien, el único interés que tienen esas armas es su capacidad de esclarecer atentados. […] Hay mucha gente que tiene claro que el final de ETA ha llegado de manos de la Policía y la Guardia Civil. Pero también hay mucha gente que cree que ha sido Otegi y lo sucedido en Bayona no ayudará en nada a hacerles dudar. Ahora el Gobierno se gastará varios millones de euros de todos en un memorial de recuerdo a las víctimas. Hubiese bastado con tener ganas de que se cumpla la Ley[1022].

  


  Como mandos de la lucha antiterrorista reconocieron, un Gobierno en minoría que buscaba el apoyo del PNV a los presupuestos generales del Estado aceptó el modelo de desarme que el nacionalismo diseñó:


  
    El argumentario del Gobierno que muchos medios compraron insistía en que ETA no había logrado contrapartidas políticas en la forma de beneficios para sus presos a cambio del desarme. Sin embargo, las contrapartidas fueron otras y no menos importantes: se aceptó la hegemonía del nacionalismo en un simbólico acto que tal y como se ha producido le permite identificarse como artífice de la paz, escondiendo que esas armas fueron utilizadas por ETA para imponer unos objetivos nacionalistas que han salido indemnes. A nosotros se nos impidió arrebatarles esas armas que sí se les permitió que las entregaran a lo que Otegi llama «la soberanía popular». De nada sirve repetir que ETA ha sido derrotada si el Gobierno renuncia a demostrarlo persiguiendo a los que utilizan las armas para sus fines propagandísticos[1023].

  


  Arcadi Espada definió la «entrega de armas» como un «fracaso democrático»: «Tras décadas de luchar contra los intentos de que una banda de asesinos pasara por ser un ejército, de pronto una parte de los demócratas, repartida entre políticos y periodistas, accede a dar ese trato a la banda en su hora terminal. Creyendo que estaban narrando la derrota militar de ETA han narrado la derrota de la paz demócrata»[1024]. Cayetana Álvarez de Toledo se interrogaba: «Si el Gobierno sabe dónde están los zulos, ¿por qué no se adelantó? ¿Por qué niega a la sociedad española la foto de la derrota de ETA? ¿Por qué facilita a los violentos la construcción de su relato?»[1025].


  Las apelaciones gubernamentales al recuerdo de las víctimas del terrorismo fueron constantes para intentar contrarrestar la propaganda terrorista que, sin embargo, debido a la dejación del Gobierno, logró una reversión de roles desfavorable para aquellas. Una nueva «sociedad civil», que no condenaba el terrorismo de ETA y que había sido movilizada por el movimiento terrorista, emergía como «empoderada» y responsable del desarme[1026]. Se diluía así la imagen de esa otra «sociedad civil» que sí desafió al terrorismo de ETA y al nacionalismo institucional cuando denunció que este no hacía lo suficiente por acabar con la violencia. Algunos representantes de aquel movimiento cívico contra ETA, junto a COVITE, hicieron público un manifiesto en el que calificaban la entrega de armas como una operación de «autoblanqueo» y abogaban por un final de ETA sin impunidad. Jon Juaristi describía así el bienintencionado pero estéril propósito de un movimiento cívico impotente como consecuencia de la propia política antiterrorista del Gobierno: «Me habría gustado mucho poder firmarlo, pero no lo voy a hacer. Una cosa es lo que me gustaría, y otra suscribir iniciativas noblemente testimoniales destinadas, por su inutilidad, a producir melancolía. ETA quedará impune, ya ha quedado impune, porque el pragmatismo del bloque constitucional o de lo que de él sobrevive así lo exige»[1027]. La impunidad de quienes siguiendo el guion de ETA prepararon y escenificaron la propaganda etarra mediante la utilización de las armas de la organización terrorista confirmaba la materialización del escenario sobre el que el citado manifiesto alertaba: «En un modelo de fin de ETA que llegue a tolerar diversos grados de impunidad, el pretendido apoyo a las víctimas del terrorismo se convertirá en un cruel sarcasmo, por mucho que lleguen a instalarse en los medios fórmulas retóricas eufemísticas tendentes a enmascararlo»[1028].


  Derrota de ETA sin justicia política


  La forma en la que se llevó a cabo el «desarme» de ETA es ilustrativa del modelo de final del terrorismo por el que optó la política antiterrorista del gobierno de Mariano Rajoy. Un final que, de forma paradójica, era ampliamente aplaudido a pesar de sustentarse, como señalaban algunas víctimas, en una «amnesia colectiva» que convirtió a una formación como Bildu en «auténtica valedora de la paz»[1029]. Esa política antiterrorista normalizó la «anomalía democrática» que suponía la concurrencia de Bildu a las elecciones «como artífice de la paz» sin cumplir «los mínimos ético-políticos-democráticos básicos para concederles carta de naturaleza política en las mismas condiciones de otros partidos, que han sido víctimas del terrorismo», y «en contra de lo dispuesto en la Ley de Partidos y en medio de la dejadez de instituciones democráticas, partidos y Gobierno»[1030]. Por ello, y a pesar de la propaganda gubernamental que insistía en la derrota de ETA, podía afirmarse que aunque los terroristas no habían conseguido «todo lo que buscaban», sí habían «ganado su batalla política imponiendo su paradigma de legitimación de su ideología»[1031]. Años atrás Aurelio Arteta había argumentado la necesidad de una «derrota por KO» de ETA frente a la oposición del nacionalismo a ese modelo de final del terrorismo. Añadía que se requería no solo una «derrota por un KO legal y policial, sino además por otro político y moral»[1032]. La realidad demuestra que el debilitamiento operativo de ETA que motivó su cese no ha traído consigo esa derrota «política y moral», ni una «justicia política» como la que reclamaba Arteta:


  
    Cuando para matar al vecino se aducen justificaciones y metas políticas, la justicia para las víctimas tampoco puede contentarse con su mera indemnización o resarcimiento. […] Así pues, una justicia política. Recordemos que el terrorista vasco asesina por razones y objetivos políticos, o sea, en nombre de un presunto Pueblo hoy oprimido y mañana liberado. […] No hay, pues, justicia completa para nuestra víctima como no se condene la causa terrorista. Honrar a las víctimas exige deshonrar a los verdugos y combatir las ideas que los convirtieron en tales[1033].

  


  En esas circunstancias, la manida «derrota de ETA» se ha erigido en un cliché, en una suerte de «significante vacío»[1034] recurrente para defender la política gubernamental a pesar de sus relevantes carencias. Al igual que ocurrió con el sintagma «proceso de paz», la «derrota de ETA» constituye un banderín de enganche repetido incesantemente con una determinada función significativa para identificar la política antiterrorista en términos positivos. Ese significado particular pretende una hegemonía discursiva que, sin embargo, pierde su fuerza de arrastre al dotarlo de contenido. Al hacerlo, se aprecia que el terrorismo nacionalista de ETA posee una intencionalidad política y que, por tanto, su «derrota» requiere mucho más que la ausencia de una campaña sistemática de violencia. A través de un significante vacío como la «derrota de ETA» se pretende ignorar que la política antiterrorista exige algo más que el cese de los atentados, pues estos no pueden desconectarse de los objetivos nacionalistas perseguidos por los terroristas. La reproducción de dicho significante vacío induce a pensar que «derrotada» ETA, nada más queda por hacer, sino celebrar dicho triunfo y, en consecuencia, abandonar la imprescindible exigencia de responsabilidades políticas y sociales a quienes siguen legitimando el terrorismo. La cotidiana realidad en la sociedad vasca que a continuación se analiza confirma la ausencia de la requerida justicia política y las graves implicaciones de la política antiterrorista que lo ha hecho posible.


  
    Sortu debe ser sinónimo de memoria, que cuando cualquier paisano o paisana salga de la cárcel… se sienta reconocido y arropado, y que Sortu sea su orgullosa llave en la sociedad vasca. Que pidan perdón y recen tres ave marías los que tengan pecado, pues nuestros errores ya los tenemos amortizados, que la izquierda abertzale se nutra de su abnegado pasado, lo cultive en sus nuevos militantes y lo sepa transmitir, porque ganada la batalla de la memoria, habremos ganado todos y todas[1035].

  


  Así se expresaba en 2012 José María Esparza, director de Txalaparta, editorial surgida «de la mano de HB» con una «ideología enmarcada dentro del MLNV»[1036]. Iker Casanova, condenado a once años de prisión por pertenencia a ETA, y desde 2014 diputado del Parlamento vasco, es uno de sus autores que constantemente ha justificado los asesinatos terroristas, entre ellos los de tres miembros electos de esa cámara.


  Fernando Buesa también fue diputado del PSE en el Parlamento vasco desde los años ochenta hasta que ETA lo asesinó en febrero de 2000. Hoy, los escaños donde se sentaron socialistas como Buesa y Enrique Casas y el popular Gregorio Ordóñez los ocupan individuos como Iker Casanova o la abogada Jone Goirizelaia, durante años al servicio de la organización terrorista que asesinó a los primeros y a la que siguen legitimando. Hasta mayo de 2016 también ocupó uno de esos escaños Hasier Arraiz, portavoz de Bildu y presidente de Sortu, inhabilitado como parlamentario tras ser condenado por su vinculación con ETA. La sentencia condenatoria del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco concluía: «Se condena a Hasier Arraiz Barbadillo, como autor responsable de un delito de integración en organización o grupo terrorista, a una pena de dos años de prisión e inhabilitación especial para cargo público de ámbito municipal, provincial, autonómico, estatal y de ámbito europeo por el tiempo de la condena»[1037].


  El presidente del Tribunal, Juan Luis Ibarra, valoró así la sentencia después de que el acusado pactara con la acusación pública, con el fin de obtener una condena menor, el reconocimiento de la supeditación de Batasuna a ETA: «En el caso de Hasier Arraiz nos pareció que su acción, desde la perspectiva de la actividad terrorista, no tenía una relevancia grande, puesto que su actividad consistía básicamente en reuniones»[1038]. Además de atenuar las consecuencias de su pertenencia a una organización terrorista al limitarla a «reuniones», el magistrado valoraba positivamente la escenificación que el terrorista realizó con el fin de obtener la reducción de pena: «Arraiz reconoció haber jugado un papel en la vida de una organización liberticida como es ETA y estar dispuesto ahora a trazar una línea de ruptura con la que quiere contribuir a dar alguna clase de satisfacción a las víctimas». En otra cuestionable interpretación asumía asimismo que Arraiz «reconocía el error de su trayectoria de respaldo a ETA»:


  
    Sí. En aquella intervención había elementos que eran inequívocos. Y no solo se lo dijo al tribunal, se lo decía a una parte de la sociedad vasca y también lanzaba un mensaje a quienes están cumpliendo condena por colaboración o pertenencia a ETA. Ese mensaje venía a decir: dejemos a ETA en el basurero de la historia en el que la sociedad ha puesto a la banda terrorista[1039].

  


  El tacticismo del terrorista y la benévola interpretación del magistrado mostraban cómo se ha rebajado el nivel de exigencia que hoy se plantea en la sociedad vasca a quienes han legitimado el asesinato de seres humanos y se niegan a acometer una verdadera deslegitimación del terrorismo etarra. Ello en contra del criterio de los expertos policiales que han destacado los «análisis puramente utilitaristas» de quienes han mostrado «compromiso democrático ninguno» y meros cumplimientos «formales»[1040]. Las valoraciones del magistrado ponían de manifiesto cómo algunas personas que han sufrido la amenaza terrorista prefieren interpretar como una favorable «evolución de la izquierda abertzale» las escenificaciones de quienes en realidad se niegan a evolucionar como requiere la gravedad de los crímenes perpetrados por ETA. Estas interpretaciones, tan beneficiosas para los legitimadores del terrorismo como poco coherentes con la realidad, contribuyen a relativizar el mal cometido por mucho que se subraye, como hacía el propio Ibarra, que «ETA ha quedado colocada ya en el lugar más inhóspito del basurero de la historia». En un artículo de revelador título («¡Aquí no ha pasado nada!») se valoraba así la representación de Arraiz:


  
    El último episodio, las afirmaciones hechas por el dirigente de Sortu —nombre pseudocivilizado de Herri Batasuna— Hasier Arraiz, que solo han respondido a su intento de evitar la cárcel y que no pueden ser aceptadas por ningún vasco decente y demócrata. Ha dicho que actuó «complementándose y de forma coordinada con ETA, para conseguir la independencia de Euskal Herria mediante la violencia. La paz es una condición ética». Y lo ha dicho tras aceptar su pertenencia a ETA y proponer que su autoinculpación pueda ser usada para «resarcir a las víctimas». ¿No es condenable que esta declaración no le lleve a convocar un acto público en que pida perdón de forma solemne y comprometida a las víctimas y a quienes fuimos posibles víctimas? Además, resulta vergonzoso el hecho de haber participado en una escueta manifestación ante el palacio de justicia para apoyar a los asesinos presos de la banda terrorista[1041].

  


  Mikel Buesa, hermano de Fernando, asesinado por ETA en 2000, denunciaba que la sentencia contra el dirigente de Sortu confirmaba cómo la inserción institucional de los herederos de ETA no era discutida por los partidos democráticos que, en cambio, se lamentaban de su falta de condena del terrorismo: «aunque su actual presidente ha reconocido ser miembro de ETA en la sala penal del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, a nadie se le ha ocurrido invocar la Ley de Partidos para expulsarlo. Es claro, por tanto, que en el ámbito político ETA sigue viva»[1042]. «Nuestros errores ya los tenemos amortizados», afirmaba, como se indica al inicio de este epígrafe, el director de Txalaparta. Otro episodio confirma que algunas víctimas del terrorismo también contribuyen en ocasiones a «amortizar» los «errores» de la izquierda nacionalista radical. Algunas víctimas son las que con determinados actos coadyuvan a que el lenguaje eufemístico del terrorista prevalezca, subestimando la injusticia y la crueldad que suponen el asesinato político de seres humanos y su justificación. La legitimación de los crímenes etarras carece de sanción política pero numerosos son los «gestos» de los radicales que se presentan como «avances» pese a representar un mero tacticismo para rehuir la deslegitimación del terrorismo. Se minimiza así el terror mediante una estrategia que recompensa el engaño, como explicaba un diputado de la «izquierda abertzale»: «Hay quien dice que nuestros pasos son insuficientes, pero a base de muchos insuficientes nos acercamos a la suficiencia»[1043].


  El 22 de febrero de 2017 el Parlamento vasco «homenajeó» a Fernando Buesa al cumplirse diecisiete años de su asesinato junto a su escolta Jorge Díez. Imposible homenaje podían rendir diputados como los citados Casanova, Goirizelaia y sus compañeras de Bildu Miren Larrion y Maddalen Iriarte que jamás han condenado el asesinato de Buesa y Díez o el de las otras 856 víctimas de ETA. Sin embargo, la escenificación de ese homenaje permitía seguir fantaseando con esa engañosa imagen de una sociedad que avanza, que evoluciona, si bien eludiendo la verdadera rendición de cuentas y exigencia de responsabilidades políticas y morales a quienes siguen legitimando la historia de terror de ETA. Una sociedad que, no obstante, se declara muy preocupada por la memoria y el relato.


  Antes de ese «homenaje» familiares de Buesa y su escolta Jorge Díez rindieron tributo a los asesinados. Los medios de comunicación destacaron la presencia de Bildu en el «homenaje» sin apreciar contradicción en el inverosímil tributo a los asesinados sin la condena de su asesinato. El vídeo del acto mostraba a los hijos de Buesa y a su viuda junto a los padres de Díez, a políticos de todos los partidos vascos que depositaron rosas rojas ante el monolito en recuerdo de los asesinados. Al finalizar, Natividad Rodríguez, viuda de Buesa, besa a Maddalen Iriarte y a Miren Larrion, parlamentarias de Bildu, antes de dirigirse a ellas: «A mí me gustaría que hicieseis otros gestos, además de este, otros. Que dieseis otros pasos. No lo podemos hacer nosotros por vosotros. No es conmigo con quien lo tenéis que hacer, es con la sociedad vasca, con los ciudadanos vascos. Esto a mí no me es suficiente»[1044]. De nuevo afloran esos «errores amortizados» mientras se reclama no olvidar, ignorando que el olvido se impone cuando se evita honrar a las víctimas como merecen.


  Larrion, nuevo rostro «amable» de la izquierda nacionalista radical que depositaba rosas rojas en memoria de una víctima del terrorismo que ella no condena, era la misma que en septiembre de 2016 se refería así a la inhabilitación de Arnaldo Otegi para concurrir a las elecciones al Parlamento vasco que Buesa ocupó: «Los tribunales pueden impedir que Otegi se presente, pero no lo que representa. […] En Madrid creen que nos han ganado. Ingenuos, no tienen ni idea de lo que han hecho»[1045]. En efecto, lo que Otegi representa, esto es, la ausencia de condena de la historia de terror de ETA, su victimización de miles de seres humanos y, en consecuencia, su legitimación, también concurrieron en aquellas elecciones. Las implicaciones del testimonio de una víctima como la viuda de Buesa, dirigiéndose a quienes escenifican empatía con ella mientras eluden la acción responsable que acredite una auténtica solidaridad, se comprenden recordando la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 2009 que avaló la ilegalización de los representantes políticos de ETA. En ella se denuncia:


  
    La existencia de unos partidos políticos que no se posicionen conceptualmente de manera clara e inequívoca en contra de la actividad terrorista, o que, con ambigüedad calculada, intenten disimular de manera sistemática su falta de rechazo hacia esos hechos criminales lamentando formalmente sus consecuencias, pero sin incluir un solo término de reproche hacia la bárbara actitud de quienes las provocan utilizando la violencia como método para la consecución de sus objetivos[1046].

  


  Las positivas valoraciones que desde diversos medios reciben las tácticas de los representantes políticos del partido diseñado por ETA para reemplazar a Batasuna deben confrontarse con la conclusión del citado Tribunal: «La legitimación de las acciones terroristas o la exculpación o minimización de su significado antidemocrático y de la violación de derechos fundamentales que comportan puede llevarse a cabo de modo implícito»[1047]. Ese contraste evidencia cómo en la sociedad vasca se aceptan y toleran males que, utilizando la terminología de Arteta, podrían definirse como «ordinarios»[1048]. De ese modo se «ocultan y justifican» males «cotidianos», pasándose por alto «crueldades» y «transgresiones políticas» que aunque no lleguen al asesinato constituyen, sin duda, agresiones a las víctimas[1049]. Así, la presencia de Otegi en el Parlamento Europeo en abril de 2016 para impartir una conferencia, o su frustrada candidatura a lehendakari, suscitaron la indignación de numerosos políticos y ciudadanos que, en cambio, no muestran la misma actitud ante la presencia institucional del partido que él mismo lidera. Parafraseando a Arteta, se acepta algo «absurdo» como que «se puede purificar el mal mientras se dejan pervivir sus raíces»[1050].


  Esta era la crónica periodística de los homenajes a Buesa y Díez organizados unos años antes, en 2013:


  
    Dos ofrendas florales recordaron ayer en Vitoria el asesinato hace 13 años del exdirigente socialista y exvicelehendakari del Gobierno vasco, Fernando Buesa, y de su escolta, el ertzaina Jorge Díez Elorza. La primera, a las 11.30 horas, había sido convocada por el Parlamento vasco; la segunda, media hora más tarde en el lugar del atentado, por las familias de los dos asesinados. La izquierda abertzale asistió al acto de la Cámara, a través de su grupo parlamentario EH Bildu, pero no fue al otro para «no incomodar» a la familia Díez Elorza, que había rechazado su presencia. […] La familia Buesa, aun valorándolo como un «gesto puntual», viene reclamando en los actos de aniversario un «cambio sustancial» en el discurso de la izquierda abertzale, y que esta asuma, junto al reconocimiento del daño causado, su «responsabilidad» en el pasado criminal de ETA. «Más allá de los gestos individuales, queremos ver que se hace autocrítica y un reconocimiento público de que lo que se hizo estuvo mal, porque es el único elemento para deslegitimar claramente la violencia», aseguró a EL MUNDO Sara Buesa, hija del socialista desaparecido y portavoz de la familia, tras el acto en los jardines donde murió su padre. Buesa denunció la «ambigüedad» de la izquierda abertzale y reclamó «una postura firme, oficial y pública» que permita discernir si en su posición «hay solo retórica o un convencimiento ético»[1051].

  


  Un año más tarde, la Fundación Buesa pedía «excluir a la izquierda “abertzale” del Día de la Memoria» y denunciaba «la desazón que nos produce el hecho de que quienes no han sido todavía capaces de deslegitimar el asesinato de sus conciudadanos participen, e incluso lideren, actos de memoria»[1052]. La Fundación rechazaba «aceptar la participación en actos conmemorativos unitarios de quienes no han deslegitimado el terrorismo de ETA, aunque lo hayan hecho con todas sus fuerzas cuando se trata del GAL, el Batallón Vasco Español o los abusos policiales», y concluía que «no va a conseguir un efecto reparador en las víctimas si además no se produce la deslegitimación ética, social y política de los victimarios»[1053]. Es evidente que hoy, en 2018, «quienes no han sido todavía capaces de deslegitimar el asesinato de sus conciudadanos» siguen participando en actos de memoria como el de Fernando Buesa y Jorge Díez. Por ello resulta legítimo preguntarse si esa participación acaso no contribuye a banalizar la gravedad del crimen perpetrado, a enterrar el significado político del asesinato, a trivializar la inmensa injusticia humana cometida y, en definitiva, si no contribuye a humillar a quienes deberían ser honrados con decencia.


  En la sociedad vasca y navarra hoy se reproducen de manera cotidiana humillaciones a las víctimas que incluso algunas de ellas llegan a subestimar, quizás para evitar las profundas disonancias que su consciencia y sus graves implicaciones políticas generan. Volvía a evidenciarlo otro homenaje, el que en mayo de 2017 se rindió a Tomás Caballero, concejal de UPN (Unión del Pueblo Navarro) asesinado por ETA en 1998. El alcalde de Pamplona, Joseba Asirón, al igual que su partido, Bildu, jamás ha condenado el asesinato de Caballero, a pesar de lo cual, fue el encargado de realizar una ofrenda floral en nombre de la Corporación municipal. El hijo de la víctima calificó como «guiño» ese gesto al tiempo que declaraba «que no se puede pasar página como si nada hubiese ocurrido»[1054]. A pesar de que UPN había sido el partido que más concejales había obtenido, Bildu gobernaba el consistorio gracias al apoyo de Podemos, IU y Geroa Bai —coalición, esta última, en la que estaba integrado el PNV—. María Caballero, hija del asesinado, ha denunciado que «esto que parece tan legítimo», o sea, que Bildu gobierne el Ayuntamiento de la capital navarra porque la aritmética lo permite, «no lo es desde un punto de vista moral, ético y de justicia»[1055]. Sin embargo, no solo se hace política como si fuera «moral, ético y de justicia», sino que a menudo se «homenajea» a la víctima con los responsables de esa injusta inmoralidad.


  Frente a ese tipo de homenaje, al recordar a sus familiares otras víctimas optan por denunciar que continúa existiendo «una fuerza del mal», Bildu, que «no condena el terrorismo porque sigue siendo la fuerza que expresa y representa el proyecto totalitario» de ETA. Como declaró José María Múgica en el aniversario del asesinato de su padre, el político socialista Fernando Múgica, asesinado por ETA en 1996: «No se trata de un proyecto que cesara sobre la derrota de la acción criminal y terrorista, es un proyecto que hoy está funcionando»[1056]. La víctima alertó sobre «la absolución de los crímenes» de ETA a la que conduce confundir a los representantes de ETA con los demócratas.


  En octubre de 2017 las organizaciones empresariales vascas retrataron «los déficits democráticos» de la «izquierda abertzale» con su negativa a invitarle al acto de homenaje a los extorsionados económicamente por ETA. La significativa ausencia de quienes siguen justificando esa coacción revelaba la relevancia que posee su presencia en otros homenajes. En los últimos años Sortu y Bildu han aprovechado los homenajes a un empresario asesinado como José Luis Korta para rehabilitar su imagen con una presencia como la que precisamente los empresarios les negaron en 2017[1057]. Dirigentes radicales orgullosos de la campaña terrorista de ETA han asistido con regularidad al homenaje del empresario asesinado con otras fuerzas políticas sin crítica alguna. El principal medio de comunicación vasco llegó a valorar en 2013 como «un guiño a las víctimas»[1058] la presencia de los representantes políticos de ETA en los homenajes a las víctimas del terrorismo, aun haciéndolo sin condenar dichos crímenes y aprovechando la oportunidad para exigir el reconocimiento del «sufrimiento de todas las víctimas, de todas las partes», o «pasos» a España y Francia que favorezcan a los presos de la banda[1059]. Con el precedente de la ausencia de la «izquierda abertzale» al homenaje a los empresarios antes citado cobró un considerable simbolismo la reunión que unos meses después, en enero de 2018, mantuvieron Roberto Larrañaga, presidente de Confebask (Confederación empresarial vasca) y Arnaldo Otegi, coordinador general de Bildu. Otegi, condenado a seis años de prisión por el secuestro en 1979 del director de la fábrica Michelín en Vitoria, Luis Abaitua, acudió a la sede de la patronal con otro antiguo recluso de ETA, Iker Casanova. Ninguno ha condenado las acciones terroristas por las que fueron encarcelados. Los representantes políticos de la organización terrorista buscaban «desprenderse de la losa que la existencia de ETA y décadas de terrorismo supone para su imagen» apareciendo «ante el conjunto de la sociedad como una formación capaz de convertirse en una alternativa real de Gobierno y acabar con el rechazo que genera en determinados sectores de la ciudadanía, por ejemplo, el empresarial»[1060]. Un sector del empresariado expresó su «malestar» por la «falta de alusiones a ETA» en un acto que «tenía que haber sido aprovechado» por los empresarios «para censurar de forma rotunda al líder de Bildu la connivencia que durante años ha mantenido la izquierda abertzale con ETA y denunciar la extorsión y amenazas que sufrieron miles de industriales por parte de la banda terrorista»[1061]. La «normalización» que la presidencia de la patronal brindó a ETA y a la «izquierda abertzale» contribuía «a eludir el juicio sobre lo ocurrido con anterioridad», o sea, sobre la «crueldad inenarrable» del terrorismo que siguen justificando quienes durante décadas extorsionaron a empresarios y ciudadanos[1062].


  Tras eludir el Estado importantes exigencias democráticas a quienes han perpetrado y legitimado el terrorismo, aquel se ha convertido en una suerte de «espectador indiferente» o «conformista»[1063] que declara indignación al tiempo que evita la acción. Esa ausencia de liderazgo contribuye a desacreditar la resistencia de las víctimas, dificultando así su oposición a lo intolerable después de padecer la enorme injusticia de su victimización. Ante la complejidad de reparar debidamente a las víctimas con una auténtica deslegitimación ética, social y política del terrorismo, el gobierno ha preferido diferir esta misión al futuro con apelaciones a la construcción de una memoria, de un relato, que, sin embargo, ya se está construyendo sobre el olvido de la verdadera magnitud política y humana del terror, como la cotidianeidad revela. A menudo, el sentimentalismo complementa esas reclamaciones para que no haya olvido, como si el recuerdo tuviera sentido en ausencia de una verdadera justicia política, mientras se consolida una memoria que permite que la exigencia de responsabilidades prescriba sin satisfacerla. Para comprender los efectos que la política antiterrorista está teniendo en tan importante dimensión política y social, son especialmente pertinentes las reflexiones de Stanley Cohen sobre los mecanismos de neutralización y negación ante el sufrimiento: «Pero “hacer algo” sobre el pasado significa algo más que establecer un relato correcto. El sentido dominante de la rendición de cuentas es la justicia»[1064]. Como enseña la experiencia de Jean Améry en otro contexto de violencia, aunque los crímenes de ETA son recordados, la conciencia pública va perdiendo toda la magnitud de lo que supusieron realmente. No solo desaparece la inquietud y la conciencia del significado político de las víctimas de ETA. Además, como consecuencia de ello, va perdiendo sentido el castigo de esos crímenes cuando ambos se distancian en el tiempo[1065].


  La sociedad del posterrorismo: una sociedad indecente


  Hoy en la sociedad vasca y navarra ya es rutina que el dolor de las víctimas se confunda con su propia humillación. En palabras de Avishai Margalit, «una sociedad decente es aquella sociedad que no humilla» y en la que cada persona recibe «el honor debido» por parte de «sus instituciones»[1066]. ¿Es la sociedad del posterrorismo una sociedad decente? ¿Es, en los términos del filósofo israelí, una sociedad que lucha contra las condiciones que justifican que sus ciudadanos se consideren humillados? La realidad demuestra que la política antiterrorista que ensalza la derrota de ETA no ha logrado una sociedad que honre debidamente a los asesinados por la organización terrorista y al resto de sus víctimas.


  El 21 de septiembre de 1994, el diario Egin publicaba un artículo de Antón López Ruiz, alias Kubati. El asesino convicto del guardia civil Antonio Meto Melero, de José Tomás Larrañaga Arenas, de Juan Sánchez Sierro y de la que fue miembro de ETA María Dolores González, tras reconocer literalmente su «odio» hacia Gregorio Ordóñez, concejal del Partido Popular en el Ayuntamiento de San Sebastián, adelantaba ya el asesinato de este político que ETA perpetró el 23 de enero de 1995: «Me despido de todos vosotros con desprecio y con el deseo esperanzador de que algún día, al poner la radio, oiga por ella una buena noticia que me alegre el día». Hoy, el etarra Antón López Ruiz, un criminal condenado a centenares de años de prisión por sus actividades terroristas, es un hombre libre que no ha mostrado ningún arrepentimiento por sus crímenes. En 2017, como dirigente de Sortu, rechazaba que los presos de ETA colaboraran con la justicia para esclarecer crímenes sin resolver: «No vamos a aceptar este tipo de cuestiones porque sería un suicidio político»[1067]. Ese mismo año, casi coincidiendo con el aniversario del asesinato de Gregorio Ordóñez, López Ruiz era recibido en la sede del PNV por dos de sus dirigentes. El etarra acudió como representante del colectivo «Kalera kalera», impulsor de una campaña de movilizaciones en apoyo a presos de ETA, entre los que se encuentran los asesinos de Gregorio Ordóñez: Francisco Javier García Gaztelu y Juan Ramón Carasatorre Aldaz. Otro de los asesinos convictos, Valentín Lasarte, es ya un hombre libre después de ser excarcelado tras cumplir dieciocho años de prisión, de los cuatrocientos a los que fue condenado, y pese a no haber colaborado con la justicia, como exige la ley, en el esclarecimiento de otros atentados.


  Gregorio Ordóñez era odiado por otros miembros de ETA como Mikel Zubimendi, parlamentario de Herri Batasuna entre 1994 y 1998. Zubimendi describió el asesinato de Ordóñez, también parlamentario autonómico, como «el hundimiento del buque insignia del fascismo español en Euskal Herria»[1068]. Como el diario El Correo editorializó el 24 de enero de 1995, se trataba de «un asesinato deliberadamente político» que se producía tres días después de que Ordóñez fuera designado oficialmente candidato del Partido Popular a la alcaldía de San Sebastián. El periódico denunció que con ese «crimen político» ETA perseguía borrar «una realidad incómoda» para los terroristas, pues la «derecha española» había sido la fuerza más votada por los donostiarras en las dos últimas consultas. En 2015 la radiotelevisión vasca, EiTB, fichó a Zubimendi como tertuliano. Josu Erkoreka, entonces, al igual que hoy portavoz del Gobierno liderado por Iñigo Urkullu, defendió que la televisión pública convirtiera en formador de opinión a un antiguo preso de ETA que seguía legitimando su actividad terrorista. El dirigente del PNV apeló a la libertad de expresión y a la adhesión de la televisión pública al «Plan de Paz y Convivencia» del Gobierno vasco que le comprometía «con la paz y la convivencia, el respeto a los derechos fundamentales y a las víctimas»[1069]. La libertad de expresión, la paz y la convivencia como pretexto para la legitimación implícita y explícita de la violación de los derechos humanos por parte de ETA y, en consecuencia, para vulnerar el respeto a las víctimas y humillarlas.


  Jonan Fernández es el responsable de ese Plan de Paz y Convivencia al que Erkoreka recurrió para justificar la conversión de un terrorista convicto en referente social mediante su privilegiada presencia en un medio de comunicación público. Fernández fue concejal de Herri Batasuna entre 1987 y 1991, periodo en el que ETA asesinó a decenas de seres humanos, tres de ellos como consecuencia de la coacción etarra para alterar el trazado de la autovía de Leizarán. Gregorio Ordóñez se oponía a la intimidación terrorista que finalmente logró sus objetivos al ceder el PNV y el PSE a las exigencias planteadas también por la denominada «Coordinadora Lurraldea», liderada por Jonan Fernández. Este lideraría movimientos como Elkarri y Baketik, a cuya presentación en 2006 fue invitado Mikel Zubimendi, el mismo terrorista que describió el asesinato de Gregorio Ordóñez como «el hundimiento del buque-insignia del fascismo español», y que jamás ha condenado y deslegitimado su crimen.


  «Honestidad para valorar lo que Jonan Fernández ha hecho desde que dejó HB»[1070]. Esta era la petición que el lehendakari Ukullu hacía en 2013 tras criticar varios colectivos de víctimas del terrorismo, PP y UPyD el nombramiento del responsable de la «Secretaría de Paz y Convivencia»[1071]. La honestidad obligaba a recordar que Fernández mantenía una interpretación de la realidad vasca que distorsiona las causas y las consecuencias del terrorismo, como evidencia su negativa a considerar a ETA como lo que evidentemente es y ha sido: un grupo terrorista[1072]. Como señalaban las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, las «estrategias de negociación política» que había propuesto a lo largo de los años constituían «elementos claves en ese proceso de contradicciones subjetivas que tanto benefician a ETA y al terrorismo y que son la base de su existencia»[1073]. Sostenía Fernández que había realizado una «autocrítica» sobre su pasado que, sin embargo, se limitaba a una selectiva y eufemística reinterpretación del mismo, declarando simplemente que su «equivocación en aquel tiempo» consistió en «situar a la par» su «valoración ética y la convicción ideológica [y no la primera por encima de la otra]»[1074]. La desconfianza de numerosas víctimas hacia Fernández no surgía solo por «su pasado», «sino por su presente»[1075].


  El Gobierno vasco, a través de un documento institucional como el Plan de Paz y Convivencia, reproducía una interpretación nacionalista del terrorismo etarra que, como señaló el historiador Manuel Montero, no tiene como objetivo «la paz y la convivencia», sino cerrar la etapa de la violencia «obteniendo una victoria» evitando que «no quedasen estigmatizadas las razones por las que se justificó el terror»[1076]. El análisis cuantitativo y cualitativo del documento confirmaba que, efectivamente, mantenía el «marco interpretativo con que se justificó el terror»[1077]. Siete eran las referencias explícitas a ETA y una sola en la que el término terrorismo aparecía vinculado indirectamente al hacerse una mención a lo que se definía como «los cuatro grandes contextos de violencia y victimación que ha padecido nuestra sociedad en los últimos 80 años: la guerra civil; la dictadura, ETA y los contraterrorismos ilícitos»[1078]. El texto difuminaba la responsabilidad del terrorismo etarra aludiendo a un maremágnum de violencias e injusticias multilaterales, equiparando la principal agresión a la democracia por parte de ETA, que en ningún momento se consideraba así, con acciones violentas diversas. Como añadió Montero:


  
    El problema social no es la violencia que contó en todo momento con la condena general, la que practicaron a veces grupos policiales, parapoliciales y ultras. La repulsa de estas barbaridades se produjo entonces y ahora, en esto el País Vasco no presenta carencias. Los déficits vienen de que hubo quien apoyó el terrorismo [de ETA] o miró hacia otro lado[1079].

  


  Con el fin de presentar a ETA como una expresión de un conflicto entre el pueblo vasco y el Estado, el plan soslayaba esa decisiva evidencia y equiparaba el terrorismo etarra con violencias tan dispares e incomparables como las derivadas de la Guerra Civil, el franquismo y lo que definía como contraterrorismos ilícitos.


  Esta política institucional se ha consolidado a lo largo de los años con una intensa actividad orientada a una manipuladora contextualización del terrorismo etarra fiel a una interpretación nacionalista del mismo, incurriendo en una equiparación de distintas violencias que algunas víctimas de ETA denuncian. En 2015 COVITE y UPyD exigieron la dimisión de Fernández tras proponer este homenajear a veintiún etarras que habían muerto en tiroteos, por causas naturales o en circunstancias no esclarecidas[1080]. El listado de víctimas elaborado por el Gobierno vasco que consideraba «dignas de ser homenajeadas» no solo ignoraba sino que ocultaba «resoluciones de la justicia española, de la francesa, de la mexicana y de Estrasburgo»[1081]. También han sido criticadas otras propuestas de Fernández que abogaban, entre otras medidas favorables al entramado terrorista de ETA, por la eliminación de los delitos de apología y enaltecimiento del terrorismo, la supresión del delito de terrorismo sin pertenencia a banda armada y la supresión de la figura de la detención incomunicada[1082].


  La política del Gobierno vasco a través de la secretaría de Jonan Fernández tiene como denominador común «la insistencia en poner bajo sospecha al Estado de derecho»[1083], para reafirmar la interpretación nacionalista del terrorismo. En esa política se inscribe la reunión que por primera vez mantuvo en 2015 un presidente del Gobierno vasco con representantes de «Etxerat». Conocida como la asociación de familiares de reclusos de ETA, a los que considera como «presos políticos», el CNI la ha definido como organización «pantalla» del movimiento terrorista[1084]. En dicha reunión, el lehendakari Urkullu y su secretario de Paz y Convivencia escucharon «las quejas contra el Gobierno de Mariano Rajoy»[1085]. Rechazaron las críticas que recibieron de víctimas y partidos de la oposición por su reunión, aduciendo que sus interlocutores no eran presos de ETA. Al margen de que la asociación sí forme parte del entramado terrorista, la defensa aducida pone de manifiesto las implicaciones de las reuniones que el Gobierno vasco mantiene con expresos de ETA como el referido Antón López Ruiz. A través de gestos de esa naturaleza se consolida una perversa equiparación de sufrimientos que constituye uno de los pilares de la política del PNV: las víctimas del terrorismo etarra sufren, pero también los familiares de los criminales responsables de esa victimización. La política del Gobierno vasco confunde deliberadamente una pretendida defensa de los derechos humanos con la apología de quienes los han conculcado. Las supuestas «reivindicaciones humanitarias» constituyen acciones propagandísticas de un apéndice del movimiento terrorista en su estrategia de deslegitimación de las instituciones democráticas y legitimación del terrorismo etarra.


  Esa política se ha traducido también en la Ponencia de Memoria y Convivencia en la que participan todos los partidos con representación en el Parlamento vasco salvo el PP. En septiembre de 2017 compareció en ella Unai González, condenado a seis años de prisión por su pertenencia a la organización terrorista Jarrai, parte de ETA. Lo hacía el mismo día en que comparecían Rosa Lluch, hija del exministro socialista Ernest Lluch, asesinado por ETA en 2000, y Josu Elespe, hijo de Froilán Elespe, teniente de alcalde socialista de Lasarte, asesinado por ETA en 2001. La Ponencia motivó la presencia del condenado por actividades terroristas porque su suegra falleció en accidente de tráfico cuando iba a visitarlo a la prisión de Teruel. El terrorista aprovechó su comparecencia junto a víctimas de ETA para exigir que «se repare a todos por igual»[1086].


  La pretensión de reparar a las víctimas de ETA que la Secretaría de Paz y Convivencia señala como objetivo está supeditada a una equiparación de violencias y sufrimientos que impide honrarlas debidamente y, por tanto, su verdadera reparación. Lo confirmaba otra iniciativa del departamento de Jonan Fernández fiel a esa política: el documento «Retratos municipales de las vulneraciones del derecho a la vida en el caso vasco. Vitoria-Gasteiz 1960-2010», que contempla «homenajes» a diferentes víctimas, entre ellas las de ETA, que algunas rechazaron con sólidos argumentos. Las hijas de Jesús Velasco, asesinado por ETA en 1980 en Vitoria, se negaron a participar en un acto que pretendía «diluir la terrible responsabilidad criminal de ETA en un magma de violencias puestas en un mismo plano»[1087]. Las huérfanas de la víctima de ETA subrayaron que la «nomenclatura» utilizada por el Gobierno vasco en el citado documento no dejaba dudas: «El significado real de la palabra vulneración es “transgresión, quebranto, violación de una ley o precepto” y también “daño o perjuicio”, mientras que asesinato se define como “crimen alevoso o premeditado”»[1088]. Por ello denunciaban como «perverso y ofensivo el intento de equiparar el crimen organizado con el agravante de su intencionalidad política con cualquier otro tipo de muerte violenta», como pretende la política de memoria del Gobierno vasco para «facilitar coartadas que puedan dar una explicación justificadora de la existencia de ETA»[1089]. Ante el intento de la secretaría de Jonan Fernández de «minimizar» la brutalidad de los crímenes de ETA, vaciándolos de su contenido político, las hijas de Jesús Velasco manifestaron: «los asesinatos con intencionalidad política fríamente planificados y ejecutados con infinita crueldad, maldad y cobardía por parte de una banda terrorista, a lo largo de décadas, no tienen absolutamente nada en común con un homicidio cometido por un policía borracho, ni con trágicos errores sin intencionalidad previa»[1090].


  El nombramiento de Fernández al frente de la Secretaría de Paz y Convivencia fue criticado por COVITE al considerar que buscaba «asentar los cimientos de una visión parcial e inmoral de lo ocurrido en el País Vasco durante los últimos 30 años»[1091]. La AVT anunció la ruptura de relaciones con el Gobierno vasco y su renuncia a ayudas económicas[1092]. Mari Mar Blanco, presidenta de la Fundación Víctimas del Terrorismo, declaró que no mantendría relación institucional alguna con el secretario de Paz y Convivencia del Gobierno vasco, cuyo nombramiento calificó de «auténtica vergüenza»[1093] y «humillación»[1094]. De ahí que también prometiera no mantener relación «con las personas que no defienden los objetivos primordiales por la Fundación, que es defender la memoria, la dignidad y la justicia de todas y cada una de las víctimas», y por tanto «ningún tipo de acercamiento ni relación con un Gobierno que no comparte nuestros objetivos ni los de las víctimas»[1095]. Un año después, la presidenta de la FVT y diputada del PP insistiría en que Fernández «se aleja mucho de lo que defendemos las víctimas»[1096]. A pesar de todo lo expuesto, tanto la FVT como la AVT mantuvieron una estrecha colaboración con quienes habían calificado como defensores de la «teoría del conflicto», aceptando también esta última asociación subvenciones del Gobierno vasco, como consta en el Boletín Oficial del País Vasco.


  En octubre de 2017 el Gobierno vasco anunció una nueva versión de su «Plan de Paz» que pasaba a denominarse «Plan de Convivencia y Derechos Humanos». Tras aludir expresamente a la AVT, que realizó propuestas al texto, en el mismo se refería al «temor» de víctimas del terrorismo etarra a «una singular teoría del conflicto o de bandos enfrentados que finalmente se utilice para justificar los asesinatos y atentados sufridos»[1097]. Añadía que: «Muchas víctimas del terrorismo temen la construcción de este relato de legitimación del terrorismo. Su preocupación es comprensible porque este relato constituye una forma de revictimación injusta contra todas ellas». A pesar de que el Gobierno vasco se comprometía «a evitar y combatir toda forma de equiparación legitimadora sobre las causas de victimación entre unas y otras víctimas», los contenidos del documento cuestionaban semejante compromiso. Así ocurría porque el documento seguía fundamentándose, precisamente, en la igualación de las víctimas del terrorismo etarra con otras de motivación muy diferente. Mediante su comparación con «otras vulneraciones de derechos humanos» con causas y consecuencias sin parangón, seguía distorsionando la auténtica magnitud del terrorismo de ETA, a cuyos rasgos distintivos como su inspiración nacionalista e intencionalidad política no aludía en ningún momento. Arregi denunció «que todo el plan está basado en un error conceptual que lo desvirtúa de raíz»: «cuando todas las víctimas son iguales ninguna significa nada. Y en esto radica un problema muy grave para el futuro de la sociedad vasca: si las víctimas asesinadas de ETA no significan nada, nada se aprenderá de su realidad de víctimas»[1098]. Como expresó COVITE al solicitar la retirada del plan, se mantenía la equiparación entre el terrorismo de ETA y otras violencias «inaceptables», pero que «nadie» había «justificado ni convertido en un credo legitimador»[1099]. Criticaron también estas víctimas que el plan persiguiera «la impunidad» más que la «reinserción», al solicitar el «acercamiento de presos» sin requerirles arrepentimiento ni colaboración en el esclarecimiento de los asesinatos cometidos por ETA[1100]. El Plan, a pesar de su lenguaje engañoso, mantenía las premisas de su versión anterior. Se comprometía a «la deslegitimación del terrorismo y de cualquier forma de violencia», pero eludía la «deslegitimación del proyecto político totalitario y excluyente de ETA», al tiempo que ignoraba que no todas las violencias son ilegítimas, ya que el Estado debe ejercer el monopolio de la violencia legítima[1101].


  Jonan Fernández, que personifica una política de víctimas ampliamente cuestionada por muchas de ellas, fue sin embargo nombrado patrono del Centro Memorial de las Víctimas del Terrorismo del Gobierno español. Tras la primera reunión de su patronato en noviembre de 2015 bajo la presidencia de Su Majestad el Rey, Fernández posaba en el Palacio de la Zarzuela junto al jefe del Estado y otros patronos, entre ellos, Mari Mar Blanco. Simbólica y reveladora fotografía para comprender el verdadero objetivo de esa «batalla por el relato» que se ha convertido en el eje casi fundamental de la política antiterrorista en los últimos años. El «relato» se ha transformado en un instrumento a través del cual, como observaba Hannah Arendt en La mentira en política, se intenta que «la realidad encaje en la teoría» desprendiéndose «de la desconcertante contingencia de la realidad»[1102]. Bajo el «relato» de «la derrota de ETA» subyace una realidad que cuestiona a aquella. Además, la insistencia en ese relato evidencia, parafraseando a Arendt, «el miedo al impacto de la derrota» sobre «la reputación» del Estado y las elites políticas[1103].


  «Una sociedad decente es aquella sociedad que no humilla» y en la que cada persona recibe «el honor debido» por parte de sus instituciones, recuerda Avishai Margalit. La política antiterrorista contra ETA no ha conseguido una sociedad decente. En la sociedad del posterrorismo la humillación a las víctimas de ETA constituye una realidad que las elites políticas en su mayoría y un significativo cuerpo social ignoran o minimizan para evitar las profundas disonancias que su consciencia genera. Es una sociedad en la que con frecuencia el verdadero significado político de las víctimas del terrorismo queda diluido en la retórica de las emociones y de tantas humillaciones, tangibles e intangibles, ya rutinizadas, que impiden honrarlas como es debido, como evidencia otro ejemplo más.


  En enero de 2017, miles de simpatizantes de ETA se manifestaron por las calles de Bilbao exigiendo la libertad y el acercamiento de presos justamente encarcelados por graves delitos terroristas. Como ha ocurrido en los años precedentes en una manifestación ya habitual, el principal periódico vasco, que durante décadas fue objetivo directo de los terroristas y entre cuyos profesionales hay víctimas del terrorismo, volvió a dedicar una amplia cobertura al evento. De nuevo las declaraciones de los asistentes recibieron una extensa y privilegiada exposición, como si fuera absolutamente normal, y moral, recompensar con semejante proyección mediática el exhibicionismo victimista de quienes pretenden maquillar como una loable reivindicación por los derechos humanos de los «presos vascos» lo que realmente constituye un acto político a favor de criminales orgullosos de sus asesinatos. Las investigaciones policiales no dejan duda alguna sobre el sentido y la dirección de un acto en beneficio de ETA. Sin embargo, un contradictorio editorial exoneraba a los participantes de su voluntaria complicidad, asumiendo «la utilización de la buena voluntad y de la esperanza de tanta gente para fines tan perversos como el olvido»[1104]. Apuntaba asimismo que «la vindicación de los presos de ETA de estar cerca de sus familias no puede utilizarse para blanquear su pasado y reclamar su inocencia»[1105]. Lo hacía mientras en sus propias páginas se fijaba otro marco interpretativo diferente. En su encuadre predominaban los atributos positivos hacia los terroristas encarcelados —en ningún momento denominados de ese modo en el reportaje central—, y negativos hacia gobiernos democráticos como el español y el francés mediante la reproducción de las abundantes declaraciones de los manifestantes: «Que se cumpla la legalidad», «venganza del Estado», «que se respeten los derechos humanos», «exigieron poner fin a las vulneraciones que supone aplicar el derecho penitenciario del enemigo», «esto es un enfrentamiento político y los presos son sus rehenes», «son rehenes de España, no los van a soltar», «una lógica perversa que intenta imponer desde la justicia vindicativa lo que no pueden ganar en las urnas ni en los corazones de Euskal Herria», «somos muy incómodos para los gobiernos cuando se demuestra esta marea de solidaridad», etcétera[1106]. En esa línea, el diario ha llegado a calificar como «víctima de la dispersión» a un preso de Jarrai[1107]. «Exhibición de fuerza de EH Bildu»[1108], rezaba el llamativo titular del diario al informar sobre la concentración en 2016. En 2015, una amplia fotografía de la manifestación a toda página dominaba la portada del diario con el siguiente titular: «Fieles a la cita contra la dispersión»[1109]. El marco favorable a la iniciativa propagandística del entorno terrorista que contenía la información lo resumía el siguiente subtítulo: «Decenas de miles de personas salen a la calle en Bilbao para exigir en ambiente festivo el acercamiento de los presos de ETA “por ley, por humanidad y por la paz”»[1110]. En absoluto obligaba la ley al acercamiento de criminales que seguían legitimando sus asesinatos, mostrando, por tanto, ninguna humanidad ni interés por la paz. Otro titular de portada con motivo de los atentados yihadistas días antes en Francia resultaba revelador: «París es hoy la capital mundial del antiterrorismo»[1111]. Paradójico contraste entre la movilización a favor de los terroristas y contra estos en una y otra sociedad. El domingo 14 de enero de 2018, el día después de la tradicional marcha contra la dispersión, la portada del citado diario anunciaba una extensa entrevista con Javier Ordóñez Iribar, hijo de Gregorio Ordóñez. Una gran fotografía del joven con un retrato de su padre dominaba la portada del periódico. En el interior, después de las tres páginas con la primera entrevista con un medio de comunicación de esta víctima del terrorismo, los presos de la organización terrorista responsable del asesinato de su padre también recibían otras tres páginas. En toda la amplia cobertura dedicada a los presos etarras solo había una única alusión al término «terrorismo» al referirse al juicio por enaltecimiento de uno de ellos. Una vez más, el encuadre dominante cuantitativa y cualitativamente era favorable a los terroristas al reproducir de forma literal sus consignas victimistas, incluyendo la descalificación a la política «de odio y venganza» del Gobierno central: «Humillar a personas no es democracia», «Tan solo pedimos que se cumpla la ley», «Los presos son una asignatura pendiente», «Niños, enfermos… hay muchos casos urgentes», etcétera. En la crónica central podía leerse: «Llevan décadas ejerciendo su violencia (contra los presos), aseguraron tras lamentar el “bajo nivel democrático” del Gabinete Rajoy y comparar su “política represiva” con la del franquismo».


  Como cada año en esas fechas, ciudadanos amenazados por ETA durante décadas soportaron la ocupación del espacio público por parte de quienes siguen legitimando el terrorismo. Se mantiene así la violencia psicológica y simbólica, si bien en otra dimensión, fundamental para mantener la coacción terrorista y la de sus representantes políticos. Se reproduce una dinámica similar a la ya habitual en las fiestas locales en Euskadi. Predomina en ellas una simbología que impone el control del espacio festivo, «minimizando el horror» perpetrado por los terroristas al tiempo que refuerza un «cliché heroico» de estos[1112]. La indiferencia ante el dolor causado por el terrorismo de ETA es norma, ignorando que «profanar el espacio festivo supone violentar a toda la sociedad»[1113]. La ofensa a las víctimas que ello supone no encuentra protección en la respuesta de las instituciones democráticas. Lo pone de relieve el auto judicial que calificó como «mera expresión de opiniones» el denominado «tiro al fatxa» programado en las fiestas de Etxarri-Aranatz, localidad gobernada por Bildu en la que fue asesinado en 1979 Jesús Ulayar, quien fuera su alcalde hasta 1975. Era «la última y atroz muestra de un modelo vasco de participación política que cercena el pluralismo y anquilosa nuestra democracia por su misma base: los municipios»[1114]. En 2004 fueron declarados hijos predilectos del pueblo todos los asesinos de ETA que cumplían condena, incluido Vicente Nazabal, responsable del asesinato de Jesús Ulayar veinticinco años atrás.


  La subcultura del odio que mantiene el orgullo en la herencia criminal del terrorismo etarra permanece, como constatan los frecuentes homenajes a los terroristas de ETA que se suceden en las calles con la connivencia de las instituciones. Las autoridades encuentran compatibles los «homenajes» a las víctimas del terrorismo con la permisividad de los frecuentes homenajes a criminales inspirados en la ideología nacionalista de ETA. La admisión del delegado del Gobierno entre 2012 y 2016 revela tanto indignación como ineficacia:


  
    Sortu, Bildu y cualquiera de las diversas marcas que han compartido pasado y presente con ETA nos han querido hacer creer que no habría recibimientos a los miembros de ETA ahora excarcelados. Un nuevo engaño que nos urge a los demócratas a esforzarnos más si cabe en la confección de un relato donde sí haya claramente vencedores y vencidos[1115].

  


  Las implicaciones políticas y sociales de esa política institucional se aprecian bien a través de uno de los numerosos ejemplos de homenajes a etarras. En enero de 2017 se celebró una concentración en la explanada del Guggenheim de Bilbao ensalzando a terroristas de ETA encarcelados. Allí mismo asesinó el etarra Eneko Gogeaskoetxea en 1997 al ertzaina José María Aguirre. Los compañeros del policía asesinado definieron ese acto como «una humillación para la familia y un menosprecio para la Ertaintza en general»[1116]. En esa misma plaza una placa recuerda a la víctima. La bienintencionada placa como testigo mudo que embellece una impunidad cotidiana, en línea con las evocadoras palabras de Sandrine Lefranc: «Rechazamos las placas y los monumentos porque eso equivale a enterrar a los muertos. El único homenaje posible consiste en levantar la bandera de la lucha y continuar el camino»[1117].


  Es en ese contexto en el que el Gobierno español, siguiendo el mandato de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral de las Víctimas del Terrorismo, creó el Centro Memorial de las Víctimas del Terrorismo con el fin de «preservar y difundir los valores democráticos y éticos que encarnan las víctimas del terrorismo, construir la memoria colectiva de las víctimas y concienciar al conjunto de la población para la defensa de la libertad y de los derechos humanos y contra el terrorismo»[1118]. A pesar de tan loables fines, esta iniciativa también coadyuva a embellecer la impunidad que define el final del terrorismo de ETA. En el marco de una política antiterrorista como la descrita que intenta cubrir sus carencias dotando de centralidad en su discurso a las víctimas, aunque eludiendo la exigencia de responsabilidades políticas, e incluso penales, por su victimización, cobran sentido «los abusos de la memoria» sobre los que alertaba Todorov: «Otra razón para preocuparse por el pasado es que ello nos permite desentendernos del presente, procurándonos además los beneficios de la buena conciencia»[1119]. La inacción de la política antiterrorista en ámbitos como los descritos contrasta con su compromiso por la «batalla del relato y la memoria» que se ha convertido en parte fundamental del discurso sobre el final de ETA. Sin embargo, como recuerda Aurelio Arteta, «la memoria no puede ser un sustituto de la justicia»[1120]. Más bien, determinado «culto a la memoria» puede convertirse en un medio de «exoneración» que, parafraseando a Todorov, permita a algunos aparecer como «bravos combatientes por la memoria y la justicia» sin exponerse «a peligro alguno» ni obligarse a asumir «responsabilidades frente a las miserias actuales»[1121]. Como ha advertido Reyes Mate, «no se trata ya de recordar para que no se repita, se trata de responder de la injusticia causada»[1122], pues «si resulta que solo recordamos para que la historia no se repita, estaríamos como sacando el último jugo a los muertos en beneficio de los vivos. Bajo el señuelo de una reflexión responsable lo único que se oculta es nuestra propia supervivencia»[1123].


  Estados de negación


  La «batalla por el relato y la memoria» se ha convertido en un mecanismo útil para desviar la atención de una realidad incómoda como la que surge al analizar con rigor la política antiterrorista del final de ETA. Así se observa al aplicarse a la sociedad del posterrorismo etarra los distintos métodos de negación analizados por Stanley Cohen para otros contextos de violencia con el fin de minimizar el verdadero alcance del sufrimiento y de las violaciones de los Derechos Humanos[1124]. La primera de ellas, la denegación literal, niega los hechos. La segunda, la interpretativa, niega el verdadero significado de esos hechos. La tercera, la implicativa, niega las responsabilidades e implicaciones políticas y sociales de la violencia. Como se analiza a continuación, a través de la combinación de estas denegaciones se está ignorando o subestimando el significado político del terrorismo etarra y de sus víctimas.


  Resulta complejo negar los asesinatos cometidos por ETA, ya que los centenares de asesinados y los miles de heridos tienen historias, caras, nombres y apellidos. No obstante, algunos nacionalistas lo han intentado. El primo del empresario Ignacio Uria, asesinado por ETA en 2008, juzgaba así el crimen sobre cuya autoría no había ninguna duda: «Dicen que ha podido ser ETA quien le ha asesinado por trabajar en la construcción del Tren de Alta Velocidad. No lo sé»[1125]. Esta actitud evocaba al célebre Notes on Nationalism de Georges Orwell al que, de manera reveladora, Cohen se refería al inicio de su trabajo. Como destacó Orwell, «los nacionalistas tienen una notable capacidad para ni siquiera escuchar las atrocidades que comete su bando», y para «negar hechos conocidos» que se convierten en «inadmisibles»[1126].


  Tanto ETA como los partidos nacionalistas han favorecido la negación interpretativa con el fin de justificar y legitimar la campaña terrorista. El nacionalismo radical ha interpretado el terrorismo etarra como una guerra de liberación nacional contra el Estado español, transformando así sus crímenes, desde su lógica, en un combate legítimo y necesario. Otros sectores del nacionalismo han condenado la violencia que en muchos casos no interpretan como «terrorismo», sino como una expresión de un conflicto político en el que se acusa al Estado de ejercer también acciones violentas. Ambas interpretaciones por parte del nacionalismo han coincidido en condicionar el fin de la violencia de ETA a la satisfacción de exigencias nacionalistas. Interpretan por tanto a las víctimas del terrorismo etarra como una consecuencia más del conflicto, a menudo igualándolas a los propios responsables de la violencia que son también presentados como víctimas. Estas interpretaciones favorecen una denegación implicativa, pues las responsabilidades de quienes perpetraron el terrorismo, lo legitimaron, o se mostraron conniventes con el mismo por acción u omisión, quedan diluidas en ese «conflicto» en el que han existido diferentes violencias, equiparándose con el terrorismo etarra la violencia legítima del Estado. Favorecen también el «desprecio social y político» de las víctimas por parte de partidos nacionalistas que, como señala Reyes Mate, «aunque condenaran los atentados entendían que no tenían significación política en el sentido de que no podían ni debían afectar a los proyectos soberanistas que eran objetivos coincidentes con los de los etarras»[1127].


  También existen ciertas formas de negación literal de los hechos, como muestran los siguientes ejemplos. Hoy se describe a ETA como «una organización desarmada» aceptándose, en contra de lo asegurado por las autoridades francesas y españolas, que «materializó su desarme el 8 de abril de 2017»[1128]. Numerosos opinadores y políticos niegan con frecuencia que el terrorismo haya logrado alguna de sus aspiraciones, ignorando que la incapacidad para alcanzar sus objetivos estratégicos máximos no excluye el logro de otros objetivos tácticos relevantes, entre ellos una legitimación política y social considerable. Algunas víctimas también incurren en la negación literal, como Julio Iglesias Zamora, empresario secuestrado por ETA en 1993, al pronunciar las siguientes palabras durante el acto de despedida de Gesto por la Paz en 2013: «Gracias Gesto por involucraros en la tarea de narrar a las nuevas generaciones que la opción de la violencia no ha servido absolutamente para nada. Algunos en este país, si tienen suficiente coraje y autocrítica, deberían de preguntarse: ¿Qué ha conseguido la violencia criminal después de más de 35 años?»[1129]. Su propia experiencia demuestra la utilidad de la violencia, pues su secuestro fue seguido del pago de un rescate que, según investigaciones judiciales, todavía continuó pagando la familia del secuestrado en 2006[1130]. La coacción terrorista sí fue eficaz, imponiendo un estigma social al amenazado, la cesión al chantaje en ocasiones, la pasividad acomodaticia de una parte de la sociedad, además de indiferencia de instituciones y asociaciones empresariales[1131]. Paradójicamente hoy se denuncia desde algunos ámbitos la indiferencia que muchos mostraron ante la extorsión terrorista al mismo tiempo que se acepta la impunidad de quienes se beneficiaron de ella. La impunidad del «entorno social de la organización terrorista» que «funcionó como un auténtico poder fáctico en una sociedad que, en gran medida, asumió los postulados del nacionalismo más extremo o calló para no sentirse señalada»[1132]. La impunidad del «entorno político de ETA» que participó en «los procesos de chantaje, en los que asumió diversos roles de recaudación y gestión», existiendo además «un flujo financiero de aquel a la organización terrorista y viceversa»[1133].


  Daniel Innerarity, catedrático de filosofía política y candidato de la formación nacionalista Geroa Bai en diversas elecciones, al preguntarle un periodista «por qué los herederos políticos de ETA aún no han sido capaces de condenar el terrorismo», respondía: «En el plano político, Bildu y todo lo que representa hace ya tiempo que reconoció, por tacticismo o por convicción, que la violencia fue un error. Esto no me parece suficiente en el plano ético. La izquierda abertzale debería dar un paso más si quiere que el resto de la sociedad entendamos que la cuestión de los presos debe tener un tratamiento más suave»[1134]. Como este libro ha demostrado, es falso que Bildu haya realizado semejante reconocimiento sobre una violencia que, por el contrario, todavía reivindica como útil. Los representantes políticos de ETA aún consideran el terrorismo como «un fructífero ciclo de lucha y movilización»[1135], que uno de sus dirigentes defendía así: «Reivindicamos lo que fuimos y lo que somos, lo que hicimos y hacemos»[1136]. Como proclamaba otro líder de la «izquierda abertzale», esta se siente «orgullosa» de «un pasado» del que «no va a abjurar»[1137].


  Innerarity, definido por el entrevistador como «un filósofo político de referencia» y, según Le Nouvel Observateur «como uno de los pensadores más influyentes del mundo»[1138], eludía responder sobre la negativa de Bildu a condenar el terrorismo incurriendo en una negación de los hechos, pues ni ha existido condena de la violencia etarra ni reconocimiento de su error por parte de los radicales. La negación literal se complementaba con una distinción entre exigencias políticas y éticas pese a su inextricable relación. Como ha señalado Reyes Mate, «la justicia a las víctimas no es solo un problema moral, sino también político», de manera que «la justicia a las víctimas pasadas es la condición necesaria para una política futura sin violencia»[1139]. Pero la condena concreta e inequívoca del terrorismo etarra es además una exigencia legal que, como se ha demostrado en los capítulos cuatro y cinco, no cumplieron los «herederos políticos de ETA». La ausencia de esa condena revela otra negación literal por parte del Tribunal Constitucional, como denunciaron los magistrados discrepantes y como la lectura de los Estatutos de Sortu y el llamado «decálogo de principios» de Bildu demuestra[1140].


  De esas negaciones literales se derivan otras implicativas que eximen a los representantes políticos de ETA de la necesaria rendición de cuentas propia de una democracia. Hoy utilizan para sus fines las instituciones democráticas pese a incumplir «un mínimo democrático básico» como la condena de «la historia criminal de ETA»[1141]. Sin embargo, el problema que ese incumplimiento supone se oculta planteando que la exigencia ha de ser ahora ética, pero no política, al tiempo que se exige la deslegitimación del terrorismo, cuestión esta fundamentalmente política. En esa línea, de manera incongruente, PNV, PSE y PP aprobaron en 2013 un «suelo ético» que consistía en una serie de principios que Bildu rehusó aceptar, pero sin consecuencias para la formación, evidenciando una vez más la ausencia de rendición de cuentas. Estos principios eran deliberadamente genéricos con el fin de que también fueran aceptados por los herederos de Batasuna. Como si las formaciones democráticas aceptaran equipararse al partido que legitimaba a ETA, incluían entre ellos «el reconocimiento de la injusticia de la violencia, el reconocimiento del daño causado y de la dignidad de las víctimas», así como «determinar y reconocer la responsabilidad de cada cual en el pasado y las consecuencias relativas a las vulneraciones de los derechos humanos»[1142].


  Este tipo de negación de las implicaciones y responsabilidades políticas derivadas del terrorismo se aprecia también en la actitud de algunas víctimas. En 2014 la Fundación Buesa criticaba a los partidos democráticos por no haber «forzado a Sortu a asumir el suelo ético»[1143], a pesar de lo cual esta institución no tuvo inconveniente en participar en 2017 en la nueva Ponencia de Memoria y Convivencia en la que los representantes políticos de ETA seguían rehusando los «mínimos éticos» planteados años atrás. La posición de la Fundación evidenciaba denegaciones implicativas como aquellas en las que también incurrían los partidos a los que criticaba. Por un lado, en 2017 exigía «una autocrítica de quienes asesinaron, amenazaron, secuestraron y extorsionaron, y de quienes jalearon todas esas acciones», pero al mismo tiempo reconocía: «Tuvieron una oportunidad para llevarlo a cabo con el denominado suelo ético aprobado por el Parlamento vasco en 2012, pero la rechazaron. Nuestra Fundación considera que la nueva Ponencia sobre Memoria y Convivencia en Euskadi debiera ser el espacio para conseguir que esa autocrítica se haga realidad por parte de Sortu»[1144]. Si se critica a un partido que no cumple los requisitos mínimos democráticos y que ha sido legalizado de manera fraudulenta, pero no se le exigen responsabilidades por ello, por qué habría de aceptar lo que no aceptó previamente sin recibir sanción alguna, sino indulgencia. En esas circunstancias, como denuncia Kepa Aulestia, «la necesidad de autocrítica se disipa completamente», pues han obtenido «una especie de amnistía política y social»[1145].


  Los representantes políticos de ETA reciben privilegiadas plataformas mediáticas a través de las cuales defienden «su propio relato político» como «igualmente legítimo» y «respetable» que el de quienes fueron amenazados[1146]. No es cierto que víctimas y victimarios posean la misma legitimidad y respetabilidad que, sin embargo, adquieren de facto cuando los medios les permiten «expresarlo y defenderlo [su propio relato político] en igualdad de condiciones que cualquier otro»[1147]. Los medios ofrecen abundantes manifestaciones de las consecuencias de estas denegaciones implicativas. Sirva de ejemplo el editorial en el que el diario El País censuraba como «una imprudencia» y «una provocación» que Bildu se hiciera con la consejería de Presidencia, Justicia e Interior en el gobierno de Navarra en 2015: «la presidenta navarra no puede dejar de tener en cuenta lo que supuso para muchos navarros la campaña contra la construcción de la autovía de Leizarán entre Gipuzkoa y Navarra, a la que se oponía HB, y que fue pretexto para 160 atentados, cuatro de ellos mortales»[1148]. La lógica del editorial reflejaba que la práctica del terrorismo posee unas implicaciones políticas y sociales que, sin embargo, el mismo medio suele ignorar en la cobertura de un partido que, pese a sus graves déficits democráticos, es tratado como si aquellos no existieran dada su legalidad. Así van negándose las implicaciones políticas y sociales de la normalización política de los representantes políticos de ETA que siguen justificando el terrorismo perpetrado contra sus conciudadanos, los cuales, tras ser aterrorizados por la banda, deben ahora soportar que gobiernen en numerosas instituciones. Se consolida así una forma «desalmada de transitar de la utilización del terror al gobierno de las instituciones», «una reconversión sin costes» para quienes legitiman el terrorismo, pero con graves consecuencias para una sociedad en la que se acepta la «exoneración de las culpas personales y colectivas»[1149].


  Los constantes homenajes a etarras evidencian denegaciones tanto literales como implicativas, como se desprende del flagrante incumplimiento del artículo 4 de la Ley 4/2008, de 19 de junio, de Reconocimiento y Reparación a las Víctimas del Terrorismo que recoge la obligación de «los poderes públicos vascos» de «prevenir y evitar la realización de actos efectuados en público que entrañen descrédito, menosprecio o humillación de las víctimas o de sus familiares, exaltación del terrorismo, homenaje o concesión pública de distinciones a los terroristas»[1150]. El Gobierno vasco ha llegado a negar la existencia de dichos «homenajes» que ha definido eufemísticamente como «actos de acogida, puede que incluso calurosa»[1151]. Niega así que los homenajes constituyen «espacios de condensación simbólica» en el que el «objeto de culto con mayúsculas» es el «Pueblo Vasco»[1152]. De ese modo adquiere un especial significado político el rechazo de los alcaldes nacionalistas a colocar placas en recuerdo de los asesinados por ETA, mientras aceptan una ocupación del espacio público por parte de quienes definen el «pueblo vasco» ensalzando al terrorista y excluyendo a sus víctimas. Al mismo tiempo, se niega la exigencia de responsabilidades que la ley contempla al requerir la investigación de esos actos «que puedan ser constitutivos de infracción penal, quedando abierta la posibilidad del ejercicio de la acción popular por la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco para la defensa de este derecho»[1153].


  Los homenajes a etarras constituyen rituales con los que el «radical se desprende de toda culpa, rechaza cualquier sanción o censura y proclama el fascismo del otro como disculpa»[1154]. Representan por ello un refuerzo de un manipulador esquema moral que justifica el terror mediante «un reconocimiento social obligado a quienes defendieron el bien y la justicia»[1155]. O sea, toda una perversión del rol de los asesinos y de sus víctimas en claro incumplimiento de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo que, en su Artículo 61, Defensa del honor y la dignidad de las víctimas, obliga a Estado y Administraciones públicas a impedir actos «que entrañen descrédito, menosprecio o humillación de las víctimas o de sus familiares, exaltación del terrorismo, homenaje o concesión pública de distinciones a los terroristas»[1156].


  Son numerosas las evidencias, negadas, de que el nacionalismo radical ha logrado «imponer su discurso trucado», obteniendo «el indulto moral» y político «de una suerte de naturalización democrática»[1157]. Mientras los terroristas son homenajeados para reforzar la significación política de su violencia, muy diferentes son los homenajes que reciben las víctimas del terrorismo. Desde las instituciones se apela constantemente a la «deslegitimación del terrorismo», pero estas actúan negando de facto que dicha deslegitimación es eminentemente una cuestión política. Así, mientras exigen honrar a las víctimas y deslegitimar el terrorismo, sus actos eluden «desmontar ese anterior discurso de legitimación»[1158], aceptando como plenos demócratas a quienes mantienen «vigentes y activados los ritos de apuntalamiento ideológico-identitario» que sustenta el terrorismo sin distanciarse del mismo[1159]. Como ha explicado Martín Alonso, «el índice de aceptabilidad que regula el mercado de la verdad social no solo no ha penalizado a los victimarios sino que les ha reforzado en la última tanda»[1160]. Los siguientes ejemplos lo ilustran.


  El 27 de junio de 2017, Mari Mar Blanco pronunció en el Congreso el discurso central con motivo del día de las víctimas del terrorismo. Entre los diputados se encuentran aquellos vinculados a la organización terrorista ETA que jamás han condenado sus crímenes. El Colectivo de Víctimas del Terrorismo en el País Vasco no asistió a dicho acto por «dignidad y coherencia», argumentando que, «como alegó en 2013, 2014, 2015 y 2016, no puede participar en un homenaje organizado por una institución en la que se integran exmiembros de ETA orgullosos de haberlo sido y partidos orgullosos de centenares de asesinatos»[1161]. La asociación declinó la invitación «para denunciar que las fuerzas políticas españolas, aun posicionándose contra el terrorismo, han optado por no vehicular una respuesta efectiva ante la presencia del brazo político de ETA en la Cámara baja»[1162]. Por ello calificaba como «completamente incoherente homenajear a las víctimas del terrorismo mientras se permite que voceros de la organización terrorista ETA ocupen instituciones democráticas como el Congreso de los Diputados, parlamentos autonómicos y ayuntamientos»[1163].


  «Es inmoral que gobiernen quienes no condenaron la muerte de mi hermano»[1164], afirmó en 2012 Mari Mar Blanco. Ante tan clara constatación del fracaso de los partidos democráticos, resulta obligada la siguiente pregunta: ¿Qué se ha hecho y qué se hace por impedir esa inmoralidad? La presidenta de la FVT y diputada del PP no aprovechó la oportunidad que le brindaba su tribuna en el Congreso para dirigirse directamente, con nombre y apellidos, a los inmorales. Pidió Blanco que se eviten «justificaciones públicas que disculpen la violencia cometida» y «que exonere social, política e históricamente a los que han recurrido al terrorismo vulnerando el derecho fundamental por excelencia como es el derecho a la vida»[1165]. Lo hacía en la misma Cámara en la que se sientan precisamente quienes social, política e históricamente habían sido y seguían siendo exonerados por su apoyo al terrorismo, esto es, los dos parlamentarios de Bildu que jamás han condenado los asesinatos cometidos por ETA: Marian Beitialarangoitia y Oskar Matute. La primera fue alcaldesa de Hernani en 2007 y ejerció su cargo incluso después de que la formación a la que pertenecía fuera ilegalizada en aplicación de la Ley de Partidos al demostrarse que constituía otro frente de la organización terrorista. Durante el ejercicio de su cargo, en enero de 2008, en un acto celebrado en Pamplona se dirigió a los presentes con estas palabras: «Antes que nada este ánimo, este abrazo y este chaparrón de aplausos que nos habéis ofrecido, lo más caluroso posible a Igor Portu y Martín Sarasola y a todos los presos políticos vascos que se encuentran dispersos en las cárceles de Francia y España. ¡Os queremos!»[1166]. Así se refería a los asesinos de Carlos Alonso Palate y Diego Armando Estancio, asesinados por ETA en el atentado de la T4 en diciembre de 2006.


  Un día después del homenaje en el Congreso, Matute registraba en la Comisión de Interior de la cámara una solicitud para que la Guardia Civil devolviese el cuartel de La Salve a la Diputación de Bizkaia, señalando que de ese modo se pondría fin «a una historia que nos recuerda a cientos de personas torturadas»[1167]. Las mismas Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a las que Mari Mar Blanco agradecía su labor contra el terrorismo, insultadas por el diputado de Bildu que se afanaba en reproducir precisamente lo que la presidenta de la FVT decía debía evitarse: «justificaciones públicas que disculpen la violencia cometida». En esas mismas fechas, UPN de Berriozar denunciaba que en las calles de la localidad navarra el etarra Iñaki Lerín fue recibido y homenajeado como un héroe entre aplausos, flores y un aurresku por simpatizantes de la banda terrorista, entre ellos el teniente alcalde, Alfonso Arnesto, de Bildu[1168]. En un comunicado UPN denunció que «la presencia de Arnesto supone un grave insulto a las víctimas del terrorismo y concretamente a la memoria de Francisco Casanova, vecino de Berriozar asesinado por ETA en el año 2000». Añadía que preguntarían al Gobierno de España «qué va a hacer con este tipo de exhibiciones y homenajes que el entorno abertzale realiza a los terroristas de ETA».


  No fue el único homenaje a terroristas en esos días en Navarra, demostrando la falta de voluntad del Gobierno para hacer cumplir la ley a la que también apeló la presidenta de la FVT en el homenaje a las víctimas citado. También denunció UPN el homenaje a otros dos etarras recibidos entre aplausos por una multitud de vecinos en las calles de Pamplona[1169]. Estos recibimientos motivaron la propuesta de UPN para que el consistorio se posicionara en contra de estas exaltaciones de los terroristas que, como declaró un concejal, añadían «mayor dolor añadido a las víctimas y en los que se demuestra que no hay voluntad de reparar»[1170]. Frustró la propuesta el voto de calidad del alcalde de Bildu Joseba Asirón, el mismo que, como se ha referido en un epígrafe anterior, besaba a la viuda de la víctima de ETA Tomás Caballero tras depositar flores en el aniversario de su asesinato. También la rechazaron, Geroa Bai y Podemos, frente al apoyo de UPN y PSN, con la abstención de IU. Unos días después Sortu, coalición en la que se integra Bildu, difundía en su página web imágenes del homenaje en las calles de Bilbao al terrorista Felipe San Epifanio, excarcelado tras cumplir 23 años de condena de los 250 a los que fue condenado[1171].


  Otro homenaje a las víctimas confirmaba que la memoria promovida por las instituciones se limita a evocar el pasado, a reclamar retóricamente la crítica de la violencia, a reivindicar la injusticia de los crímenes, pero sin exigir la necesaria rendición de cuentas por ellos, esto es, negando las consecuencias políticas, sociales, morales e incluso penales del terrorismo. El homenaje en Vitoria del 10 de marzo de 2017 con motivo del Día Europeo de las Víctimas del Terrorismo también reclamó la deslegitimación del terrorismo mientras renunciaba a debilitar las razones que han legitimado a ETA. La declaración oficial recordando a «todas las víctimas que en Europa y el mundo son, y particularmente a las víctimas que en nuestro entorno más próximo han sido y son», incluía una sola mención a ETA y ninguna a su ideología nacionalista: «El final de ETA no puede suponer pasar página sin crítica explícita sobre lo sucedido»[1172]. El significado político de las víctimas del terrorismo etarra quedaba una vez más desdibujado en esa condena al «inmenso error ético, político y democrático» que supuso el terrorismo en general. Las palabras hacían desaparecer la realidad concreta del terror etarra bajo el propósito de la «igualdad de derechos de las víctimas». Proponía la declaración, por un lado, «evitar la discriminación entre víctimas» y, por otro, «rechazar cualquier equiparación justificadora sobre las causas de su victimización». Sentenciaba además que «un enfoque que solo mira al pasado es limitante». Pero, como apreció Kepa Aulestia, «lo verdaderamente limitante es que se permita contextualizar el horror pasado» perpetuando un «“mix” victimista/victimario» a través del cual se interprete que «la sociedad entera fue víctima de la sinrazón violenta»[1173]. Si todos son víctimas, desaparece el verdadero significado de las víctimas que el terrorismo nacionalista de ETA causó. Al mismo tiempo, si toda la sociedad es culpable, nadie lo es realmente.


  Ese era el sentido del homenaje mayoritariamente elogiado por los medios al contar con la presencia de todas las fuerzas políticas y una amplia representación de víctimas, con la excepción de COVITE. El Colectivo de Víctimas del Terrorismo en el País Vasco manifestó que el acto se fundamentaba en el «cinismo» que permitía al Gobierno vasco homenajear a las víctimas mientras criticaba la detención de etarras en búsqueda y captura, apoyaba a procesados por terrorismo como hizo con el presidente de Sortu, propugnaba una política de memoria basada en «la teoría del conflicto» y aceptaba la impunidad para el culto al terrorista en las calles de Euskadi[1174]. Sin embargo, el multitudinario homenaje fue ampliamente elogiado como un acto de unidad. Días antes la secretaria general del PSE, Idoia Mendia, había declarado: «Reconocer a Isaias Carrasco como víctima sin deslegitimar las razones de su asesinato es cometer un fraude. Es traicionar su memoria»[1175]. Se refería así a la presencia de dirigentes de Bildu en el homenaje al socialista asesinado por ETA el 7 de marzo de 2008. También acudieron al homenaje del 11 de marzo quienes se negaban a condenar los asesinatos cometidos por ETA. Por ello, la lógica de las palabras de Mendia obligaba a definir también como un «fraude», como «una traición a la memoria» de los asesinados por ETA, el mediático homenaje tributado por tan amplia representación. Como recogieron los medios, en él participaron «centenares de personas ligadas a los ámbitos de la política, la cultura, el deporte, la universidad, la judicatura, la educación, la religión, los medios de comunicación, la empresa y la sociedad civil»[1176], entre ellos representantes de todas las siglas políticas, el Gobierno vasco con su lehendakari y su secretario de Paz y Convivencia al frente, el delegado del Gobierno en el País Vasco, el director del Centro Memorial de las Víctimas del Terrorismo del Gobierno español, algunas víctimas de ETA, y el presidente de la AVT, «otrora azote del Gobierno vasco»[1177]. La escenificación de unidad y solidaridad con las víctimas era el reflejo de un «consenso aplacador»[1178] enormemente eficaz para negar el significado político del terrorismo etarra y de sus víctimas. Reflejaba una forma de hacer memoria sin «el coraje político y social» que otra víctima del terrorismo, Teresa Díaz Bada, había reclamado al afirmar que: «Honrar individualmente a las víctimas exige deshonrar públicamente a quienes las convirtieron en víctimas»[1179].


  CAPÍTULO 7


  «¿ALGUIEN DUDA DE QUE ETA HA SIDO DERROTADA?»


  Que impongan o no su relato es cuestión de pura relación de fuerzas entre nacionalistas y antinacionalistas o entre totalitarios y demócratas en la sociedad vasca.


  JON JUARISTI[1180]


  Las instituciones del Estado y los partidos políticos democráticos no han sido capaces de que el terrorista con múltiples asesinatos haya sido juzgado políticamente.


  MIKEL AZURMENDI[1181]


  La víctima ya no se duele tanto del daño infligido por su enemigo, sino infinitamente más por este otro daño que le propinan quienes parecían sus amigos o siquiera individuos más cercanos. El apático consentimiento de estos últimos altera cualitativamente su dolor al trocarlo en pura resignación o en franca desesperación.


  AURELIO ARTETA[1182]


  «Esa majadería de que “con la violencia no se consigue nada”»


  
    Que la izquierda abertzale no ha ganado es evidente. Si no Euskal Herria aparecería en los mapas del mundo como un país libre. Es un país oprimido, un país negado, y día tras día sufre las consecuencias de esa opresión. No hemos ganado, pero la lucha que hemos realizado miles de hombres y mujeres con gran esfuerzo y sacrificio no ha sido en balde. Gracias a esa lucha Euskal Herria continúa viva y tiene abierta, recientemente, la posibilidad de ganar[1183].

  


  Esta era la valoración que la propia ETA realizaba unos meses antes de decretar, en octubre de 2011, el «cese definitivo de su actividad armada». El reconocimiento de su incapacidad para alcanzar los fines máximos por los que asesinó durante décadas, «la independencia y el socialismo de Euskal Herria»[1184], era inequívoco. Lo constataban otros pronunciamientos del entramado terrorista ya citados en los capítulos previos. Lo avalan otros comunicados posteriores al cese de la campaña de ETA en los que los terroristas han llegado a reconocer: «En el año en el que se cumplen el 75 aniversario del bombardeo de Gernika y el quinto siglo de la ocupación del Estado vasco (Navarra), Francia y España mantienen su opresión»[1185]. Esa «opresión» que, según la propaganda terrorista se mantiene, no ha impedido «la decisión histórica de abandonar el camino armado»[1186]. Aunque consideran que «la lucha de ETA ha dejado al descubierto la opresión que sufre este pueblo, desnudando la naturaleza no democrática de los estados»[1187], el terrorismo que durante décadas se justificó precisamente como respuesta a esas circunstancias ha cesado. En palabras de uno de sus dirigentes, «hay más razones que nunca para la lucha armada, pero menos condiciones objetivas y subjetivas». En su opinión, el terrorismo no tenía futuro si no era «capaz de poner patas arriba al Estado» mientras «el pueblo y la propia izquierda abertzale están sufriendo muchas veces más con las acciones de ETA que el propio enemigo»[1188]. Por ello, desde la lógica terrorista son coherentes las críticas de miembros de la banda que cuestionan el final del terrorismo que ETA justificó así: «Es porque los estados cercenan violentamente todos los derechos de nuestro pueblo por lo que utiliza ETA la lucha armada»[1189].


  En esas condiciones, partidos como PP, PSOE, PNV, CIU, UPN y CC han coincidido en interpretar el cese del terrorismo como «la mejor evidencia de la victoria de la democracia sobre la organización terrorista»[1190]. A pesar de afirmar en un acuerdo conjunto que esa «derrota» de ETA se debía a «la unidad de las fuerzas políticas»[1191], en 2017 Alfredo Pérez Rubalcaba se la atribuía exclusivamente a su partido, asegurando que «el final de ETA tal y como ha sido no lo hubiera logrado el Gobierno de Rajoy»: «sin los gobiernos de Zapatero y López este final no hubiera sido como ha sido, y este es el mejor final imaginado para ETA, el mejor que nunca podíamos haber tenido»[1192]. Jorge Fernández Díaz, ministro del Interior del Gobierno del Partido Popular entre 2011 y 2016, y que precisamente mantuvo una continuidad con la política antiterrorista de sus predecesores, utilizaba los mismos argumentos de ETA para proclamar dicha «derrota»: «¿Los objetivos por los que surgió ETA han sido cumplidos? ¿Hay una Euskal Herria integrada por las tres provincias de Francia, las tres españolas y Navarra?»[1193]. Formulaba además una pregunta retórica: «¿Alguien duda de que ETA ha sido derrotada?»[1194]. Sin embargo, sí hay dudas sobre tan categórica conclusión, como se ha analizado a lo largo de este libro, y como confirman las siguientes valoraciones. Santiago González considera que «no tienen razón las víctimas que consideran que ETA ha ganado», ya que «su derrota policial es evidente, su estructura operativa ha sido reducida al mínimo por los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad y es muy poco probable que pueda volver a matar». No obstante, matiza: «la cuestión no era solo anular su capacidad operativa, sino muy principalmente, derrotar su estrategia política», una estrategia política que, considera, «está dándole frutos». Subraya además el carácter instrumental de la violencia: «Mataban para conseguir el poder, no para satisfacer pulsiones raras»[1195]. La utilidad política del terrorismo lleva también a Ángeles Escrivá a mostrar su preferencia por otro final que implicara no solo la derrota operativa de ETA, sino «también en la imposición de sus pretensiones políticas», sin que la violencia le hubiera reportado beneficios al nacionalismo radical precisamente como consecuencia de su utilización y de su promesa de abandonarlo[1196]. En esa línea, algunos formadores de opinión se niegan a aceptar «el estribillo “ETA ha sido derrotada”, que nos sueltan cada vez que sale el tema»[1197], apreciando que la organización terrorista sí ha conseguido significativos logros.


  Es indudable que ETA no ha logrado sus principales aspiraciones, lo cual no quiere decir que la banda no haya tenido una utilidad para el nacionalismo, ideología que, a pesar del terrorismo nacionalista, ha consolidado en la Comunidad Autónoma vasca su hegemonía política, social y cultural. Ciertamente, la «trama política» de ETA ha logrado un «triunfo simbólico y fáctico»[1198] evidente en su presencia en las instituciones y en la ausencia de sanción política y social a la ideología nacionalista que ha inspirado el terrorismo etarra, recompensada a pesar de la violencia. Componentes propios de regímenes políticos definidos como «totalismos»[1199] están hoy muy presentes en una sociedad que ha premiado políticamente a quienes han propugnado su homogeneización, bien a través del apoyo directo al terrorismo o al nacionalismo que lo ha legitimado. En cambio, los partidos constitucionalistas, expresión de la pluralidad que las víctimas del terrorismo representaban, han sido penalizados. El mantra simplista de la derrota de ETA solo se puede sostener desde la forzada e imposible separación del terrorismo etarra de una ideología nacionalista compartida por el movimiento terrorista y por partidos como el PNV. Como explica Antonio Elorza, el nacionalismo les ofrece «un universo simbólico de autolegitimación que se proyecta agresivamente contra el adversario» en la búsqueda de un «orden social homogéneo acorde con sus doctrinas»[1200]. En ese sentido, el terrorismo ha sido fundamental para diezmar el pluralismo mediante una coacción que no ha perjudicado al nacionalismo. Indudablemente, el terrorismo ha repercutido en los procesos electorales a través del asesinato de políticos no nacionalistas y de la intimidación de sus votantes, como ilustraba el gráfico testimonio de una concejal amenazada por ETA:


  
    Sentada en la mesa del colegio electoral, he visto pasar por delante de mí a gente que sé que me vota y que, delante de los demás, me pone mala cara o se hace la sueca. Yo lo entiendo, porque aquí el que no se mimetiza con el ambiente nacionalista sufre una verdadera exclusión social. Y por eso creo que tengo que seguir, porque toda esa gente tiene derecho a poder decir lo que piensa[1201].

  


  Como han demostrado Llera y Leonisio, el miedo afectó en mayor medida a los ciudadanos no nacionalistas colocando a estas formaciones en una «posición de desventaja en la contienda electoral»[1202]. Influyó el terrorismo en las elecciones autonómicas de las que, salvo en una ocasión, siempre salieron gobiernos presididos por nacionalistas, y repercutió también «arrasando las candidaturas municipales de los candidatos no nacionalistas»[1203]. Tras las últimas elecciones municipales celebradas en el País Vasco en 2015, de 252 ayuntamientos, 194 tienen mayoría nacionalista y únicamente 14 mayoría no nacionalista, siendo el resto independientes[1204]. La perspectiva temporal demuestra asimismo la ventaja del nacionalismo desde las primeras elecciones municipales en 1979 hasta las de 2015. Hoy, el Partido Popular solo tiene 79 concejales, y el Partido Socialista de Euskadi, 196 de los 2621 que se eligen, frente a los 1018 del PNV y los 894 de Bildu[1205].


  Como recuerda Azurmendi, «jamás alegó el PNV que bastaba un solo asesinato para descalificar la meta del separatismo», y «jamás sostuvo el PNV la postura moral de renunciar al separatismo en tanto se ejerciese violencia terrorista contra los no-separatistas»[1206]. No solo eso, sino que además el nacionalismo ha descalificado importantes instrumentos de la política antiterrorista orientados a impedir a ETA su coacción sobre los no nacionalistas. Reveladora fue su oposición a la ilegalización de Batasuna, iniciativa que, como ha reconocido la propia ETA, tan decisiva fue en su debilitamiento y que, sin embargo, fue presentada por el nacionalismo como un brutal ataque contra la pluralidad cuando precisamente intentaba garantizarla. Movimientos cívicos como Foro de Ermua y ¡Basta Ya!, en torno a los que los amenazados articularon su defensa contra el terrorismo, fueron injustamente acusados por el nacionalismo vasco de perseguir «el enfrentamiento civil en Euskadi»[1207], el «exterminio de aquellos que piensan diferente» y «un clima a favor de la guerra sucia»[1208]. Con los precedentes de tan injustas equiparaciones con ETA, y constatado el modelo de final del terrorismo que se ha impuesto, debe afirmarse que la violencia terrorista sí ha generado réditos para el nacionalismo. Como ha subrayado Aurelio Arteta al criticar «esa majadería de que “con la violencia no se consigue nada”»:


  
    En el País Vasco se están imponiendo los herederos de ETA. La sociedad no ha derrotado a ETA, sino que la mitad al menos ha asumido los presupuestos y objetivos de ETA. En los demás no ha sido solo el miedo a la bomba, sino el miedo al qué dirán y a ser apartados de la cuadrilla, el que explica ese proceso. Se ha pecado de acción, pero tanto o más de omisión o consentimiento cobarde[1209].

  


  Los réditos de ese terrorismo que muchos declaran que ha sido derrotado, se aprecian, sin embargo, en una sociedad en la que se ha materializado un escenario sobre el que Arteta alertó: «Proclamar que “sin violencia todos los proyectos políticos son legítimos” significa que, en cuanto deje de matar, la doctrina etnicista de ETA se vuelve intachablemente democrática. Sería de reír si no fuera de llorar»[1210]. En la sociedad del posterrorismo, repleta de rituales y prácticas con relevantes déficits democráticos, se ha logrado ocultar la culpa moral y política «que concierne a los partidos nacionalistas que obtuvieron ventajas políticas y consolidaron su poder por el acoso a los constitucionalistas»[1211]. Ciertamente, recurriendo a la tipología establecida por Karl Jaspers[1212], se ha logrado desdibujar la culpa criminal, la culpa política, la culpa moral y la culpa metafísica que tras décadas de terrorismo debe asumir el nacionalismo, tanto el violento como el considerado democrático. Las evidencias analizadas en este libro confirman que el terror de ETA se ha convertido «en una sombra sin peso y sin huella», eludiéndose «el rechazo del proyecto político que ocasionó la barbarie»[1213].


  A ello han contribuido los testimonios de etarras presentados como «arrepentidos» que, en cambio, vacían de todo contenido ideológico el terrorismo de ETA, representándolo como un acto de locura, como una aventura, fruto a menudo de la inconsciencia en la que priman las pulsiones emocionales más que las racionales y, en este último caso, recurriendo a la desresponsabilización del nacionalismo que lo inspiró[1214]. De ahí que para ellos distanciarse de ETA no implique renunciar a los «ideales políticos» por los que asesinaron[1215]. No manifiestan «arrepentimiento político» alguno por el terrorismo perpetrado para imponer objetivos nacionalistas[1216]. Solo un replanteamiento personal de conductas, que no de creencias, que necesariamente minimiza la reparación que dicen acometer mediante su reconocimiento del daño infligido y de la petición de perdón a las víctimas, al privarlas de su significado político. Y es que, «el mero reconocimiento del daño causado, como una alternativa al arrepentimiento, puede encubrir fácilmente una mera estrategia política, incapaz de empatizar con el dolor de las víctimas»[1217]. Como explica Azurmendi, «ellos, que se reivindican como “presos políticos”, no vislumbran que su arrepentimiento debe sacudir profundamente sus convicciones políticas»[1218]. A pesar de ello, desde diversos ámbitos se les identifica como modélicos referentes, rebajando una vez más el nivel de exigencia necesario en una democracia para una apropiada rendición de cuentas tras décadas de un terrorismo nacionalista que, como destaca Llera, ha tenido «la limpieza ideológica en la sociedad vasca» como «hilo conductor de su estrategia»[1219].


  A esa peligrosa desresponsabilización y desculpabilización coadyuva de manera decisiva la legalización de los representantes políticos de ETA en las fraudulentas circunstancias analizadas, permitiendo, como ha denunciado Joseba Arregi, que «el proyecto político que causó los asesinatos de ETA aparezca legitimado institucionalmente»[1220]. Ciertamente, «el nacionalismo ha pasado de gobernar como si ETA no existiera a hacerlo como si nunca hubiera existido»[1221]. Es revelador de esa banalización del terrorismo el nivel de exigencia por el que se opta tras haberse renunciado a mantener principios democráticos básicos como la condena de la historia de terror de ETA, asumiéndose ahora en su lugar que bastaría con que sus herederos dijeran en público que matar estuvo mal. Desaparece así toda asunción de responsabilidades por las obvias implicaciones políticas, sociales y morales que se derivan del terrorismo nacionalista. Como interroga Reyes Mate, «si bastara con dejar de matar para que todo se olvidara, ¿qué impide volver a matar?»[1222]. Como consecuencia de todo ello, el aumento de la presencia pública de las víctimas del terrorismo ha sido proporcional a la disminución de su capacidad para alterar una realidad que algunas de ellas apoyan. Frente a la apariencia de influencia efectiva que sugiere la visibilidad que las élites políticas les facilitan, son pertinentes las conclusiones de Martín Alonso: «de la invisibilización de las víctimas» se ha pasado a la «indiferenciación», del «negacionismo crudo, a un negacionismo postmoderno que distribuye solidariamente las responsabilidades, con la convalidación implícita consiguiente del currículo sangriento»[1223]. De ese modo se neutraliza la culpa política y moral de los responsables del terrorismo, así como la decepción y la frustración que ha provocado en algunos de ellos la incompleta materialización de sus expectativas, su negativo balance al comparar los costes de la violencia, también en términos personales, y sus resultados.


  Tras haberse demostrado en un determinado periodo histórico que la política contra el terrorismo obligaba a derrotar tanto a ETA como a su brazo político, se ha pasado a establecer una distorsionadora distinción entre los integrantes del movimiento terrorista bajo el falso pretexto de que lo contrario supone una criminalización indebida de una parte del mismo. El resultado lo describe bien Arregi: «Es la misma táctica puesta de manifiesto por la historiografía que analiza el comportamiento de las sociedades europeas tras la Segunda Guerra Mundial: volcar toda la culpabilidad en un único actor identificable, y exonerar así a todos los que no forman parte directa de ese culpable único y bien identificado»[1224]. En palabras de Azurmendi, «sacar adelante su relato dependía de hacer aceptable su presencia en las instituciones»[1225], como hoy ocurre, revelando una grave impunidad. Mientras esta impunidad «aviva el dolor de las víctimas», por el contrario «la justicia cura»[1226], de ahí las implicaciones que posee la ausencia de justicia política tras el final del terrorismo. No sorprende por ello que el sociólogo nacionalista Javier Elzo concluya que «ETA ha perdido la batalla militar, pero está ganando la batalla política»[1227]. Efectivamente, una organización terrorista que no ha alcanzado sus objetivos estratégicos sí ha obtenido en cambio otros logros que desde un punto de vista táctico son significativos. Y lo ha hecho en gran medida no como resultado de sus capacidades, sino como consecuencia de un deficiente análisis estratégico por parte de quienes han dirigido la política antiterrorista desde 2004.


  «La lucha integral supera y en mucho a la faceta policial»


  En un informe del CESID fechado en 1986 se exponía el siguiente análisis sobre la estrategia terrorista:


  
    La dicotomía entre la necesidad de adaptarse a una realidad sociológica que repudia la violencia cada vez de forma más extensa y el deseo de continuar siendo la fuerza matriz del movimiento independentista que se mantiene pujante en el campo político origina una confusión interna que es causa de actividades que en ocasiones resultan paradójicas. La resolución de la citada dicotomía sigue siendo vista desde ángulos diferentes por los diversos sectores de ETA, lo que sin llegar a producir enfrentamientos provoca disensiones y vacilaciones a la hora de orientar la por ella denominada «lucha armada»[1228].

  


  Además, el servicio de inteligencia preveía que «pese a la existencia de diferentes puntos de vista en el interior de ETA», era difícil que se produjeran «convulsiones internas serias» en el futuro inmediato. Consideraba que ese «previsible desarrollo» podía verse alterado por los siguientes factores:


  
    	Que la policía francesa logre detener y neutralizar a los actuales dirigentes. Aunque ETA ha demostrado una gran capacidad para regenerar su cabeza directora, los sucesivos recambios en la misma parece que han ido ahondando la conflictividad interna y puede que en un momento dado esta capacidad se agote y se produzca una fuerte crisis interna.


    	Que HB, o al menos un sector importante del mismo, adopte una postura decidida y trate de imponer la primacía de la acción política sobre la terrorista de una forma concluyente y pública.


    	Que la acción de las FSE produzca un desgaste tal que los terroristas no sean capaces de aguantarlo. Este desgaste puede estar reforzado por el provocado por la acción de la policía francesa y aunque no lograse la neutralización total de ETA podría provocar, en las actuales circunstancias, un gran quebranto de su voluntad terrorista[1229].

  


  El análisis elaborado en 1986 planteaba ya en aquel momento elementos decisivos en el cese decretado por la organización terrorista veinticinco años después. Entonces, ¿por qué tardó en llegar un cuarto de siglo el final del terrorismo?, ¿qué factores impidieron la materialización de esos escenarios que ya se preveían como claves en 1986? Al evaluarse las causas de la persistencia del terrorismo etarra suele aludirse a variables como la socialización violenta de un segmento de población nacionalista, los agravios por algunos abusos policiales y la violencia de los GAL, la existencia de referencias internacionales como el IRA en Irlanda del Norte, el «santuario» francés hasta mediados de la década de 1980, la limitada contestación social al terrorismo durante años, la ausencia de unidad entre los partidos democráticos y la ambigua posición del nacionalismo hacia ETA[1230]. A ellos deben añadirse otros factores condicionantes de las políticas antiterroristas aplicadas. A lo largo de este libro se han analizado las diferentes etapas de la política antiterrorista, así como los procesos de aprendizaje y errores de los diferentes gobiernos encargados de su aplicación. Se ha demostrado que tras la transición del régimen dictatorial, con su consecuente proceso de democratización política, incluida la profesionalización de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, y las variaciones en el nivel de apoyo a una organización terrorista surgida en la dictadura pero activa fundamentalmente durante la democracia, la política antiterrorista estuvo condicionada por diversos factores. Uno de ellos radica en una suerte de complejo democrático asumido por las élites políticas que llevó a conceder al nacionalismo vasco representado por el PNV un protagonismo que el tiempo demostró equivocado al no ejercer este partido la influencia adecuada para debilitar al terrorismo. Como consecuencia del mismo, se asumió, también de forma errónea, que la participación de los representantes políticos de ETA en las instituciones democráticas necesariamente favorecería su correcta integración en el sistema y, por extensión, la erradicación del terrorismo. Se consideró que el final del terrorismo exigía la satisfacción de importantes demandas del nacionalismo vasco, entre ellas que dicha ideología debía ejercer la hegemonía política en una comunidad autónoma con diversas identidades nacionales. Estos factores explican los sucesivos intentos de negociación con la organización terrorista y la prolongada disposición al diálogo con ETA. Explican asimismo los intentos frustrados de forjar una eficaz unidad entre las fuerzas democráticas imposible ante la negativa de algunas de ellas a aplicar instrumentos orientados a la derrota no solo operativa, sino también de la estrategia política, del movimiento terrorista. En consecuencia, los diferentes modelos de finalización del terrorismo que se fueron contemplando hasta un determinado momento, coincidiendo con la presidencia de José María Aznar y la firma del Pacto por las Libertades y contra el Terrorismo, subestimaban las lecciones que la propia experiencia antiterrorista ofrecía.


  Durante años amplios sectores alimentaron la esperanza de que las negociaciones con ETA, a pesar de la rentabilidad y legitimación que de ellas extraía el entramado terrorista, adelantaría un final que, por el contrario, alejaba. En contra de diversos análisis de inteligencia, la política antiterrorista ignoró con frecuencia que ETA mostraba una actitud incongruente hacia la negociación, como reflejan sus documentos internos. En un boletín interno de 1980 considera la palabra «negociación» como «inusual e incorrecta», al entender que «los cinco puntos mínimos de la alternativa KAS por su misma naturaleza no son negociables, sino a lo sumo concretizables entre el Gobierno español y ETA»[1231]. En otro documento de 1987 aseguraba que «los contenidos de la Alternativa son innegociables y tienen un carácter de mínimos, que deben ser tomados en su totalidad y no punto por punto», ya que solo «pueden ser objeto de negociación los plazos y los mecanismos de aplicación de dichos puntos»[1232]. En estas y otras declaraciones aparece el maximalismo de ETA en relación con la negociación. En cambio en otros momentos reconoció su error al trasladar a su militancia que la negociación era «la panacea de todos los males» en lugar de «un proceso de lucha con fases y momentos diferentes y no el paso a la “tierra prometida”»[1233]. En diversas ocasiones admitió también ETA su incapacidad para infligir una «derrota militar» al «enemigo»: «Esta es una guerra en la que ambos enemigos deben reconocerse en orden a dar una solución negociada y política al conflicto. Está claro que una victoria militar es inviable para ambas partes»[1234]. Esa asunción de la inviabilidad de la «victoria militar» sirvió a algunos partidos para justificar las negociaciones con ETA sin aceptar que esta no contemplaba negociar para ceder, sino para rentabilizar su violencia:


  
    El ineludible primer paso es la negociación entre los poderes del Estado y nuestra organización […] El siguiente paso es contar con un nuevo estatuto, distinto del actual, que reconozca entre otras cosas el derecho de autodeterminación y la integración de Nafarroa en las nuevas instituciones vascas. Una vez terminado el proceso de negociación política, se abrirá un periodo constituyente en el que participarán los distintos partidos de Euskadi Sur, que deberá establecer el calendario a respetar para el ejercicio de ese derecho. Tenemos que tener la garantía de que ese día llegará[1235].

  


  ETA llegó a asumir que la política antiterrorista se basaba, «a falta de una victoria militar», en «castigar al Movimiento abertzale, debilitarlo, en la creencia de que al final y por desesperación, caerá ante una negociación escasa»[1236]. La esperanza de negociar mantenida en el tiempo invalidaba el debilitamiento de una «izquierda abertzale» que rentabilizaba el reconocimiento de su legitimidad implícito a la negociación entre un Estado democrático y una organización terrorista nacionalista. Fue durante la primera presidencia del Gobierno de José María Aznar a finales de los años noventa cuando se rompió con el planteamiento hasta entonces dominante en la política antiterrorista, arrebatándole el liderazgo moral y la dirección política que se le había cedido al PNV. Desde ese momento, y en particular durante la legislatura iniciada tras la mayoría absoluta de marzo de 2000, el Partido Popular aplicó una política antiterrorista consecuente con la experiencia previa y con los análisis de inteligencia en los que se constataba que: «La lucha integral supera y en mucho a la faceta policial. Los frentes en donde incidir son frentes políticos (nacionales e internacionales), sociales, culturales, económicos, legales (en sus ámbitos nacionales e internacionales), policiales, etc.»[1237]. Como recogió un informe del servicio de inteligencia, «la aplicación gubernamental de un modelo contraterrorista integral orientado al medio-largo-plazo», proporcionaría «importantes avances y éxitos notables» que acercarían «a la sociedad española en general y a la vasca en particular, a vislumbrar con cierta esperanza el final de la violencia terrorista»[1238].


  El reconocimiento del carácter integral de la política antiterrorista parecía redundante, pero revelaba las deficiencias de enfoques previos centrados en debilitar policialmente a uno solo de los frentes del movimiento terrorista, al tiempo que se eludía un continuado debilitamiento de sus representantes políticos. La nueva etapa en la política antiterrorista inaugurada por Aznar rompió no solo el tabú de la imbatibilidad de ETA al provocar un enorme desgaste operativo mediante la intensa actuación sobre los diferentes frentes del entramado terrorista. Además, la histórica ilegalización de Batasuna cuestionó la creencia dominante que condicionaba el final del terrorismo a la integración y fortalecimiento del frente político de ETA en las instituciones. Esa política antiterrorista ponía en cuestión un modelo de final del terrorismo como el ansiado por el nacionalismo vasco, tanto en su expresión terrorista como en la democrática, e incluso por amplios sectores del Partido Socialista. El nacionalismo deseaba «una paz sin vencedores ni vencidos»[1239], con «gateras para que cada uno venda la solución a su mundo»[1240]. Ese modelo, propugnado por el nacionalismo como idóneo al impedir la «victoria de unos sobre otros»[1241], implicaba, por tanto, que el terrorismo nacionalista no terminaba derrotado en términos ideológicos y políticos, dotando así de utilidad y significado a la violencia de ETA. No obstante, como advirtió Aurelio Arteta, «en un combate político y no militar, la primera batalla que ganar es la de las ideas políticas»[1242]. De ahí la necesidad de una política antiterrorista que no persiguiera exclusivamente ni se conformara con una «derrota militar» o «policial» que resultaba engañosa. La propia ETA había reconocido que la derrota de su «proyecto político» era posible y, por tanto, el objetivo que la política antiterrorista debía ambicionar:


  
    Bien al contrario, si algo se quiere impulsar desde hace ya bastante tiempo a esta parte es precisamente eso, que hay que asumir riesgos, que hay que cambiar las formas de trabajo, que hay que ir a la raíz de nuestro trabajo político. Pero tampoco vamos a ser ingenuos a estas alturas, los riesgos hay que tomarlos en aquellos campos en los que los aciertos puedan conllevar logros importantes pero los errores costos reducidos. Seamos claros, una apuesta por un proceso de diálogo sin condiciones lo que pone en riesgo no es una acumulación o pérdida relativa, lo que puede llevar es a la derrota. O más claro si queréis, dejar la lucha armada en las actuales circunstancias nos lleva a la derrota, pero no de la Organización, sino del proyecto político. Si algo tenemos claro es que los resultados del proceso de negociación política van a depender de la solidez, fuerza y capacidad de iniciativa de la Izquierda abertzale en su conjunto […][1243].

  


  Como se ha analizado en anteriores capítulos, la ilegalización de Batasuna fue clave en una política antiterrorista que hizo temer a ETA por la derrota de su «proyecto político» y de su «estrategia político-militar»: «no abría [sic] estrategia político-militar, no porque se hubiera acabado con la lucha armada, si no [sic] por el hecho de neutralizar el campo político»[1244]. El gobierno de Aznar, aplicando «un modelo contraterrorista integral orientado al medio-largo plazo»[1245], asumió los riesgos de una ilegalización que a corto plazo podía incrementar la «presión social» a «los afiliados y simpatizantes de las formaciones políticas constitucionalistas»[1246]. La «neutralización» del «campo político» de forma simultánea a la «represión policial» que «neutralizara» también «la lucha armada», justificaban una ilegalización que correctamente aplicada tendría los efectos que la motivaban y que ETA temía. Si se mantenía «la tensión sobre sus cuadros», la «moral de su militancia se vería seriamente afectada», provocando el «aislamiento» del órgano político de ETA «unos efectos muy positivos»[1247]. Se rompía así con la tendencia a confiar en que el denominado «sector posibilista» desafiara verdaderamente a una cúpula terrorista a la que siempre mostraba su «sumisión plena»[1248] a pesar de sus críticas a la utilización de una violencia con la que no tenía el valor de romper. El Centro de Inteligencia conocía «las contradicciones que vive la “Izquierda Abertzale”, al cuestionar abiertamente la eficacia de la actividad terrorista y reclamar autonomía respecto a ETA»[1249]. Sin embargo, la valoración «negativa» del «sector posibilista» sobre la utilización del terrorismo en determinados momentos, no era incompatible con su sometimiento a ETA: «Es ETA la que controla y dirige a su Complejo, por lo que el sector posibilista se conformaría con que la organización terrorista concediese un cierto nivel de autonomía a las actuaciones políticas del Complejo»[1250]. Por ello la «criminalización de todos los ámbitos de la Izquierda Abertzale», convertida en «una amenaza constante» para garantizar «la marginalidad política y social»[1251] de ETA y su entramado, definió una política antiterrorista que negaba la negociación como modelo para un final del terrorismo que los propios terroristas anticipaban, en cambio, «por aniquilamiento».


  El gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero cambió radicalmente la política antiterrorista abandonando ese paradigma. La negociación con ETA durante las dos legislaturas socialistas reforzó, en lugar de «neutralizar», el «campo político» vital para el movimiento terrorista. Por ello destacados mandos de la lucha contra el terrorismo definen la negociación como «un auténtico disparate» que «retrasó el final de ETA»[1252]. Al propugnar una negociación con los terroristas en un momento de extrema debilidad de sus tres «frentes de lucha (armada, de masas y político-institucional)», el propio Estado desactivó la tensión entre ellos. En contra de quienes sostienen que la negociación alentó el enfrentamiento entre ETA y su brazo político que surgió por el interés en recuperar su presencia electoral, la realidad demuestra que la negociación impidió que ese antagonismo progresara hasta producir la eclosión del movimiento terrorista que este temía.


  De manera coherente con los análisis de inteligencia, diversos expertos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado anticipaban que el enfrentamiento se habría agudizado si no se hubiera producido la legalización, planteándole a la organización terrorista importantes dilemas[1253]. Por un lado, ETA podría haber continuado con una campaña terrorista enormemente limitada en sus acciones ante la eficacia de la presión policial y judicial que producía rápidos descabezamientos en la banda[1254]. Su frente político habría arriesgado así la insignificancia política y social a la que le conducía la ilegalización. En ese escenario, el movimiento terrorista podría haberse cohesionado en torno a la continuidad del terrorismo, si bien con escasas probabilidades de duración en el tiempo y de éxito, aunque con muchas más de conducir a la implosión de un entramado en el que las convulsiones y conflictos internos solo se veían aliviados cuando el Estado ofrecía vías de escape a través de la negociación. Con el profundo nivel de conocimiento que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad llegaron a tener del entramado terrorista era poco previsible que, de haberse mantenido ese férreo control policial, fuera viable la supervivencia de una organización terrorista que precisaba considerables recursos humanos y económicos, además de políticos, para sobrevivir. Es decir, el bloqueo tanto «militar» como «político» agudizaría la crisis estructural ya reconocida entre 2002 y 2003[1255], cuando se hizo absolutamente evidente «la contradicción insuperable de la Izquierda Abertzale»[1256]. Fue en ese periodo en el que la «situación de bloqueo político, social e institucional» abocaba al entramado terrorista a una verdadera derrota integral. Como reconocían los terroristas: «En tales parámetros, el enfrentamiento es de carácter puramente “militar”, sin ninguna posibilidad de acumular fuerzas suficientes y con el evidente riesgo de sufrir una derrota, toda vez que el poder del Estado español y de la comunidad internacional que le apoya es muy superior»[1257]. Este era el clarificador análisis que en aquel entonces realizó la Comisaría General de Información:


  
    En este momento, con un «frente político-social-institucional-cultural» bloqueado, la tentación de los sectores más cerriles del MOVIMIENTO DE LIBERACIÓN NACIONAL VASCO de intentar sustituir la incapacidad de dichos «frentes» por la intensificación de la actividad del «frente militar» puede abocar al conjunto a una crisis que puede resultar definitiva, si se tiene en cuenta que en 1992 existían recursos suficientes en la IZQUIERDA ABERTZALE como para salir de la misma y que en el momento presente tales recursos no existen o están inhibidos.


    Las constantes desarticulaciones de estructuras operativas de ETA, tanto en Francia como en España, pueden estar aproximando el momento del colapso de la estructura de ETA incapaz de regenerarse, al menos cualitativamente, a la velocidad que las circunstancias le están exigiendo. De producirse tal situación, con la «lucha armada» socialmente aislada y carente el MOVIMIENTO DE LIBERACIÓN NACIONAL VASCO de recursos como para cubrir el vacío de poder subsiguiente, solo el PARTIDO NACIONALISTA VASCO, tal como sucedió en 1992 y en 1998, podría evitarle la derrota definitiva, acudiendo en su auxilio[1258].

  


  No fue solo el PNV quien acudió en «auxilio» de ETA a partir de 2004, también el PSOE al impedir la materialización de un escenario que sí permitía vislumbrar el final del terrorismo mediante su propio colapso, sin los beneficios objetivos y simbólicos que la negociación le reportó. Como afirma Llera, «el éxito de los terroristas consiste en hacerse imprescindibles como actores principales en la propia liquidación de la violencia y la desestabilización generadas por ellos, buscando un armisticio, cuyo final es una negociación»[1259]. La negociación entre el Gobierno socialista y ETA propició la legitimación política y social de la «izquierda abertzale», que tampoco se interrumpió al seguir negociando desde 2008 a través de intermediarios. Como denunció la Fundación para la Libertad, la negociación con ETA relativizada por el gobierno de Zapatero implicaba «una flagrante violación de los principios y reglas del juego democrático, definidas por la Constitución y el Estatuto de Autonomía»[1260]. Suponía reconocer que, «como dicen todos los nacionalistas, la banda es la expresión de un antiguo conflicto motivado por la insatisfactoria integración de los vascos en España»[1261], presentando a ETA ante la «opinión pública como partidaria de solucionar los conflictos por métodos pacíficos»[1262], como un «beligerante en una guerra contra un Estado opresor que ocupa su territorio»[1263], que «nació para solucionar problemas políticos que nuestro vigente modelo constitucional impide solucionar»[1264]. Paradójicamente, el catedrático de Filosofía del Derecho Gregorio Peces-Barba y Alto Comisionado de Apoyo a las Víctimas del Terrorismo durante la negociación con ETA, aseguraba que «toda tolerancia en relación con lo que pudiera ser una falta de respeto a la legalidad produciría daños irreparables para el funcionamiento del Estado de Derecho»[1265]. Mientras Peces-Barba calificaba como una «ofensa a las víctimas» la publicitada reunión en 2005 del lehendakari con Otegi, representante de «un partido ilegalizado precisamente por su vinculación con ETA»[1266], merecía distinta consideración la negociación secreta del Gobierno socialista con dirigentes de la banda. Evidentemente, la negociación con una organización terrorista y la suspensión del Estado de derecho que implicó, como se ha analizado en los capítulos precedentes, tuvo muy negativas consecuencias que se intentan ocultar apelando a la retórica derrota de ETA.


  Informes de inteligencia habían advertido ya en 2001 que ETA sabía que «su liderazgo en la IA», mientras «no consiga una serie de objetivos imprescindibles», estaba «en peligro si el ejercicio de la lucha armada es discutido con fuerza dentro del complejo político-terrorista»[1267]. «El debate interno sobre la conveniencia de mantener la actividad terrorista, que de forma casi permanente subyace entre la militancia etarra desde la ruptura de la tregua» en 2000, había «aumentado de tono»[1268]. Como concluía un informe del CNI al terminar la última legislatura presidida por Aznar, «cada vez son más los sectores abertzales que consideran que la “lucha armada” supone un lastre para alcanzar sus objetivos políticos y que se mantiene como mera moneda de cambio para la “solución del conflicto”, entendida esta como el ofrecimiento a ETA para una salida más o menos airosa»[1269].


  La política antiterrorista de Zapatero propició un cambio de dirección, pero reforzando a la dirección «política», facilitándole así a ETA que eludiera la derrota que temió cuando peligraba «su presencia en el escenario político y social, a medio plazo»[1270]. La negociación revalorizó la «lucha armada» como «moneda de cambio», que pasó de ser un «lastre» a constituirse en el instrumento gracias al cual, mediante la promesa de su desaparición, el entramado terrorista logró recuperar el espacio político y social perdidos durante la legislatura anterior. La política antiterrorista basada en la negociación neutralizó el riesgo de «grapización» que ETA temió en 2002 cuando varios dirigentes pidieron a la cúpula un «alto el fuego unilateral», «táctico y temporal» ante su «importante crisis interna»[1271]. Esa política antiterrorista desactivó «la presión política, legislativa y judicial» que estaba «dando sus frutos» al provocar la «desmovilización y el escepticismo de amplios sectores de las bases» ante el temor de los terroristas a «retroceder de forma irrecuperable en lo político y organizativo»[1272]. Son estos los motivos por los cuales un mando de la lucha antiterrorista definía el final de ETA «más como desistimiento que como una verdadera derrota»[1273]. La política antiterrorista del gobierno del Partido Popular a partir de 2011 asumió ese modelo de final renunciando a invertir el fortalecimiento de los representantes políticos de ETA en el que se sustentaba. De ese modo pudo ETA contrarrestar la muy desfavorable situación en la que se encontraba, como recordaba un dirigente terrorista que bajo seudónimo escribía lo siguiente:


  
    Durante los últimos años nos han vendido la victoria política sobre la izquierda abertzale y la derrota militar de ETA. La realidad ha aniquilado esa falacia […]. Han fracasado porque hemos invertido los valores de la situación, y de la presunta derrota hemos pasado a la demostración de fuerza e iniciativa política. […] En plena ofensiva hispano-francesa dimos vuelta al teatro de operaciones y nos colocamos en ventaja política. Eso sí, no olvidemos que el Estado son ellos, lo que significa que lo único que hemos hecho por el momento es colocarnos bien para el nuevo ciclo[1274].

  


  El mismo terrorista sostenía: «El Estado ha perdido el control del escenario político y también, de forma notable, su peso específico en la sociedad vasca. Ha dejado atrás la iniciativa política y el aliento social»[1275]. Destacaba por ello la «espiral de deslegitimación ante la sociedad vasca» del Estado, interpretando que eso era «precisamente lo que pretendían generar ellos respecto a la izquierda abertzale»[1276]. Concluía, por tanto, que «el creciente fortalecimiento del soberanismo de izquierda es algo que puede llegar a desbordarles»[1277]. Al margen de la evidente intencionalidad propagandística de las reflexiones del etarra, su análisis también pone de manifiesto los factores que agudizaban la debilidad del movimiento terrorista. Revelaba por tanto aquellos elementos que fortalecían al Estado y, en consecuencia, las variables que una política antiterrorista que se deseara eficaz debía contemplar. Como señalaba el citado etarra, «el primer objetivo en cualquier confrontación, sea del orden que sea, es siempre provocar incomodidad al adversario y colocarlo en situación de desventaja»[1278]. El terrorista aducía que «esto es precisamente lo que ha conseguido la izquierda abertzale con su cambio estratégico, de tal manera que ahora es el estado el que no se encuentra cómodo al haber perdido su posición de ventaja política»[1279].


  En los capítulos precedentes se han analizado los motivos de una «incomodidad» que impidió convertir en realidad el escenario que ETA temía: una clara victoria política del Estado que no devaluara la derrota policial sobre la banda. Ciertamente, como indicaba el citado terrorista, «el objetivo de ETA cuando inició en los años 60 su campaña armada no era la victoria militar sobre la fuerza enemiga, algo impensable dada la absoluta desigualdad entre las partes. El objetivo siempre fue político»[1280]. Por ello resulta redundante abundar en la derrota policial de ETA si esta no va acompañada de la verdadera derrota política de ETA necesaria para darle pleno sentido a la anterior y que, por tanto, el Estado debía perseguir. De ahí que la política antiterrorista durante las últimas legislaturas del Partido Popular y del PSOE haya recurrido a un doble lenguaje para maquillar un incoherente comportamiento, explotando por un lado la presión ejercida por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad sobre ETA mientras se desactivaban otros decisivos instrumentos coactivos contra ella y su entorno político.


  Unidad, ¿para qué?: «cultura de la resistencia» versus «cultura de la paz»


  
    En esa situación se hace necesaria más que nunca la UNIDAD DE LOS PARTIDOS para lograr que ETA se disuelva y desaparezca, y también para evitar que la Izquierda Abertzale nos marque la agenda a los demócratas, sin hacer autocrítica y sin reconocer el daño causado. Las divergencias sobre la situación favorecen que la Izquierda Abertzale rentabilice la situación y aumente su masa social[1281].

  


  Este era el diagnóstico realizado en 2012 por un asesor del Ministerio del Interior que el gobierno del Partido Popular mantuvo después de haberlo sido también durante el mandato socialista. Su errado análisis permite explicar uno de los ejes de la política antiterrorista de ambos gobiernos: el espejismo de que la unidad de los partidos democráticos garantizaría la disolución y desaparición de ETA, además de la autocrítica de sus representantes políticos. Tras recurrir a un estereotipo frecuente en el discurso de algunos políticos apelando a que la «izquierda abertzale» no «marque la agenda a los demócratas», establecía una inconsistente relación de causa y efecto: «Las divergencias sobre la situación favorecen que la Izquierda Abertzale rentabilice la situación y aumente su masa social». Con esas simplificaciones, equivocaba la verdadera causa de que la «izquierda abertzale» hubiera «rentabilizado la situación» y «aumentado su masa social»: una política antiterrorista como la aplicada por el Gobierno socialista responsable de la legitimación de los representantes políticos de ETA y de su consecuente fortalecimiento electoral que demostraba cómo aquellos habían «marcado la agenda de los demócratas».


  Proponía el referido informe de Interior una unidad formalizada por PP, PSOE, PNV, CiU y UPN en un acuerdo firmado en febrero de 2012 como reacción a la propuesta de UPyD de ilegalización de los representantes políticos de ETA. El PP votó en el mismo sentido que el partido heredero de Batasuna y contra su propio programa electoral para oponerse así a la propuesta[1282]. Los firmantes se declaraban dispuestos «a la máxima unidad de acción para exigir a ETA su disolución definitiva e incondicional», pero, como aclaró Santiago González, «solo para ver si neutralizaban la propuesta de ilegalización». De ahí que calificara como «pacto por la indignidad» lo que otros definieron como «la hoja de ruta» para el final de ETA[1283].


  «La recuperación de la unidad democrática» que los firmantes ensalzaron reflejaba el «consenso aplacador»[1284] que definió la política antiterrorista de Mariano Rajoy. Deseable como ha sido la unidad en la lucha contra el terrorismo a lo largo de las últimas décadas, ha carecido de sentido cuando solo ha servido para constreñir la política antiterrorista e imponer vetos a instrumentos necesarios para combatir a ETA. La unidad no es un bien ni un fin en sí mismo a menos que se le dote del contenido y la dirección adecuada, como demostró el Pacto por las Libertades y contra el Terrorismo durante el corto periodo de tiempo en el que fue respetado. De esa unidad se excluyó al PNV precisamente porque su inclusión habría supeditado la política antiterrorista al freno de un partido contrario a numerosas políticas contra la organización terrorista y partidario de un final de la violencia favorable para el nacionalismo y ETA. Sin embargo, el modelo de finalización del terrorismo mantenido por PP, PSOE y PNV desde el cambio de Gobierno en 2011 motivó una unidad de la que algunos demócratas fueron excluidos precisamente por denunciar su instrumentalización con objeto de evitar otro tipo de final para ETA. Tan peculiar unidad no impidió que el PSOE y el PNV exigieran una «flexibilización de la política penitenciaria» en los mismos términos que el entorno terrorista, incluso imputándole al Gobierno la responsabilidad por un hipotético regreso del terrorismo si no aplicaba medidas beneficiosas para ETA.


  Esta variable unidad también se abandonó, con gran simbolismo, en los homenajes a Miguel Ángel Blanco al cumplirse en 2017 veinte años de su asesinato. El Partido Nacionalista Vasco rechazó con Bildu una declaración institucional en recuerdo del concejal del PP asesinado en 1997. El texto, suscrito finalmente por PP, PSOE, Ciudadanos y Podemos, no logró la unanimidad necesaria para su lectura en el pleno del Congreso de los Diputados al ser rechazado por la formación nacionalista presidida por Iñigo Urkullu y por el partido que sigue sin condenar el crimen. El PNV adujo que el texto realizaba «una mirada exclusiva hacia el pasado que, aunque necesaria, resulta parcial e insuficiente en el momento actual, discrepando de algunos aspectos de su redacción»[1285]. Aunque no aclaró cuáles eran esos «aspectos», añadió que «destaca la total ausencia de una visión hacia el futuro, obviando cualquier mención hacia la construcción de un futuro de convivencia y normalización, aspecto que el PNV considera fundamental». A pesar de ello, la crítica del PP al PNV fue matizada. El presidente del PP vasco calificó de «indigno», sin mencionar explícitamente al PNV, que «algunos se muevan por puro cálculo político dejando puertas abiertas a la izquierda abertzale pensando que igual en el futuro necesitan sus 18 parlamentarios»[1286]. El presidente del Gobierno, en el acto central de homenaje al concejal del PP celebrado en Bilbao, elogió la moderación del PNV frente a la «deriva autoritaria» del nacionalismo catalán[1287].


  El escueto texto que el PNV rechazó no incluía referencia alguna al nacionalismo que recordara el significado político del asesinato del concejal y que Jon Juaristi explicó así: «ETA necesitaba matar a Miguel Ángel Blanco porque necesitaba dar un escarmiento a la plebe maqueta que había dejado en una ridícula minoría, en el Ayuntamiento de una población situada en el riñón de la sagrada Euskadi, no solo a la gentuza de HB sino al nacionalismo vasco en general»[1288]. En palabras de Juaristi, «Blanco era un paria, un inmigrante, aunque hubiera nacido en Ermua, porque para los nacionalistas vascos, curiosamente, la condición de inmigrante se transmite de generación en generación»[1289]. La sucinta declaración rechazada por el PNV simplemente recurría a una retórica ya habitual: «El Estado democrático y de derecho ha conseguido derrotar a ETA. La experiencia de estos años pone de manifiesto que solo desde la unidad y la suma de esfuerzos se puede derrotar a uno de los peores enemigos de la democracia que es el terrorismo»[1290]. La unidad y la derrota del terrorismo quedaban en cuestión ante la coincidencia de PNV y Bildu bloqueando una declaración que ocultaba el significado político del asesinato y de la respuesta al mismo en la forma del denominado «Espíritu de Ermua». Como explicó Nicolás Redondo, «la reacción popular fue contra ETA, pero el espíritu de Ermua era una impugnación general, profunda y radical al discurso nacionalista», y por ello «se aprestaron a enterrarlo lo antes posible»[1291]. Por eso, parecía «lógico» que el nacionalismo no quisiera «resucitar nada que tenga que ver con aquellos días»[1292]. Añadía que en realidad el nacionalismo no estaba en contra de recordar a Blanco, sino en contra de recordar la reacción de la sociedad que «echó abajo durante unos días el andamiaje ideológico» del nacionalismo[1293]. Esa descripción revelaba el tipo de memoria que hoy se ha institucionalizado: se recuerda a las víctimas, pero sin recordar su significado político, olvidando, por tanto, la auténtica magnitud del terrorismo, sus causas y sus consecuencias políticas.


  La invocación al «espíritu de Ermua», tan repetida durante el aniversario de Blanco con el fin de prestigiar la unidad de las fuerzas políticas en el final de ETA, evidencia su propia fragilidad debido al carácter efímero y limitado de aquella. Como corroboraba Juaristi semanas después del crimen:


  
    … la propuesta inconcreta, apresurada y obviamente revanchista del «aislamiento social» de Herri Batasuna, surgida de las filas del PP al calor de la lógica indignación de sus militantes durante los días que siguieron al asesinato de Miguel Ángel, proporcionó a los nacionalistas moderados un inmejorable pretexto para plegar velas y descolgarse del llamado «espíritu de Ermua»[1294].

  


  En palabras de Redondo, «el concejal popular se convirtió en un símbolo para quienes se opusieron a ETA, para quienes rechazaron el diálogo y el acuerdo político con la banda terrorista y para quienes sabían que ni la paz ni la libertad se negocian; pero hubo mucha gente que proponía acuerdos, cesiones y claudicaciones para conseguir la paz»[1295]. El final de ETA por el que han optado los últimos gobiernos del Partido Socialista y del Partido Popular se sustenta precisamente en acuerdos, cesiones y claudicaciones como las analizadas en este libro.


  El socialista Carlos Totorica, hoy todavía alcalde de Ermua que ejerció un ejemplar liderazgo en aquellos días de julio de 1997, aseguraba en 2017, rememorando lo sucedido: «Los que asesinaron no son héroes. Es inaceptable que a día de hoy se les reciba y homenajee como tales. […] Lo que nos queda es que condenen el pasado. Se lo deben a las víctimas y a la convivencia»[1296]. El reconocimiento de que los asesinos hoy son homenajeados, o sea, la aceptación de lo que debería ser inaceptable, no encuentra como respuesta la determinación que la sociedad y el Gobierno mostraron contra el terrorismo en los días posteriores al asesinato de Miguel Ángel Blanco. Tampoco la aceptación de que los asesinos y sus cómplices continúan sin condenar el asesinato. Siguiendo la lógica de Totorica, si la ausencia de condena es una deuda contraída con las víctimas y la convivencia, ¿qué significa para las víctimas y la convivencia democrática la ausencia de dicha condena del terror y el homenaje a quienes se vanaglorian de él? ¿Por qué habrían de condenar ahora la historia del terror cuando se les ha integrado en el sistema democrático eximiéndoles de ese requerimiento? Las graves implicaciones derivadas de admitir en democracia a los representantes políticos de ETA sin la condena del terrorismo etarra se comprenden al recordar la certera descripción que Patxo Unzueta realizaba en 1997, inmediatamente después del asesinato de Blanco, de la naturaleza y objetivos del brazo político de ETA:


  
    HB no es una organización que, además de defender ciertas ideas, se niega a condenar los atentados de ETA; sino una organización cuya principal misión consiste en no condenar, es decir, aceptar como necesarios o inevitables los crímenes de ETA. Y que sin ese respaldo hace años que habrían desaparecido los atentados cuyos terribles efectos dicen deplorar[1297].

  


  Tras el asesinato de Miguel Ángel Blanco, la apariencia de unidad entre nacionalistas y no nacionalistas se desvaneció pronto. Ciertamente, la reacción fue histórica, ya que, como señaló Santos Juliá, los ciudadanos vascos desafiaron la «impotencia ante el terror que los partidos democráticos» no habían «sabido romper en 20 años»[1298]. Añadía:


  
    Cuando desde Ermua nos llega la consigna «¡Herri Batasuna lo tiene que pagar!», lo que se nos dice es que la paz nunca se puede alcanzar a costa de la impunidad del agresor. El reto hoy consiste en traducir ese grito de la calle en lenguaje de la política. Los primeros pasos son alentadores, pero si volviera a escucharse que ETA está ahí, que no se puede aislar socialmente a los agresores, que es preciso buscar una salida política, no estará de más recordar que la paz, cuando se trataba con nazis, solo pudo conquistarse en las antípodas del apaciguamiento.

  


  Sin embargo, el PNV se opuso a la marginación de Batasuna al temer que «una derrota política de ETA y HB significara su propia derrota»[1299]. Enseguida se pasó del rechazo a ETA y «a los rostros conocidos de quienes consideran legítimo matar en nombre de su causa», a «la convivencia fraternal con HB», tanto en el Parlamento vasco como en «el blindaje del diálogo con el brazo político de ETA»[1300]. El PNV prefirió «contribuir con HB a la deslegitimación de las instituciones que a su legitimación con los partidos democráticos no nacionalistas» ignorando que «no es posible ser solidario con las víctimas si, a la vez que se dice serlo, se confraterniza con el brazo político de los asesinos»[1301].


  Como explicó Edurne Uriarte, «la sociedad civil parecía una sola cuando salió a la calle en toda España para gritar muy fuerte contra ETA en los días que precedieron y siguieron al asesinato de Miguel Ángel Blanco»[1302]. Pero la «unanimidad» de los ciudadanos se «resquebrajó», igual que «la unidad de los partidos políticos» en cuanto se confrontaron los diferentes «intereses» sobre el final de ETA, los distintos métodos y propuestas para conseguirlo[1303]. Por ello tuvo un significado especial la movilización ciudadana tras el asesinato que conmocionó a todo un país, como interpretó Iñaki Viar, psicoanalista que rompió con ETA al inicio de su encarcelamiento entre 1969 y 1977. En su opinión, los ciudadanos se habían resistido a marcharse a casa tras las manifestaciones porque temían que si lo hacían «todo volvería a ser como antes». Consideraba que


  
    … la gente no solo había expresado su ira contra ETA sino su indignación contra unos partidos y unos políticos cuya principal actividad consiste en buscar excusas para no enfrentarse a ETA. Esa resistencia psicológica a irse a casa sería un reflejo de su temor a que, si abandonaban la calle, su protesta sería desactivada por los partidarios de las componendas con el mundo de HB[1304].

  


  Veinte años después, como temía Viar, los partidos democráticos han optado por las «componendas» con el nacionalismo radical para lograr un final de ETA que le ha evitado al terrorismo lo que se reclamó en aquellas históricas jornadas: su necesaria derrota política.


  En el aniversario en 2017 de tan simbólica fecha, los homenajes a Miguel Ángel Blanco reescribieron la historia omitiendo el verdadero significado político de su asesinato. Se recordó la modélica reacción social, pero eludiendo que lo que la distinguió fue la multitudinaria exigencia de responsabilidades políticas a los asesinos y a sus cómplices por parte de la sociedad y el Gobierno. Los homenajes de ese veinte aniversario se caracterizaron más bien por «una inflación de sentimentalismo efímero», un «sentimentalismo tan útil para que el público se sienta autocomplacido y para dejar fechas, nombres y hechos convertidos en cómodos símbolos de ocasión»[1305]. Esa versión de la memoria elude la exigencia de responsabilidades políticas, morales y sociales, limitándose simplemente a la reivindicación del recuerdo, como ejemplificaba la reclamación de la propia hermana de Miguel Ángel Blanco exigiendo un relato que «recuerde la crueldad»[1306]. Ese recuerdo de la crueldad es insuficiente para construir un relato fidedigno de lo que el terrorismo ha significado si no va acompañado de una exigencia de responsabilidades por la crueldad practicada. Como ha escrito Reyes Mate, «no es de sentimientos de lo que hay que hablar, sino de hacer justicia a las víctimas»[1307]. Blanco repitió durante el aniversario las alusiones al recuerdo de su hermano y de «lo que supuso el espíritu de Ermua» de una sociedad que se quitó el «velo del miedo»[1308]. No hubo en cambio reconocimiento de la efímera duración de ese «espíritu de Ermua» que el nacionalismo enterró rápidamente, confirmándolo su pacto con ETA tan solo unos meses después y la Declaración de Lizarra en la que desembocó. No se recordó la «desmoralización ciudadana» de los miles de personas amenazadas por ETA que durante años vieron «a sus gobernantes confraternizar con quienes dirigen a los que les atacan y amenazan»[1309]. Tampoco se recordó «la ruptura del nacionalismo con los no nacionalistas» y el discurso de «deslegitimación del marco político y de convivencia» por parte del nacionalismo; o el «error» que supuso «el abandono de la idea de aislamiento social del mundo de HB iniciado tras Ermua»[1310]. Si veinte años atrás los interpelados eran ETA, sus representantes políticos y sus cómplices, hoy han dejado de serlo. En definitiva, en palabras del que fuera secretario de la presidencia del Gobierno durante el secuestro y asesinato del concejal, hoy se quiere «proyectar una versión puramente sentimentalizada de lo que aquel crimen significó, privándolo de su significado político y cívico real»: «Si Miguel Ángel Blanco hubiera sido nacionalista, hoy estaría vivo. Es esta una verdad incómoda; pero si se prescinde de ella, se renuncia a la realidad de lo que ha ocurrido en esta sociedad»[1311].


  La radiografía de la sociedad que en el verano de 2017 realizaba el Euskobarómetro, coincidiendo con el veinte aniversario de ese aclamado «espíritu de Ermua», ofrecía una fotografía peculiar[1312]. Por un lado, un 94% de ciudadanos consideraba como prioritaria la contribución al final del terrorismo que supuso «la movilización de la sociedad civil, en general». Paradójicamente, la encuesta mostraba que una gran mayoría de la sociedad vasca no participó nunca en las movilizaciones contra ETA, a pesar de lo cual se atribuía a esa movilización mayor importancia en el final del terrorismo que a otros instrumentos como la eficacia de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, los pactos contra el terrorismo y, en último lugar, junto a la irrupción del terrorismo yihadista, la ley de partidos y las ilegalizaciones. Sin embargo, la evidencia demuestra que dichas movilizaciones tuvieron un papel en el cambio de la estrategia terrorista, pero no tan influyente como otras medidas coactivas que, curiosamente, aparecían infravaloradas por la opinión pública. Ciertamente, aunque una amplia mayoría condenó a ETA durante su campaña, como refleja el Euskobarómetro de forma consistente, solo una admirable minoría lo demostró a través de esas movilizaciones que se incrementaron con la reacción al asesinato de Miguel Ángel Blanco. La magnificación de esa relevante movilización en detrimento de medidas coactivas, como la ilegalización y la eficacia policial, distorsiona las causas del desistimiento de ETA. Evidencia la conformación de un relato en el que se idealizan determinadas respuestas, como presagiaba años atrás Edurne Uriarte al prever que «cuando ETA sea ya historia, los tiempos actuales serán recordados sobre todo por sus aspectos más positivos y gloriosos», ensalzando la «rebelión democrática contra el terrorismo», pese a que esta no resultó ser «tan masificada»[1313].


  La preferencia por ese relato sobre el final del terrorismo encuentra ciertos paralelismos con las diferentes respuestas frente al terrorismo que el asesinato de Miguel Ángel Blanco puso de relieve. En opinión de Juaristi, en aquellos días afloró una «cultura de la resistencia» que opuso a la «cultura de la paz» impulsada por organizaciones autodefinidas como pacifistas: Elkarri y Gesto por la Paz. Establecía una distinción entre estos grupos, destacando la «dependencia ideológica del fascismo abertzale»[1314] del primero de ellos con el fin de no incurrir en equiparaciones injustas. Ciertamente, Elkarri, bajo la falsa apariencia de un movimiento pacifista, pretendía la disolución de la limitada unidad entre los partidos democráticos en torno al Pacto de Ajuria Enea exigiendo una negociación entre estos y ETA[1315]. Las diferencias entre Elkarri y Gesto por la Paz eran notables a pesar de que ambas habían solicitado conjuntamente en esas fechas el acercamiento de los presos de ETA a cárceles del País Vasco[1316]. Las distintas agendas de un movimiento nacido del entorno terrorista como Elkarri y otro que logró desde mediados de los años ochenta movilizar a la ciudadanía contra el terrorismo etarra, mereciendo en 1993 el Premio Príncipe de Asturias de la Concordia, ha llevado a Martín Alonso a definir al primero como «naciopacifismo» o «pacifismo nacionalista»[1317]. La movilización de Gesto por la Paz ha sido valorada positivamente como pionera en la disputa del espacio público al nacionalismo radical, pero también criticada por sus limitaciones, pues, como observó Arregi desde su reconocimiento a la labor de este movimiento, recurrió a una «condena prepolítica, exclusivamente ética y sin derivar en crítica a ninguna ideología política para incluir a los partidos nacionalistas en la crítica común», esto es, arrebatándoles «el aguijón político» a las víctimas de ETA[1318]. Aurelio Arteta lo corroboraba: «Gesto por la Paz se declara movimiento prepolítico o al menos prepartidario [sic], pero su confusión conceptual en los análisis y su franca tibieza en sus tomas de postura favorece a todas luces al nacionalismo gobernante»[1319].


  En paralelo a las concentraciones silenciosas de Gesto por la Paz, desde mediados de los años noventa surgieron nuevos movimientos cívicos como ¡Basta Ya! y Foro de Ermua. Ambos articularon una movilización en la que de forma explícita exigían responsabilidades políticas a las instituciones vascas, directamente responsables de las privaciones de derechos y libertades que sufrían los amenazados por ETA. Las acusaciones a Batasuna de complicidad con el terrorismo y la orientación de la reacción ciudadana contra ETA para promover una alternativa política al nacionalismo gobernante evidenciaban una «cultura de la resistencia» que primaba la consecución de la libertad a la paz, como sintetizó Mario Onaindía: «La gran lección de los días de Ermua fue que el pueblo luchó por la libertad y no por la paz»[1320]. En esa línea, el manifiesto fundacional del Foro de Ermua reconocía la labor de Gesto por la Paz, al tiempo que propugnaba otro tipo de respuesta contra el terrorismo:


  
    Creemos que nuestra sociedad demanda nuevas formas de oposición al fascismo vasco, que apelen más al derecho democrático a la palabra que al pacifismo gestual y al silencio testimonial. Reivindicamos el espíritu civil iniciado en Ermua en las jornadas de julio, en las que la sociedad vasca recuperó no solo la calle, sino la voz, y demostró que es posible luchar pacífica y contundentemente contra ETA y quienes amparan, promueven y se benefician de su proyecto totalitario[1321].

  


  Un destacado miembro de Gesto por la Paz interpretaba la transformación de la movilización social como una «ruptura» más que como una «continuidad»[1322], definiendo «el nuevo estilo de movilización» como «un negativo perfecto del tipo de movilización social que Gesto por la Paz ha impulsado desde sus orígenes»[1323]. Mientras que Gesto por la Paz identificaba como sus objetivos, «la defensa de los derechos humanos», «la denuncia de la ilegitimidad ética y política del recurso a la violencia en el País Vasco» y «la reconciliación social»[1324], los otros movimientos cívicos expresaban «consignas abiertamente políticas»[1325], rechazando expresamente la «negociación política con ETA»[1326]. Elevaban «el umbral de la estrategia de pacificación al plano de las opciones políticas diferenciadas —soberanismo y constitucionalismo—» con el fin de dirimir «la victoria o la derrota del respectivo proyecto político»[1327], al subrayar que el terrorismo de ETA se sustentaba en una ideología nacionalista. Constituían, sin duda, diferentes modelos para perseguir el final del terrorismo. Hoy puede afirmarse que partidos como PP y PSOE, que apelando al «espíritu de Ermua» instaron a los ciudadanos a la unidad para derrotar el proyecto político nacionalista de ETA, en cambio han promovido y aceptado un modelo de final del terrorismo que ha evitado esa derrota. Hoy, «en el relato de lo que ha sido la experiencia del terrorismo en Euskadi», esa «resistencia» no aparece como factor fundamental[1328]. El propio Gobierno contribuye a ello promoviendo una historia del terrorismo que prioriza la «cultura de la paz» frente a la «cultura de la resistencia», como evidencian las unidades didácticas para escolares preparadas por los Ministerios de Interior, y Educación, Cultura y Deporte, junto a la Fundación Víctimas del Terrorismo y el Centro Memorial de las Víctimas del Terrorismo. En estas unidades, al abordarse «la respuesta social al terrorismo», se señala:


  
    El movimiento pacifista surgió a mediados de la década de 1980. Entidades como Gesto por la Paz o Denon Artean-Paz y Reconciliación convocaban concentraciones silenciosas cada vez que se producía un nuevo asesinato. Cientos de ciudadanos, entre ellos víctimas del terrorismo, participaban en esos actos públicos. La pionera AVT, Asociación de Víctimas del Terrorismo, había nacido ya en 1981. Luego irían creándose otros colectivos y fundaciones, hasta alcanzar la treintena que existe en la actualidad. Su labor se centra en una serie de demandas: justicia, verdad, dignidad y memoria.


    En los años noventa Gesto por la Paz ideó una campaña para exigir la libertad de los secuestrados por organizaciones terroristas. Consistía en colocarse un lazo azul en la ropa. Entre 1996 y 1997 José Antonio Ortega Lara permaneció 532 días en manos de ETA, encerrado en un zulo minúsculo y húmedo. Este fue el secuestro más largo que ha habido en España, pero a lo largo de su historia ETA ha secuestrado a más de 80 personas.


    Las principales manifestaciones contra el terrorismo en España se produjeron en torno al secuestro y asesinato en 1997 del joven concejal de Ermua Miguel Ángel Blanco, a manos de ETA, y tras los atentados del 11-M. En esas ocasiones millones de personas salieron a la calle en ciudades y pueblos de toda España. Una manera como los ciudadanos expresaron su rechazo a la violencia terrorista fue levantando sus manos teñidas de blanco. Los manifestantes querían expresar así que, a diferencia de los terroristas, ellos no tenían las manos manchadas de sangre. Tras los atentados del terrorismo yihadista del 11 de marzo de 2004, el lazo negro fue la expresión del rechazo a tales atentados y de solidaridad con las víctimas[1329].

  


  Ninguna alusión contempla esa historia del terrorismo promovida por el Gobierno español a movimientos como «Basta Ya» y «Foro de Ermua», exponentes de una «cultura de la resistencia» clave en la Historia de nuestro país. Una «cultura de la resistencia» articulada en torno a esos movimientos y caracterizada por su compromiso contra ETA y contra el nacionalismo gobernante en el País Vasco como consecuencia del «secuestro ideológico» que este pretendía imponer sobre los ciudadanos no nacionalistas, y «la fría e impasible mirada de las instituciones vascas gobernadas por el PNV» que los amenazados por el terrorismo etarra sufrían[1330].


  «Iconos de la paz»: «una buena foto»


  «Rentería ha dejado de ser símbolo de la violencia para convertirse en icono de la paz»[1331]. Así se valoró el «homenaje» que el alcalde de la localidad guipuzcoana tributó en 2017 a tres víctimas de ETA. El diario nacionalista Deia lo describía así:


  
    Dos meses y medio después de la escenificación del desarme de ETA, la izquierda abertzale protagonizará hoy un significativo gesto para confirmar con acciones concretas su apuesta por la senda de la paz y la convivencia en Euskadi. En un acontecimiento sin apenas precedentes, un ayuntamiento regido por EH Bildu impulsará un acto en recuerdo a víctimas de la banda. El Salón de Plenos del consistorio de Errenteria albergará esta tarde a las 18:30 un homenaje en memoria de José Luis Caso y Manuel Zamarreño, concejales del PP, y del policía municipal y exedil del PSE Vicente Gajate. El acto de Errenteria es todo un hito dentro del reposicionamiento de la izquierda abertzale respecto a la lucha armada[1332].

  


  Para el presidente del PNV, era «el gesto más importante de los últimos años de la IA»[1333]. Borja Sémper, presidente del PP en Guipúzcoa, felicitó al alcalde por el acto valorándolo como «una buena foto y el camino por el que tenemos que ir»[1334]. El «homenaje» concitó en los medios un consenso generalizado. En el principal diario vasco se destacó que el alcalde había tenido «el coraje de mirar a los ojos de las víctimas de ETA para pedirles perdón»[1335]. En otro diario nacional se leía:


  
    Jamás pensé que escribiría una columna para enaltecer a un miembro de Bildu. Pero ese día ha llegado y yo debo escribirla. Julen Mendoza Pérez, alcalde de Rentería, se convirtió el miércoles en el primer abertzale que homenajea de verdad a tres víctimas de ETA asesinadas en su municipio. A tres víctimas de ETA y punto. Sin equidistancias nauseabundas[1336].

  


  Otro medio resaltaba:


  
    Sus palabras son inusuales para un dirigente «abertzale», muchos de ellos refugiados en la ambigüedad que todavía acompaña a la antigua Batasuna, más de cinco años después del cese de la actividad violenta de ETA. Mendoza ya se significó la pasada legislatura, cuando EH Bildu se alzó con este histórico feudo socialista, por poner en marcha iniciativas para fomentar la convivencia en el municipio y en las que participaron víctimas de «las diferentes violencias»[1337].

  


  Errentería expone el «pensamiento contradictorio» en el que se sustenta el relato del posterrorismo:


  
    … la normalización consiste en aceptar con naturalidad creciente la patología que representan los que no solo no han rechazado el terrorismo de ETA —de condenar, ya ni hablamos— sino que se reafirman […] en la decisión que tomaron hace 35 años, que fue la de rechazar el espacio democrático que ofrecía a todos el pacto constitucional y lanzar la violencia terrorista contra la democracia para hacer imposible la convivencia en España, incluido el País Vasco[1338].

  


  La literalidad de las palabras del alcalde desmentía los elogios recibidos. El acto constituía un claro ejemplo de manipulación de la realidad. En uno de los reportajes sobre el alcalde calificado por el propio medio como «el protagonista de la semana»[1339], se apreciaba una reveladora mácula: «El alcalde, lamenta un dirigente socialista, no pidió perdón por el respaldo “explícito y fundamental” que su partido brindó a los terroristas en la misma Rentería. “Recuerda cuando Otegi dijo: ‘Si he añadido dolor a las víctimas, pido disculpas’… ¡Si precisamente a eso se dedicaban!”, añade un popular»[1340]. Estas fundamentales apreciaciones y sus consecuencias fueron convenientemente ignoradas para que el acto representara algo del todo diferente a lo que en realidad había sido: un acto de desmemoria.


  «Si para las negociaciones que se produjeron durante la tregua no se nos exigió una condena, ¿por qué ahora es necesaria?». Se preguntó Arnaldo Otegi «con razón y sarcasmo» en 2007 al negociar con el Gobierno español la legalización del brazo político de ETA[1341]. Esas negociaciones que con el paso del tiempo se presentan desde numerosos ámbitos políticos y periodísticos como inocuas, no lo fueron, pues generaron negativos costes y sentaron graves precedentes. Si el Gobierno español no exigió la condena del terrorismo para emprender negociaciones con una organización terrorista al margen de las instituciones democráticas, por qué habría de exigírselo ahora a sus representantes políticos, años después, cuando ETA ha cesado sus asesinatos y cuando ya ha sido admitido su brazo político en aquellas precisamente ignorando la condena del terrorismo. La deslegitimación del terrorismo que Gobierno e instituciones reclaman queda totalmente viciada y constreñida en semejantes circunstancias. Esa misma lógica, aplicada a los homenajes a las víctimas del terrorismo, obstaculiza la deslegitimación de la violencia de ETA que tanto se exige, aunque estérilmente. Con esos precedentes, los homenajes en los que no se condena el asesinato de los supuestamente homenajeados son ya habituales, como ocurrió con el celebrado en Rentería. No solo no condenó el elogiado alcalde de Bildu los asesinatos de las tres víctimas de ETA a las que «homenajeó». Además, tampoco encontró incompatible concederle en ese mismo ayuntamiento la distinción honorífica de las fiestas de la localidad a Idoia Arbelaitz[1342], procesada y condenada por pertenencia a ETA[1343].


  Una de las valoraciones del «homenaje» revelaba el modelo de final del terrorismo que lo ha hecho posible. La localidad guipuzcoana «objetivo de múltiples ataques de ETA», «ahora se ha convertido en un referente de convivencia con un regidor de EH Bildu y sin concejales del PP»[1344], alababa. La paradoja era reveladora: un municipio en el que el terrorismo causó numerosas víctimas, entre ellas militantes de un partido que carece hoy de representación, es gobernado por quienes legitiman esa violencia ignorándose su legitimación. Semejante escenario representa para muchos «un icono de la paz»[1345]. Los familiares de víctimas de ETA «homenajeados» escucharon al alcalde enfatizar que el acto contó «con el acuerdo unánime de todas las fuerzas políticas representadas en el Ayuntamiento de Rentería»[1346]. La unidad, de la que se excluía al partido en el que militaron dos de los asesinados al carecer de representación, presentada como un fin en sí mismo. Esa unidad fue la que impuso un «homenaje» en el que a las víctimas de ETA se les arrebató todo su significado político. Los familiares de los tres concejales asesinados por ETA aceptaron que, como «fue acordado por todos los partidos políticos» del consistorio, se utilizara de manera reveladora el «epíteto víctimas mortales para referirse a los tres homenajeados»[1347].


  Estas fueron las palabras del regidor:


  
    Este es el primer acto que realizamos en este proceso en el que caminamos hacia el pleno reconocimiento y reparación de todas las víctimas mortales que tienen vinculación con el Ayuntamiento de Errenteria, Vicente Gajate, José Luis Caso y Manuel Zamarreño, a sabiendas de que existen otras víctimas no mortales con vinculación con el Ayuntamiento de Errenteria[1348].

  


  Su discurso eludió cualquier mención al terrorismo nacionalista de ETA desdibujando el motivo por el que fueron asesinados los tres «homenajeados» con un lenguaje eufemístico en el que se desplazaban culpas y responsabilidades bajo una insuficiente y neutralizadora autocrítica. En ningún momento condenó o deslegitimó el alcalde el asesinato de los tres ciudadanos a los que decía homenajear. Se limitó simplemente al redundante reconocimiento del dolor de sus familiares. Lo hizo sin la mención a la organización terrorista causante de ese dolor, difuminando la responsabilidad de ETA, la motivación política de los asesinatos, que quedaba diluida en ese término consensuado: «víctimas mortales». Todo ello aludiendo implícita y explícitamente a diferentes violencias y responsabilidades mediante la apelación al conjunto de la sociedad, reproduciendo esa lógica en función de la cual «todos somos culpables, luego nadie es culpable»:


  
    En el conjunto de la sociedad nos faltó a todos y a todas la imaginación suficiente para ponernos en el dolor del otro. Y creo sinceramente, y lo digo con absoluta honestidad, creo que también a mí me faltó la imaginación suficiente para ver el dolor más allá del propio. […] Que sirva este acto, por tanto, para ayudar a tener la imaginación que nos faltó durante tanto tiempo. A que unos y otros entendamos el sufrimiento que hemos generado, el que hemos obviado. […] Porque en la situación de violencia del pasado, hemos llegado a deshumanizarlo casi todo. […] preguntarse qué es lo que cada uno o una de nosotras puede hacer más que exigir lo que los demás han de hacer. Ayuda a salir de la noria de la exigencia constante. […] Una de las cuestiones que las víctimas nos han hecho llegar en sus recomendaciones es que en ocasiones el ayuntamiento no acompañó a las víctimas o no lo hizo de la manera más correcta. Es por ello por lo que si en algún momento, este ayuntamiento a lo largo de su historia, o yo mismo, no hemos estado a la altura de las circunstancias, no os hemos acompañado correctamente, a vosotros, a vosotras, o a cualquier otra, o hemos dicho, o hecho algo que pudiera haber añadido más dolor al que ya padecéis, pido perdón por ello, en nombre del ayuntamiento y en el mío propio[1349].

  


  Años atrás, cuando el alcalde recurrió a la misma fórmula en otro acto valorado por algunos como un positivo gesto de la «izquierda abertzale», el periodista Santiago González criticó la impostura: «El alcalde de Rentería, el bildutarra Mendoza dijo que “ha sido la sociedad vasca y no una parte de ella la que no ha sabido dimensionar el sufrimiento de las víctimas”. Con “dimensionar” debió querer decir “medir”. […] “Los nacionalistas no supimos medirlo”, debió decir»[1350]. De manera significativa en 2017 el alcalde volvió a recurrir al condicional cuando consideró la posibilidad de no haber estado «a la altura». Componía así un discurso repleto de eufemismos con los que relativizaba los asesinatos terroristas perpetrados por ETA, contextualizándolos en ese conflicto en el que según la lógica nacionalista se han ejercido diferentes violencias. Lo corroboraba un detalle que pasó inadvertido para quienes ensalzaron el acto presentándolo como lo que no fue. La placa descubierta en la sala capitular del Ayuntamiento de Rentería rezaba: «En reconocimiento al trabajador y los concejales municipales Vicente Gajate Martín, José Luis Caso Cortines y Manuel Zamarreño Villoria, víctimas mortales de la violencia de ETA. En Errenteria a 28 de junio de 2017».


  A su lado, otra placa con el siguiente texto:


  
    En reconocimiento a la última corporación republicana y a los funcionarios municipales destituidos por los franquistas, y en particular al concejal y los 4 trabajadores desaparecidos y fusilados Serapio Mendarte Ugarte, Félix Elgarrista Arbelaiz, José Elorza Narvaiza, Celestino Gaztelumendi Berasategui y Miguel Irastorza Echeverría. En Errenteria, el 13 de septiembre de 2016.

  


  Con objeto de neutralizar la culpa y responsabilidad de quienes perpetraron y justifican el terrorismo de ETA, las «equidistancias nauseabundas» que algunos medios no encontraron aparecían implícitas en una escenificación fiel a un guion ya utilizado por la «izquierda abertzale». Como se admitía en Gara, Mendoza solo siguió «la línea de discurso marcada por portavoces como Arnaldo Otegi ya hace años y que hasta la fecha no se había reconocido»[1351]. Efectivamente, en el pasado otros representantes políticos de ETA ya habían manifestado su «profundo pesar tanto por las consecuencias trágicas derivadas de la actividad de ETA» como por su «posición política con respecto a las mismas, en la medida en que esta haya podido suponer —aunque no de manera intencionada— un dolor añadido o un sentimiento de humillación para las víctimas. Simple y llanamente, lo sentimos, y lo sentimos mucho; verdaderamente nunca fue nuestra intención»[1352]. Con esa cínica aflicción pretendían exonerarse de su responsabilidad quienes «de manera intencionada» señalaron y humillaron a las víctimas, quienes justificaron el asesinato de estas, quienes gritaron «ETA mátalos», quienes tuvieron como misión principal la no condena del terrorismo etarra, o sea, la justificación de sus crímenes para imponer sus objetivos políticos.


  El «homenaje» de Rentería reflejaba cómo en la sociedad del posterrorismo priman «las poses morales» frente a «la seriedad moral»[1353], como subrayaba la exigencia del Gobierno vasco a sus competidores en el electorado nacionalista para que Bildu pidiera perdón a las víctimas siguiendo ese ejemplo[1354]. El nacionalismo radical se sentía cómodo con este tipo de «homenajes» que le reportaban inmerecidos elogios mientras le eximían de demostrar una auténtica deslegitimación del asesinato de sus conciudadanos. Como señaló uno de sus portavoces: «El alcalde de Errenteria, Julen Mendoza, ha encontrado una formulación con la cual estoy totalmente de acuerdo y ratifico sus palabras. Y también se está haciendo en otros municipios como Azpeitia, Hernani, Iruñea… Es una línea 100% EH Bildu»[1355]. Efectivamente, esa cómoda «formulación» para los nacionalistas radicales se extendió, encontrando el aplauso incluso del presidente de la AVT, Alfonso Sánchez, cuando el alcalde de Bildu colocó en Pamplona varias placas «en memoria» de dos víctimas de ETA[1356]. El mismo alcalde que no condena el asesinato de los «homenajeados» era elogiado por una víctima que a su vez fue criticada por otras víctimas del terrorismo por «blanquear la historia de terror de ETA»[1357].


  El alcalde de Rentería ahora ensalzado protagonizó antes otros actos caracterizados por su negativa a condenar y deslegitimar el terrorismo[1358]. En 2015 hizo suyo el informe que constituiría la base de los «homenajes» a los tres concejales asesinados por ETA. En él se definían estos asesinatos como «hechos violentos de motivación política», equiparándolos a otros que formaban parte de una extensa cronología iniciada en 1956 y que incluía a «personas heridas por atentados parapoliciales, por disparos policiales y denuncias de tortura». Las víctimas de ETA aparecían en el mismo plano que jóvenes detenidos por la Ertzaintza que denunciaron malos tratos que jamás fueron demostrados, o etarras como Egoitz Gurrutxaga Gogorza y Hodei Galarraga Irastorza, muertos al explotar la bomba que iban a colocar[1359]. Ese era el contexto en el que en 2017 Mendoza deseó haber aliviado el dolor de las familias de esas tres «víctimas mortales» y haber aportado a «la consolidación de la paz y la reconciliación de la sociedad»[1360]. De nuevo aparecía ese horizonte de las «diferentes violencias» implícito al objetivo de «reconciliación», asumiendo que dos partes han obrado mal y que por ello deben volver a conciliarse, situando a las víctimas del terrorismo etarra en el mismo plano de responsabilidad que a los culpables de su victimización. Como se destacó en la televisión pública vasca, Rentería constituía ya «un referente de convivencia», el modelo del final del terrorismo que borraba el significado político de las víctimas de ETA y la necesaria exigencia de justicia. «Yo no quiero tener una placa que recuerde que han matado a mi padre. Yo prefiero que se esclarezca el caso, pague quien tenga que pagar por lo que ha hecho, y eso sí me va a llenar más», había declarado tiempo antes la hija de uno de los asesinados[1361]. «Y al pedir perdón se cierra un capítulo», concluyó el reportaje de EiTB sobre Rentería[1362].


  La «superioridad moral» del resentimiento sobre el perdón


  El perdón cerraba también la aclamada novela Patria de Fernando Aramburu. Una columna periodística relacionaba lo sucedido en Rentería y en la novela: «Quizá Patria, el fruto de la imaginación de Aramburu, se está haciendo notar: quizá está sembrando benéficas semillas de empatía por el País Vasco»[1363]. La realidad y la ficción novelada coincidían en representar un determinado modelo de final del terrorismo. Ambos tenían en común ese horizonte de «reconciliación» bajo el que subyace una profunda injusticia: las víctimas deben «reconciliarse» con los responsables de su sufrimiento como si ellas también hubiesen ejercido el mal, como si se tratara de una operación entre iguales. La «Belfast vasca»[1364] escribía un periodista de manera reveladora al equiparar el País Vasco con Irlanda del Norte, donde, a diferencia del contexto vasco, se enfrentaron diferentes organizaciones terroristas, tanto en la comunidad nacionalista como en la unionista.


  En su discurso de entrega del Premio Umbral a Aramburu, el presidente del Gobierno sentenció: «Patria ha conseguido un consenso nacional»[1365]. No obstante, también ha habido algunas voces críticas con la dimensión política de una novela definida como «un fenómeno editorial y sociológico»[1366]. Frente a ese «consenso nacional», este lector no considera la novela un «incómodo espejo de Euskadi»[1367]. El periodista Juan Abreu la describió como «una novela sin vencedores ni vencidos, una novela de la Paz y el Perdón», impregnada de «mansedumbre y de discurso sumiso y rendido al matonismo tribal», así como de una «sentimentalización de la violencia» que busca la comprensión del «dolor» del terrorista[1368]. El profesor José Luis Rodríguez constata que Aramburu «pretende suscitar pena por el terrorista» con «una mirada compasiva» hacia su historia[1369]. El escritor Juan Gómez Jurado la ha definido como una novela «tramposa y maniquea», «cómoda de leer, cómoda de interpretar y cómoda políticamente»[1370]. A través de la ficción Aramburu retrata la complicidad social con el terror de ETA, la indiferencia ante la humillación de las víctimas y la soledad de quienes desafiaron a los fanáticos. Su obra facilita la expiación de culpas y conciencias en una sociedad que hoy sigue mostrándose cómplice e indiferente ante otras formas de violencia diferentes del asesinato, pero derivadas de estos. Mientras contemplamos la cobardía del pasado con la comodidad del presente eludimos enfrentarnos hoy a las consecuencias políticas, sociales y morales de aquella brutalidad. Mientras indigna mirar en ese espejo novelado, las élites políticas y muchos formadores de opinión y ciudadanos premian a los responsables de tan injusto sufrimiento. Lo hacen conjurándose en la construcción de un relato que impida la repetición de la violencia mientras se acepta ya la consolidación de un discurso legitimador del terrorismo que ennoblece a quienes lo justifican. Lo demuestran las sucesivas elecciones vascas en las que quienes siguen sin condenar el terrorismo de ETA han sido recompensados en detrimento de sus víctimas. Lo evidencian homenajes a las víctimas del terrorismo que convierten en protagonistas a quienes rehúsan condenar la violencia de ETA. O el privilegiado tratamiento que sus «lobistas»[1371] reciben hoy en el ámbito político, social y mediático de la comunidad autónoma vasca. O la aceptación de una memoria que rehúye la exigencia de responsabilidades políticas y la consiguiente justicia política, como se ha analizado en este libro.


  La novela soslaya el retrato de las implicaciones políticas del terrorismo nacionalista, la responsabilidad de una elite nacionalista que compartió fines con los terroristas que inevitablemente deberían haber quedado contaminados por los inhumanos e inmorales medios utilizados. Sorprendentemente, una novela sobre el veneno de la ideología nacionalista incluye una única mención explícita al Partido Nacionalista Vasco, con sus iniciales, pese a que el autor propone un relato que representa un contexto político y social real. Otro investigador se refería así a la forma en que el novelista encuadra a los miembros de una organización terrorista nacionalista como ETA: «En ningún momento de la lectura intuyo que su maldad y la barbarie que propagan provenga de su ideología, sino más bien de sus limitaciones mentales, o sea: son bárbaros basicamente porque son cortos»[1372].


  El propio Aramburu asegura que «la ficción literaria cumple o acaso deba cumplir también una función moral, puesto que no hay versiones inocentes cuando ha habido por medio crímenes y discursos que los justificaron»[1373]. Sin embargo, él mismo reconoce que «lo que yo no quise en ningún momento, y es un reproche que algunos hacen, fue juzgar»[1374]. Precisamente «la neutralidad moral y política» de la novela es la que, como expresaba uno de sus admiradores, ha «permitido que las dos partes interesadas le hayan concedido cierta legitimidad»[1375]. A pesar del selectivo enfoque del autor, muchos han interpretado las historias que conforman la novela como si fueran realmente la Historia con mayúsculas del terrorismo etarra. Lo avaló el jurado del premio Umbral al definirla como «gran epopeya del terrorismo», «un sólido testimonio literario que perdurará como crónica de gran valor histórico para entender el siglo XX de España y Euskadi». El premio Nobel Vargas Llosa, tras una halagadora glosa concluyó:


  
    ¿Pero se vislumbra alguna solución al problema de fondo, el condenado nacionalismo? El libro resulta más pesimista de lo que el autor quisiera. En la página final, las dos examigas, Miren, la madre del terrorista, y Bittori, la madre del asesinado, se abrazan, reconciliadas. Es el único episodio de esta hermosa novela que no me pareció la vida misma, sino una pura ficción[1376].

  


  Sin embargo, la propia realidad ya ha ofrecido abrazos entre víctimas y terroristas cargados de simbolismo. Se sugiere así una «reconciliación» que otras víctimas consideran «inmoral» pues aquella «solo corresponde a los culpables»[1377].


  En coincidencia con el modelo de final del terrorismo que se ha impuesto en nuestro país, la novela muestra una sociedad que evita enfrentarse a las derivaciones políticas del terrorismo nacionalista. Conforma un relato en el que las humillaciones descritas de forma tan certera terminan saldándose con un perdón representado como sanador. Y frente a la esperanza que en algunos suscita tan idílico final, en otros lectores motiva una sensación de gran injusticia. Se describe minuciosamente el dolor de la víctima humillada por quienes perpetraron y justificaron el crimen, detallando lo que puede interpretarse como otra humillación más: su destino ha quedado en manos de quien se lo alteró radicalmente al fijarse la víctima, casi como único objetivo en lo que le resta de vida, escuchar una petición de perdón por parte del asesino. Y cuando ese perdón llega en una nota fría y escueta, provoca un efecto terapéutico y reparador sobredimensionado. La tímida formalización de un insuficiente perdón emerge como cura infalible después de toda una vida marcada por una irreparable humillación: el asesinato. Contrasta la magnitud de las injusticias sufridas con esa inocua pócima sanadora que se propone. La lógica reclamación de responsabilidades políticas, morales y sociales frente a un terrorismo que posee tanto una dimensión privada como pública se reemplaza por un perdón que aparece como eficaz antídoto. Como ocurre con ese abrazo final entre la víctima y la madre irredenta del terrorista en aparente proceso de arrepentimiento. El perdón y el abrazo evocan la reconciliación, término repetido por tantos reseñadores, y palabra talismán en una sociedad como la vasca en la que los criminales anhelan ese injusto horizonte, pues implica que dos partes son igualmente responsables del mal y deben volver a conciliarse.


  En palabras de Eric Stover, las víctimas no han de reconciliarse con nadie, pues se ha infligido una injusticia sobre ellas, de ahí su reclamación de justicia[1378]. Por ello, otras interpretaciones sobre el perdón exponen su potencial para ser instrumentalizado como una estrategia política, como se desprende del testimonio de Ana Iribar, viuda de Gregorio Ordóñez:


  
    Y es en ese momento, en esa primera tarde de duelo incomprendido, por primera vez experimentado, cuando suena el teléfono en mi casa. No recuerdo qué medio me llamó entonces, pero sí recuerdo su pregunta: «¿Perdona usted al asesino de su marido?».


    No habían transcurrido ni 48 horas. Era la pregunta que los periodistas comenzaron a hacer cuando la víctima de ETA dejó de ser un número anónimo, un uniforme sin nombre, y empezó a tener rostro reconocible. ¿Perdona usted al asesino de su marido, de su hijo, de su padre, de su hermano?


    Parecía la pregunta sacada de uno de esos concursos absurdos en los que a través de una llamada telefónica y con la respuesta adecuada se puede ganar un coche o un apartamento en la playa. Si contesta usted que sí, ¡ha ganado un crucero! Les faltó añadir.


    Desconcertante pregunta, inquietante, pero muy bien traída. Una sociedad que apenas, insisto, se había movilizado tras cada atentado, especialmente durante los años 80 y 90, cuando las víctimas sumaban centenares de guardias civiles y policías nacionales, una sociedad que acostumbraba a mirar hacia otro lado, de pronto quería saber si esa madre, esa viuda o ese huérfano al que daban voz por primera vez los medios de comunicación, perdonan al asesino. Creo que esa parte de la sociedad que durante años ha dado la espalda al problema del terrorismo entiende que si la víctima perdona al asesino, también perdona la parte de culpa colectiva que subyace en el subconsciente de cada individuo, del que veía en los informativos o leía en los periódicos la noticia de un atentado más, sin inmutarse. Ese perdón puede alcanzar y difuminar la sombra de silencio y de indiferencia que construye la parte nacionalista de la sociedad.


    Es esta la que necesita resucitar a la víctima, hacerla de carne y hueso, dotarla de identidad, nombre y apellido, rendirle homenajes, no porque despierte solidaridad o empatía, no para defender sus derechos, o para buscar al culpable y trabajar para que se haga justicia; resucitan a la víctima para exigirle que perdone, y a través del perdón, que redima de su culpa al terrorista a través del perdón de un familiar, de la esposa, la madre, la hermana, el huérfano. ¡Como si nosotros pudiéramos hacerlo por él!, por el muerto, quiero decir. Es importante recordar que el terrorista es además para muchos un vecino del pueblo, el que te sirve las cañas en el bar, el amigo del cura, el familiar de un amigo, uno de la lista que tú votas en las elecciones. Para muchos, especialmente para la tribu nacionalista, la empatía sincera está del lado del asesino y eso de pronto no parece ser éticamente muy respetable.


    Así que el problema de tantas conciencias tiene solución: el residuo familiar que deja la víctima del terrorismo va a perdonarle; para muchos significa un cierto alivio al comprobar que ese sentimiento escondido de culpabilidad queda disuelto en un mal sueño. Y sin haber movido un dedo. Desde el sillón de su casa[1379].

  


  Hay quienes consideran imposible el perdón ante determinadas ofensas que atentan contra la humanidad. Otros lo entienden posible en la íntima subjetividad de la persona, si bien exigiendo, para producir «efectos positivos», requisitos como el pleno reconocimiento del daño realizado, el arrepentimiento, la compasión y solicitud de indulgencia, pero también la reparación y el mantenimiento de las responsabilidades legales del agresor[1380]. En su ausencia, como se aprecia en la sociedad agredida por el terrorismo etarra, se convierte en un «arma política» destinada a presionar a quienes niegan dicho perdón, identificados a menudo como obstáculos para la «paz». En una sociedad marcada por el terrorismo de ETA se promueve desde diversos ámbitos una «reconciliación falseada» sobre la que Sandrine Lefranc alertó en otro contexto de violencia: «Se habrían apoderado del léxico del perdón con el fin de embellecer una política de impunidad»[1381]. Como aclaraba una víctima del terrorismo etarra, «nadie tiene la potestad para exigírnoslo», «podemos negarnos a perdonar y reivindicar nuestro resentimiento sin que nadie tenga razón para reprochárnoslo»[1382]. Ante el modelo de final del terrorismo impulsado por las elites políticas, muchas víctimas están absolutamente legitimadas a exhibir un resentimiento que, sin embargo, otros desprecian como negativo. Como ha demostrado Brudholm, debe desafiarse la creencia convencional que asume el perdón como positivo y nocivo el rechazo a concederlo. En su defensa del resentimiento reivindicado por Jean Améry, víctima del nazismo, extiende a otros contextos el valor e incluso, en ocasiones, la necesidad de oponerse al perdón como «testimonio emocional de respeto a sí mismo y de consideración sobre el daño moral que se le ha infligido a otros o a uno mismo»[1383]. Su vigencia en la sociedad del posterrorismo etarra es total, demostrando que en determinadas circunstancias, la supuesta superioridad moral del perdón no es tal, sino más bien lo contrario, pues, parafraseando a Brudholm, ¿qué tipo de persona sería capaz y estaría dispuesta a perdonar, olvidar y reconciliarse en un contexto en el que impere la impunidad y un olvido escapista?[1384].


  En una sociedad en la que injustamente se presenta como «protagonistas de la paz»[1385] a quienes han causado víctimas, el resentimiento no representa necesariamente una expresión de odio o venganza, sino un «compromiso con ciertos estándares morales» imprescindibles para regular la vida en sociedad[1386]. Constituye, en definitiva, una «obligación moral» el «dar voz» a «emociones reactivas» como el resentimiento en respuesta a la consolidación de injusticias como las que, sin duda, ha favorecido el modelo de final del terrorismo propugnado por la política antiterrorista durante las últimas legislaturas. No solo no constituye un acto negativo, sino que representa un «acto moral» y político, pues a través de él el ciudadano exige «responsabilidades» que otros han renunciado a exigir. Cumple así el resentimiento una «valiosa función ética y social», como la que numerosos autores le atribuyen a esta reacción cuando se violan «expectativas normativas del orden moral»[1387].


  Como se ha analizado, las víctimas de ETA requieren una «justicia política», ya que son víctimas de crímenes políticos. Por eso la memoria y el recuerdo resultan insuficientes en ausencia de dicha justicia política. Es más, pueden la memoria y el recuerdo alentar el resentimiento si estos se presentan como sustitutivos de la necesaria y exigible justicia política, pues esa instrumentalización conduce al olvido del significado político de la ofensa que el terrorismo supone. Las reflexiones de Améry son pertinentes para analizar el final del terrorismo etarra:


  
    Insisto, la culpa colectiva pesa sobre mí, no sobre ellos. El mundo, que perdona y olvida, me ha condenado a mí, no a aquellos que asesinaron o consintieron el asesinato. […] El tiempo ha consumado su obra. En silencio. La generación de los exterminadores, de los constructores de cámaras de gas, de los generales siempre dispuestos a estampar su firma, sumisos a su Führer, envejecen con dignidad. Acusar a los jóvenes, empero, sería absolutamente inhumano y a todas luces antihistórico[1388].

  


  El resentimiento surge ante la necesaria pero insatisfecha exigencia de rendición de cuentas tras el crimen político y la búsqueda de «garantías de que se pueda llegar a confiar en los agresores»[1389]. Los terroristas de ETA y sus cómplices no han ofrecido dichas garantías negándose a condenar el terrorismo y la causa de que haya habido víctimas a las que, no obstante, dicen homenajear mientras justifican su injusta victimización. El modelo de final del terrorismo por el que han optado los últimos Gobiernos de la democracia premia el «perdón» político, social, moral, histórico e incluso en ocasiones penal que los terroristas ya han recibido en lugar de exigírseles la elaboración de su culpa. De ahí que el resentimiento de algunas víctimas del terrorismo constituya una positiva y encomiable reacción ante tamaña injusticia. En palabras de un antiguo miembro de ETA:


  
    Estamos ante la gran operación política de rebajar la gravedad de la acción criminal de ETA. Se pretende sustituir la justicia por recursos a la sentimentalidad: expresar la «pena» por el dolor de las víctimas y la «reparación» por el perdón. Todo esto es un discurso cursi y yo diría que obsceno porque trata de encubrir y hacer olvidar el horror de los crímenes. […] La posverdad. La realidad alternativa. La verdad no importa, los hechos tampoco. […] Es una Operación Limpieza del PNV para consolidar su dominación. Para ocultar su responsabilidad durante estos años. «Es cierto que no hemos estado siempre a la altura debida con las víctimas de ETA…». Cito de memoria a Urkullu. El traje a la tintorería. A quitar las salpicaduras de sangre. Con la complicidad de la política española, por supuesto. Por esa complicidad de hierro que segrega la ambición de poder, a cualquier precio[1390].

  


  EPÍLOGO


  ¿MERECIÓ LA PENA?


  Porque nunca me plegué a la ley del silencio, pero al final, a la hora de la verdad, cuando me tuve que venir porque me jugaba la vida, porque ya no me era posible soportar por más tiempo la situación de indefensión en que me hallaba, me encontré muy solo, me ayudó esta universidad, esta Comunidad Autónoma de Madrid, a la que estaré siempre agradecido, pero no el Gobierno vasco… […] Por eso nunca volveré, y eso que me estoy perdiendo ver todos los días a mis hijos […] ¿Para qué voy a volver a una tierra de la que he sido expulsado?[1391].


  A los que nos dicen que lo que deberíamos hacer es volver hay que responderles que no somos trashumantes, que no es fácil cambiar de trabajo, de ciudad, de vida y que, además, cómo vamos a regresar al lugar en el que nos victimizaron cuando lo gobierna Bildu. Es trágico que hayan conseguido este gran botín[1392].


  La herida ahora duele, pero no sangra[1393].


  CARLOS FERNÁNDEZ CASADEVANTE, catedrático de Derecho Internacional Público en la Universidad Rey Juan Carlos, dejó la Universidad del País Vasco tras recibir amenazas terroristas, entre ellas una carta advirtiéndole: «Su actitud de militante español nos obliga a conminarle a que abandone Euskal Herria. Aténgase a las consecuencias usted y su familia. ETA».


  Pero la cascada de muertes no tiene lugar en un espacio neutro, donde solamente las víctimas y sus familiares y amigos se encuentran afectados. Todo ejercicio de memoria requiere extender el campo de análisis a lo que ocurre en el conjunto de la sociedad vasca mientras las muertes se suceden, y en este plano lo ocurrido dista de ser edificante. Nada es más engañoso que confundir la oposición y el hartazgo frente a «la violencia» [sic] manifestado en una encuesta tras otra por la mayoría de los vascos, con la idea de que fue la sociedad vasca la que acabó con ETA. Como todos saben, aunque muchos no quieran reconocerlo, fue la acción policial coordinada con Francia lo que desmanteló a la organización terrorista. En cuanto a la sociedad, lo más exacto sería decir que triunfó en demasiadas ocasiones la intimidación, aupada en medios nacionalistas democráticos sobre la comunidad de fines con los violentos. Con excesiva frecuencia, las víctimas, ya agredidas o en espera de serlo, se encontraron absolutamente solas, y esto no puede ser borrado de la historia[1394].


  ANTONIO ELORZA, catedrático de Ciencias Políticas en la Universidad Complutense, donde impartió sus clases protegido por escolta por las amenazas de ETA.


  Aquí había que elegir entre ser cobarde o ser mártir. Eso no es justo, porque la gente no debería estar obligada a vivir como héroes o como mártires, sino como ciudadanos[1395].


  FERNANDO SAVATER, fundador del movimiento cívico ¡Basta ya!, catedrático de Filosofía de la Universidad Complutense tras abandonar la Universidad del País Vasco por las amenazas de ETA que le obligaron a vivir protegido con escolta durante años.


  El país no merecía a mi padre. Ni el País Vasco ni España. Sé que hizo lo que él quería, pero no sé si merece mucho la pena morir por una sociedad que mira para otro lado y no tiene ni una palabra de compasión[1396].


  Iñigo Urkullu no dudó en afirmar hace algunos años que las víctimas vascas nos «autodenominamos víctimas del terrorismo». Y nos decía esto mientras, al mismo tiempo, definía a los etarras encarcelados por asesinar a nuestros familiares como «ciudadanos y ciudadanas vascas privados de libertad». Esto es una afrenta a la decencia, a la dignidad y a la justicia, pero, además, nos lleva a una nueva cuestión, quizás, más importante: ¿a quién, a quiénes molestan las peticiones de justicia de las víctimas del terrorismo? ¿No será que molestamos a los asesinos porque les colocamos frente a su atrocidad; que estorbamos a los cómplices de los criminales porque les evocamos su perversa colaboración con la brutalidad, y que cohibimos un poco a tantos y tantos vascos como los que, a través de todo tipo de acuerdos infames con los criminales, se abrazaron a los verdugos o miraron hacia otro lado?[1397].


  TERESA DÍAZ BADA, hija de Carlos Díaz Arcocha, teniente coronel del Ejército y superintendente de la Ertzaintza asesinado por ETA el 7 de marzo de 1985. En mayo de 2012 dimitió de la Comisión para la creación del Centro Memorial para las Víctimas del Terrorismo, criticando al Gobierno español por su «complejo» con respecto al Gobierno vasco «a la hora de tener un criterio claro en lo que debe ser el Centro de la Memoria del Terrorismo y quiénes tienen que estar ahí». «Me parece todo una chapuza. Por eso no quiero formar parte de ello», explicó al tiempo que denunció que aún había «muchísimos crímenes de ETA impunes», a pesar de lo cual «Nadie parece acordarse, ni en este Gobierno ni en el Gobierno vasco, ni la Justicia, de decir que estamos detrás de esto y que no se preocupen que vamos a intentar averiguarlo. Nadie se acuerda de esto, lo cual me parece apostar por parte del Gobierno y del Estado de Derecho por la impunidad».


  
    Se ha oficializado el discurso de que para consolidar la paz es preciso desterrar términos como los de vencedores y vencidos. Ese discurso cubre algunas vergüenzas, como lo hacen casi todos los discursos ideológicos: el proyecto por el que ETA ha matado, amenazado, extorsionado, estigmatizado y segregado a grupos colectivos enteros no puede ser vencido, pues es un proyecto nacionalista, radical, sí, que ha utilizado medios execrables, sí, pero que en su esencia es tan legítimo y defendible en el foro público de la política democrática como cualquier otro.


    No va a haber vencedores, quizá. Lo que sí es seguro es que va a haber vencidos. Y con toda seguridad los vencidos van a ser las víctimas. Las primarias, los asesinados, porque ya nada ni nadie les va a devolver la vida que les arrebataron por ser obstáculo en el camino de la Euskal Herria radical nacionalista. Y las secundarias, los familiares y amigos de los asesinados, porque molestan, porque recuerdan lo que mayoritariamente la sociedad quiere olvidar, porque son testimonio del porqué del terror, testimonio de la diferencia inaceptable para los terroristas, memoria viva de la muerte infligida en nombre de un proyecto político, pero que milagrosamente ha quedado sin ser contaminado por los medios radicales aplicados para ser impuesto[1398].

  


  JOSEBA ARREGI, exconsejero del Gobierno vasco y exmilitante del Partido Nacionalista Vasco, vivió durante años con escolta por las amenazas de ETA.


  
    El terrorista no solo arrebata el privilegio de vivir, sino también el modo en el que se sobrevive. […] Ahora resulta que no podemos decir que estas personas nunca se dejaron llevar por una ideología, sino que esa pretendida fe era una patología, que en otras circunstancias conduce al juego hasta la ruina, a incendiar parques naturales o a robar en grandes almacenes. ¿Es que necesitamos reconciliarnos con ellos, cuando ellos mismos fijan ese punto de encuentro, que sólo les obliga a deponer las armas, mientras a nosotros nos lleva a reconocer sus razones y a condenar sus métodos? ¿Pero es que había algo más que un método, que no debe confundirse con una táctica política, sino con el mero síntoma de una enfermedad?


    Me preocupa algo más hondo. Y es que, no pudiendo obtener el perdón de sus víctimas, los terroristas y una meliflua sociedad que falsifica la misericordia proporcionen una nueva carga a los amigos y familiares, a todos aquellos que hemos denunciado la atmósfera irrespirable de una nación chantajeada. Su crimen se convierte en nuestra flaqueza. Sus actos pasan a juzgar nuestra estatura moral. Su sentido de la impunidad pretende manifestarse en nuestra idea de la justicia. […] Los terroristas mataron en nombre de una supuesta superioridad de su conciencia. Que no nos condenen ahora a olvidar lo fundamental, que no traten de decirnos que no sabían lo que hacían[1399].

  


  FERNANDO GARCÍA DE CORTÁZAR, catedrático de Historia Contemporánea de la Universidad de Deusto, fue uno de los sacerdotes que vivió durante años protegido con escolta. En 2002 criticó al obispo de Bilbao por no solidarizarse con Jaime Larrínaga, párroco de Maruri que vivió protegido por guardaespaldas tras ser calificado de «nostálgico» del franquismo en una nota difundida por el Ayuntamiento de su localidad, gobernada por el PNV. «Parece que el pastor, más que proteger a las ovejas, cuida de los lobos», declaró García de Cortázar.


  
    La negociación es un atajo, no es la solución democrática, Patxi. […] Hay muchos ciegos que serán leales a lo que hagáis, aunque nos traicionéis, porque solo ven las siglas y este es el país de Caín y Abel, de unos contra otros, de la política que parece tantas veces un partido de unos forofos contra otros forofos. […] Para perdonar es necesario que quien ha hecho mal se arrepienta, y ETA no se ha arrepentido de matar, y puesto que no va a reconocer el mal causado, si obtiene algo de vosotros significará por fin que matar ha valido la pena. Me apena —a veces me indigna, si tengo que ser totalmente sincera— veros enredaros en las palabras con que os intenta descolocar el mundo de ETA. Es la dignidad de los muertos inocentes lo que está en juego, y la dignidad de toda la sociedad. […]


    Y después vino el calvario de nueve años de ver sufrir a mi hijo, que veía llegar su propio asesinato. Se jugó la vida por defender la libertad, no por lo que parece que viene de vuestra mano, eso que pomposamente se anuncia como un proceso de Paz. Porque, Patxi, ahora veo que, efectivamente, has puesto en un lado de la balanza la vida y la dignidad, y en el otro el poder y el interés del partido […]. Ya no me quedan dudas de que cerrarás más veces los ojos y dirás y harás muchas más cosas que me helarán la sangre, llamando a las cosas por los nombres que no son. A tus pasos los llamarán valientes. ¡Qué solos se han quedado nuestros muertos!, Patxi. ¡Qué solos estamos los que no hemos cerrado los ojos![1400].

  


  PILAR RUIZ ALBISU, madre de Joseba Pagazaurtundúa, sargento de la Policía Municipal de Andoain asesinado por ETA el 8 de febrero de 2003, dirigiéndose al secretario general del Partido Socialista de Euskadi, Patxi López, durante las negociaciones que el Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero mantuvo con la organización terrorista.


  Hay que decir bien claro que la inocencia de todas las víctimas va inseparablemente unida a la culpabilidad de todos los victimarios. Por ello cualquier disminución externa de la culpabilidad al asesino pasa automáticamente como culpabilidad al campo del asesinado. Son vasos comunicantes. Este es el peligro de un proceso negociador. Y podemos llegar entonces a una construcción social por la cual finalmente puede que la víctima incluso tuviera su parte de culpa[1401].


  Sigue siendo fundamental el que moralmente y por lo tanto políticamente no puedan triunfar los terroristas. No se ha de posibilitar nunca ningún proyecto que haya precisado para su consecución la ejecución de asesinatos. No se ha de posibilitar ningún proyecto político de los terroristas ya que el mismo queda invalidado desde el mismo momento en que se empezó a asesinar. Este debe ser el fundamento de la batalla moral, porque lo contrario sería admitir que el asesinato mereció la pena o fue un paso necesario para poder finalmente conseguir lo buscado[1402].


  ÁNGEL ALTUNA URCELAY, hijo de Basilio Altuna, capitán de la Policía Nacional asesinado por la organización terrorista ETA el 6 de septiembre de 1980 en Erentxun (Álava).


  
    El presidente del Gobierno [Mariano Rajoy] ha realizado unas declaraciones en las que transmite a las víctimas del terrorismo su afecto, cariño y solidaridad. Un afecto, cariño y solidaridad que sitúan a las víctimas como objeto de compasión, como seres merecedores de lástima y conmiseración, pero desprovistos de la simbología esencial que representan: la sociedad española atacada brutalmente durante décadas para imponer un proyecto político que pretende separar el País Vasco del resto de España, aniquilando o sometiendo al discrepante.


    Todas y cada una de las víctimas de ETA han sido asesinadas para lograr ese propósito. Por eso, el afecto, el cariño y la solidaridad suenan a desistimiento, a arrinconamiento, a renuncia, a abandono de las reivindicaciones y de la concepción de las víctimas como referente ético y de resistencia colectiva de los españoles ante la intimidación del terrorismo. Los muertos ya no son patrimonio de todos, solo lo son de sus familias, a las que el presidente les pasa la mano por el lomo y les da el abrazo del oso, tratando de asfixiar esa molesta exigencia de justicia y de derrota moral y política del terrorismo que no está dispuesto a garantizar. Ese cariño es una claudicación, una declaración de intenciones —o de no intenciones—; es la constatación del pago del precio por una paz incierta e indigna. Solo el cariño no es suficiente, es incluso ofensivo[1403].

  


  ANA VELASCO-VIDAL ABARCA, hija de Ana María Vidal Abarca, fundadora de la Asociación Víctimas del Terrorismo (AVT) en 1981, y de Jesús Velasco, comandante del Arma de Caballería y jefe de los Miñones de Álava, cuerpo de policía foral, asesinado por ETA el 10 de enero de 1980.


  Me pregunto si vais a vacilar cuando os digan que ETA está derrotada y que hay que pasar página mientras sus cómplices están instalados en las instituciones españolas sin condenar a ETA. Me pregunto si vais a defender la inocencia de Gregorio Ordóñez y exigir responsabilidad a este gobierno para que actúe contra los asesinos terroristas y sus cómplices. Si vais a indignaros viendo a uno de los asesinos de Gregorio Ordóñez de txikiteo y empujando el carrito de un coche de bebé con la misma mano que ha empuñado pistolas contra siete ciudadanos inocentes. Me pregunto si vais a permanecer cruzados de brazos sabiendo que las instituciones españolas han dado carpetazo a más de trescientas familias españolas sin juicio tras el asesinato de sus familiares[1404].


  
    Nos deslumbraban maravillosos cuentos, recuerdo el más encantador de todos, el de la derrota de ETA en todos sus frentes; lo firmaron el PP y el PSOE en el año 2000. La derrota de ETA y de su continuidad política. Algún tribunal español llegó incluso a ilegalizar a su formación política. Hoy, sin embargo, con el beneplácito de otro tribunal español, vuelven a ser opción política, lo que provoca situaciones cuanto menos curiosas: la misma ciudad que votaba mayoritariamente hace 18 años a Gregorio Ordóñez, elige hoy un alcalde que lo es sin necesidad de condenar la historia criminal de ETA o pedir públicamente su disolución.


    Recuerdo también otro cuento asombroso, el de la solidaridad con las víctimas del terrorismo, una de las grandes ficciones de nuestra absurda democracia. El Estado se declara solidario con las víctimas del terrorismo. Palabra de Ley. Pero esconde 326 asesinatos de ETA sin resolver. Esconde su propia irresponsabilidad. Esconde el duelo inacabado de 326 familias españolas.


    Crecer en este país de ficciones ha sido una difícil tarea a lo largo de estos 18 años, especialmente cuando toda la fantasía se desvanece. El estado de derecho se descubre al final de nuestra adolescencia como una nave sin rumbo fijo, a merced de los caprichos de dos partidos, PP o PSOE, y de otros que gobiernan desde el nacionalismo en sus feudos. Nuestra democracia es insuficiente, no ha sabido amparar a las 326 familias que no han tenido Justicia. ETA nos ha perdonado la vida, y el gobierno y los partidos mayoritarios de este país se rinden ante tanta generosidad y devuelven con gestos de humanidad tan compasiva decisión. Y lo más terrible: el retorno a la más indecente de las preguntas para dar paso a otro cuento, el cuento final, el de la construcción del relato[1405].

  


  ANA IRIBAR, viuda de Gregorio Ordóñez, diputado del Partido Popular en el Parlamento vasco y teniente de alcalde del Ayuntamiento de San Sebastián, asesinado el 23 de enero de 1995 por ETA cuando las encuestas le situaban como futuro alcalde de la capital guipuzcoana.


  
    Mi nombre es Rosa María Alcaraz Martos, soy víctima del terrorismo y espero que tras leer mi carta comprenda por qué me dirijo a usted. El próximo 11 de diciembre se cumplirá el 25 aniversario del atentado contra la Casa Cuartel de Zaragoza, en el que ETA asesinó a 11 personas, de las cuales 6 eran niños, entre ellos mis dos hijas gemelas, Mirian y Esther, de tan solo 3 añitos de edad, y mi hermano Ángel, de 17 años.


    Soy consciente de que en aquellos años usted era poco menor que mi hermano Ángel, por ello le quiero resumir el infierno que ETA nos hizo vivir aquella madrugada. […] No soy capaz de expresar lo que pasó por mi mente en las horas en las que estuvimos mi marido y yo sepultados bajo los escombros, sin saber lo que había sucedido, sin saber cómo estaban mis hijas y mi hermano. Lo que sí creo que comprenderá a la perfección, ya que usted es madre, es lo que sentí cuando en el hospital mi marido me comunicó que mis pequeñas y mi hermano habían sido asesinados. […]


    El autor intelectual de aquel atentado, es decir, el que ordenó matar a tantos inocentes, fue José Antonio Urruticoechea Bengoechea, alias Josu Ternera, al cual, paradójicamente y durante demasiado tiempo, hemos tenido que ver en la Comisión de Derechos Humanos del Parlamento Vasco, mientras mi marido seguía jugándose la vida desactivando los explosivos que sus compañeros de ETA colocaban para seguir asesinando. […]


    Sra. Vicepresidenta [Soraya Sáenz de Santamaría], me dirijo a usted por ser la máxima responsable del CNI [Centro Nacional de Inteligencia] y estar en sus manos que estos cuerpos de acreditada profesionalidad pongan a disposición de la Audiencia Nacional la información del paradero de Josu Ternera, ya que jamás se han desmentido las informaciones que revelan que este individuo está controlado por el CNI, así como las reuniones mantenidas entre varios dirigentes políticos y este asesino.


    No apelo a usted solo en su condición de representante público para hacer llegar mi súplica. Sé que hace poco tiempo usted ha sido madre; es por ello que apelo también a esta condición para que nos ayude a que se haga justicia por el asesinato de mis hijas y de mi hermano. Solo le ruego que por un momento se ponga en mi lugar y que, cuando acueste a su bebé, se acuerde de las caritas de mis niñas. Piense cómo se sentiría si le sucediera lo que me ocurrió a mí, y obre con justicia. Atentamente[1406].

  


  ROSA MARÍA ALCARAZ MARTOS, madre de Miriam y Esther Barrera Alcaraz, hermanas gemelas asesinadas cuando tenían 3 años en el atentado de ETA contra la casa cuartel de la Guardia Civil en Zaragoza el 11 de diciembre de 1987. También murió el tío de las niñas, Ángel Alcaraz Martos, de 17 años, hermano de Rosa. Josu Ternera es considerado responsable de ordenar dicho atentado por el cual pesan sobre él dos órdenes internacionales de busca y captura que los Gobiernos de José Luis Rodríguez Zapatero y Mariano Rajoy renunciaron a aplicar cuando el servicio de inteligencia español tuvo localizado al dirigente terrorista en varios países europeos entre 2004 y 2013.


  
    ¿No va a resultar posible exigir a pistoleros históricos o a antiguos jefes de la banda que identifiquen a los autores de los atentados como requisito previo para acceder a ciertos programas de reinserción? ¿Alguien puede creerse que en una organización estructurada como es ETA solo el autor del asesinato tiene conocimiento del mismo? Para eso, y con dicho fundamento, fui ayer a la cárcel de Zaballa. Fui a pedir a Valentín Lasarte —asesino de mi hermano— que colabore con las autoridades en la identificación de los responsables de los delitos terroristas y con ello, entre otros extremos, en la resolución de los crímenes sin resolver. […]


    De esta forma, como venimos repitiendo, nos ahorraríamos ejemplos como el del etarra «arrepentido» Valentín Lasarte, condenado por siete asesinatos y dentro del programa de la «Vía Nanclares», que se negó a identificar al también etarra Juan Ramón Carasatorre ante la Audiencia Nacional como coautor de distintos atentados, siendo este último absuelto por falta de pruebas; negándose igualmente hace escasos días a identificar a García Gaztelu por el asesinato del Inspector Jefe de la Policía Nacional Enrique Nieto. O el caso de Kepa Pikabea, autor de 20 atentados, y también en la «Vía Nanclares», que guarda silencio ante la petición de una de sus víctimas, el teniente de la Guardia Civil Miguel Madariaga, para que facilite las pruebas necesarias que le permitan la reapertura de su sumario. […]


    En ningún caso cabe hablar de venganza en las víctimas del terrorismo, especialmente cuando ninguno de nosotros se ha tomado la justicia por su mano, constituyendo ello un fenómeno calificado por Penalistas de la talla de Antonio Beristain como un «milagro heroico». Lo que queremos las víctimas del terrorismo no es venganza, es Justicia. En un momento en que tanto nos hablan de paz resulta preciso recordar que difícilmente puede llegarse a la paz sin pasar necesariamente por la Justicia, y ello no podrá conseguirse si se avalan cientos de crímenes sin resolver. Tampoco negamos la posibilidad de reinserción de los presos, lo que negamos es el actual plan de reinserción. Consideramos, aun reiterándonos, que los terroristas que deseen reinsertarse deben colaborar en el fin del terrorismo, debiendo ser este un requisito de ineludible cumplimiento. […] El Ministerio del Interior no solo ha desoído nuestra petición de exigir la colaboración de los terroristas como condición exigible, sino que, inclinándose ante las tesis nacionalistas, apoyadas por el Gobierno Vasco, ha flexibilizado los requisitos requeridos hasta ahora reduciéndolos a uno solo: la mera declaración de separarse de la banda servirá para que los terroristas se integren en el plan de reinserción y cumplan sus condenas en prisiones del País Vasco[1407].

  


  CONSUELO ORDÓÑEZ, hermana de Gregorio Ordóñez, asesinado por ETA el 23 de enero de 1995, y presidenta del Colectivo de Víctimas del Terrorismo del País Vasco (COVITE).


  
    Jamás me hubiera imaginado que un medio de comunicación aupara así a alguien que ha destrozado a tantas familias por el mero hecho de decir que se arrepiente… Se atreve a decir que se arrepiente, que nos pide perdón. ¿A quién? ¿Cómo? ¿Así, por televisión? No, perdonen, pero no… A mí, este tipo nunca jamás ha intentado pedirme perdón. Y yo me pregunto: si algún día lo intentara, ¿cómo sería? «Hola, Silvia. Mira, quería pedirte perdón por haber matado a tus padres en lo mejor de sus vidas y por haberos dejado a tu hermano y a ti indefensos ante la vida. Y no solo durante los 20 años que yo pasé en la cárcel, no, sino para toda vuestra existencia». Claro, visto así, la verdad que es un poco complicado lo de pedir perdón. Es más fácil escribir un libro y que te lleven por las televisiones como si de un héroe se tratara porque, claro, con 19 años eras tan joven que no sabías lo que hacías.


    ¿Y qué hay de las indemnizaciones que el Estado pagó por ti? Me gustaría pensar que el dinero que recaudes gracias al relato del asesinato de mis padres y del resto de tus víctimas vaya íntegro a las arcas del estado. Eso sí podría interpretarlo como un gesto cercano al arrepentimiento.


    Tienes una vida completa: has tenido hijos, supongo que habrás plantado un árbol, ahora has escrito un libro y, además, has matado a cuatro personas y herido a muchas más, destrozando así la vida de demasiadas familias… Serás un exetarra, pero siempre serás un asesino. Y aun así, yo no te deseo ningún mal. Espero que vivas todo lo que puedas en compañía de tus seres queridos. Tú, Iñaki, que puedes disfrutar de esta segunda oportunidad que, como bien dices, te ha dado la vida. Pero, por favor, solo te pido que nos evites el tener que verte y oírte más… pues duele demasiado. Si a mí me condenaste a hacerlo en el silencio de mi casa, hazlo tú en el silencio de la tuya[1408].

  


  SILVIA GÓMEZ RÍOS, hija de Eutimio Gómez y Julia Ríos, asesinados por Iñaki Rekarte, en el atentado que este miembro de ETA perpetró en Santander el 19 de febrero de 1992 en el que también murió Antonio Ricondo. La víctima de ETA respondía a la entrevista de Jordi Evole con Rekarte emitida por el programa «Salvados» días antes como parte de la promoción del libro escrito por el etarra tras ver reducida su condena de 203 años gracias a la denominada «Vía Nanclares». Rekarte afirmó durante la entrevista: «No, no sabría decir el nombre de las personas que maté».


  El fallecimiento de la etarra Belén González Peñalva mientras cumplía condena en prisión atenuada —como corresponde, de acuerdo con la legislación penitenciaria, a los reclusos con una enfermedad terminal— y el ulterior homenaje que se le tributó en el frontón de Lazcano (Guipúzcoa) han vuelto a poner sobre la mesa de la actualidad la pervivencia de la organización terrorista de la que ella fue dirigente. Esos homenajes constituyen, evidentemente, actos de enaltecimiento del terrorismo y humillación a sus víctimas, un delito este que, tipificado en el Código Penal, es cada vez menos perseguido de oficio y sobre el que, por el contrario, insisten las asociaciones que agrupan a estas últimas. En el caso de González Peñalva, ha tenido que ser COVITE el que ha instado la actuación de la Audiencia Nacional, recordando que «el culto al terrorismo latente en las calles del País Vasco y de Navarra es un fenómeno inconcebible en cualquier lugar de Europa y que, en nuestro país, las instituciones consienten». Es verdaderamente lamentable que sea así, de manera que las víctimas de ETA se vean abandonadas por los poderes político y judicial[1409].


  MIKEL BUESA, escoltado durante años mientras presidió el Foro de Ermua, es hermano de Fernando Buesa, diputado del Partido Socialista de Euskadi asesinado por ETA el 22 de febrero de 2000.


  No sería honesto conmigo mismo si hoy, un año más, volviese a callar como lo he hecho durante tanto tiempo. Como nos dice Levi, hoy no me es lícito olvidar. Como en 1980, cuando yo era un niño de 10 años, hoy tengo unas terribles ganas de gritar. […] Y grito ¡no! No contra la construcción de esta memoria, que ya no es «problema» sino «caso». ¡No!, al ver que se hacen ciertas las palabras del también terrorista Pernando Barrena cuando en 2007 dijo: «Los que hoy son terroristas puede que mañana no lo sean, siempre y cuando ganen la batalla del relato político». Y desde la derrota más absoluta de haber perdido esta batalla, viendo cómo hoy los terroristas ya no lo son para buena parte de la sociedad, me rebelo. Hoy no callaré. Fueron y son terroristas[1410].


  A mí me han vencido. Yo sé quiénes son mis enemigos. A quien no reconozco son a mis amigos[1411].


  FERNANDO ALTUNA tenía diez años cuando su padre, Basilio Altuna, capitán de la Policía Nacional, fue asesinado por la organización terrorista ETA el 6 de septiembre de 1980 en Erentxun (Álava). Fernando Altuna se suicidó el 15 de marzo de 2017.


  
    Empeñarse en dar crédito democrático a quienes solo han acumulado déficits y deudas políticas y sociales para con las víctimas del terrorismo y con nuestro Estado de Derecho, solo humilla a las primeras y pervierte y denigra los pilares en los que se sustenta la segunda. Jugar a la equiparación de víctimas, a la equidistancia ética y moral entre los medios empleados por un Estado de Derecho y unos terroristas, al reparto de culpas y responsabilidades, solo nos conduce al relativismo moral, al todos somos culpables, al todos somos víctimas, al «todo lo dejamos así y aquí no ha pasado nada», al olvido, a la paz de los amnésicos relativistas, capaces de rememorar y anatemizar, un día sí y otro también, cruentos agravios guerracivilistas de hace más de 70 años e incapaces de recordar y condenar siquiera, los asesinatos de ayer. […]


    Solo la exigencia irrenunciablemente democrática de la asunción de la culpa, la condena de los medios utilizados y de los fines políticos que pretenden conseguir, la colaboración con la justicia para el esclarecimiento de los asesinatos sin resolver y la aceptación de los valores de nuestro Estado de Derecho, consagrados constitucionalmente, pueden servir para empezar a reconocer crédito democrático alguno para aquellos que impostados en atrición pretenden eludir sus condenas y laminar su pasado sangriento[1412].

  


  JOSU PUELLES, miembro de la Ertzaintza y hermano de Eduardo Puelles, Policía Nacional asesinado por la organización terrorista ETA en Arrigorriaga el 19 de junio de 2009.


  Así que uno es escéptico sobre la consistencia de la experiencia vital que le ha tocado en suerte. Mi duda, si mereció la pena. No en lo que me afecta: hice lo que tenía que hacer y tomé las decisiones correctas, eso creo. Lo que me cuestiono es si, al margen de lo personal, todo aquello sirvió para algo. No sé[1413].


  MANUEL MONTERO, catedrático de Historia Contemporánea de la Universidad del País Vasco y exrector de esta institución, abandonó el País Vasco durante unos años por las amenazas terroristas.


  ¿Por qué la sangre es mía y las victorias de otros que jamás he visto en mi campo de batalla?[1414].


  EVA MARÍA PINTADO, guardia civil herida de gravedad en el atentado de la organización terrorista ETA perpetrado el 6 de marzo de 2000 en San Sebastián.


  Como este libro ha demostrado, y como los extractos anteriores recuerdan, el final de ETA no ha sido para la democracia y sus víctimas ni el mejor ni el único posible, al contrario de lo que diversos dirigentes políticos y opinadores repiten. El modelo de final del terrorismo por el que los últimos Gobiernos del Partido Socialista y del Partido Popular han optado, descartando otros posibles, se caracteriza por unos significativos déficits y una innegable impunidad política, moral, penal, social e histórica, como se ha analizado en estas páginas. A todo ello se suma la mentira y el engaño del gobernante al gobernado en los que se basa este modelo de final del terrorismo. El procedimiento a través del cual se ha puesto fin a la campaña terrorista expone la distorsión política de la verdad de los hechos que tanto preocupó a Hannah Arendt[1415]. El recurso a la «falsedad deliberada»[1416], para considerar y comunicar como verdaderos hechos manipulados ha permitido la transformación de verdades factuales incómodas. Precisamente por ello se reproduce el sintagma «la derrota de ETA» como una suerte de «mentira política organizada»[1417], en los términos de Arendt. De esa lógica falsaria surge el recurso al superlativo para presentar esta forma de finalización del terrorismo como la mejor, ocultándose así sus enormes carencias, reemplazándose la rendición de cuentas de quienes deberían responder por ellas, por una reivindicación de la responsabilidad en un final que, en contra de la realidad, consideran modélico.


  Por todo ello es por lo que algunas personas que se enfrentaron a la organización terrorista con el fin de defender la libertad consideran, con enorme dolor, que su sacrificio no mereció la pena. Su heroicidad se ha traducido en un final no solo imperfecto, sino humillante en muchos aspectos. Razonable resulta en consecuencia que valoren que el cumplimiento de la ley, su ejemplar civismo frente a la cobardía y la complicidad de una mayoría de la sociedad, con graves consecuencias personales que han modificado por completo su trayectoria vital, no han sido reconocidos ni recompensados como es justo y debido. El contraste entre las expectativas que motivó y mantuvo su respuesta cívica en las más adversas de las circunstancias y los resultados que este final del terrorismo arroja, les obliga a cuestionarse las decisiones tomadas en el pasado. Lo que acrecentó el peligro hacia ellos fue precisamente que otros cedieran y no secundaran su ejemplaridad, de ahí su comprensible decepción ante un final del terrorismo sustentado en relevantes cesiones de sus propios gobiernos e instituciones. Se trata de un final que, lejos de ser ejemplar, ha consolidado una peligrosa impunidad y la ausencia de justicia política, social, moral, histórica e incluso penal en numerosos casos, haciendo útil el terrorismo aun sin lograr ETA sus objetivos máximos. Lógico, además de necesario, resulta el resentimiento de algunas víctimas y amenazados como imprescindible denuncia política y moral ante la imposición de un relato sobre el final del terrorismo que reivindica la memoria, la dignidad y la justicia mientras las niega e incurre en la manipulación. La alegoría épica y la apelación emocional al recuerdo de las víctimas prometiéndoles «Memoria, Dignidad, Justicia y Verdad» se convierten a menudo en un escudo con el que blindar una política antiterrorista que niega esas mismas reivindicaciones. Asistimos a la instrumentalización de la memoria mediante una política memorialística y conmemorativa que se limita a recordar las atrocidades y a reivindicar la injusticia de los crímenes, pero sin exigir la necesaria rendición de cuentas a los terroristas y a sus cómplices. Al eludir la imprescindible exigencia de responsabilidades, esa memoria abusa del sentimentalismo y niega tanto el significado político de las víctimas como las consecuencias políticas, sociales, morales e históricas del terrorismo nacionalista perpretado por ETA. Se construye así una memoria basada en homenajes a las víctimas en los que se transaccionan meras declaraciones de afecto a cambio de derechos irrenunciables. El cese de ETA ha llegado a costa de la rehabilitación política y social del entorno terrorista que actuó como un auténtico poder fáctico y cómplice necesario del terrorismo nacionalista. Las advertencias del pasado son reveladoras para valorar las implicaciones de semejante fracaso de la política antiterrorista, pues se definió como «inaceptable» que el cese del terrorismo pudiera ser «el precio de alguna conquista política»[1418]. «Lo que no se puede de ninguna manera es aceptar que la causa en cuyo nombre se mató y se ha aterrorizado y se ha ejercido el terrorismo salga impune, inmune de todo este asunto»[1419], se previno antes de que el Estado aceptara la inmunidad y la impunidad de la causa en cuyo nombre se mató, esto es, el nacionalismo vasco. Como también se advirtió, «hasta que no se haga una crítica profunda del nacionalismo vasco tendremos un problema irresoluble, o irresuelto. Pero claro, en este momento plantear una crítica al nacionalismo vasco no es políticamente correcto»[1420].


  El 8 de febrero de 2003 fue asesinado por ETA Joseba Pagazaurtundúa, afiliado al Partido Socialista de Euskadi y militante del movimiento ¡Basta ya! Las amenazas y ataques terroristas que sufrió antes de su asesinato le hicieron temer por su vida, como expresó en un escrito: «El alma se me escapa trozo a trozo cuando veo un nuevo asesinato. Ay madre, qué miedo tengo. He de salir a la calle, afuera esperan ellos, los que desean sangre. Ay madre, me han de matar y no puedo evitarlo. Mi grito de libertad lo acojan los ciudadanos». Al despedirse con amor de sus familiares en una carta antes del crimen añadió: «Y un reproche. A los que solo han pensado en “su problema”. Yo no lo hice así, pensé en los demás»[1421]. El 10 de febrero de 2004, tras la presentación en Bilbao de su libro Palabra de vasco, Santiago González dedicó un ejemplar a una joven concejal del Partido Popular vasco amenazada por ETA con la siguiente dedicatoria: «A Nerea Alzola, con la esperanza de que algún día no lejano podamos releer estas páginas como una crónica costumbrista de un tiempo superado y con mi admiración por el coraje que pone cada día en la defensa de sus convicciones y de nuestra libertad». Efectivamente, muchos ciudadanos han sido asesinados y amenazados por defender «nuestra libertad». Como recordaba Arendt, «el delito no se comete solamente contra la víctima, sino primordialmente contra la comunidad cuya ley viola»[1422]. Por ello, les debemos y merecen la verdad. Cuando las vidas de esos seres humanos amenazados por el terrorismo se han visto transformadas radicalmente en lo más profundo e íntimo, cuando el sufrimiento y la victimización han sido inmensos para tantos ciudadanos, es insuficiente la propagandística escenificación que reproduce numerosas falsedades sobre el fin de ETA con la intención de convertirlas en verdad. Frente a los intentos de ocultar las responsabilidades que se derivan de la política antiterrorista que ha traído este final, debe exigirse honestidad para enfrentarse al pasado y asumir que el mantenimiento de la mentira humilla a quienes los terroristas amenazaron y coaccionaron. Como Primo Levi denunció tras el nazismo, hoy, tras décadas de terrorismo etarra, se «niega la existencia de las cosas que no debían existir», se reprime una parte importante de la realidad sobre el final de ETA a través de «verdades consoladoras, catalíticas, generosamente intercambiadas»[1423]. El mantra incuestionable de la «derrota de ETA» es una de esas «verdades consoladoras» que permite ocultar a las elites políticas sus errores e incluso negligencias.


  Un profundo conocedor del fenómeno terrorista ha afirmado que el final del terrorismo se ha logrado «gracias a la voluntad política del Estado para combatir a ETA con todos los resortes a su alcance, sin atajos, pero sin renuncias, gracias a la estrategia pactada por el PP y el PSOE en el Acuerdo por las Libertades y contra el Terrorismo del año 2000»[1424]. Otros, en cambio, recuerdan pertinentemente que ese fue un acuerdo que se abandonó al iniciarse la negociación con ETA y que comprometía a los dos principales partidos nacionales a que «no se pagará ningún precio político por la paz»[1425]. Como este libro ha demostrado, no cabe duda de que el final del terrorismo se sustenta en significativos logros políticos del movimiento terrorista fruto de los «atajos» que el Estado aceptó para satisfacer relevantes exigencias del nacionalismo radical. De ahí que se haya calificado como «amnesia consentida» el proceso impulsado por una política antiterrorista que subestima las cesiones políticas al terrorismo mediante su comparación ventajosa con el final de la violencia: «Si ETA ha dejado de matar, parece que todo vale y a cualquier precio. Pero ¿cómo te imaginabas que iba a ser el fin de ETA? Le preguntaba el vicepresidente y aún ministro del Interior, Pérez Rubalcaba y, sin embargo, Alfredo, a una periodista. “Así no, un final con precio político, que borre toda la historia del terrorismo de ETA, no”, le replicaba la aludida»[1426].


  «¿Es compatible la derrota policial del terrorismo con su victoria política? Pues sí, lo es y basta con que nos hagamos los distraídos para que la cosa vaya a más», aseguraba un comprometido y riguroso testigo de la realidad conformada por el terrorismo[1427]. ETA no ha derrotado a un Estado que, sin embargo, ha renunciado a lograr la inapelable derrota de la organización terrorista necesaria y merecida por muchas víctimas y amenazados que hoy, precisamente por ello, se cuestionan si mereció la pena su sacrificio. La falta de voluntad política, la desidia y la dejación de los gobiernos presididos por José Luis Rodríguez Zapatero y Mariano Rajoy han impedido que el enorme debilitamiento operativo de la banda se complementara con el combate ideológico y político que la derrota terrorista exigía para lograrse en toda su magnitud. Los éxitos policiales obtenidos con la inmensa abnegación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, servicio de inteligencia, Fuerzas Armadas, y otros ciudadanos, fueron explotados políticamente mientras se renunció a aplicar las iniciativas requeridas para derrotar ideológica, política y socialmente a quienes han justificado el terrorismo etarra y a quienes se han beneficiado de él. La primacía de intereses personales y partidistas sobre los principios democráticos ha impedido, como demuestra este libro, la rotunda e incuestionable derrota de ETA en todas sus dimensiones, la derrota integral de la «estrategia terrorista» que el Pacto por las Libertades y contra el Terrorismo estableció como objetivo del Estado. No ha sido la fortaleza ni la astucia de la organización terrorista, sino la preminencia de determinados cálculos políticos de los principales partidos democráticos durante los cuatro últimos gobiernos de nuestra democracia, la que ha abortado un final de ETA con la justicia que merecen las víctimas del terrorismo y la sociedad española. Esa es la derrota del vencedor que debería avergonzar a sus responsables y por la que aún deben rendir cuentas.
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